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CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS  

 

 

CASO EMPLEADOS DE LA FÁBRICA DE FUEGOS EN SANTO ANTÔNIO DE JESUS Y 

SUS FAMILIARES VS. BRASIL  

 

 

SENTENCIA DE 15 DE JULIO DE 2020  
 

(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas)  

 

 

 
En el Caso Empleados de la Fábrica de Fuegos en Santo Antônio de Jesus y sus familiares Vs. 

Brasil ,  

 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante ñla Corte Interamericanaò, ñla 

Corteò o ñeste Tribunalò), integrada por los siguientes jueces: 

 
Elizabeth Odio Benito, Presidenta;  

L. Patricio Pazmiño Freire, Vicepresidente; 

Eduardo Vio Grossi, Juez;  

Humberto Antonio Sierra Porto, Juez; 

Eduardo Ferrer Mac -Gregor Poisot, Juez; 

Eugenio Raúl Zaffaroni, Juez, y  

Ricardo Pérez Manrique, Juez;  

 

presentes, además,  
 

Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y 

Romina I. Sijniensky, Secretaria Adjunta,  

 

de conformidad con los artículos 62.3 y 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos (en adelante ñla Convenci·n Americanaò o ñla Convenci·nò) y con los art²culos 31, 

32, 42, 65 y 67 del Reglamento de la Corte (en adelante ñel Reglamentoò o ñel Reglamento 

de la Corteò), dicta la presente Sentencia, que se estructura en el siguiente orden: 
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I  

INTRODUCCIÓN DE LA CAUSA Y OBJETO DE LA CONTROVERSIA  

 
1.  El caso  sometido  a la Corte.  ï El 19  de septiembre  de 2018,  la Comisión  Interamericana 

de Derechos  Humanos  (en  adelante  ñla Comisión  Interamericanaò o ñla Comisi·nò) sometió  a 

la jurisdicción  de la Corte  Interamericana  el  Caso Empleados  de la  Fábrica  de Fuegos  en  Santo 

Antônio de Jesus y sus familiares contra la República Federativa de Brasil (en adelante ñel 

Estadoò o ñBrasilò). De acuerdo con la Comisi·n Interamericana, el caso se relaciona con la 

explosión de una fábrica de fuegos artificiales en Santo Antônio d e Jesus, ocurrida el 11 de 

diciembre  de 1998,  en  la que  murieron  64  personas  y seis  sobrevivieron,  entre  ellos  22  niños 

y niñas.  La Comisión  determinó  que  el  Estado  violó:  i)  los  derechos  a la vida  y a la integridad 

personal de las presuntas víctimas y sus familiares, pues no cumplió con sus obligaciones de 

inspección y fiscalización conforme a su legislación interna y al derecho internacional; ii) los 

derechos del niño; iii) el derecho al trabajo, pues conocía que en la fábrica se estaban 

com etiendo graves irregularidades que implicaban un alto riesgo e inminente peligro para la 

vida  e integridad  personal  de los  trabajadores;  iv)  el  principio  de igualdad  y no  discriminación, 

pues la fabricación de fuegos artificiales era, para el momento de los hechos, la principal e, 

incluso, la única opción laboral para los habitantes del municipio, quienes dada su situación 

de pobreza no tenían otra alternativa que aceptar un trabajo de alto riesgo, con baja paga y 

sin  medidas  de seguridad  adecu adas,  y v)  los  derechos  a las  garantías  judiciales  y protección 

judicial, pues en los procesos civiles, penales y laborales seguidos en el caso, el Estado no 

garantizó  el  acceso  a la  justicia,  la determinación  de la  verdad  de los  hechos,  la  investigación 

y sanción de los responsables ni la reparación de las consecuencias de las violaciones a los 

derechos humanos  ocurridas.  

 

2.  Trámite ante la Comisión. ï El trámite ante la Comisión fue el  siguiente:  

 

a)  Petición.  ï El 3 de diciembre  de 2001,  Justiça  Global,  el  Movimento  11  de Dezembro, 

la Comissão de Direitos Humanos da Ordem dos Advogados do Brasil (OAB) -  

Subseção de Salvador - , el Fórum de Direitos Humanos de Santo Antônio de 

Jesus/Bahia,  Ailton  Jose dos  Santos,  Yulo  Oiticica  Pereira  y Nelso n Portela  Pellegrino 

presentaron la petición inicial en representación de las presuntas  víctimas.  

 

b)  Audiencia Pública ante la Comisión, allanamiento y solución amistosa. -  El 19 de 

octubre de 2006, la Comisión llevó a cabo una audiencia pública sobre el caso. En 

ella, el Estado indicó que no cuestionaría la admisibilidad del caso y reconoció su 

responsabilidad respecto a la falta fiscalización. Asimismo, propuso que las partes 

iniciaran  un  proceso  de solución  amistosa.  Al día  siguiente,  esto  es,  el  20  de octubre 

de 2006,  se realizó  una  reunión  de trabajo  con  las  partes,  en  la que  acordaron  iniciar 

un proceso de solución amistosa 1. Sin embargo, el 18 de octubre de 2010, la  parte 

peticionaria solicitó a la Comisión que suspendiera el procedimiento de solución 

amistosa y emitiera el Informe de Fondo 2, pedido ratificado el 17 de diciembre de 

2015 3. Esta solicitud se fundamentó en que continuaban sin reparación las  

violaciones alegadas.  

 

c)  Informe de Admisibilidad y Fondo. ï El 2 de marzo de 2018, la Comisión emitió el 

Informe  de Admisibilidad  y Fondo  No.  25/18  (en  adelante  ñInforme de Admisibilidad  
 

1 Cfr. Acta de la reunión de inicio del proceso de solución amistosa, 20 de octubre de 2006 (expediente de 
prueba, folios 803 a  804).  
2 Cfr. Comunicación No. 090/10 JG/RJ, remitida por los peticionarios a la Comisión Interamericana, 18 de 
octubre de 2010 (expediente de prueba, folios 191 a  193).  
3 Cfr.  Comunicación  No.  JG 76/15  remitida  por  los peticionarios  a la Comisión  Interamericana,  17  de diciembre 
de 2015 (expediente de prueba, folios 618 a  623).  
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y Fondoò o ñInforme No. 25/18ò), en el cual lleg· a una serie de conclusiones4 y 

formuló varias recomendaciones al Estado.  

 

d)  Notificación  al  Estado.  -  Dicho  informe  fue  notificado  a Brasil  mediante  comunicación 

de 19 de junio de 2018, otorgándole un plazo de dos meses para informar sobre  el 

cumplimiento de las recomendaciones. El Estado no presentó información al 

respecto.  

 

3.  Sometimiento a la Corte. ï El 19 de septiembre de 2018, la Comisión sometió a la 

jurisdicción de la Corte la totalidad de los hechos y supuestas violaciones de derechos 

humanos descritas en e l Informe No. 25/18 ñpor la necesidad de obtenci·n de justicia y 

reparación para las presuntas víctimas y sus  familiaresò5.  

 

4.  Solicitudes  de la  Comisión  Interamericana.  ï Con  base  en  lo  anterior,  la  Comisión  solicitó 

a la Corte que concluyera y declarara la responsabilidad internacional del Estado por las 

violaciones contenidas en su Informe de Admisibilidad y Fondo ( supra párr. 2.d) y ordenara 

al Estado, como medidas de reparación, aquellas incluidas en dicho informe. Este  Tribunal 

nota con preocupación que, entre la presentación de la petición inicial ante la Comisión y el 

sometimiento del caso ante la Corte, han transcurrido casi 17  años.  

 

II 

PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE  

 

5.  Notificación al Estado y a los representantes. ï El sometimiento del caso fue notificado 

al Estado y a los representantes de las presuntas víctimas 6 el 30 de octubre de  2018.  

 

6.  Escrito  de solicitudes,  argumentos  y pruebas.  ï El 8 de enero  de 2019,  el  Movimento  11 

de Dezembro, Justiça Global, la Rede Social de Justiça e Direitos Humanos, el Fórum de 

Direitos Humanos de Santo Antônio de Jesus/Bahia, Ailton José dos Santos, Yulo Oiticica y 

Nelson Portela Pellegrino (en adelante ñlos representantesò) presentaron su escrito de 

solicitudes,  argumentos  y pruebas  (en  adelante  ñescrito de solicitudes  y argumentosò), en  los 

términos  de los  artículos  25  y 40  del  Reglamento  de la Corte.  Coincidieron  con  las  conclusiones 

de la Comisión sobre los artículos convencionales violados y alegaron la violación de los 

derechos  a la vida  y a la integridad  personal  también  en  relación  con  la  protección  a la familia, 

establecida en el artículo 17 de la Convención. Solicitaron que se ordenara al Estado la 

adopción de diversas medidas de reparación y el reintegro de costas y  gastos.  

 

7.  Escrito  de contestación.  ï El 18  de marzo  de 2019,  el  Estado 7 presentó  su escrito  de 
 

4 La Comisión concluyó que el Estado es responsable por las violaciones a los derechos a la vida y a la 
integridad personal, en relación con el deber de especial protección de la niñez; el derecho al trabajo, a la igualdad 
y no discriminación, y los derechos a las garantías judiciales y protección judicial, establecidos en los artículos 4.1, 
5.1,  19,  24,  26,  8.1  y 25.1  de la Convención  Americana,  en relación  con  las  obligaciones  establecidas  en los  artículos  
1.1  y 2 del  mismo  instrumento,  en perjuicio  de las  presuntas  víctimas  individualizadas  en el Informe  de Admisibilidad 
y Fondo.  
5 La Comisión designó como delegadas y delegado a la Comisionada Antonia Urrejola Noguera, al Secretario 
Ejecutivo Paulo Abrão y a la Relatora Especial sobre los Derechos Económicos, Sociales, Cultur ales y Ambientales, 
Soledad García Muñoz, así como a las señoras Silvia Serrano Guzmán y Paulina Corominas Etchegaray y al señor 
Luis Carlos Buob Concha, abogadas y abogado de la Secretaría Ejecutiva, como asesoras y asesor  legales.  
6 Los representantes de las presuntas víctimas son el Movimento 11 de Dezembro, Justiça Global, la Rede 
Social de Justiça e Direitos Humanos, el Fórum de Direitos Humanos de Santo Antônio de Jesus/Bahia, Ailton José 
dos Santos, Yulo Oiticica y Nelson Portela  Pellegrino.  
7 El 15 de marzo de 2019, el Estado remitió a la Corte IDH una lista actualizada de sus agentes designados 
en el presente caso: Ministro João Lucas Quental Novaes de Almeida; Consejero Marco Túlio Scarpelli Cabral; 
Secretaria  Bruna  Vieira  de Paula  Silveira,  subjefe  de la División  de Derechos  Humanos;  Secretaria  Vanessa  Sant'Anna 

Bonifácio  Tavares,  asesora  de la División  de Derechos  Humanos;  Secretario  Daniel  Leão  Sousa,  asesor  de la División  
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contestación al sometimiento del caso y al escrito de solicitudes y argumentos (en adelante 

ñcontestaci·nò o ñescrito de contestaci·nò), en el cual interpuso cuatro excepciones 

preliminares 8 y se opuso a las violaciones alegadas y a las solic itudes de medidas de 

reparación presentadas por la Comisión y los representantes.  

 

8.  Observaciones a las excepciones preliminares ï El 26 de abril de 2019, la Comisión 

Interamericana y los representantes presentaron sus observaciones a las excepciones 

prelim inares presentadas por el  Estado.  

 

9.  Audiencia  Pública.  ï Mediante  la Resolución  de 27  de noviembre  de 2019,  la  Presidencia 

convocó  a las  partes  y a la Comisión  a la celebración  de una  audiencia  pública  para  recibir  sus 

alegatos  finales  orales  y observaciones  finales  orales,  respectivamente,  sobre  las  excepciones 

preliminares y eventuales fondo, reparaciones y costas 9. La audiencia se celebró el 31 de 

enero  de 2020,  en  la  sede  de la Corte,  durante  el  133º  Período  Ordinario  de Sesiones 10 .  En el  

 

de Derechos Humanos; Secretaria Débora Antônia Lobato Cândido, asesora de la División de Derechos Humanos; 
Sávio  Luciano  de Andrade  Filho,  asesor  del  Gabinete  del  Ministro  de la Defensa;  Vital  Lima  Santos,  asesor  del  Gabinete 
del Ministro de la Defensa; Homero Andretta Junior, director del Departamento Internacional de Abogacía General 
de la Uni·n (ñAGU"); Tonny Teixeira de Lima, abogado de la Uni·n; Taiz Marr«o Batista da Costa, abogada de la 
Unión; Daniela Oliveira Rodrigues, abogada de la Unión; Beatriz Figueiredo Campos da Nóbrega, abogada de la 
Unión; Andrea Vergara da Silva, abogada de la Unión; Milton Nunes Toledo Junior, jefe de la Asesoría Especial de 
Asuntos Internacional es del Ministerio de la Mujer, la Familia y los Derechos Humanos (MMFDH); Juliana Mendes 
Rodrigues, coordinadora del Sistema Interamericano de Derechos Humanos de la Asesoría Especial de Asuntos 

Internacionales del MMFDH; Tatiana Leite Lopes Romani, asesor a de la Asesoría de Asuntos Internacionales del 
MMFDH; Stéfane Natália Ribeiro e Silva, asesora de la Asesoría de Asuntos Internacionales del MMFDH; Thiago de 
Oliveira Gonçalves, consultor jurídico del MMFDH; Aline Albuquerque Sant'Anna de Oliveira, coordi nadora de la 
Coordinación General de Asuntos Internacionales y Judiciales de la Consultoría Jurídica del MMFDH; Danuta Rafaela 
Nogueira de Souza Calazans, coordinadora de la Coordinación General de Asuntos Internacionales y Judiciales de la 
Consultoría Jur ídica del MMFDH; Renata Maia Barbosa Namekata, auditora fiscal del trabajo de la Subsecretaría de 
Inspección del Trabajo del Ministerio de la Economía; José Honorino de Macedo Neto, auditor fiscal del trabajo de la 
Superintendencia  Regional  del  Trabajo  en Bahia;  Maria  Dolores  P. de A. Cunha,  Ministra  en la Embajada  de Brasil  en 
San José; Sylvia Ruschel de Leoni Ramos, Consejera en la Embajada de Brasil en San José, y Marcelo Gameiro, 
Segundo Secretario en la Embajada de Brasil en San José. El 1 de abril de 2019, el Estado informó a la Corte las 
siguientes  adiciones  a la lista  actualizada  de agentes  del  Estado:  Coronel  Luciano  Antônio  Sibinel  y Teniente -Coronel 
André de Freitas Porto. El 10 de enero de 2020, el Estado agregó a la lista de sus agentes  a Antônio Francisco Da 
Costa e Silva Neto, Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de Brasil en Costa Rica; Coronel Décio Adriano da 
Silva, representante del Ejército Brasileño; Dênis Rodrigues da Silva, coordinador de Contenciosos Internacionales 
de Derechos  Humanos  de la Asesoría  Especial  de Asuntos  Internacionales  del  MMFDH;  Clara  Fontes  Ferreira,  asistente 
técnica  de la Coordinación  de Contenciosos  Internacionales  de Derechos  Humanos  de la Asesoría  Especial  de Asuntos 
Internacionales del MMFDH. El 21 de enero de 2020 el Estado solicitó la adición de João Henrique Nascimento de 
Freitas, presidente de la Comisión de Amnistía y Asesor Especial del Vicepresidente de la República, a la lista de 
agentes del  Estado.  
8 El Estado presentó una objec ión a una testigo de los representantes como una de sus excepciones 
preliminares,  la cual  denominó  ñimpropiedad de la prueba  testimonial  solicitada  por  los  representantesò. La objeción 
fue  resuelta  mediante  la Resolución  de 27  de noviembre  de 2019,  por lo que  el Tribunal  no  se va  a pronunciar  sobre 
ello en la presente sentencia.  
9 Cfr.  Caso Empleados  de la Fábrica  de Fuegos  en Santo  Antônio  de Jesus y sus  Otros  Vs.  Brasil.  Convocatoria 
a Audiencia. Resolución del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 27 de noviembre de 
2019. Disponible en:  http://www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/fabrica_de_fuegos_29_11_2019_por.pdf . 
10  A esta audiencia comparecieron: a) por la Comisión Interamericana: Paulina Corominas, Asesora; Jorge H. 
Meza Flores, Asesor y Cristian González, Asesor; b) por los representantes: Eduardo Baker Valls Pereira, de Justiça 
Global;  Raphaela  de Araújo  Lima  Lopes,  de Justiça  Global;  Rosângela  Santos  Rocha,  de Movimento  11  de Dezembro; 
Sandra  Carvalho,  de Justiça  Global;  Benedita  Lima  Lopes  Coelho  y Felipe  Bastos  Coelho,  y c)  por  el Estado:  Embajador 
Antônio Francisco Da Costa e Silva Neto, jefe de la delegación; Taiz Marrão Batista da Costa, abogada de la Unión; 
Bruna  Vieira  de Paula,  jefa  de la División  de Derechos  Humanos  del  Ministerio  de Relaciones  Exteriores;  Daniel  Leão 
Sousa, asesor de la División de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores; Marcelo Gameiro de 
Moura,  jefe  del  Sector  Político  y de Cooperación  Técnica  de la Embajada  de Brasil  en San  José;  Coronel  Décio  Adriano 
da Silva, representante del Ejército Brasileño; Teniente -Coronel André de Freitas Porto, representante del Ejército 
Brasileño; Vital Lima Santos, representante del Ministerio de la Defensa; Savio Luciano de Andrade Filho, 
representante del Ministerio de Defensa; Dênis Rodrigues da Silva, coordinador de Casos Contenciosos 
Internacionales de Der echos Humanos de la Asesoría Especial de Asuntos Internacionales del Ministerio de la  Mujer, 
la Familia  y los  Derechos  Humanos  (MMFDH);  Clara  Fontes  Ferreira,  asistente  técnica  de la Coordinación  de 

http://www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/fabrica_de_fuegos_29_11_2019_por.pdf
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curso de la misma, integrantes de este Trib unal solicitaron información y explicaciones a las 

partes y a la Comisión.  

 

10.  Amici  curiae.  ï El Tribunal  recibió  siete  escritos  en  calidad  de amicus  curiae  presentados 

por: 1) la Iniciativa para los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales 

(iDESCA) del Laboratorio de Derechos Humanos y Justicia Global (LabDH) y el Instituto 

Brasileño de Derechos Humanos (IBDH) 11 ; 2) el Ministerio Público del Trabajo de Brasil 12 ; 3) 

la Clínica de Defensa de Políticas Públicas en América Latina de la Universidad de Nueva 

York 13 ; 4) la Clínica de Derechos Humanos de la Universidad Federal de Bahia 14 ; 5) la  Clínica 

de Derechos  Humanos de la Escuela de Derecho del Instituto Brasiliense de Derecho Público 

(CDH - IDP) 15 ; 6) la Clínica de Derechos Humanos y Derecho Ambiental de la Universidad del 

Estado de Amazonas 16 , y 7)  estudiantes de la Maestría en Derecho Internacional de la 

Universidad de La  Sabana 17 .  

 

11.  Alegatos y observaciones finales escritos. ï El 2 de marzo de 2020, los representantes 

y el Estado remitieron sus alegatos finales escrit os y documentos anexos, y la Comisión 

presentó sus observaciones finales  escritas.  

 

12.  Objeciones del Estado a los amici curiae. ï El 20 de mayo de 2020, el Estado presentó 

un escrito por medio del cual objetó cinco de los escritos de amicus curiae presentado s y 

solicitó que se declarara su inadmisibilidad. Al respecto, la Corte advierte que las 

observaciones del Estado sobre la admisibilidad de los amici curiae no fueron presentadas 

dentro del plazo establecido para tal efecto, es decir, en los alegatos final es escritos, de 

manera que se consideran  extemporáneas 18 .  
 

Contenciosos  Internacionales  de Derechos  Humanos  de la Asesoría  Especial  de Asuntos  Internacionales  del  MMFDH; 
Aline Albuquerque Sant'Anna de Oliveira, representante de la Consultoría Jurídica del MMFDH; Renata Maia Barbosa 
Namekata, auditora fiscal del trabajo del Ministerio de la Economía; Ana Guiselle Rodríguez Guzmán, asistente 
administrativa de la Embajada de Brasil en San José, y João Henrique Nasci mento de Freitas, presidente de la 
Comisión de Amnistía y Asesor Especial del Vice -presidente de la  República.  
11  El escrito  fue  firmado  por  Rodrigo  Vitorino  Souza  Alves,  César  Oliveira  de Barros  Leal,  Natalia  Brigagão  F. 

A.  Carvalho  y José Renato  V. Resende.  El escrito  trata  sobre  el derecho  a igualdad  y no  discriminación  en los  derechos 
económicos y sociales en Santo Antônio de Jesus y la coexistencia y complementariedad de las obligaciones 
corporativas y estatales de observancia a los derechos human os económicos y  sociales.  
12  El escrito  fue  firmado  por  Alberto  Bastos  Balazeiro,  Fiscal  General  del  Trabajo.  El escrito  describe  las  acciones 
que  el Ministerio  Público  del  Trabajo  en la región  de Santo  Antônio  de Jesus lleva  a cabo  en relación  con  las  empresas 
que trabajan en la fabricación de fuegos  artificiales.  
13  El escrito  fue  firmado  por  María  Florencia  Saulino.  El escrito  trata  sobre  la responsabilidad  del  Estado  por  la 

falta de mecanismos de prevención de violaciones a Derechos Humanos cometidas por  terceros.  
14  El escrito fue firmado por Bruna Rafaela de Santana Santos, Bruno Simões Biscaia, Marina Muniz Pinto de 
Carvalho Matos, Bruna Matos da Silva, Carolina Muniz de Oliveira, Christian Lopes Oliveira Alves, Gabriel Santiago 

dos  Santos  Goncalves,  Matheus  Ferreira  Goés Fontes.  El escrito  trata  sobre  pobreza  y derechos  humanos,  el contexto 
histórico -social  del  ñRec¹ncavo Baianoò, medidas  de reparación  en general,  y medidas  de no  repetición,  en particular.  
15  El escrito fue firmado por Priscilla Sodré y Wellington Pantaleão. El escrito trata sobre cuestiones relativas 
a las  violaciones  al derecho  a un  trabajo  digno,  especialmente  relacionadas  con  las peores  formas  de trabajo  infantil 
y el trabajo indecente o  degradante.  
16  El escrito fue  firmado por Sílvia Maria da Silveira Loureiro, Emerson Victor Hugo Costa de Sá, Ana Paula 
Simonete  Castelo  Branco  Bremgartner,  Débora  Lira  de Lacerda,  Elize  Lacerda  Vasconcellos,  Emily  Silva  Assad,  Gabriel 
Henrique  Pinheiro  Andion,  Laís Rachel  Brandão  de Mello,  Luane  Antella  Moreira,  Paula  Melissa  Coelho  da Silva  Saraiva, 
Paula Mércia Coimbra Brasil y Rildo Amorim da Silva Júnior. El escrito presenta un análisis del contexto fáctico de la 
fabricación de fuegos artificiales en Santo Antônio de Je sus y de la normativa que reglamenta las relaciones de 
trabajo, particularmente en la actividad pirotécnica en Brasil. Además, trata sobre la protección del trabajo infantil; 
describe  el rol  de los auditores  fiscales  del  trabajo  en la fiscalización  de las actividades  laborales;  trae  consideraciones 
jurídicas sobre impactos de la implementación de reformas legislativas en Brasil y sobre el tema de empresas y 
derechos  humanos.  
17  El escrito fue firmado por Juan Pablo Acosta Peñaloza, Caro lina Gómez López, Mónica María Soler Ayala y 
María Alejandra Vega García. El escrito trae un análisis sobre los estándares de protección internacional de los 
derechos humanos exigibles de los Estados en materia de empresas y derechos  humanos.  
18  Sin  perjui cio  de lo anterior,  este  Tribunal  hace  notar,  como  lo hizo  en el Caso Pueblo  Indígena  Xucuru  y sus 
miembros  Vs.  Brasil,  que  de acuerdo  con  el artículo  2.3  del  Reglamento,  quien  presenta  un  amicus  curiae  es una  
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13.  Observaciones de las partes y de la Comisión. ï El 23 de marzo de 2020, la Comisión 

presentó un escrito en el cual mencionó no tener observaciones a los anexos presentados 

junto con los alegatos finales escritos del Estado y de los representantes de las pr esuntas 

víctimas.  El 29  de mayo  de 2020,  el  Estado  presentó  observaciones  a los  anexos  a los  alegatos 

finales de los  representantes.  

 

14.  Deliberación del presente caso. ï La Corte deliberó la presente Sentencia, a través de 

una sesión virtual, durante los días 13, 14 y 15 de julio de  2020 19 .  

 

III     

COMPETENCIA  

 

15.  La Corte Interamericana es competente para conocer el presente caso, en los términos 

del artículo 62.3 de la Convención, debido a que Brasil es Estado Parte de la Convención 

Americana desde el 25 de septiembre de 1992 y reconoció la competencia contenciosa de 

este Tribunal el 10 de diciembre de  1998.  

 

IV 

EXCEPCIONES PRELIMINARES  

 

16.  En el presente caso Brasil presentó tres excepciones preliminares relativas a las 

alega das:  a)  inadmisibilidad  del  sometimiento  del  caso  en  virtud  de la publicación  del  Informe 

de Admisibilidad y Fondo por parte de la Comisión; b) incompetencia ratione materiae 

respecto de las supuestas violaciones al derecho al trabajo, y c) falta de agotamiento de 

recursos internos. Asimismo, presentó como excepción preliminar un alegato que denominó 

ñincompetencia ratione personae respecto de las presuntas víctimas no identifi cadas o no 

adecuadamente representadasò. La Corte hace notar que ese alegato no constituye una 

excepción  preliminar,  toda  vez  que  su análisis  no  puede  resultar  en  la  inadmisibilidad  del  caso 

o en  la incompetencia  de este  Tribunal  para  conocerlo 20 .  Por ello,  este  Tribunal  va  a examinar 

ese asunto como consideración previa ( infra párrs. 34 a  49).  

 

A.  Alegada inadmisibilidad del sometimiento del caso a la Corte en virtud de la 

publicación del Informe de Admisibilidad y Fon do por parte de la  Comisión  

 

A.1.  Alegatos  del  Estado,  observaciones  de  la  Comisión  y  de  los 

representantes  

 

17.  El Estado señaló que la Comisión, al publicar en su página web el Informe de 

Admisibilidad  y Fondo  del  presente  caso,  optó  por  la  máxima  sanción  establecida  en  el  artículo  

 
persona o institución ajena al litigio y al proceso que se sigue ante la Corte, con la finalidad de presentar 
razonamientos en torno a los hechos contenidos en el sometimiento del caso o formular consideraciones jurídicas 
sobre  la materia  del  proceso.  Adicionalmente,  la Corte  encuentra  que  las observaciones  sobre  el contenido  y alcance 
de los referidos  amici  curiae  no  afectan  su admisibilidad.  Cfr.  Caso Pueblo  Indígena  Xucuru  y sus  miembros  Vs.  Brasil. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2018. Serie C No. 346, párr. 
13.  
19  Debido a las circunstancias excepcionales ocasionadas por la pandemia COVID -19, esta Sentencia fue 
deliberada y aprobada durant e el 135 Período Ordinario de Sesiones, el cual se llevó a cabo de forma no presencial 
utilizando medios tecnológicos, de conformidad con lo establecido en el Reglamento de la  Corte.  
20  Cfr. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 18, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 9 de marz o de 2020. Serie C No. 401, párr.  12.  
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51 de la Convención Americana, lo cual impediría el sometimiento del caso ante la Corte. Al 

respecto, citó la interpretación hecha por esta Corte respecto de los artículos 50 y 51 de la 

Convención en la O pinión Consultiva OC -13/93 e indicó que esos artículos establecen etapas 

sucesivas. De modo que, si el caso ha sido introducido ante la Corte, la Comisión no está 

autorizada para publicar el informe, pues este será, conforme al artículo 50, el informe 

prel iminar.  Además,  respaldó  su posición  con  lo expuesto  en  el  voto  disidente  del  Juez Máximo 

Pacheco  Gómez  en  la  Opinión  Consultiva  OC-15/97.  Para  el  Estado,  la publicación  del  informe 

da cuenta de su carácter definitivo, lo que impide el sometimiento del caso ante la Corte. 

Subsidiariamente, el Estado solicitó que la Corte declare que la conducta de la Comisión de 

publicar sus informes preliminares es violatoria de los artículos 50 y 51 de la Convención y, 

por lo tanto, requiera a la Comis ión que retire el informe de su página  web.  

 

18.  La Comisión señaló que lo alegado por el Estado no constituye una excepción 

preliminar,  pues  no  se refiere  a cuestiones  de competencia  ni  a los  requisitos  de admisibilidad. 

Indicó,  además,  que  el  mismo  argumento  ya  fue  planteado  por  el  Estado  en  otros  casos 21 ,  en 

los que la Corte negó la procedencia de esta excepción preliminar por considerar que la 

práctica de publicación del informe luego de someter el caso a la Corte, no contraviene 

ninguna norma convencional o  reglamentaria.  

 

19.  Los representantes reiteraron los argumentos presentados por la  Comisión.  

 

A.1.  Consideraciones de la Corte  

 

20.  La Corte  reitera,  tal  como  lo ha  indicado  en  los  Casos  Trabajadores  de la Hacienda  Brasil 

Verde 22 , Favela Nova Brasilia 23  y Pueblo Indígena Xucuru 24 , en los que Brasil ha presentado 

el mismo argumento, que la publicación del Informe de F ondo en la forma realizada por la 

Comisión no implica la preclusión del caso ni viola ninguna norma convencional o 

reglamentaria. Además, el Estado no demostró que la publicación del Informe de Fondo se 

hubiera  dado  de forma  distinta  a lo expuesto  por  la Comisión  o que  en  este  caso  la publicación 

se hubiera hecho de forma contraria a lo establecido por la Convención Americana. Por esa 

razón, el argumento del Estado resulta improcedente y se desestima la excepción preliminar 

opuesta.  

 

B.  Alegada  incompetencia  ratione  materiae  respecto  de  las  supuestas 

violaciones al derecho al  trabajo  

 

B.1.  Alegatos  del  Estado,  observaciones  de  la  Comisión  y  de  los 

representantes  

 

21.  El Estado señaló que la Corte no es competente para pronunciarse respecto de la 

alegada  violación  del  derecho  al  trabajo  en  los  términos  del  artículo  26  de la  Convención.  Esto 

porque los derechos económicos, sociales y culturales no se pueden someter al régimen de 

peticiones  individuales  regulado  en  los  artículos  44  a 51  y 61  a 69  de la  Convención  Americana 

y, por lo tanto, a la jurisdicción contenciosa de la Corte  Interamericana.  

 

 
21  La Comisión se refirió a los siguientes casos: Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de octubre de 2016. Serie C No. 318, 
párrs. 25 a 27; Caso Favela Nova Brasilia Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Re paraciones y Costas. 
Sentencia  de 16  de febrero  de 2017.  Serie  C No.  333,  párrs.  24  a 29,  y Caso Pueblo  Indígena  Xucuru  y sus  miembros 
vs. Brasil, supra , párrs. 24 y  25.  
22  Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra , párrs. 23 a  28.  
23  Cfr. Caso Favela Nova Brasilia Vs. Brasil, supra , párrs. 24 a  29.  
24  Cfr. Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros Vs. Brasil, supra , párrs. 24 y  25.  
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22.  La Comisión y los representantes solicitaron desestimar esta excepción pues, al 

versar sobre la interpretación del artículo 26 de la Convención, no constituye una excepción 

preliminar, sino un asunto que debe ser resuelto en la parte de fondo del caso. Asimismo, 

indicaron que, desde la se ntencia del Caso Lagos del Campo Vs. Perú , el alegato sobre la 

incompetencia de la Corte para pronunciarse respecto de la violación del artículo 26 ha sido 

un tema ampliamente  superado.  

 

B.2.  Consideraciones de la  Corte  
 

23.  Este Tribunal reafirma su competencia pa ra conocer y resolver controversias relativas 

al  artículo  26  de la Convención  Americana  como  parte  integrante  de los  derechos  enumerados 

en  su texto,  respecto  de los  cuales  el  artículo  1.1  confiere  obligaciones  de respeto  y garantía 25 . 

Tal como lo ha indicado en decisiones previas 26 , las consideraciones relacionadas con la 

posible  ocurrencia  de dichas  violaciones  deben  ser  estudiadas  en  el  fondo  de este  asunto.  Por 

esa razón , la Corte desestima esta excepción  preliminar.  

 

C.  Alegada falta de agotamiento de los recursos  internos  

 

C.1.  Alegatos  del  Estado,  observaciones  de  la  Comisión  y  de  los 

representantes  

 

24.  El Estado argumentó que, al momento de la petición inicial, aún no se habían agotado 

y,  en  algunos  casos,  interpuesto  los  recursos  idóneos  a nivel  interno  para  dilucidar  los  hechos 

y responsabilidades relacionados con la explosión de la fábrica de fuegos. Puntualizó que el 

agotamiento  de los  recursos  con  posterioridad  a la presentación  de la  petición  invierte  el  orden 

de complementariedad  entre  el  sistema  doméstico  e interamericano  y que,  si bien  la Corte  ha 

indicado que se pueden agotar estos después de la presentación del caso, el agotamiento 

debe ocurrir antes de que el Estado sea notificado para presentar sus primeras 

consideraciones  sobre  la  demanda 27 .  Finalmente,  señaló  que  interpuso  esta  excepción  ante  la 

Comisión en el momento procesal  oportuno.  

 

25.  De forma específica, sobre el proceso penal, estableció que, a la fecha de presentación 

del  caso  ante  la  Comisión,  habían  pasado  solamente  tres  años  desde  que  ocurrió  la explosión 

y poco más de dos años desde la presentación formal de la acción por parte del Minist erio 

Público de Brasil (abril de 1999), tiempo que, en su consideración, es más que razonable en 

investigaciones  policiales  y causas  penales  en  las  que  están  implicados  varios  acusados  y 

 
25  Cfr.  Caso Lagos  del  Campo  Vs.  Perú.  Excepciones  Preliminares,  Fondo,  Reparaciones  y Costas.  Sentencia  de 
31  de agosto  de 2017.  Serie  C No.  340,  párrs.  142  y 154;  Caso Trabajadores  Cesados  de Petroperú  y otros  Vs.  Perú. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2017. Serie C No. 344, 
párr.  192;  Caso San Miguel  Sosa  y otras  Vs.  Venezuela.  Fondo,  Reparaciones  y Costas.  Sentencia  de 8 de febrero  de 
2018. Serie C No. 348, párr. 220; Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 8 de marzo  de 2018.  Serie  C No.  349,  párr.  100;  Caso Cuscul  Pivaral  y otros  Vs.  Guatemala.  Excepción  Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359, párrs. 75 a 97; Caso Muelle 
Flores  Vs.  Perú.  Excepciones  Preliminares,  Fondo,  Reparaciones  y Costas.  Sentencia  de 6 de marzo  de 2019.  Serie  C 
No. 375, párrs. 34 a 37; Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional de 
Administración Tributaria (ANCEJUB -SUNAT) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de noviembre de 2019.  Serie C No. 394, párrs. 33 a 34; Caso Hernández Vs. Argentina. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2019. Serie C No. 395, párr. 62; Caso 
Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina. Fondo, 
Reparaciones  y Costas.  Sentencia  de 6 de febrero  de 2020.  Serie  C No.  400,  párr.  195,  y Caso Spoltore  Vs.  Argentina. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9 de junio de 2020. Serie C No. 404, párr.  85.  
26  Cfr . Caso Muelle Flores Vs. Perú, supra , párr. 37, y Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la 
Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB -SUNAT) Vs. Perú, supra , párr.  37.  
27  El Estado  citó  como  respaldo  lo dicho  en el Caso Castillo  Petruzzi  y otros  Vs.  Perú.  Excepciones  Preliminares.  
Sentencia de 4 de septiembre de 1998. Serie C No. 41, párrs. 54 y 55.  
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víctimas. Por lo anterior, añadió que varias etapas del proceso penal interno suc edieron a la 

par  del  procedimiento  ante  la  Comisión.  Sobre  los  procesos  civiles,  señaló  que  estos  no  fueron 

agotados previamente y que, de hecho, fueron y siguen siendo regular y progresivamente 

agotados  con  resultados  favorables  para  las  presuntas  víctimas.  Sobre  los  procesos  laborales, 

señaló  que  fueron  iniciados  por  las  presuntas  víctimas  sobrevivientes  y herederos  en  los  años 

2000  y 2001,  razón  por  la cual,  en  la denuncia  presentada  ante  la Comisión,  no  se acompañó 

evidencia sobre su agotamiento, y que varias etapas sucedieron paralelamente al proceso 

ante la Comisión. Sobre el proceso administrativo, destacó que la actuación del Estado ante 

la explosión fue rápida y eficaz y contribuyó a la determinación de las responsabilidades 

admin istrativas de los propietarios de la fábrica de fuegos y a su  cierre.  

 

26.  Finalmente, el Estado señaló que no son aplicables ninguna de las excepciones a la 

necesidad de agotamiento de los recursos internos, previstas en el artículo 46.2 de la 

Convención, pue s: 1) el sistema legal brasileño contaba y cuenta con una robusta normativa 

de derechos y garantías constitucionales e infraconstitucionales para proteger los derechos 

presuntamente  violados;  2)  el  Estado  no  negó  a las  presuntas  víctimas  el  acceso  a los  recursos 

internos, ni impidió su agotamiento. De hecho, las demandas penales y civiles fueron 

planteadas por los órganos estatales competentes, y 3) el Estado no incurrió en una demora 

injustificada en el trámite de los recursos internos. En este punto, re saltó que, contrario a la 

lógica  establecida  por  la Convención,  la Comisión,  en  lugar  de analizar  el  requisito  de ñdemora 

injustificadaò en el per²odo comprendido entre la ocurrencia del hecho y el momento de la 

petición,  trató  de justificar  la  admisibilidad  del  caso  casi  17  años  después  de su presentación, 

utilizando un período de tiempo mucho  mayor.  

 

27.  La Comisión , en su escrito de observaciones a las excepciones preliminares, reiteró lo 

expuesto en su Informe de Admisibilidad y Fondo, en el sentido de que ñsi bien en sus 

primeras presentaciones el Estado alegó la falta de agotamiento de los recursos internos, de 

manera posterior renunci· expresamente a cuestionar la admisibilidad del casoò28 . La 

Comisión aludió a la posición del Estado durante la audiencia celebrada el 19 de octubre de 

2006, en la que señaló que no cuestionaría la admisibilidad del caso y consideró que invocar 

un requisito de admisibilidad cuyo cumplimiento renunció a cuestionar de manera expresa  

constituye una violación al principio de estoppel . Sin perjuicio de lo anterior y de manera 

subsidiaria, la Comisión destacó que en su Informe de Admisibilidad y Fondo se pronunció 

sobre  el requisito  de agotamiento  de los  recursos  internos,  aplicando  la  excepción  de retardo 

injustificado  contemplada  en  el  artículo  46.2.c)  de la  Convención  Americana.  Finalmente,  hizo 

referencia a lo dicho por la Corte en el Caso Wong Ho Wing Vs. Perú , en el sentido de que el 

agotamiento de los recursos internos se debe verificar al momento del pronunciamiento de 

admisibilidad y no necesariamente al momento de presentación de la  petición.  

 

28.  Los representantes manifestaron que el momento oportuno para el análisis del 

requisito de agotamiento previo de los recursos internos es en la decisión sobre la 

admisibilidad  del  caso.  Señalaron  que  la  etapa  de admisibilidad  se produjo  junto  con  la  etapa 

de fondo  y terminó  con  la emisión  del  Informe  de Admisibilidad  y Fondo  casi  20  años  después 

del hecho que causó las violaciones de derechos humanos, sin que las presuntas víctimas 

hubieran  recibido  íntegramente  ninguna  de las  indemnizaciones  debidas  en  el  ámbito  laboral, 

civil o penal. Indicaron, además, que el Estado no puede utilizar el argumento de que la 

Comisión  ha  socavado  la complementariedad  del  sistema  interamericano,  dado  que  ha  tenido 

varias oportunidades, incluso durante el curso del proceso ante dicho órgano, para resolver 

la cuestión.  

 
28  Informe de Admisibilidad y Fondo de la Comisión Interamer icana, No. 25/18, Caso No. 12428, Empleados 
de la Fábrica  de Fuegos  en Santo  Antônio  de Jesus y sus  familiares  -  Brasil,  2 de marzo  de 2018,  OEA/Ser.L/V/II.167 
Doc. 29 (expediente de fondo, folio  13).  
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C.2.  Consideraciones de la Corte  

 

29.  El artículo 46.1.a) de la Convención dispone que, para determinar la admisibilidad de 

una petición o comunicación presentada ante la Comisión, de conformidad con los artículos 

44 ó 45 de la Convención, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recur sos de 

la jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente 

reconocidos 29 .  

 

30.  Además,  esta  Corte  ha  desarrollado  pautas  claras  para  analizar  una  excepción  preliminar 

basada  en  un  presunto  incumplimiento  del  requisito  de agotamiento  de los  recursos  internos. 

Primero, la Corte ha interpretado la excepción como una defensa disponible para el Estado, 

ñpues busca dispensarlo de responder ante un ·rgano internacional por actos que se le 

imputen, antes de haber tenido la ocasi·n de remediarlos con sus propios mediosò30  y, como 

medio de defensa, es renunciable expresa o tácitamente 31 . Segundo, esta excepción debe 

presentarse opor tunamente con el propósito de que el Estado pueda ejercer su derecho a la 

defensa. Tercero, la Corte ha afirmado que el Estado que presenta esta excepción debe 

especificar los recursos internos que aún no se han agotado y demostrar que estos recursos 

son a plicables y efectivos 32 . En cuanto al momento procesal oportuno para presentar la 

objeción relativa a la falta de agotamiento de recursos internos, la Corte ha sostenido que 

este debe ser el procedimiento de admisibilidad ant e la  Comisión 33 .  

 

31.  La Corte  observa  que  en  la petición  de los  representantes  de fecha  23  de noviembre  de 

2001 34 , se alega la excesiva demora en la decisión de los procesos judiciales que estaban en 

trámite  ante  la jurisdicción  interna.  Mientras  que  el  Estado,  en  su escrito  de 12  de octubre  de 

2005,  sostuvo  que  aún  quedaban  por  agotar  varios  recursos  internos  importantes,  adecuados 

y eficaces antes de que la petición pudiera ser admitida ante el Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos 35 . De esta forma, la Corte encuentra que el Estado, en efecto, presentó 

la excepción  preliminar  de falta  de agotamiento  de recursos  internos  en  el  momento  procesal 

oportuno, durante sus primeras actuaciones en el trámite de este proceso. No obstante, la 

Comisión  alegó  que  el  Estado,  durante  el  procedimiento  de admisibilidad  ante  la  Comisión,  en 

particular, en la audiencia pública celebrada el 19 de octubre de 2006, declaró que no 

cuestionaría  la admisibilidad  del  caso.  Brasil,  a su vez,  manifestó  durante  la  audiencia  ante  la 

Corte 36 , así como en sus alegatos finales escritos, que la declaración en cuestión estaba 

enmarc ada dentro del proceso de solución amistosa iniciado por las partes en octubre de 

2006.  De esa forma,  le corresponde  a la Corte  analizar  el  contenido  y las  circunstancias  de la 

mencionada declaración del  Estado.  

 

 

29  Cfr . Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. 
Serie C No. 1, párr. 85, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 27 de enero de 2020. Serie  C No. 398, párr.  24.  
30  Caso Cruz  Sánchez  y otros  Vs.  Perú.  Excepciones  Preliminares,  Fondo,  Reparaciones  y Costas.  Sentencia  de 
17 de abril de 2015. Serie C No. 292, párr.  48.  
31  Cfr.  Caso Velásquez  Rodríguez  Vs.  Honduras.  Excepciones  Preliminares,  supra , párr.  88,  y Caso Montesinos 
Mejía Vs. Ecuador, supra , párr.  25.  
32  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, supra , párr. 88, y Caso Carranza 
Alarcón Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de febrero de 2020. 
Serie C No. 399, párr.  15.  
33  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, supra , párr. 88, y Caso Carranza 
Alarcón Vs. Ecuador, supra , párr.  15.  
34  Cfr . Comunicación No. JG -RJ No. 212/2001, remitida por los representantes a la Comisión Interamericana, 
23 de noviembre de 2001 (expediente de prueba, folios 407 y  408)  
35  Cfr . Comunicación  remitida  por  el Estado  a la Comisión  Interamericana,  12  de octubre  de 2005  (expediente 
de prueba, folios 238 a  249).  
36  Cfr . Alegatos orales del Estado en Audiencia Pública realizada el 31 de enero de 2020 ante la Corte  IDH.  
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32.  De acuerdo con el acervo probatorio del presente caso, la Comisión Interamericana 

convocó a las partes a una audiencia pública para tratar la admisibilidad del caso, el 19 de 

octubre de 2006. Durante dicha audiencia, la Agente del Estado inform· ña todos los 

peticionarios y miembr os de la Comisión que no tratar[ían] ningún asunto ni impugnar[ían] 

la admisibilidad de este casoò37 . Mediante la citada declaración, el Estado no solo dejó de 

alegar la falta de agotamiento de recursos internos o de presenta r otra objeción a la 

admisibilidad del caso, sino que declaró expresamente que no cuestionaría su admisibilidad. 

El 20 de octubre, es decir, el día siguiente de esa declaración, la Comisión llevó a cabo una 

reunión de trabajo para tratar la posibilidad de iniciar un proceso de solución amistosa. Así, 

el  análisis  del  contenido  de la declaración  del  Estado  y del  momento  en  que  sucedió,  permiten 

a este  Tribunal  arribar  a la conclusión  de que  esta  ocurrió  en  la audiencia  de admisibilidad  del 

caso, previo al inicio del proceso de solución  amistosa.  

 

33.  Ahora bien, luego de que el Estado desistió de objetar la admisibilidad del caso sub 

judice durante la audiencia pública ante la Comisión, procedió a presentar ante la Corte la 

excepción preliminar de falta de agotamiento de los recursos internos. Lo anterior configura 

un cambio en la posición previamente asumida, que no es admisible según el pri ncipio de 

estoppel . En ese sentido, este Tribunal recuerda que, según la práctica internacional y 

conforme a su jurisprudencia, cuando una parte en un litigio ha adoptado una actitud 

determinada que redunda en perjuicio propio o en beneficio de la parte co ntraria, no puede, 

en virtud del principio de estoppel , asumir otra conducta que sea contradictoria con la 

primera 38 . En consecuencia, la Corte desestima esta excepción  preliminar.  

 

V 

CONSIDERACIÓN PREVIA  

 

A.  Alegatos del Estado, observaciones de la Comisión y de los  representantes  

 

34.  El Estado presentó una serie de objeciones en relación con las personas identificadas 

como  presuntas  víctimas  por  los  representantes  y por  la Comisión,  en  particular  respecto  de:  

a) una de las personas que fue identificada como fallecida en la explosión y 26 familiares 

identificados por los representantes en el escrito de solicitudes y argumentos, porque no 

fueron  mencionados  por  la Comisión  en  su Informe  de Admisibilidad  y Fondo;  b)  18  personas 

que  aparecen  mencionadas  dentro  del  expediente,  pero  que  no  habrían  otorgado  formalmente 

poder  a los  representantes  para  la interposición  de la acción  ante  el  Sistema  Interamericano, 

y c) 26 familiares presentados como presuntas víctimas sin que se haya comprobado o 

alegado  de forma  específica  en  qué  medida  fueron  afectados  sus  derechos.  El Estado  también 

objetó  la inclusión  de dos  poderes  en  el  escrito  de solicitudes  y argumentos,  correspondientes 

a Andressa Santos Costa y Vera Lúcia Silva, cuyos nombres no figuran en ninguna de las 

listas  de presuntas  víctimas  ofrecidas  por  la Comisión  o los  representantes,  por  lo cual  sostuvo 

que no pueden ser incluidas como presuntas víctimas del presente  caso.  

 

35.  La Comisión  hizo  referencia  a los  supuestos  en  los  que  es aplicable  la  excepción  prevista 

en el artículo 35.2 del Reglamento y destacó, entre ellos, la situación de pobreza y 

vulnerabilidad de las presuntas víctimas. En ese sentido, estableció que le corresponde a la 

Corte valorar la aplic abilidad de esa excepción en el presente  caso.  

 

 
37  Cfr. Archivo de audio de la audiencia realizada el 19 de octubre de 2006 en el 126° Periodo Ordinario de 
Sesiones de la Comisión Interamericana, corresponde al anexo No. 4 al Informe de Admisibilidad y  Fondo.  
38  Cfr. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia de 11 de diciembre de 1991. 
Serie C No. 13, párr. 29 , y Caso Munárriz Escobar y otros Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sent encia de 20 de agosto de 2018. Serie C No. 355, párr.  23.  
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36.  Respecto  de las  representaciones,  la  Comisión  indicó  que,  si bien  el  número  de personas 

que  otorgaron  formalmente  poder  a los  representantes  es menor  que  la  totalidad  de presuntas 

víctimas contenidas en el listado presentado, en razón de la complejidad del caso y en 

aplicación de la flexibilidad que ha venido estableciendo la jurisprudencia en este aspecto, la 

Corte se podría pronunciar respecto de las presuntas víctimas q ue no otorgaron poderes de 

representación o efectuar alguna determinación para solventar esa  falencia.  

 

37.  Los representantes señalaron, por un lado, que la lista presentada en el escrito de 

solicitudes y argumentos fue respaldada en instancias internas por e l Estado. Además, se 

refirieron  a la necesidad  de actualizar  la lista  enviada  por  la  Comisión  en  aplicación  del  artículo  

35.2 del Reglamento. Por otro lado, respecto de la falta de representación de algunas 

personas, señalaron varios documentos aportados dentro del expediente que respaldan la 

procuración a favor de los representantes de algunas de las presuntas víctimas  impugnadas.  

 

B. Consideraciones de la Corte  

 

38.  De conformidad con el artículo 35.1 del Reglamento de la Corte y la jurisprudencia 

constante  de este  Tribunal,  las  presuntas  víctimas  deben  estar  identificadas  en  el  Informe  de 

Fondo, emitido conforme al artículo 50 de la Convención 39 . Sin embargo, el artículo 35.2 del 

Reglamento establece que, cuando se justifique que no fue posible identificar a algunas 

presuntas víctimas por tratarse de violaciones masivas o colectivas, este Tribunal decidirá si 

las considera como tales 40 . En ese sentido, en atención a las particularidades  del caso y a la 

magnitud de la violación, la Corte ha admitido como presuntas víctimas a personas no 

relacionadas en el Informe de Fondo, siempre que se haya respetado el derecho de defensa 

y que estén relacionadas con los hechos descritos en dicho Inform e y con la prueba 

aportada 41 .  

 

39.  Así, esta Corte ha evaluado la aplicación del artículo 35.2 en relación con las 

características particulares de cada caso y lo ha aplicado cuando hay dificultades para 

identificar o contactar a todas las presuntas víctimas. Esto ha ocurrido, por ejemplo, debido 

a la  presencia  de un  conflicto  armado 42 ,  al  desplazamiento  forzado 43  o al  asesinato  masivo  de 

familias, la quema de sus cuerpos y la ausencia de registros o certificados que pudieran 

identificarlas 44 , o en casos en que familias enteras han sido desaparecidas 45 . También ha 

tomado en cuenta la dificultad de acceder  al área donde ocurrieron los hechos 46 , la falta de 

registros  respecto  de los  habitantes  del  lugar 47  y el  transcurso  del  tiempo 48 ,  así como  
 

39  Cfr.  Caso de las Masacres  de Ituango  Vs.  Colombia.  Sentencia  de 1 de julio  de 2006.  Serie  C No.  148,  párr. 
98, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay, supra , párr.  15.  
40  Cfr. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 48, y Caso Comunidades Indígenas Miembros de la 
Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Arg entina, supra , párr.  35.  
41  Cfr. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 29 de abril de 2004. Serie C No. 
105, párr. 48, y Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra , párr.  45.  
42  Cfr.  Caso Masacres  de Río Negro  Vs.  Guatemala , supra,  párr.  48,  y Caso Miembros  de la Aldea  Chichupac  y 
comunidades vecinas del municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328, párr.  65.  
43  Cfr.  Caso Masacres  de Río Negro  Vs.  Guatemala,  supra,  párr.  48,  y Caso Miembros  de la Aldea  Chichupac  y 
comunidades vecinas del municipio de Rabinal Vs. Guatemala, supra, párr.  65.  
44  Cfr.  Caso Masacres  de El Mozote  y lugares  aledaños  Vs.  El Salvador.  Fondo,  Reparaciones  y Costas.  
Sentencia de 25 de octubre de 2012. Serie C No. 252, párr. 50.  
45  Cfr. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala, supra, párr.  48 . 
46  Cfr. Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cac arica (Operación 
Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 
2013. Serie C. No. 270, párr.  41.  
47  Cfr. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala, supra, párr. 48, y Caso Masacres de El Mozot e y lugares 
aledaños Vs. El Salvador, supra, párr.  50 . 
48  Cfr.  Caso Masacres  de Río Negro  Vs.  Guatemala , supra,  párr.  51,  y Caso Miembros  de la Aldea  Chichupac  y 
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características  particulares  de las  presuntas  víctimas  del  caso,  por  ejemplo,  cuando  estas  han 

conformado clanes familiares con nombres y apellidos similares 49 , al tratarse de migrantes 50  

o de comunidades nómadas cuya estructura social ancestral involucra la diná mica de 

fusionarse en nuevas comunidades y separarse para crear otras 51 . Igualmente, ha 

considerado la conducta del Estado, por ejemplo, cuando existen alegatos de que la falta de 

investigación contribuyó a la incompleta iden tificación de las presuntas víctimas 52  y en un 

caso de  esclavitud 53 .  

 

40.  En este caso, esta Corte encuentra que, en efecto, la información de las presuntas 

víctimas relacionadas en el Informe de Admisibilidad y Fondo no coincide con la remitida por 

los representantes, además de algunas otras inconsistencias que fueron alegadas por el 

Estado. Al respecto reitera que, en principio, corresponde a la Comisión y no a este Tribunal 

identifica r con precisión y en la debida oportunidad a las presuntas víctimas de un caso. Sin 

embargo,  este  caso  se refiere  a una  alegada  violación  colectiva  a los  derechos  humanos.  Esta 

situación, sumada al tiempo transcurrido y a la dificultad para contactar a las  presuntas 

víctimas  por  su condición  de exclusión  y vulnerabilidad,  da lugar  a la aplicación  del  artículo  

35.2 del Reglamento de la Corte. En consecuencia, a continuación, este Tribunal tomará las 

determinaciones correspondientes.  

 

B.1  Respecto de las presuntas víctimas fallecidas y  sobrevivientes  

 

41.  En el escrito de sometimiento del caso y en el Informe de Admisibilidad y Fondo, la 

Comisión indicó que 64 personas perdieron la vida y seis sobrevivieron a la explosión de la 

fábrica  de fuegos,  para  un  total  de 70  presuntas  víctimas.  Sin  embargo,  al  comparar  el  listado 

anexo al Informe de Admisibilidad y Fondo de la Comisión con el listado anexo al escrito de 

solicitudes y argumentos de los representantes de las presuntas víctimas, se encontraron 

algunas  inconsistencias  que,  una  vez  depuradas,  permiten  identificar  a 60  presuntas  víctimas 

fallecidas y seis presuntas víctimas sobrevivientes 54 . Entre las personas que  presuntamente  
 

comunidades vecinas del municipio de Rabinal Vs. Guatemala , supra, párr. 65.  
49  Cfr. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala , supra, párr.  48.  
50  Cfr. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
24 de octubre de 2012. Serie C No. 251, párr.  30.  
51  Cfr. Caso Comunidades indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina, 
supra , párr.  35.  
52  Cfr. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala, supra, párr. 48, y Caso Masacres de El Mozote y lugares 
aledaños  Vs. El Salvador , supra, párr.  50.  
53  Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra , párr.  48 . 
54  Tanto en el escrito de sometimiento del caso como en el Informe de Admisibilidad y Fondo, la Comisión 
indicó que son 64 las personas que perdieron la vida y seis personas las que resultaron con heridas graves, para un 
total  de 70  presuntas  víctimas  directas  de la explosión  (expediente  de fondo,  folios  2 y 9).  Sin  embargo,  en la revisión 

del listado anexo al Informe de Admisibilidad y Fondo, se encontraron inconsistencias que, una vez depuradas, 
permiten  establecer  que  el número  correcto  es el señalado  en este  párrafo.  La Corte  encontró  y corrigió  las  siguientes 
inconsistencias:  

(1)  La Comisión no presentó un listado total d e 70, sino de 68 presuntas víctimas. Esta inconsistencia es 
producto  de un  error  en la numeración  del  listado  adjuntado  por  la Comisión,  el cual,  como  se aprecia  en el 
folio 47 del expediente de fondo, omite los números 45 y 46, por lo que pasa del número 44 (Francineide 
Jose Bispo Santos) al número 47 (Alexandra Gonçalves da  Silva);  
(2)  Se encontraron dos nombres repetidos en el listado: Karla Reis dos Santos/Carla Reis dos Santos y 
Arlete Silva Santos/Alrlete Silva Santos;  y 
(3)  En uno  de los cuadros  del  listado,  la Comisión  sólo  indica  el nombre  ñMaisaò. Este  nombre  no  fue  incluido 
en el listado presentado por los representantes en el escrito de solicitudes y argumentos o en los alegatos 
finales, por lo que se considera un  error.  

Luego de esta  revisión, se tiene un total de 59 personas presumidamente fallecidas y seis sobrevivientes. Sin 
embargo, el listado de la Comisión no incluye a Izabel Alexandrina da Silva como presunta víctima mortal de la 
explosión, quien sí es mencionada en el listado de los representantes. Esta presunta víctima se encuentra probada 
en varios documentos que constan en el expediente (expediente de prueba, folios 170, 849 y 2012) y el Estado no 
objetó su inclusión en el listado remitido por los representantes. Con esta in clusión, se llega a la conclusión de que 
hay un total de 60 presuntas víctimas fallecidas y 6 sobrevivientes.  
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perdieron la vida, se encontraban 20 niños y niñas entre 11 y 17 años de edad y, entre las 

seis  presuntas  sobrevivientes,  se encontraban  una  niña  y dos  niños 55 .  Dentro  de las  personas 

identificadas por la Comisión como sobrevivientes, se encontraba, además, una no nacida, 

Vitória  França  da Silva,  quién  habría  sobrevivido  a pesar  de la muerte  de su madre 56 .  Y, entre 

las personas que presuntamente fallecieron, se encontraban cuatro mujeres embarazadas, 

dos de ellas menores de edad y las otras dos de 18 y 19  años.  

 

42.  El Estado, en su escrito de contestaci·n, objet· la inclusi·n de ñMaria de Jesus Santos 

Costaò en el escrito de solicitudes y argumentos como presunta v²ctima directa de la 

explosión, por no haber sido identificada en el listado anexo al Informe de Admisibilidad y 

Fondo.  Luego  de la revisión  del  expediente,  la Corte  considera  que  la inclusión  de ese nombre 

puede deberse a un caso de duplicidad, pues el escrito de solicitudes y argumentos incluye  a 

dos  personas  de la  misma  edad  (15  años),  una  identificada  como  ñMairla Santos  Costaò y  otra 

cuyo nombre es ñMaria de Jesus Santos Costaò. Mientras que el anexo al Informe de 

Admisibilidad y Fondo incluye solamente el nombre de ñMairla de Jesus Santos Costaò, de 15 

años. Esta conclusión es respaldada por los alegatos finales de los r epresentantes, en los 

cuales se refieren a las objeciones del Estado, de acuerdo con las cuales Mairla de Jesus 

Santos no estaría en el listado enviado por la Comisión. Al respecto, señalaron que si se 

encuentra allí y corresponde a la número 18 57 . Sin embargo, el Estado en realidad objetó la 

inclusión  de Maria  de Jesus Santos  Costa.  De lo anterior  se desprende  que  los  representantes 

consideraron a ñMairlaò y a ñMariaò como una misma persona. La Corte encuentra, adem§s, 

que no obra en el expediente prueba alguna que respalde la existencia de Maria de Jesus 

Santos Costa, mientras que Mairla Santos Costa está adecuadamente  identificada 58 .  

 

43.  En conclusión,  esta  Corte  desestima  la objeción  planteada  por  el  Estado  respecto  de una 

de las personas presuntamente fallecidas en la explosión, por entender que se trata de un 

caso de duplicidad en el registro. Además, una vez revisados los documentos aportados al 

proceso concluye que son 60 las presuntas víctimas fallecidas y seis las presuntas víctimas 

sobrevivientes.  

 

 

55  El Informe  de Admisibilidad  y Fondo  reporta  algunas  inconsistencias  en relación  con  las  siguientes  presuntas 
víctimas que son niñas y niños:  

(1)  Incluye  dos  veces  a Arlete  Silva  Santos  e indica  una  edad  diferente  en cada  registro  (14  y 15  años).  Esta 
Corte aceptará solo uno de los registros (expediente de fondo, folio 47);  y 
(2)  No señala  la edad  de Alex  Santos  Costa  de 14  años,  ni  de Maria  Joelma  de Jesus Santos  de 17  años,  las 

cuales sí son presentadas por los representantes (expediente de fondo, folios 279 y  280).  

Por otra  parte,  los representantes  señalaron  que  el número  de niñas  y niños  que  fallecieron  fue  de 25.  Sin  embargo, 
de las pruebas se desprende que el número de niñas y niños es el indicado en este párrafo. Así, por ejemplo, el 
escrito de solicitudes y argumentos indica que Edilene Silva dos Santos tenía 17 años, lo cual contrasta con lo dicho 
por la Comisión en su Informe de Admisibilidad y Fondo, en el  cual indicó que tenía 18 años. Esta última es la edad 
que debe ser tomada en cuenta, según la información contenida en los folios 167 y 615 del expediente de  prueba.  
56  Según la Comisión y los representantes, al momento de la explosión de la fábrica de fu egos artificiales, la 
madre  de Vitória  França  da Silva  tenía  5 meses  de gestación.  Alegan  también  que,  tanto  el nacimiento  prematuro  de 
Vitória, como los alegados problemas físicos y psicológicos que presentó de niña hasta la actualidad, fueron 
consecuencia directa de la explosión de la fábrica. Por esta razón la Corte va a considerar a Vitória França da Silva 
como presunta víctima sobreviviente en la presente sentencia, además de familiar de una presunta víctima  fallecida 
(Rosângela de Jesus Fra nça, madre de Vitória França da  Silva).  
57  En su escrito  de contestación,  el Estado  sostuvo:  ñMaria de Jesus Santos  Costa,  identificada  como  presunta 
víctima en el listado anexo al escrito de solicitudes y argumentos, pero no identificada como presunta víctima en el 
anexo ¼nico del Informe de la CIDHò (expediente de fondo, folio 409). Por su parte, en los alegatos finales, los 
representantes se¶alaron: ñMairla de Jesus Santos: el Estado afirma que la v²ctima no constar²a del listado enviada 
por la CIDH, pero ella corresponde al n¼mero 18 del listadoò (expediente de fondo, folio 1542).  
58  La Comisi·n remiti· como anexo al Informe de Admisibilidad y Fondo un ñFolheto com as fotos de todas as 
vítimas com seus respectivos nomes e idades ò, en el que aparece el nombre ñMairla de Jesus Santos Costa ï (15)ò 
(expediente de prueba, folio 524). Por otra parte, Mairla Santos Costa fue reconocida como víctima de este caso en 
las instancias internas del Estado, según consta del acervo probatorio (expediente de prueba, folios 1993, 2063, 
2091 y  2140).  
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B.2  Respecto de los familiares de las presuntas víctimas  fallecidas  

 

44.  El Estado objetó la inclusión de algunos familiares de las personas fallecidas o 

sobrevivientes en la explosión como presuntas víctimas porque (i) no habrían sido incluidos 

en  el  Informe  de Admisibilidad  y Fondo,  pero  sí en  el  escrito  de solicitudes  y argumentos;  (ii) 

no habrían otorgado formalmente poder a los representantes, y (iii) no se habría probado el 

vínculo que dio lugar a una eventual afectación a sus  derechos.  

 

45.  La Corte considera que las características específicas de este caso le permiten concluir 

que  existen  causas  razonables  que  justifican  el  hecho  de que  el  listado  de presuntas  víctimas 

incluido en el Informe de Admisibilidad y Fondo pueda tener inconsistencias tanto en la 

identificación plena de las presuntas víctimas, como en su representación. En ese sentido, la 

Corte  encuentra  que  en  este  caso  es aplicable  la  circunstancia  excepcional  contemplada  en  el 

artícul o 35.2 del Reglamento de la Corte, de acuerdo con la cual, cuando se trata de 

violaciones masivas o colectivas, esta Corte puede determinar si considera a determinadas 

personas como presuntas víctimas 59 . En consecuencia, este  Tribunal no aceptará las 

objeciones referidas a la falta de inclusión de algunos de los familiares de las presuntas 

víctimas en el Informe de Admisibilidad y Fondo o a la falta de representación, porque el 

contexto  del  caso,  sumado  al  tiempo  transcurrido  y a la dificultad  para  contactarlos,  justifican 

que el listado presentado por la Comisión estuviese incompleto o que no se haya presentado 

prueba de la representación en algunos casos.  

 

46.  Por otra parte, el Estado, en su escrito de contestación,  objetó a 26 familiares por no 

haber encontrado prueba del vínculo que dio lugar a la eventual violación de su derecho a la 

integridad personal. Estas objeciones se refieren a familiares relacionados en el Informe de 

Admisibilidad  y Fondo  y en  el  escrito  de solicitudes  y argumentos.  Debido  a que  esta  objeción 

se refiere a la prueba de la eventual afectación del derecho a la integridad padecida por los 

familiares  de las  presuntas  víctimas,  será  valorada  en  el  apartado  correspondiente  ( infra  párr. 

248 -  256) y no como una cuestión  preliminar.  

 

47.  En relación con la objeción referida a la inclusión de dos poderes en el escrito de 

solicitudes  y argumentos,  correspondientes  a Andressa  Santos  Costa  y Vera  Lúcia  Silva,  cuyos 

nombres no figuran en ninguna de las listas de presuntas víctimas ofrecidas por la Comisión 

o los representantes, la Corte encuentra que le asiste razón al Estado y que dichas personas 

no  deben  ser  consideradas  como  presuntas  víctimas  de este  caso,  pues  en  ningún  documento 

son presentadas como tales.  

 

48.  Finalmente,  la Corte  encontró  y corrigió  algunas  inconsistencias  en  relación  con  el  listado 

de familiares  presentado  por  la Comisión.  Así,  Adriana  Santos  Rocha,  aparecía  reseñada  como 

presunta víctima de la explosión y, en el listado de familiares, este mismo nombre constaba 

como si fuera hermana de Adriana Santos Rocha, es decir, como su propia hermana. Igual 

ocurría con Fabiana Santos  Rocha.  

 

49.  Conforme a lo anterior, la Corte encuentra que en este caso 100 personas, constantes  

del Anexo 2 de esta sentencia, han sido identificadas como familiares de las personas 

presuntamente  fallecidas  o sobrevivientes  a la explosión  y,  por  esa razón,  serán  consideradas 

como presuntas  víctimas.  

 

 

 

 

59  Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra , párr. 49, y Caso Comunidades 
Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina, supra , párr.  31.  
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VI 

PRUEBA  

 

A.  Admisibilidad de la prueba  documental  

 

50.  La Corte recibió diversos documentos, presentados como prueba por la Comisión, los 

representantes y el Estado, adjuntos a sus escritos principales ( supra párrs. 1, 6, 7 y 8). 

Asimismo, recibió documentos adjuntos a los alegatos finales escritos de los representantes 

y del Estado ( supra párr.  11).  

 

51.  Este Tribunal, como lo hace reiteradamente, admite aquellos documentos presentados 

en la debida oportunidad procesal por las partes y la Comisión, cuya admisibilidad no fue 

controvertida ni objetada, y cuya autenticidad no fue pue sta en duda 60 . En efecto, las partes 

y la Comisión no presentaron objeciones a la admisibilidad de la citada  documentación.  

 

52.  Por otra parte, la Corte observa que los representantes presentaron, junto con sus 

alegatos finales escritos, una tabla con todos los gastos relativos al trámite del caso ante la 

Corte,  así como  sus  comprobantes.  La Corte  hace  notar  que  varios  de los  gastos  comprobados 

habrían sido incurridos con anterioridad a la presentación del escrito de solicitudes y 

argumentos  y,  pese  a ello,  no  fueron  remitidos  junto  con  ese documento.  El Tribunal  considera 

que, de conformidad con el artículo 40.b de su Reglamento, este ofrecimiento de prueba 

resulta extemporáneo, por lo que, en consecuencia, no tomará en consideración para el 

cálculo de las costas y gastos cualquier comprobante remitido con los alegatos finales, cuya 

fecha  sea anterior  a la presentación  del  escrito  de solicitudes  y argumentos,  el  8 de enero  de 

2019.  

 

B. Admisibil idad de la prueba testimonial y pericial  

 

53.  La Corte escuchó en audiencia pública las declaraciones de Maria Balbina dos Santos, 

Leila  Cerqueira  dos  Santos,  Sônia  Marise  Rodrigues  Pereira  Tomasoni  y Viviane  de Jesus  Forte. 

Además, recibió declaraciones rendidas ante fedatario público ( affidavit ) de las presuntas 

víctimas Bruno Silva dos Santos, Claudia Reis dos Santos, de la testigo Aline Cotrim 

Chamadoira y de los peritos Christian Courtis y Miguel Cillero Bruñol. Las declaraciones 

indicad as quedan admitidas en cuanto se ajustan al objeto definido por la Resolución que 

ordenó recibirlos y al objeto del presente  caso 61 .  

 

VII 

HECHOS  

 

54.  Teniendo  en  cuenta  el  marco  fáctico  establecido  en  el  Informe  de Admisibilidad  y Fondo, 

los alegatos presentados por las partes y por la Comisión, así como el acervo probatorio, la 

Corte expondrá los hechos probados de la siguiente forma: a) Contexto; b) El trabajo en la 

fábrica  de ñVardo de los  Fuegosò62 ;  c)  La explosión  en  la fábrica  de fuegos;  d)  Los procesos  

 

60  Cfr.  Artículo  57  del  Reglamento,  y Caso Velásquez  Rodríguez  Vs.  Honduras.  Fondo.  Sentencia  de 29  de julio 
de 1988. Serie C No. 4, párr. 140, y Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2020. Serie C No. 402, párr.  34.  
61  Los objetos de las declaraciones se encuentran estable cidos en la Resolución del entonces Presidente de la 
Corte   de 27  de noviembre  de 2019.  Disponible  en: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/fabrica_de_fuegos_2 9_11_2019_por.pdf . 
62  ñVardo de los Fuegosò era  el nombre  por  el cual  la fábrica  de fuegos  artificiales  objeto  del  presente  caso  era 
conocida entre la poblaci·n de Santo Ant¹nio de Jesus. ñVardoò se refiere a un apodo atribuido a uno de los 
propietarios de la f§brica. En adelante, se har§ uso de los t®rminos ñf§brica de fuegos de Santo Ant¹nio de Jesusò o 
ñf§brica de Vardo  de los Fuegosò, indistintamente,  para  referirse  a la fábrica  de fuegos  artificiales  objeto  del  caso  sub  

http://www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/fabrica_de_fuegos_29_11_2019_por.pdf
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internos; y e) Marco normativo vigente para la fecha de los hechos.  

 

55.  Los hechos anteriores a la fecha de ratificación de la competencia contenciosa de la 

Corte por parte de Brasil (10 de diciembre de 1998), únicamente se enuncian como 

antecedentes.  

 

A.  Contexto  

 

A.1  Características relevantes de la población de la región de Santo Antônio 

de  Jesus  

 

56.  El municipio  de Santo  Antônio  de Jesus está  ubicado  en  la región  del  Recôncavo  Baiano 

y se encuentra a 187 km de Salvador, capital del estado de Bahia 63 , al borde de una de las 

vías más transitadas del  país.  

 

57.  La región del Recôncavo Baiano es conocida por tener una significativa presencia 

histórica de personas afrodescendientes, debido, en parte, a que en el siglo XVI  recibió a un 

gran  número  de personas  esclavizadas  para  trabajar  en  la  producción  agrícola,  especialmente 

en  las  colonias  de caña  de azúcar  y en  el  cultivo  de tabaco.  La población  afrodescendiente  en 

Brasil, incluso después de la conquista de la libertad, enfrentó la negación de una serie de 

derechos por parte del Estado, pues el ejercicio de la ciudadanía estaba extremadamente 

restringido y los derechos a la vivienda, la propiedad y la entrada al mercado laboral fueron 

obstaculizados 64 .  

 
58.  En la región de los hechos, en el período posterior a la abolición de la esclavitud 65 , 

muchos antiguos esclavos permanecieron en condiciones de servidumbre. Además, durante 

años, se han visto inmersos en relaciones laborales marcadas por la informalidad y el uso 

predominante de mano de obra no calificada, lo que ha mantenido a buena parte de la 

población en condiciones de  pobreza.  

 
59.  Según el Censo realizado por el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE), 

para  el  año  2010  un  76.5%  de la población  de Santo  Antônio  de Jesus se auto  reconocía  como 

afrodescendiente 66 . Además, un 38.9% de la población de Santo Antônio de Jesus y de los 

otros  municipios  del  Recôncavo  Baiano,  tenía  un  ingreso  mensual  nominal  per  cápita  de hasta 

1/2 salario mínimo 67 . En este mismo sentido, los datos indican que las personas cuyos 

ingresos eran la mitad o la cuarta parte del salario mínimo correspondían, respectivamente, 

al 42,18% y al 16,40% de la población de Santo Antônio de Jesus 68 . Para el año 2010, el 

13,30% de la población entre 15 y 24 años no es tudiaba ni trabajaba y el 38.9% de las 

personas mayores de 18 años sin escuela primaria completa realizaban trabajos  informales,  
 

judice . 
63  Cfr. Amicus curia e del Ministerio Público del Trabajo, presentado el 14 de febrero de 2020 (expediente de 
fondo, folios 952 a  985).  
64  Cfr. Amicus curiae de la Clínica de Derechos Humanos de la Universidad de Bahia, presentado el 14 de 

febrero de 2020 (expediente de fondo, folios 1005 a  1074).  
65  La abolición  legal  de la esclavitud  en Brasil  ocurrió  en 1888.  Brasil  fue  el último  país  del  hemisferio  occidental 
en abolir  la esclavitud.  Cfr.  Naciones  Unidas.  ñLa experiencia  del  Brasil.  Discriminación  racial  y mestizajeò. Disponible 
en:  https://www.un.org/es/cr%C3%B3nica -onu/discriminaci%C3%B3n -racial -y-mestizaje . 
66  Según  la clasificación  del  Instituto  Brasileño  de Geografía  y Estadística  (IBGE ),  un  52,6%  de la población  de 
Santo Ant¹nio de Jesus se consideraba ñpardaò, mientras que un 23,8% se consideraba ñnegraò. Datos disponibles 
en: 
https://sidra.ibge.gov.br/tabela/2093#/n1/all/n6/2928703/v/allxp/p/last%201/c86/all/c2/0/c1/0/c58/0/d/v93%20  
0/l/v,p+c86+c2,t+c1+c58/resultado . 
67  El salario mínimo en 1998 correspondía a R$ 130.00 (ciento treinta reales) mensuales, lo que equivalía a 
USD 104.00 (ciento cuatro dólares  estadounidense s).  
68  Cfr. Amicus curiae de la Clínica de Derechos Humanos de la Universidad de Bahia , supra.  

https://www.un.org/es/cr%C3%B3nica-onu/discriminaci%C3%B3n-racial-y-mestizaje
https://sidra.ibge.gov.br/tabela/2093%23/n1/all/n6/2928703/v/allxp/p/last%201/c86/all/c2/0/c1/0/c58/0/d/v93%200/l/v%2Cp%2Bc86%2Bc2%2Ct%2Bc1%2Bc58/resultado
https://sidra.ibge.gov.br/tabela/2093%23/n1/all/n6/2928703/v/allxp/p/last%201/c86/all/c2/0/c1/0/c58/0/d/v93%200/l/v%2Cp%2Bc86%2Bc2%2Ct%2Bc1%2Bc58/resultado
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69 F 

como la producción de fuegos artificiales 69 . Al respecto, el Estado reconoció, en la audiencia 

celebrada el 19 de octubre de 2006 ante la Comisi·n, que ñhay mucha pobreza en Santo 

Ant¹nio de Jesus, por lo que muchas familias trabajan en f§bricas clandestinasò 70 .  

 

60.  Datos extraídos del Atlas del Desa rrollo Humano en Brasil, referidos al año 2000, dos 

años después de que sucedieron los hechos del presente caso, muestran una situación de 

vulnerabilidad social en el municipio de Santo Antônio de Jesus. En este contexto, el 65%  de 

la población estaba comp uesta por personas vulnerables a la pobreza y el 25,51% de las 

niñas  y los  niños  vivían  en  condiciones  de pobreza  extrema.  Asimismo,  aunque  el  69%  de las 

personas mayores de 18 años estaban empleadas, el 58% de este grupo estaba involucrado 

en un trabajo informal y  precario 71 .  

 

A.2  La producción de fuegos artificiales en el municipio de Santo Antônio de 

Jesus  

 

61.  Brasil ocupa actualmente el segundo lugar en la producción mundial de fuegos 

artificiales después de China 72 , y Santo Antônio de Jesus es la segunda ciudad con mayor 

producción en Brasil 73  y el polo de producción más importante del nordeste del país 74 . No 

obstante, esta producción se caracteriza por la participación de trabajadoras y trabajadores 

en un alto grado de informalidad 75 . No se sabe exactamente cuándo inició la producción 

masiva de fuegos artificiales en la ciudad. Sin embargo, exi sten documentos del año 1603 

que vinculan a la ciudad con la producción de fuegos artificiales, debido a la celebración de 

fiestas  religiosas  relacionadas  con  la Iglesia  católica.  Hoy  en  día,  la  producción  pirotécnica  se 

lleva a cabo durante todo el año, p ero especialmente para satisfacer las demandas de las 

festividades de junio y las celebraciones de fin de  año 76 .  

 

62.  A menudo, la fabricación de fuegos artificiales se lleva a cabo en carpas clandestinas e 

insalubres, ubicadas en regiones periféricas de la ciudad y que carecen de las condiciones 

mínimas de seguridad requeridas para una actividad de esta naturaleza. Además de la 

posibilidad de quemaduras, la actividad pirotécnica conlleva otros riesgos para la salud del 

trabajador, como lesiones por esfuerzo repetitivo, irritación ocular y de las vías respiratorias 

superiores y enfermedades  pulmonares 77 .  
 

69  Cfr. Atlas del Desarrollo Humano en Brasil. Perfil de Santo Antônio de Jesus, BA. Disponible en: 
http://www.atlasbrasil.org.br/2013/pt/perfil_m/santo -antonio -de- jesus_ba . 
70  Cfr. Manifestación del Estado en la audiencia pública de admisibilidad a nte la Comisión Interamericana, el 

19 de octubre de 2006 (anexo 4 al Informe de Admisibilidad y Fondo de la Comisión; expediente de prueba, folio 
11), a partir del minuto  38:25.  
71  Cfr. Amicus curiae de la Clínica de Derechos Humanos de la Escuela de Derecho del Instituto Brasiliense  de 
Derecho  Público,  presentado  el 17  de febrero  de 2020  (expediente  de fondo,  folios  1076  a 1104)  y Atlas  del  Desarrollo 
Humano en Brasil. Perfil de Santo Antônio de Jesus, BA,  supra.  
72  Cfr. Nota de prensa aparecida en el ñRussia Beyondò el 21 de enero de 2014 titulada ñPara alcanzar l²der 
China, Rusia quiere exportar pirotecniaò (expediente de fondo, enlace citado por los representantes en el escrito de 
solicitudes y  argumentos, folio 283). Disponible en: 
https://br.rbth.com/economia/2014/01/21/para_alcancar_lider_china_russia_quer_exportar_pirote cnia_23777 . 
73  Cfr.  Amicus  curiae  de la Clínica  de Derechos  Humanos  y Derecho  Ambiental  de la Universidad  del  Estado  de 
Amazonas, presentado el 15 de febrero de 2020 (expediente de fondo, folios 1106 a  1237).  
74  Cfr.  BARBOSA JÚNIOR,  José Amândio.  ñLa Producción  de Fuegos  Artificiales  en el Municipio  de Santo  Antônio 
de Jesus/BA:  un  análisis  de su contribución  para  el desarrollo  localò, Departamento  de Ciencias  Humanas,  Universidad 
del Estado de Bahia, Disertación de Maestría, 2008 (expediente de prueba, folios 1200 a  1333).  
75  Cfr. Documento Síntesis del Grupo de Trabajo, diciembre de 2007 (expediente de prueba, folios 24 a 37) y 
SANTOS, Ana Maria . ñLa Clandestinidad como Expresi·n de la Precarizaci·n del Trabajo en la Producci·n del Cohete 
de Masa en el Municipio de Santo Antônio de Jesus ï Bahia: un estudio de caso en el barrio Irm« Dulceò, Curso de 
Servicio Soc ial, Facultad Delta ï UNIME Salvador, 2012 (expediente de prueba, folios 1524 a  1578).  
76  Cfr.  Amicus  curiae  de la Clínica  de Derechos  Humanos  y Derecho  Ambiental  de la Universidad  del  Estado  de 

Amazonas,  supra . 
77  Cfr. Amicus curiae de la Clínica de Derechos Humanos de la Escuela de Derecho del Instituto Brasiliense  de 
Derecho Público,  supra . 

http://www.atlasbrasil.org.br/2013/pt/perfil_m/santo-antonio-de-jesus_ba
https://br.rbth.com/economia/2014/01/21/para_alcancar_lider_china_russia_quer_exportar_pirotecnia_23777
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63.  La producción  clandestina 78  y sin  respetar  las  normas  de seguridad  de fuegos  artificiales, 

a pesar  del  peligro  inminente,  genera  empleo  e ingresos  en el  municipio 79 .  Así,  para  el  2005, 

se estimaba que el 10% de la población de 80.000 habitantes sobrevivía con las ganancias 

por el trabajo en esta actividad 80 . Otras fuentes sostienen que para 2008, entre diez mil y 

quince mil personas trabajaban en la producción de fuegos artificiales en Santo Antônio de 

Jesus 81 .  

 

64.  Los barrios donde vive n la mayoría de las y los trabajadores de la fábrica a la que se 

refiere este caso ïñIrm« Dulceò y ñS«o Pauloò- , son barrios periféricos de Santo Antônio de 

Jesus. Se caracterizan no sólo por la pobreza, sino también por la falta de acceso a la 

educación f ormal. Estos lugares tienen, además, problemas de falta de infraestructura, 

especialmente en relación con el saneamiento básico 82  y predominio de personas con bajos 

niveles de educación y, en consecuencia, con bajos ingresos . También prevalecen  problemas 

estructurales que producen y reproducen el trabajo informal y precario de fabricación de 

bombetas o cohetes 83 y 84 .  

 

65.  La actividad pirotécnica de fabricación de cohetes se distingue por el trabajo femenino 

(mujeres, ni¶as y adultas mayores) y ñest§ marcada por una intensa precarizaci·n, 

subordinaci·n y exclusi·n del trabajo formal, los derechos laborales y la ciudadan²aò85 . Las 

trabajadoras de este sector son normalmente mujeres que no concluyeron la primaria, que 

empezaron  a trabajar  en  la industria  entre  los  10  y los  13  años  y que  aprendieron  de vecinos 

y familiares,  sin  recibir  ningún  tipo  de capacitación  formal.  Se trata  de mujeres  marginalizadas 

en la sociedad, sin otras opciones laborales 86 . Asimismo, las mujeres y niñas que se dedican 

a la fabricación  de bombetas  trabajan  en  esta  actividad  debido  a su habilidad  manual,  por  ello 

son preferidas para este tipo de trabajo 87 . En 1998, había aproximadamente 2.000 mujeres 

dedicadas a la fabricación de fuegos artificiales, de las cuales más de un 60% eran 

afrodescendientes.  Ademá s,  del  total  de personas  trabajando,  entre  un  30%  y 40%  eran  niñas 

y niños.  De las  pruebas  que  obran  en  el  expediente,  se desprende  que  las  mujeres  introducían 

a sus hijos en la fabricación de bombetas, no solo porque ello les permitía aumentar la 

productividad, sino porque no tenían con quién dejarlos para su  cuidado 88 .  
 

78  Cfr . Documento Síntesis del Grupo de Trabajo,  supra . 
79  Cfr.  BARBOSA JÚNIOR,  José Amândio.  ñLa Producción  de Fuegos  Artificiales  en el Municipio  de Santo  Antônio 
de Jesus/BA: un an§lisis de su contribuci·n para el desarrollo localò, supra.  
80  Cfr. PACHECO, José. Reportaje ñJugar con fuego, nunca m§sò (expediente de prueba, folios 2 a  4).  
81  Cfr.  BARBOSA JÚNIOR,  José Amândio.  ñLa Producción  de Fuegos  Artificiales  en el Municipio  de Santo  Antônio 
de Jesus/BA:  un  análisis  de su contribución  para  el desarrollo  localò, supra  y SANTOS,  Ana  Maria.  ñLa Clandestinidad 
como  Expresión  de la Precarización  del  Trabajo  en la Producción  del  Cohete  de Masa en el Municipio  de Santo  Antônio 
de Jesus ï Bahia: un estudio de caso en el barrio Irm« Dulceò, supra . 
82  Cfr. TOMASONI, S¹nia Marise Rodrigues Pereira. ñDinámica socioespacial de la producción de fuegos 
artificiales  en Santo  Antônio  de Jesus-BAò, Tesis  de Doctorado,  Universidad  Federal  de Sergipe,  2015  (expediente  de 
prueba, folios 1335 a  1504).  
83  En la presente sentencia, los t®rminos ñbombetasò y ñcohetesò aparecen c·mo sin·nimos, y se refieren a 
una clase de fuegos  artificiales.  
84  Cfr . SANTOS,  Ana  Maria.  ñLa Clandestinidad  como  Expresión  de la Precarización  del  Trabajo  en la Producción 
del  Cohete  de Masa en el Municipio  de Santo  Antônio  de Jesus ï Bahia:  un estudio  de caso  en el barrio  Irmã  Dulceò, 
supra , y TOMASONI, Sônia Marise Rodrigues Pereira. ñDin§mica socioespacial de la producci·n de fuegos artificiales 
en Santo Antônio de Jesus -BAò,  supra . 
85  Cfr. TOMASONI, Sônia Marise Rodrigues Pereira. ñDin§mica socioespacial de la producci·n de fuegos 
artificiales en Santo Antônio de Jesus -BAò, supra . 
86  Cfr . Peritaje rendido por Sônia Marise Rodrigues Pereira Tomasoni en Audiencia Pública realizada el 31 de 
enero de 2020 ante la Corte  IDH.  
87  Cfr . Peritaje rendido por Sônia Marise Rodrigues Pereira Tomasoni,  supra.  
88  Cfr . Peritaje rendido por Sônia Marise Rodrigues Pereira Tomasoni, supra, y SANTOS, Ana Maria. ñLa 

Clandestinidad como Expresión de la Precarización del Trabajo en la Producción del Cohete de Masa en el Municipio 
de Sa nto Antônio de Jesus ï Bahia: un estudio de caso en el barrio Irm« Dulceò, supra , y TOMASONI, Sônia Marise 
Rodrigues  Pereira.  ñDinámica  socioespacial  de la producción  de fuegos  artificiales  en Santo  Antônio  de Jesus-BAò, 
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66.  El trabajo de fabricación de fuegos artificiales en Santo Antônio de Jesus no era 

exclusivamente femenino, también incluía a hombres, pero en actividades distintas a la 

producción  de bombetas  y en  lugares  diferentes  a los  destinados  para  la  elaboración  de estas. 

Los hombres, en general, se ocupaban de la llamada  ñmasaò89 .  

 

67.  La producción de fuegos artificiales en el municipio se caracterizaba por un elevado 

grado de informalidad, clandestinidad, utilización de mano de obra infantil y tra bajo de 

mujeres - incluso desde sus casas -  esencialmente artesanal y con bajísimo grado de 

incorporación tecnológica 90 . Además, una de las principales fuentes del trabajo del municipio 

era, y sigue siendo, la fabricación de f uegos artificiales de manera sumamente riesgosa para 

la vida e integridad personal de las y los trabajadores 91 , al punto que la explosión de 11 de 

diciembre  de 1998  no  fue  la  primera.  En efecto,  el  22  de abril  de 1996,  uno  de los  dueños  de 

la fábrica de fuegos a la cual se refiere este caso -Osvaldo Prazeres Bastos - , fue condenado 

en un proceso penal por una explosión ocurrida en el marco de sus actividades con fuegos 

artificiales 92 . Asimi smo, entre 1991 y 1998 se habían registrado 46 muertes en el país en 

relación con fuegos  artificiales 93 .  

 

B.  El trabajo en la f§brica de ñVardo de los Fuegosò 

 

68.  La fábrica  de fuegos  artificiales  que  explotó  el  11  de diciembre  de 1998  en  Santo  Antônio 

de Jesus era conocida por la poblaci·n como la f§brica de ñVardo de los Fuegosò. Estaba 

ubicada en la Hacienda Joeirana, de propiedad del señor Osvaldo Prazeres Bastos 94 , en la 

zona  rural  de Santo  Antônio  de Jesus,  Estado  de Bahia.  La fábrica  estaba  registrada  a nombre 

del hijo de este último, Mário Fróes Prazeres  Bastos 95 .  

 

69.  La fábrica consistía en un conjunto de carpas en potreros que disponían de algu nas 

mesas  compartidas  de trabajo.  Gran  parte  de los  materiales  explosivos  se encontraban  en  los 

mismos espacios en que estaban las trabajadoras. No había espacios específicos destinados 

a períodos de descanso o de alimentación, ni  baños 96 .  

 

70.  En lo que se refiere a las trabajadoras de la fábrica de fuegos, se trataba de mujeres 

afrodescendientes, en su gran mayoría 97 , que vivían en condición de pobreza 98  y que  tenían  

 

supra.  
89  La masa es una mezcla de nitrato de plata, arena, alcohol y ácido nítrico. Cfr . Peritaje rendido por Sônia 
Marise Rodrigues Pereira Tomasoni,  supra.  
90  Cfr . BARBOSA JÚNIOR,  José Amândio.  ñLa Producción  de Fuegos  Artificiales  en el Municipio  de Santo  Antônio 
de Jesus/BA: un an§lisis de su contribuci·n para el desarrollo localò, supra, y Sentencia del Juzgado de Trabajo de 
Santo Antônio de Jesus del proceso número 42.01.00.1357 -01, de 29 de marzo de 2001 (expediente de pruebas, 
folios 14 a  22).  
91  Cfr . PACHECO, José. Reportaje ñJugar con fuego nunca m§sò, supra . 
92  Cfr . Certificado  de antecedentes  criminales  de Osvaldo  Prazeres  Bastos,  firmado  por  lracema  Silva  de Jesus, 
de 12 de abril de 1999 (expediente de prueba, folios 8 y 9) y escrito de acusación penal interpuesta por la fiscal 
Kristiany Lima de Abreu (expediente de prueba, folios 1585 a  1588).  
93  Cfr . Nota periodística ñM§s de 60 muertesò, publicada en la Revista Veja, el 23 de diciembre de 1998 
(expediente de prueba, folio  6).  
94  Durante el trámite de la causa penal, la Fiscalía del Estado de Bahia y la jueza reconocieron que Osvaldo 
Prazeres Bastos era el verdadero dueño de la fábrica de fuegos. Cfr. Sentencia del Juzgado Penal de Santo Antônio 
de Jesus de 09 de noviembre de 2004 (expediente de prueba, folios 107 a  109).  
95  Cfr. Certificado de Registro número 381 -  SFPC/6 de 19 de diciembre de 1995, en favor de Mário Fróes 
Prazeres Bastos (expediente de prueba, folio  48).  
96  Cfr.  Declaración  rendida  por  Maria  Balbina  dos  Santos  en Audiencia  Pública  realizada  el 31  de enero  de 2020 
ante la Corte  IDH.  
97  Cfr. Declaración rendida por Leila Cerqueira dos Santos en Audiencia Pública realizada el 31 de enero de 
2020 ante la Corte IDH, y Peritaje rendido por Sônia Marise Rodrigues Pereira Tomasoni,  supra . 
98  Cfr.  Declaración  rendida  por  Leila  Cerqueira  dos  Santos,  supra , y Peritaje  rendido  por  Sônia  Marise  Rodrigues  
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un bajo nivel de escolaridad 99 . Además, eran contratadas informalmente, por medio de 

contratos verbales, y no eran regularmente registradas como empleadas 100 .  

 

71.  Asimismo, tenían salarios muy bajos 101  y no ganaban ningún monto adicional por el 

riesgo al que estaban sometidas diariamente en su labor. Respecto al pago por la labor 

realizada, las trabajadoras recibían R$ 0,50 (cincuenta centavos de reales 102 ) por la  

producción de mil cohetes 103 . Los habitantes del municipio de Santo Antônio de Jesus 

trabajaban en la fábrica de fuegos a falta de otra alternativa económica y debido a su 

condición de pobreza. Las empleadas de la fábrica d e fuegos no podían acceder a un trabajo 

en el comercio debido a su falta de alfabetización 104  y no eran recibidas para trabajar en el 

servicio doméstico debido a estereotipos que las asociaban, por ejemplo, con la 

delincuenc ia105 .  

 

72.  A las trabajadoras de la fábrica no les ofrecían equipos de protección individual 106 , ni 

entrenamiento o capacitación para ejercer su labor 107 . Además, había varias niñas y niños 

trabajando en la fábrica 108 , incluso desde los 6 años de edad 109 . Las niñas y los niños 

trabajaban  6 horas  diarias  en  época  escolar  y todo  el  día durante  sus  vacaciones,  en  fines  de 

semana  y durante  épocas  festivas 110 .  Las mujeres,  en  general,  laboraban  todo  el  día 111 ,  desde 

las  6 de la mañana  hasta  las  5:30  de la tarde 112  y podían  hacer  entre  tres  y seis  mil  cohetes 113 .  

 

73.  La fabricación  de fuegos  artificiales  en  la región  no  aparenta  haber  cambiado  mucho 114 . 

Así, por ejemplo, la resolución del Juzgado de Trabajo de 29 de marzo de 2001 indicó que 

continuaban las actividades irregulares de producción de fuegos artificiales en la ciudad de 

Santo Antônio de Jesus. Además, reporta jes de la red de televisi·n brasile¶a ñRecordò de los  

 
Pereira Tomasoni, supra . 
99  Cfr.  Documento  Síntesis  del  Grupo  de Trabajo,  supra , y Peritaje  rendido  por  Sônia  Marise  Rodrigues  Pereira 
Tomasoni,  supra . 
100  Cfr. Declaración rendida por Leila Cerqueira dos Santos,  supra . 
101  Cfr. Documento Síntesis del Grupo de Trabajo,  supra . 
102  Para la fecha de los hechos de este caso, un dólar estadounidense equivalía a 1,2  reales.  
103  El cohete o bombeta se compone de la siguiente materia prima: arena, ácido, plata, azufre y aluminio, que 
se funden  en un  fuego  caliente  y se almacenan  en una  bolsa  plástica.  Para ser  almacenados  deben  humedecerse  con 
alcohol a tiempo para evitar un accide nte. Cfr. SANTOS, Ana Maria. ñLa Clandestinidad como Expresi·n de la 
Precarización del Trabajo en la Producción del Cohete de Masa en el Municipio de Santo Antônio de Jesus ï Bahia: 
un estudio de caso en el barrio Irm« Dulceò, supra . 
104  Cfr . Documento Síntesis del Grupo de Trabajo,  supra.  
105  De acuerdo con la declaraci·n rendida por Leila Cerqueira dos Santos, ño trabaj§bamos en la f§brica o en 
casas  de familias,  pero  muchas  familias  no nos  empleaban  porque  pensaban  que  nosotros  éramos  de un  barrio  pobre 
y que podríamos hurtar o cometer hurtos y entonces nos discriminaban, no nos aceptaban y nos decían vengan 
mañana  y esa historia  siempre  pasabaò. Cfr.  Declaración  rendida  por  Leila  Cerqueira  dos  Santos,  supra . En el mismo 
sentido: Peritaje ren dido por Sônia Marise Rodrigues Pereira Tomasoni,  supra . 
106  Cfr . Documento Síntesis del Grupo de Trabajo, supra ; Declaración rendida por Leila Cerqueira dos Santos, 
supra ; Peritaje rendido por Sônia Marise Rodrigues Pereira Tomasoni , supra, y Declaración rendida ante fedatario 
público por Bruno Silva dos Santos el 7 de enero de 2020 (expediente de fondo, folios 876 y  877).  
107  Cfr . Documento  Síntesis  del  Grupo  de Trabajo,  supra , y Declaración  rendida  ante  fedatario  público  por  Bruno 
Silva dos S antos,  supra . 
108  Cfr. Peritaje rendido por Viviane de Jesus Forte en Audiencia Pública realizada el 31 de enero de 2020 ante 
la Corte IDH.  
109  Cfr. Peritaje rendido por Viviane de Jesus Forte,  supra.  
110  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por Bruno Silva dos Santos,  supra . 
111  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por Claudia Reis dos Santos el 7 de enero de 2020 
(expediente de fondo, folios 878 y  879).  
112  De acuerdo con la declaración rendida por Leila Cerqueira dos Santos en Audiencia Pública ante la Corte 
IDH, trabajaban de 6 de la mañana a 5:30 de la tarde. Cfr. Declaración rendida por Leila Cerqueira dos Santos, 
supra . Cfr. BARBOSA JÚNIOR, José Amândio.  ñLa Producci·n de Fuegos Artificiales en el Municipio de Santo Ant¹nio 
de Jesus/BA: un an§lisis de su contribuci·n para el desarrollo localò, supra.  
113  Cfr. Declaración rendida por Maria Balbina dos Santos,  supra . 
114  Cfr. Peritaje rendido por Sônia Marise Rodrigues Pereira Tomasoni,  supra . 
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d²as 21 a 23 de marzo de 2007, revelaron que, en aquella ®poca, la familia ñPrazeresò 

continuaba empleando, en condiciones de gran peligro, mano de obra de personas pobres 

(algunas  de ellas  niñas  y niños)  y que  les  pagaban  solamente  50  centavos  de reales  por  cada 

mil fuegos artificiales  producidos 115 .  

 

C.  La explosión en la fábrica de  fuegos  

 

74.  El 11  de diciembre  de 1998,  aproximadamente  a las  12:00  del  mediodía,  se produjo  una 

explosi·n en la f§brica de ñVardo de los Fuegosò116 . Según consta en la acusación formal del 

Ministerio  Público,  los  dueños  de la  fábrica  tenían  conocimiento  de que  ñera peligrosa  y podría 

explotar  en  cualquier  m omento  y provocar  una  tragediaò y,  si bien  contaban  con  autorización 

del Ministerio del Ejército 117, las actividades eran realizadas ñde forma irregularò118 .  

 

75.  Como consecuencia de la explosión, murieron 60 personas y seis sobrevivieron. Entre 

las  personas  que  perdieron  la vida,  se encontraban  40  mujeres,  19  niñas  y un  niño.  Entre  las 

personas sobrevivientes, se encontraban tres mujeres y dos niños y una niña, para un total 

de 23 niñas y niños, además de Vitória França da Silva, quien, ante el grave estado de salud 

de su madre  embarazada  (quien  posteriormente  falleció),  nació  de forma  prematura  en  razón 

de la explosión, presentando por ello afectaciones a su salud 119 . Por otra parte, cuatro de las 

mujeres fallecidas se encontraban en estado de gestación. Los cuerpos de las personas 

fallecidas tuvieron quemaduras graves y algunos estaban  mutilados 120 .  

 

76.  Las personas sobrevivientes fueron atendidas por el hospital de la ciudad de Salvador, 

capital de Bahia, ya que la ciudad de Santo Antônio de Jesus no tenía un hospital con una 

unidad para tratar a personas quemadas. Sin  embargo, ninguna de ellas recibió tratamiento 

médico adecuado para recuperarse de las consecuencias del accidente. La mayoría de las 

sobrevivientes sufrieron lesiones corporales graves, desde la pérdida auditiva, hasta 

quemaduras  que  alcanzaron  casi  el  70 %  del  cuerpo.  Una  de las  sobrevivientes  de la explosión, 

Leila  Cerqueira  dos  Santos,  declaró  ante  la Corte  que  tuvo  quemaduras de  tercer  grado  en  el 

rostro, brazos y piernas, problemas de inflamación en el oído, además de varios dolores 121 . 

Otros  dos  sobrevivientes,  un  niño  para  la fecha  de los  hechos  y una  mujer,  declararon  que  no 

recibieron asistencia médica para atender las secuelas de la  explosión 122 .  

 

77.  Leila Cerqueira dos Santos relató que fue rescatada por una pareja que la llevó al 

hospital  en  Santo  Antônio  de Jesus  en  un  carro  pequeño,  sin  ningún  tipo  de atención  médica. 

Afirmó, además, que de aquel hospital la trasladaron con los otros sobrevivientes al hospital 

de la ciudad de Salvador, sin cuidado médico alguno, sólo les quitaron la  ropa 123 .  

 

78.  Al momento  de la explosión,  la fábrica  contaba  con  permiso  del  Ministerio  del  Ejército  y 

de la municipalidad 124 , así como con el Certificado de Registro número 381, emitido el 19  de  
 

115  Cfr. Reportaje aparecido en ñRecordò de 21 de marzo de 2007 (expediente de prueba, folio 82).  
116  Cfr. Acusación formal del Ministerio Público de 12 de abril de 1999, expediente criminal 0000447 -  
05.1999.8.05.0229 (expediente de prueba, folios 39 a  43).  
117  El entonces Ministerio del Ejército (1967 a 1999) es hoy el Ministério de la Defensa. Hasta el año de  1967, 
este Ministerio se llamava Ministerio de la  Guerra.  
118  Cfr. Acusación formal del Ministerio Público de 12 de abril de 1999,  supra.  
119  Los representantes sostienen, por ejemplo, que Vitória, hasta el día de hoy sufre de ataques epilépticos y 
una co ndición psicológica que ha comprometido todo su proceso de  aprendizaje.  
120  Cfr. Nota periodística ñM§s de 60 muertesò, supra.  
121  Cfr. Declaración rendida por Leila Cerqueira dos Santos,  supra . 
122  Cfr.  Declaraciones  rendidas  ante  fedatario  público  por  Bruno  Silva  dos  Santos  y Claudia  Reis dos  Santos,  
supra . 
123  Cfr. Declaración rendida por Leila Cerqueira dos Santos,  supra . 
124  Cfr. Sentencia del Juzgado de Trabajo de Santo Antônio de Jesus, supra, y Licencia de funcionamiento 
concedida  por  la Municipalidad  de Santo  Antônio  de Jesus,  inscripción  municipal  No.  004 -312/001 -50  (expediente  de 
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diciembre  de 1995,  con  vigencia  hasta  el  31  de diciembre  de 1998.  Mediante  dicho  certificado, 

se autorizó a la empresa el almacenamiento de 20.000 kg de nitrato de potasio y 2.500 kg 

de pólvora  negra 125 .  Sin  embargo,  desde  el  registro  de la  fábrica  de fuegos,  hasta  el  momento 

de la explosión, no hay noticia de ninguna actividad de fiscalización llevada a cabo por las 

autoridades estatales 126 , tanto en materia de condiciones laborales, como relativas al  control 

de actividades  peligrosas.  En ese sentido,  el  Estado  afirmó,  en  la audiencia  pública  celebra da 

en 2006 ante la Comisión, que había fallado al no haber fiscalizado la fábrica de fuegos de 

Santo Antônio de  Jesus 127 .  

 

79.  Transcurridos  dos  días  desde  la explosión,  dentro  del  proceso  administrativo  iniciado  en 

razón  de la misma,  el  1°  Teniente  del  Ejército,  Ednaldo  Ribeiro  Santana  Júnior,  compareció  al 

lugar de los hechos y confirmó el depósito de diversos materiales en violación a las normas 

de seguridad  en  el  manejo  y almacenamiento  de explosivos,  y el  almacenaje  de productos  sin 

autorización, de manera que procedió a su  confiscación 128 .  

 
80.  El 8 de enero de 1999, la policía civil emitió un peritaje técnico, la cual determinó que 

la explosión  fue  causada  por  la falta  de seguridad  vigente  en  el  local,  no  solamente  en  relación 

con el almacenamiento de los propulsores y accesorios explosivos, sino también por haber 

sido manipulado dicho material indebidamente por personas no capacitadas para  ello 129 .  

 
81.  El Comando Militar del Noreste No. 6, dentro del proceso administrativo citado, emitió 

un dictamen concluyente, en el cual indicó que la empresa había cometido una serie de 

irregularidades  ( infra  párr.  92 ) 130 .  El 23  de junio  de 1999,  seis  meses  después  de la  explosión, 

el certificado de registro de la fábrica fue cancelado 131 . Sin embargo, existe constanci a de 

que,  al  26  de octubre  de 1999,  Mário  Fróes  Prazeres  Bastos  continuaba  ejerciendo  actividades 

irregulares de producción de fuegos  artificiales 132 .  

 

D.  Los procesos  internos  
 

82.  En relación con la explosión del 11 de diciembre de 1998, se iniciaron procesos civiles, 

laborales, penal y administrativo. A la fecha de aprobación del Informe de Admisibilidad y 

Fondo de la Comisión sólo habían culminado los procesos en la vía administrativa y algunos 

laborales,  sin  que  se hu biera  logrado  la  ejecución  de la  reparación  en  estos  últimos.  Los demás 

procesos, pasados más de 18 años, se encontraban pendientes en diversas  etapas.  

 
 

prueba, folio 1776).  
125  Cfr. Certificado de Registro número 381 -  SFPC/6 de 19 de diciembre de 1995 del Ministerio del Ejército, a 
favor de Mário Fróes Prazeres Bastos (expediente de prueba, folio  48).  
126  Cfr. Documento Síntesis del Grupo de Trabajo,  supra.  
127  Cfr . Audiencia de Admisibilidad ante la CIDH, Caso 12.428, a partir del minuto 38:25 de la grabación 
(expediente  de prueba,  folio  11).  En el mismo  sentido,  en la decisión  sobre  la apelación  de la demanda  de las víctimas 
contra el Gobierno Federal y el estado de Bahia, el Tribunal Regional Federal concluyó que, después de la concesión 
de la licencia  de funcionamiento  de la fábrica  no hubo  ninguna  actividad  de inspección  por  parte  de la agencia  federal 
a cargo,  excepto  después  de que  se produjera  el accidente.  Cfr . Decisión  del  Tribunal  Regional  Federal  de la Primera 
Región que resolvió el recurso de apelación interpuesto en el marco de la acción civil No. 2002.33.00.005225 -1, 
propuesta por las presuntas víctimas contra el Gobierno Federal y el Estado de Bahia (expediente de prueba, folios 
2194 a  2295).  
128  Cfr.  Constancia  de confiscación  del  Ministerio  del  Ejército  de 13  de diciembre  de 1998  (expediente  de prueba, 
folios 56 y  57).  
129  Cfr. Examen Pericial de la Secretaría de Seguridad Pública de 8 de enero de 1999 (expediente de prueba, 
folios 59 a  63).  
130  Cfr. Decisión de pr ocedimiento administrativo del Ministerio del Ejército de 2 de diciembre de 1994 
(expediente de prueba, folio  53).  
131  Cfr . Oficios  No.  592 -SFPC/6  y 612 -SFPC/6  y Portaría  No.  13/DMB  de 1999.  (expediente  de prueba,  folios  50 
a 54).  
132  Cfr. Sentencia del Juzgado de Trabajo de Santo Antônio de Jesus,  supra.  
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D.1  Proceso  Penal  

 

83.  Luego  de la explosión  del  11  de diciembre  de 1998,  la policía  civil  inició  una  investigación 

de oficio  producto  de la cual,  el  12  de abril  de 1999,  el  Ministerio  Público  del  Estado  de Bahia 

presentó  una  acusación  formal  por  los  crímenes  de homicidio  doloso  y tentativa  de homicidio 

contra el dueño de la fábrica Mário Fróes Prazeres Bastos, su padre Osvaldo Prazeres Bastos 

y seis de las personas que ejercían funciones administrativas en la  fábrica 133 .  

 

84.  El 9 de noviembre de 2004, el Juzgado de Primera Instancia Penal de Santo Antônio  de 

Jesus,  al  encontrar  indicios  suficientes  sobre  la posible  comisión  de un  delito,  reso lvió  que  los 

acusados  debían  ser  sometidos  al  Tribunal  de Jurados 134 .  El 18  de julio  de 2007,  el  Ministerio 

Público  solicitó  al  Tribunal  de Justicia  de Bahia  que  trasladara  el  caso  a la ciudad  de Salvador, 

al  considerar  que  la  influencia  económica  y política  de los  acusados  podía  obstaculizar  la  toma 

de decisión. Dicha solicitud fue acogida el 7 de noviembre de  2007 135 .  

 

85.  El 20 de octubre de 2010 fueron condenadas cinco personas, entre ellas el dueño de la 

fábrica y su padre y absueltos tres acusados 136 . Contra esta decisión, los condenados 

presentaron  recursos  ordinarios,  los  cuales  fueron  desestimados  por  el  Tribunal  de Justicia  de 

Bahia  el  26  de abril  del  2012.  Mientras  estaba  pendiente  un  recurso  ante  el  Supremo  Tribunal 

Federal, interpuesto el 12 de noviembre de 2018, los condenados interpusieron recursos de 

habeas corpus durante el año de 2019. En virtud del habeas corpus interpuesto por Osvaldo 

Prazeres Bastos, el Tribunal de Justicia de Bahia declaró 137  la extinción de la pena por 

prescripción 138 . Los demás recursos de habeas corpus , presentados ante el Superior  Tribunal 

de Justicia (STJ), tenían por objeto anular la decisión de apelación por no ha ber sido 

convocados a los abogados de los acusados a la sesión de deliberación del recurso de 

apelación 139 .  Estos  fueron  concedidos,  por  lo que  se determinó  que  se debía  juzgar  

 

133  Cfr. Acusación formal del Ministerio Público,  supra . 
134  Cfr. Sentencia del Juzgado de Primera Instancia Penal de Santo Antônio de Jesus de 9 de noviembre de 
2004 (expediente de prueba, folios 107 a  109).  
135  Cfr. Resumen del proceso criminal No. 0000447 -05.1999.8.05.0229 en el Portal de Servicios e -SAJ del 
Tribunal de Justicia del Estado de Bahia (expediente de prueba, folios 134 a  138).  
136  Cfr. Resumen del proceso criminal No. 0000447 -05.1999.8.05.0229,  supra . 
137  Cfr. Decisión del Tribunal de Justicia de Bahia en el Proceso del Habeas Corpus n. 8016892 -  
66.2019.8.05.0000 (expediente de prueba, folios 4472 a  4475).  
138  La prescripción  está  regulada  en los  artículos  109  a 119  del  Código  Penal  brasileño.  Según  dicha  normativa, 
la prescripción  se puede  dividir  en dos  especies:  prescripción  de la pretensión  punitiva , la cual  puede  ocurrir  mientras 
no haya una sentencia penal condenatoria definitiva, y prescripción de la pretensión ejecutoria , que puede suceder 
solo  después  de que  haya  una  sentencia  penal  condenatoria  definitiva.  Los plazos  de la prescripción  de la pretensión 
punitiva , que  se empiezan  a contar,  en general,  desde  el día en que  el delito  se consumó,  varían  de un  delito  a otro, 
y se definen  en función  de la pena  máxima  establecida,  en abstracto,  para  la conducta  delictiva.  A su vez,  los plazos 
de la prescripción de la pretensión ejecutoria se rigen por la pena efectivamente aplicada por medio de la sentencia 
condenatoria y empiezan a contar desde el día en que la condena quedó firme. Sin embargo, solamente se puede 
reconocer este tipo de prescripción después de que la condena quede en firme para ambas partes. De acuerdo con 
la normativa  penal  brasileña,  hay  también  una  tercera  especie  de prescripción,  la cual  ocurre  después  de la sentencia 
penal condenatoria, cuando solamente la defensa haya interpuesto recurso, es decir, cuando la sentencia ya haya 
quedado en firme para la Fiscalía. A partir de este momento, el plazo de prescripción se  calculará en función de la 
pena aplicada (y ya no de la pena máxima en abstracto). La prescripción de la pretensión punitiva se puede 
interrumpir por los siguientes hechos: la admisibilidad de la denuncia o queja, la decisión de sometimiento del caso 
al Tribunal  de Jurados  (ñdecisão  de pronúncia ò), la decisión  que  confirma  dicho  sometimiento,  y la publicación  de las 
sentencias no definitivas. Una vez interrumpido el cómputo del plazo de prescripción, este comenzará a contarse 
nuevamente,  desde  cero,  a partir  de la fecha  de la interrupción.  Otra  disposición  relevante  del  Código  Penal  brasileño 
establece que el plazo de prescripción se reducirá a la mitad cuando el delincuente tenga menos de 21 años en la 
fecha del delito o más de 70 en la fecha de la sentencia. Cfr. Código Penal de Brasil. Decreto Legislativo No. 2.848, 
promulgado el 7  de diciembre de 1940, artículos 109 a 119. Disponible en: 
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto - lei/del2848compilado.htm . 
139  Cfr. Decisión de la cautelar en e l Proceso del habeas corpus No. 527.573 de 26 de agosto de 2019 
(expediente  de prueba,  folios  4477  a 4478),  y Decisión  sobre  la medida  cautelar  en el pedido  de extensión  del  proceso 
de habeas corpus No. 527.573 -BA de 28 de agosto de 2019 (expediente de prueba, folio  4480).  

http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto-lei/del2848compilado.htm
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nuevamente la apelación, con la debida notificación a los abogados de la defensa 140 . Por lo 

tanto, el proceso penal aún no ha concluido.  

 

D.2  Procesos  civiles  

 

86.  En el ámbito civil, fueron iniciados dos procesos: i) contra el Estado de Brasil, contra el 

estado de Bahia, contra la municipalidad de Santo Antônio de Jesus y contra la empresa de 

Mário  Fróes  Prazeres  Bastos;  y ii)  contra  Osvaldo  Prazeres  Bastos,  Maria  Julieta  Fróes  Bastos 

y Mário Fróes Prazeres  Bastos.  

 

a.  Causa civil contra el Estado de Brasil, el estado de Bahia, la 

Municipalidad de Santo Antônio de Jesus y la empresa Mário Fróes 

Prazeres Bastos (fábrica de  fuegos)  

 

87.  El 4 de marzo  de 2002,  las  presuntas  víctimas  y sus  familiares  presentaron  una  demanda 

contra el Estado de Brasil, el estado de Bahia, la Municipalidad de Santo Antônio de Jesus y 

la empresa  de Mário  Fróes  Prazeres  Bastos  por  daños  morales  y materiales.  En dicha  demanda 

solicitaron,  además,  la  tutela  anticipada 141  para  los  menores  de 18  años,  cuyas  madres  habían 

fallecido en la explosión 142 . La solicitud de tutela anticipada fue aceptada por el Juez Federal 

el 5 de marzo de 2002 143 . En su escrito presentado ante la Comisión el 18 de octubre de 

2010, los peticionarios señalaron que de las 44 personas que perdieron a sus padres y 

demandaron al gobierno federal, solo 39 fueron bene ficiadas por la decisión preliminar de 

tutela de una pensión mensual de un salario mínimo y, de estas, sólo 16 recibieron 

efectivamente dicho pago, pues, por el transcurso del tiempo, las demás ya tenían 18 años 

(edad  máxima  para  recibir  la  pensión,  según  la  determinación  judicial).  Los demás  familiares 

no habrían recibido reparación alguna del  Estado 144 .  

 

88.  Continuando con el proceso principal, después de la emisión de la decisión de tutela 

anticipada, se realiz ó un desglose del proceso debido al alto número de litisconsortes (84). 

Producto de esta decisión se entablaron un total de 14 procesos distintos, cada uno con un 

máximo de cinco demandantes 145 . Los representantes han indica do que las sentencias de 

primera instancia se dictaron entre el 7 de julio de 2010 y el 26 de agosto de 2011, y contra 

ellas se interpusieron recursos de apelación que fueron negados entre el 31 de agosto de 

2013 y el 20 de marzo de 2017. Se presentaron, a demás, recursos de aclaración contra las 

sentencias de apelación, los cuales fueron resueltos entre el 26 de octubre de 2015 y el 5  de 

mayo de 2018. Finalmente, el Gobierno Federal y el  estado de Bahia interpusieron recursos  

 
140  Cfr.  Decisión  del  STJ de Anulación  de la Sentencia  de Apelación  en el proceso  de habeas  corpus  No.  527.573 
de 25 de septiembre de 2019 (expediente de prueba, folios 4483 y 4484) y Decisión del STJ de Anulación de la 
Sentencia de Apelación en el Proceso de habeas corpus No. 527.605 de 25 de octubre de 2019 (expediente de 
prueba, folios 4486 y  4487).  
141  La anticipación de tutela, como lo expuso el Estado en su escrito de contestación, tiene como objeto que, 
en aquellos casos en los que el tiempo del proceso pueda perjudicar la eficacia y la obtención de justicia, se pueda 
anticipar la protección reivindic ada, cuando se cumplen determinados requisitos. Actualmente, el tema se regula en 
los  artículos  300  y siguientes  del  Código  de Procedimiento  Civil  de 2015.  Cfr.  Código  de Procedimiento  Civil  de Brasil. 
Ley  No.  13.105,  promulgada  el 16  de marzo  de 2015.  Disponible  en:  http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2015 - 
2018/2015/Lei/L13105.htm#art1046 . 
142  Cfr. Demanda inicial presentada ante la Justicia Federal en el Estado de Bahia, expediente número 
2002.33.00.005225 -1 de 4 de marzo de 2002 (expediente de prueba, folios 140 a  185).  
143  Cfr. Decisión preliminar del Juez Federal de Primera Instancia sobre la tutela anticipada, expediente No. 
2002.33.00.005225 -1, de 5 de marzo de 2002 (expediente de prueba, folios 187 a  18 9).  
144  Cfr. Oficio No. 090/10 JG/RG de los representantes el 18 de octubre de 2010 (expediente de prueba, folios 
191 a  193).  
145  Cfr. Tabla de procesos civiles que se tramitan en la Justicia Federal (expediente de prueba, folios 1617 a 
1619). En el resume n de los procesos que hace el Estado en su contestación no se menciona el caso No. 
2004.33.00.021817 -9.  

http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2015-2018/2015/Lei/L13105.htm#art1046
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2015-2018/2015/Lei/L13105.htm#art1046
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especiales y extraordinarios en 12 de los 14 procesos, de modo que 10 permanecen 

pendientes y dos tuvieron decisiones que quedaron firmes en septiembre de 2017 y abril de 

2018. La Comisión señaló que no tiene información sobre el pago de reparaciones por parte 

del  Estado,  más  allá  de los  pagos  parciales  relativos  a la decisión  de anticipación  de tutela.  El 

Estado tampoco aportó información sobre el  tema.  

 

b.  Acción Civil ex delicto contra Osvaldo Prazeres Bastos, Maria Julieta 

Fróes Bastos y Mário Fróes Prazeres  Bastos  

 

89.  El Estado indicó que el mismo año de la explosión de la fábrica de fuegos, esto es, en 

1998,  la Fiscalía  del  Estado  de Bahia  interpuso,  ante  el  Primer  Juzgado  Civil  de Santo  Antônio 

de Jesus, la medida cautelar número 0002335 -43.1998.805.0229, por la cual solicitó el 

bloqueo de los bienes de los acusados Osvaldo Prazeres Bastos y Mário Prazeres Bastos, con 

el obj etivo de garantizar las reparaciones de daños a favor de las víctimas sobrevivientes y 

herederos de las víctimas fallecidas en la  explosión.  

 

90.  El 9 de enero de 1999, de oficio, el Ministerio Público del Estado de Bahia junto con 

varios familiares de las víc timas de la explosión instauraron el proceso civil No. 0000186 -  

40.1999.805.0229 ante el Primer Juzgado Civil, contra Osvaldo Prazeres Bastos, Mário  Fróes 

Prazeres  Bastos  y Maria  Julieta  Fróes  Bastos  con  la  finalidad  de obtener  reparaciones 146 .  Este 

proceso  terminó  en  primera  instancia  debido  a un  acuerdo  entre  las  víctimas  de la  explosión, 

sus parientes y los demandados, suscrito el 8 de octubre de 2013 147 , el cual fue homologado  

por el Juzgado de primera instancia el 10 de diciembre de 2013. El acuerdo estableció una 

indemnización de aproximadamente de R$ 1.280.000,00 (un millón doscientos ochenta mil 

reales), los cuales serían repartidos entre los titulares de los créditos. En v ista del 

incumplimiento  del  acuerdo  por  parte  de los  demandados,  el  Ministerio  Público  interpuso  una 

petición  de cumplimiento  de sentencia  en  la  que  solicitó  la  imposición  de una  multa.  Además, 

señaló una lista de propiedades de Osvaldo Prazeres Bastos, a efectos de proceder a su 

embargo, en caso de que la deuda no fuera pagada 148 . El Estado, en su contestación, indicó 

que hasta octubre de 2017 los demandados habían pagado la cantidad de R$ 1.940.000 (un 

millón nove cientos cuarenta mil reales). Posteriormente, según indicó el Estado, el 

demandado hizo tres depósitos por un total de R$ 270.000 (doscientos setenta mil reales) y 

una de sus propiedades fue subastada, recaudando la cantidad de R$ 84.500 (ochenta y 

cuatro  mil  quinientos  reales).  Así,  la deuda  actual  de los  ejecutados  alcanza  la suma  de R$ 

475.038 (cuatrocientos setenta y cinco mil treinta y ocho reales). Entre el 25 de noviembre 

de 2016 y el 4 de mayo de 2018, se emitieron autorizaciones judiciales para el pago de los 

valores recaudados a cada víctima 149 . La Fiscalía local siguió solicitando el cumplimiento de 

la deuda  restante 150 ,  lo que  culminó,  en  marzo  de 2019,  con  la homologación  por  el  juez  civil 

de un nuevo acuerdo con vistas a promover el pago de los montos  faltantes 151 .  

 
 

146  El Estado  de Brasil,  en su contestación  destacó  que,  conforme  a la legislación  brasileña,  los  procedimientos 
penales, civiles y administrativos son independientes entre sí, razón por la cual el Ministerio Público pudo, en 1998, 
iniciar un procedimiento civil con miras a indemnizar a las víctimas, aun cuando no se había concluido el proceso 
penal.  
147  Cfr . Acuerdo promovido por el Ministerio Público de Bahia el 8 de octubre de 2013 (expediente de prueba, 
folios 1956 a  1959).  
148  Cfr.  Resumen  del  proceso  civil  No.  0000186 -40.1999.8.05.0229  en el Portal  de Servicios  e-SAJ del  Tribunal 
de Justicia del Estado de Bahia (expediente de prueba, folios 216 a  230).  
149  Cfr.  Autorizaciones  de pago  emitidas  por  el Juzgado  Primero  Civil  de Santo  Antônio  de Jesus  (expediente  de 
prueba, folios 1964 a  2189).  
150  Cfr. Escrito de la Fiscalía del Estado de Bahia, Proceso No. 0000186 -40.1999.8.05.0299 de 17 de junio de 
2018 (expediente de prueba, folio 2191 y  2192).  
151  Cfr.  Resumen  del  proceso  civil  No.  0000186 -40.1999.8.05.0229  en el Portal  de Servicios  e-SAJ del  Tribunal 
de Justicia del Estado de Bahia (expediente de prueba, folios 4924 a 4957) y Certificado del Juzgado Primero Civil 
de Santo Antônio de Jesus de 26 de marzo de 2019 (expediente de prueba, folios 3997 a  4002).  
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D.3  Procesos  laborales  

 

91.  En el  ámbito laboral, durante los años de 2000 y 2001, se siguieron 76 procesos ante 

la Justicia de Trabajo de Santo Antônio de Jesus, de los cuales 30 fueron archivados 

definitivamente y otros 46 fueron declarados improcedentes en primera instancia. Frente a 

las resoluciones  que  declararon  improcedentes  las  demandas,  se interpuso  recurso  ordinario, 

producto del cual el Tribunal Regional de Trabajo de la Quinta Región, dio la razón a las 

trabajadoras de la fábrica de fuegos y ordenó un nuevo pronunciamiento 152 . Las nuevas 

resoluciones reconocieron el vínculo laboral de las trabajadoras con Mário Fróes Prazeres 

Bastos y declararon parcialmente procedentes 18 de las demandas planteadas y una 

totalmente  procedente.  Seis  de esos  procesos  permanecieron  en  archivo  provisional  por  varios 

años 153 , pues no se habían encontrado bienes del condenado (Mario Prazeres Bastos) que 

permitieran su ejecución 154 . En agosto de 2018, en el marco del proceso laboral de Leila 

Cerqueira  dos  Santos,  se embargó  un  bien  de Osvaldo  Prazeres  Bastos,  padre  de Mário  Fróes 

Prazeres Bastos, por un monto de R$ 1.800,000 (un millón ochocientos mil reales), el cual 

sería suficiente para indemnizar a las víctimas de todas las acciones cuyas ejecuciones 

estaban activas 155 .  

 

D.4  Proceso Administrativo  

 

92.  Un proceso administrativo fue iniciado de oficio por la Sexta Región Militar del Ejército. 

Dentro  de este  proceso,  dos  días  después  de la explosión,  el  13  de diciembre  de 1998,  fueron 

confiscados productos irregulares encontrados en la fábrica de fuegos 156 . El 15 de diciembre 

del mismo año, se informó sobre la destrucción de los materiales incautados 157 . El 6 de  junio 

de 1999 158 , se resolvió el proceso administr ativo disponiendo la cancelación definitiva del 

registro de la empresa al constatar las siguientes irregularidades: 1) falta de seguridad en 

sus instalaciones; 2) depósitos no registrados junto a los pabellones de fabricación; 3) 

fabricación de pólvora neg ra sin la respectiva autorización; 4) almacenaje de grandes 

cantidades de pólvora blanca sin la correspondiente autorización o registro; 5) falta de 

extintores  en  la  mayoría  de los  depósitos;  6)  almacenaje  de paquetes  de fuegos  de artificiales 

de marcas co n las cuales no se mantenía ninguna relación comercial; 7) falta de  justificación 

del  origen  de una  parte  de los  productos  controlados  encontrados  en  sus  depósitos;  8)  
 

152  Cfr. Informe del Director Adjunto de Secretaría del Trabajo en Santo Antônio de Jesus de 5 de octubre de 
2005 (expediente de prueba, folio  233).  
153  La Corte no cuenta con la información exacta sobre el trámite de cada proceso laboral. Sin embargo, se 
deprende  de la ficha  de trámite  del  caso  de Leila  Cerqueira  dos  Santos,  presentada  por  el Estado  en su contestación, 
que  su proceso  estuvo  archivado  provisoriamente  entre  el 8 de noviembre  de 2002  y el 27  de octubre  de 2009  y por 
cuenta de la frustración de la ejecución, fue suspendido del 6 de agosto de 2010 al 24 de noviembre de 2011 y del 
18 de diciembre de 2013 a 14 de mayo de 2014 (expediente de prueba, folio  2624).  
154  Cfr. Informe del Director Adjunto de Secretaría del Trabajo en Santo Antônio de Jesus,  supra.  
155  Cfr. Comunicación de la Jueza Cássia Magali Moreira Daltro del Juzgado de Trabajo de Santo Antônio de 
Jesus a la Abogacía General de la Unión, de 21 de febrero de 2019 (expediente de fondo, folio  4106).  
156  Cfr.  Constancia  de aprehensión  de la sexta  Región  del  Comando  Militar  de Nordeste,  de 13  de diciembre  de 
1998 (expediente de prueba, folio 1875 y  1876).  
157  Cfr. Constancia de destrucción de la sexta Región del Comando Militar de Nordeste, de 15 de diciembre de 
1998 (expediente de fondo, folio  1878).  
158  Existen  dos  fechas  indicadas  sobre  la emisión  de esta  resolución.  La Comisión  y los representantes  indicaron 
que la finalización del proceso se dio el 2 de diciembre de 1999. Sin embargo, esta fecha es errónea, pues han 
tomado como referencia la fecha en las que se concedier on las copias certificadas de la resolución en cuestión y no 
la de emisión  de la misma.  El Estado  ha señalado  que  la fecha  es el 6 de julio  de 1999,  lo cual  se encuentra  respaldado 
por la fecha que en efecto consta en la Resolución del Departamento de Material Bélico del Ministerio de la  Defensa. 
Sin embargo, de lo anterior, aunque no ha sido consignado esto por ninguna de las partes, se considera que puede 
existir  un  error  en la fecha  que  consta  en el documento  presentado  como  prueba,  pues  la cancelación  del  registro  de 
la empresa se dio el 23 de junio de 1999, razón por la cual, la resolución que la ordena no pudo ser emitida con 
posterioridad,  es decir,  el 6 de julio  de 1999.  Así,  se considera  probable  que  la fecha  real  de esta  resolución  sea el 6 
de junio de 1999. Cfr. Resolución del Departamento de Material Bélico del Ministerio de la Defensa de 6 de junio de 
1999 (expediente de prueba, folios 53 y 1868 a  1869).  
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indebido almacenamiento, al guardar en un mismo  depósito clorato de potasio, nitrato de 

potasio, pólvora negra, pólvora blanca y fuegos artificiales ya elaborados 159 .  

 

93.  En cumplimiento de la Resolución anterior, el 23 de junio de 1999, mediante Decreto 

No. 013/DMB, el Ministerio del Ejército canceló el Certificado de Registro de la fábrica en 

cuestión  (supra  párr.  81).  El 13  de octubre  de 1999,  el  Comandante  de la Sexta  Región  Militar 

informó al Jefe de Policía Civil de Santo Antônio de Jesus que el material encontrado en las 

naves de fabricación sería destruido y los productos guardados en los almacenes serían 

incautados para ser inspeccionados y evitar el riesgo de nuevas  explosiones 160 .  

 

E.  Marco normativo vigente para la fecha de los  hechos  
 

E.1  En relación con el control de actividades  peligrosas  

 

94.  La actividad  de fabricación  de fuegos  artificiales  está  prevista  y definida  bajo  el  número 

8121 -05 en el Código Brasileño de Profesiones 161 ; el trabajador del sector recibe el nombre 

genérico de  pirotécnico.  

 

95.  En Brasil existía, para la fecha de los hechos, una reglamentación sobre el control de 

actividades peligrosas. Así, el Decreto No. 55.649 de 28 de enero de 1965 162  disponía, en su 

artículo 11, que era responsabilidad del Ministerio de la Guerra autorizar la producción y 

fiscalizar el comercio de productos controlados, incluidos los fuegos artificiales, y que esta 

tarea , conforme  al  artículo  4 de la  misma  legislación,  podría  ser  delegada  a otros  órganos  del 

Gobierno Federal, como los estados o los municipios, mediante  convenio.  

 

96.  El mencionado Decreto establecía, además, que el registro era una medida obligatoria 

y genera l para las empresas que producían, entre otros, fuegos artificiales, y que el 

documento  que  las  habilitaba  para  su funcionamiento  era  el  llamado  ñT²tulo de Registroò, cuya 

validez era de tres  años 163 .  

 

97.  Además, la legislación imponía al entonces Ministerio de la Guerra las siguientes 

competencias:  

 
a) decidir sobre los productos que han de considerarse como controlados; b) decidir sobre las 
empresas de registro civil que tienen por finalidad la fabricación, la recuperación, mantenimiento, 
utilización industrial, manipulación, exportación, importación, almacenamiento y comercio de 
productos  controlados,  incluyendo  talleres  de pirotecnia;  c)  decidir  sobre  la cancelación  de registros 
otorgados cuando no cumplen con los requisitos legales y reglamentarios, o aplicar las sanciones 
establecidas [é]; g) inspeccionar la fabricaci·n, recuperaci·n, utilizaci·n industrial, manipulaci·n, 
exportación, importación, despacho de aduanas, almacenami ento, comercio y tráfico de productos 
controlados 164 . 

 

98.  En cuanto  a la obligatoriedad  del  registro  y fiscalización  por  parte  del  Estado,  el  Decreto  

 

159  Cfr. Resolución del Departamento de Material Bélico del Ministerio de la Defensa,  supra.  
160  Cfr.  Oficio  No.  592 -SFPC/6  del  Comandante  de la Sexta  Región  Militar,  de 13  de octubre  de 1999  (expediente 
de pruebas, folio 50 y  51).  
161  Cfr. Ministerio del Trabajo. Clasificación Brasileña de Ocupaciones, No. 8121 -05: Pirotécnico y 8121 -10: 
Trabajador de fabricación de municiones y explosivos. Disponible en: 
http://www.mtecbo.gov.br/cbosite/pages/pesquisas/BuscaPorTituloResultado.jsf . . 
162  Cfr. Decreto No. 55.649 de 28 de enero de 1965. Disponible en: 
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto/Antigos/D55649.htm . El Decreto No. 55.649 de 28 de enero de 1965 

fue  revocado  por  el Decreto  No.  2.998  de 23  de marzo  de 1999.  A su vez,  fue  revocado  por  el Decreto  No.  3.665  de 
20 de noviembre de 2000. Este también fue revocado por el Decreto No. 9.493 de 5 de septiembre de 2018, el cual 
fue revocado por el Decreto No. 10.030 de 30 de septiembre de 2019, vigente a la  fecha.  
163  Cfr. Decreto No. 55.649, supra, artículos 32 y  33 . 
164  Cfr. Decreto No. 55.649, supra, artículo  21 . 

http://www.mtecbo.gov.br/cbosite/pages/pesquisas/BuscaPorTituloResultado.jsf
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto/Antigos/D55649.htm
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55.649  señalaba  que  a cada  región  militar  le correspondía,  entre  otras,  registrar  las  empresas, 

llevar a cabo la fiscalización y realizar  inspecciones 165 .  

 

99.  Particularmente  respecto  a fiscalización,  el  citado  Decreto  determinaba  que  la inspección 

de los depósitos de las fábricas sería llevada a cabo por los departamentos de inspección del 

Ministerio de la Guerra, en colaboración con la policía civil y los gobiernos municipales. La 

disposición también atribuía a las policías locales la verificación constante de los inventarios 

mantenidos en los depósitos, así como la implementación de las de terminaciones técnicas y 

condiciones de seguridad, de modo que cualquier irregularidad se debía comunicar al órgano 

de fiscalización del Ministerio de la  Guerra 166 .  

 

100.  Asimismo, el Decreto 55.649 establecía que, tras la verifi cación personal, o en vista de 

denuncias o información sobre la existencia de violaciones a la normativa, delitos u ofensas 

criminales, la autoridad militar encargada de inspeccionar los productos controlados por el 

Ministerio de la Guerra debía proceder a  los actos preparatorios para la investigación regular 

de una eventual  infracción 167 .  

 

101.  La legislación del Estado de Bahia también contenía disposiciones en el mismo sentido. 

En efecto,  el  Decreto  Estatal  6.465  de 1997  asignaba  a la Secretaría  de Seguridad  Pública  del 

estado la atribución de autorizar el funcionamiento de establecimientos que producían o 

comercializaban fuegos artificiales y de inspeccionar la producción, venta, quema y uso de 

fuegos  artificiales 168 .  
 

E.2  En relación con el derecho al  trabajo  

 

102.  La Constituci·n de la Rep¼blica Federativa de Brasil (en adelante ñla Constituci·n de 

Brasilò o ñla Constituci·nò)169 , promulgada en 1988, se refiere al derecho al trabajo y a las 

garantías que de este se desprenden. En ese sentido señala, en sus artículos 6º y  7º:  

 
Art. 6. Son derechos sociales la educación, la salud, la alimentación, el trabajo, la vivienda, el 
transporte, el ocio, la segurida d social, la maternidad y la proyección de la infancia, la asistencia a 
los desvalidos, en la forma de esta Constitución.  

 
Art. 7. Son derechos de los trabajadores urbanos y rurales (é) 4. El salario m²nimo (é); 8. El 
decimotercer  salario  (é); 16.  La remun eración  por  servicio  extraordinario  (é); (é) 22.  la reducción 
de riesgos inherentes al trabajo, por medio de normas de salud, higiene y seguridad; 23. La 
remuneraci·n adicional por actividades penosas, insalubres o peligrosas (é); 28. el seguro de 
accidentes (é); 33. La prohibici·n del trabajo nocturno, peligroso o insalubre a los menores de 
dieciocho  años  y de cualquier  trabajo  a las  menores  de catorce,  salvo  en condición  de aprendiz  (é). 

 

103.  Las normas  sociales  previstas  en  la  Constitución  se reafirman  en  la  Consolidación  de las 

Leyes  del  Trabajo  (en  adelante  ñCLTò)170 ,  la cual  se aplica  a todos  los  trabajadores  en  el  país. 

En efecto,  la CLT también  prevé  el  salario  mínimo 171 ,  el  decimotercer  salario 172 ,  la  

 

 

165  Cfr. Decreto No. 55.649 de 28 de enero de 1965, supra, artículo  23.  
166  Cfr. Decreto No. 55.649 de 28 de enero de 1965, supra, artículo  256.  
167  Cfr. Decreto No. 55.649 de 28 de enero de 1965, supra, artículo  279.  
168  Cfr.  Amicus  Curiae  de la Clínica  de Derechos  Humanos  e Derecho  Ambiental  de la Universidad  del  Estado  de 
Amazonas, supra , y Decreto del estado de Bahia No. 6.465 de 09 de junio de 1997, disponible en: https://governo - 
ba.jusbrasil.com.br/legislacao/79274/decreto -6465 -97 . 
169  Cfr. Constitución de la República Federal de Brasil, 1988. Disponible en: 
ht tp://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/constituicao.htm.  
170  Cfr.  Consolidación  de las  Leyes  del  Trabajo.  Decreto  legislativo  No.  5.452,  de 1 de mayo  de 1943.  Disponible 
en:  http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto - lei/del5452.htm . 
171  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra, artículos 76 a  83 . 
172  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra, artículo 611 -B, V. 

https://governo-ba.jusbrasil.com.br/legislacao/79274/decreto-6465-97
https://governo-ba.jusbrasil.com.br/legislacao/79274/decreto-6465-97
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/constituicao.htm
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto-lei/del5452.htm
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remuneración por servicio extraordinario 173 , la remuneración adicional por actividades 

penosas, insalubres o peligrosas 174 , el seguro de accidentes 175 , la prohibición del trabajo 

nocturno,  peligroso  o insalubre  a los  menores  de 18  años  y de cualquier  trabajo  a los  menores 

de dieciséis, salvo en condición de aprendiz, entre los 14 y 16 años 176 , entre muchos otros 

derechos que asisten a los trabajadores en el territorio de  Brasil.  

 

104.  La CLT cuenta también con un capítulo específico que se refiere a las normas de 

prevención de accidentes y enfermedades laborales, aunque no existía en 1998 legislación 

específica  sobre  prevención  de accidentes  en  el  sector  de fuegos  artificiales 177 .  En ese sentido, 

la CLT, en el artículo 166, pone a cargo de la empresa la obligación de proporcionar a los 

empleados, de forma gratuita, equipos de protección individual adecuados al riesgo, cuando 

las medidas generales no ofrezcan una protección completa contra los riesgos de accidentes 

y daños a la salud del empleado. Además, el artículo 193 de la CLT señala que son 

consideradas actividades u operaciones peligrosas, de acuerdo con la reglamentación 

aprobada por el Ministerio del Trabajo, aquellas que implican el contacto permanente con 

explosivos en condición de riesgo acentuad o178 . Por su parte, el artículo 195 dispone que la 

caracterización y clasificación de la insalubridad y peligrosidad, de acuerdo con las normas 

del Ministerio del Trabajo, se realizará a través de una inspección bajo la resp onsabilidad de 

un médico o ingeniero registrado en el Ministerio, sin prejuicio de la acción fiscalizadora del 

Ministerio del Trabajo, ni de la inspección de oficio de dicho  órgano.  

 

105.  La CLT también  impone  importantes  salvaguardas  en  relación  con  el  trabajo  de menores 

de edad. Así, prohíbe expresamente se realice en lugares que perjudiquen su formación 

académica o que sean peligrosos, insalubres y en horarios que afecten la asistencia a la 

escuela 179 .  

 

106.  La CLT se complementa co n las normas administrativas emitidas por el Ministerio de 

Trabajo  y Empleo  que  regulan  las  profesiones  de manera  más  detallada,  proporcionando,  por 

ejemplo, los criterios que debe seguir el empleador para un trabajo saludable y  seguro.  

 

107.  La Ordenanza número 3.214 de 1978, que contiene la Norma Regulatoria No. 16, 

reglamentó las condiciones de peligrosidad. Dicha norma definió las actividades peligrosas, 

entre ellas, el almacenamiento de explosivos y las operaciones de manipulación de 

explosiv os180 .  

 

108.  Además, la Norma Regulatoria No. 16 181  del Ministerio de Trabajo, así como el artículo 

193, párrafo 1, de la CLT ( supra párr. 104), estipulan el pago adicional de un 30% sobre el 

salar io regular para trabajadores en actividades peligrosas, mientras que la Norma 

Regulatoria No. 19 182  del mismo organismo, reglamentó las actividades con explosivos y 

estableció  disposiciones  relativas  a la seguridad  laboral  y normas  relativas  al  local  de trabajo.  
 

173  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra, artículos 142, §5 y 611 -B, X. 
174  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra, artículo 193, §  1 . 
175  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra, artículo 458,  IV . 
176  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra, artículo 611 -B, XXIII.  
177  Cfr. Peritaje rendido por Viviane de Jesus Forte,  supra . 
178  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra , artículo  193 . 
179  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra , artículos 403 a  405 . 
180  Cfr. Norma Regulatoria No. 16 (NR 16 ï Actividades y operaciones peligrosas), disponible en: 
https://enit.trabalho.gov.br/portal/images/Arquivos_SST/SST_NR/NR -16 -atualizada -2019.pdf , y Ordenanza  No.  
3.214  del  8 de junio  de 1978,  disponible  en:  
https://enit.trabalho.gov.br/portal/images/Arquivos_SST/SST_Legislacao/SST_Legislacao_Portarias_1978/00 - --  
Portaria -MTb-n. -3.214_78.pdf . 
181  Cfr. Norma Regulatoria No. 16, supra , artículo  16.2.  
182  Cfr.  Nor ma  Regulatoria  No.  19  (NR 19  ï Explosivos),  Decreto  No.  3.214  del  08  de junio  de 1978.  Disponible 
en:  https://enit.trabalho.gov.br/portal/images/Arquivos_SST/SST_NR/NR -19.pdf . 

https://enit.trabalho.gov.br/portal/images/Arquivos_SST/SST_NR/NR-16-atualizada-2019.pdf
https://enit.trabalho.gov.br/portal/images/Arquivos_SST/SST_Legislacao/SST_Legislacao_Portarias_1978/00---Portaria-MTb-n.-3.214_78.pdf
https://enit.trabalho.gov.br/portal/images/Arquivos_SST/SST_Legislacao/SST_Legislacao_Portarias_1978/00---Portaria-MTb-n.-3.214_78.pdf
https://enit.trabalho.gov.br/portal/images/Arquivos_SST/SST_Legislacao/SST_Legislacao_Portarias_1978/00---Portaria-MTb-n.-3.214_78.pdf
https://enit.trabalho.gov.br/portal/images/Arquivos_SST/SST_NR/NR-19.pdf
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109.  Finalmente, además de las disposiciones legislativas ya mencionadas, el Estatu to del 

Ni¶o y del Adolescente (en adelante ñECAò, por sus siglas en portugu®s) proh²be cualquier 

trabajo para niños y niñas menores de catorce años 183 . El ECA también veda el trabajo 

peligroso, insalubre o penoso a  adolescentes 184 .  

 

VIII 

FONDO  

 

110.  Los hechos  de este  caso  se relacionan  con  la presunta  responsabilidad  internacional  del 

Estado brasileño por cuenta de las alegadas violaciones a los derechos humanos ocurridas 

por la explosión de una fábrica de fuegos en la que fallecieron 60 personas (40 mujeres 

adultas, 19 niñas y un niño) y seis sobrevivieron (tres mujeres adultas, una niña, dos niños 

y una niña que nació luego de la explosión y como consecuencia directa de  esta).  

 

111.  En el presente  capítulo,  la Corte  abordará  el  examen  de fondo  del  caso.  Para  precisar  el 

alcance de la responsabilidad internacional de Brasil, examinará las violaciones alegadas de 

la siguiente forma: 1) en primer lugar, se referirá a las posibles afecta ciones al derecho a la 

vida y a la integridad personal y a los derechos de la niña y del niño (artículos 4.1, 5.1 y 19 

de la Convención) en relación con el artículo 1.1 de la Convención; 2) posteriormente, hará 

referencia al derecho a condiciones equitativ as y satisfactorias que garanticen la seguridad, 

la salud y la higiene en el trabajo, a los derechos de la niñas y del niño, al derecho a la 

igualdad y la prohibición de discriminación (artículos 1.1, 19, 24 y 26 de la Convención); 3) 

en tercer lugar, se r eferirá a los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial 

(artículos 8.1 y 25 de la Convención); y por último, 4) abordará el análisis del derecho a la 

integridad personal de los familiares de las presuntas víctimas (artículo 5 de la  Convención).  

 

VIII - 1  

DERECHOS A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD PERSONAL Y DE LA NIÑA Y DEL NIÑO EN 

RELACIÓN CON LAS OBLIGACIONES DE RESPETO Y GARANTÍA (ARTÍCULOS 4.1,  

5.1  y 19 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1  DE 

LA  MISMA)  

 

A.  Alegatos de las partes y de la  Comisión  
 

112.  La Comisión  señaló  que,  conforme  a la legislación  brasileña,  las  actividades  vinculadas 

a explosivos debían ser autorizadas e inspeccionadas por el Estado. En el presente caso, la 

fábrica  de fuegos  donde  ocurrió  la  explosión  contaba  con  permiso  de funcionamiento  por  parte 

del Ejército. Partiendo de lo anterior, concluyó que el Estado tenía relación directa con las 

actividades  que  se estaban  realizando  en  la fábrica,  por  lo que  conocía  el  riesgo  potencial  para 

la vida e integridad personal al que estaban expuestos los trabajadores, así como debía 

conocer que ahí existía una de las peores formas de trabajo infantil. A pesar de lo anterior, 

indicó  la Comisión,  el  Estado  no  proporcionó  ninguna  información  que  pruebe  que  durante  los 

tres años transcurridos desde que otorgó la autorización, hasta que ocurrió la explosión, se 

hubiera realizado alguna inspección o fiscalización en la fábrica, lo cual fue reconocido en la 

audiencia realizada ante la Comisión Interamericana.  Así, en consideración de la Comisión, 

no haber realizado ninguna inspección o fiscalización en la fábrica, conociendo el  contexto  

 
183  Cfr. Estatuto del Niño y del Adolescente, Ley No. 8.069 de 13 de julio de 1990, artículo 60. Disponible en: 
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/l8069.htm . 
184  Cfr. Estatuto del Niño y del Adolescente, supra , artículo 67, II . El término adolescente en este contexto se 
refiere a niñas y niños entre 14 y 18  años.  

http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/l8069.htm
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generalizado de actividades peligrosas con fuegos artificiales en la zona, resulta suficiente 

para establecer que el Estado no sólo no cumplía con sus deberes, sino que fue tolerante y 

aquiescente  con  lo  sucedido,  razón  por  la  cual  es responsable  por  el  incumplimiento  del  deber 

de respeto y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal, en relación con  las 

obligaciones establecidas en los artículos 19 y 1.1 de la Convención  Americana.  

 

113.  Los representantes añadieron que, de acuerdo con la normatividad vigente, era 

responsabilidad del Ministerio del Ejército autorizar la producción y fiscalizar  la fabricación, 

almacenamiento y el comercio de productos controlados y que esa tarea podía ser delegada 

a otros órganos del Gobierno Federal, los estados o los municipios. Por lo anterior, 

concluyeron que el Estado es responsable por la vulneración del d erecho a la vida de las 

víctimas de la explosión, pues no existe prueba de ningún acto de fiscalización por parte de 

ninguna  institución  del  Estado,  a pesar  de que  la fabricación  clandestina  de fuegos  artificiales 

en la ciudad de Santo Antônio de Jesus era un hecho público y notorio. Sobre las víctimas 

sobrevivientes, indicaron que sufrieron graves violaciones a su integridad física y psicológica 

en  violación  al  artículo  5.1  de la Convención,  por  las  lesiones  y secuelas  ocasionadas  producto 

de las  quemaduras  y la pérdida  de sus  seres  queridos.  Este  sufrimiento  habría  sido  empeorado 

por la total ausencia de asistencia médica, psiquiátrica y  psicológica.  

 

114.  El Estado señaló que no puede ser considerado responsable por la violación de los 

derechos a la vida e integridad personal, pues no se ha comprobado que existió un 

consentimiento consciente por parte de agentes estatales para la producción del acto ilícito. 

Indicó que, por el contrario, el requisito de la licencia para el funcionamiento de la empr esa 

fue  debidamente  cumplido,  determinándose  la  capacidad  de los  particulares  para  actuar  en  el 

campo  de la  fabricación  de fuegos  artificiales,  sin  que  el  Ejército  y otros  órganos  de inspección 

en el ámbito estatal o municipal fueran específicamente notificados de la ocurrencia de 

ilegalidades previas a la explosión de la fábrica. Indicó que el Estado ha demostrado el 

cumplimiento de sus obligaciones relativas a la protección del derecho a la vida, pues, 

posterior a la explosión, puso a disposición de las presuntas víctimas los recursos internos, 

algunos de los cuales han tenido decisiones preliminares o definitivas y han permitido la 

determinación de los culpables y la reparación a los damnificados. Por lo anterior, solicitó a 

la Corte  que,  con  el  objetivo  de reconocer  que  la  responsabilidad  primaria  de la protección  de 

los derechos humanos ha sido ejercida de manera regular por el Estado brasileño y a fin de 

que este órgano internacional no actúe como cuarta instancia, considere las de cisiones 

internas sobre el  tema.  

 

B.  Consideraciones de la  Corte  

 

115.  De acuerdo con el artículo 1.1 de la Convención Americana, los Estados tienen la 

obligación erga omnes de respetar y garantizar las normas de protección y la efectividad de 

los derechos humanos reconocidos en su texto 185 . De modo que la responsabilidad 

internacional  del  Estado  se fundamenta  en  acciones  u omisiones  de cualquiera  de sus  órganos 

o poderes, independiente de su jerarquía, que violen los derechos  reconocidos en la 

Convención 186 .  Por consiguiente,  los  Estados  se comprometen  no  solo  a respetar  los  derechos 

y libertades  en  ella  reconocidos  (obligación  negativa),  sino  también  a adoptar  todas  las  

 

 
 

185  Cfr. Caso de la ñMasacre de Mapirip§nò Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 
134,  párr.  111,  y Caso Vereda  La Esperanza  Vs.  Colombia.  Excepciones  Preliminares,  Fondo,  Reparaciones  y Costas . 
Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 341, párr.  82.  
186  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, supra , párr. 164, y Caso Díaz Loreto y otros Vs. 
Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2019. Serie 
C No. 392, pár r.  69.  
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medidas apropiadas para garantizarlos (obligación positiva) 187 . En este sentido, la Corte ha 

establecido que no basta con que los Estados se abstengan de violar los derechos, sino que 

es imperativa la adopción de medidas positivas, determinables en función de las particulares 

necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la 

situación específica en que se encuentre 188 .  

 

116.  Adicionalmente, la Corte ha establecido de forma reiterada que el derecho a la vida 

juega un papel fundamental en la Convención Americana y que su garantía es indispensable 

para el ejercicio de los demás derechos 189 . Al r especto, ha entendido que del artículo 4, en 

relación con el artículo 1.1 de la Convención, se desprende que ninguna persona puede ser 

privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), y que los Estados deben adoptar 

todas  las  medidas  adecuadas  par a proteger  y preservar  este  derecho  (obligación  positiva) 190 . 

En ese sentido, el artículo 4 de la Convención implica el deber de los Estados de adoptar las 

medidas  necesarias  para  crear  un  marco  normativo  adecuado  que  disuada  cualquier  amenaza 

al derecho a la vida 191 . En relación con el derecho a la integridad personal, el artículo 5.1 de 

la Convención  lo  consagra  en  términos  generales,  al  referirse  a la integridad  física,  psíquica  y 

moral. La Corte ha reconocido que su eventual violación tiene distintas connotaciones de 

grado, y que las secuelas físicas y psíquicas de su presunta violación varían de intensidad 

según  factores  endógenos  y exógenos,  que  deben  ser  demostrados  en cada  caso  concreto 192 . 

Por otra parte, debido a que en este caso algunas de las presuntas víctimas eran niñas y 

niños, es necesario señalar que, de acuerdo con el artículo 19 de la Convención Americana, 

tienen derecho a la s medidas de protección que por su condición de menores de edad 

requieran.  

 

117.  Ahora bien, la obligación de garantía se proyecta más allá de la relación entre los 

agentes estatales y las personas sometidas a su jurisdicción, y abarca el deber de prevenir, 

en  la  esfera  privada,  que  terceros  vulneren  los  bienes  jurídicos  protegidos 193 .  No obstante,  la 

Corte ha considerado que un Estado no puede ser responsable por cualquier violación de 

derechos  humanos  cometida  por  particulares  dentro  de su jurisdicción.  El carácter  erga  omnes 

de las obligaciones convencionales de garantía a cargo de los Estados, no implica su 

responsabilidad  ilimitada  frente  a cualquier  acto  de particulares.  Así,  aunque  un  acto,  omisión 

o hecho de un particular tenga como consecuencia jurídica la violación de los derechos de 

otro, este no es automáticamente atribuible al Estado, sino que corresponde analizar las 

circunstancias  particulares  del  caso  y la concreción  de las  obligaciones  de garantía 194 .  En este 

sentido,  la  Corte  deberá  verificar  si le es atribuible  responsabilidad  internacional  al  Estado  en 

el caso  concreto 195 .  
 

187  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo , supra , párrs. 165 y 166, y Caso Noguera y otra Vs. 
Paraguay, supra , párr.  65.  
188  Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, 
párr. 111, y Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia, supra , párr.  82.  
189  Cfr. Caso de los ñNi¶os de la Calleò (Villagr§n Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de 
noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 144, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay, supra , párr.  65.  
190  Cfr. Caso de los ñNi¶os de la Calleò (Villagr§n Morales y otros) Vs. Guatemala, supra, párr. 139, y Caso 
Noguera y otra Vs. Paraguay, supra , párr.  65.  
191  Cfr. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 
29  de marzo  de 2006.  Serie  C No.  146,  párr.  153,  y Caso Ortiz  Hernández  y otros  Vs.  Venezuela.  Fondo,  Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2017. Serie C No. 338, párr.  110.  
192  Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serie C No. 33, párr. 
57, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra , párr.  150.  
193  Cfr. Caso de la ñMasacre de Mapirip§nò Vs. Colombia, supra , párr. 111, y Caso Pueblo Indígena Xucuru y 
sus miembros Vs. Brasil, supr a, párr.  173.  
194  Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, supra , párr. 123, y Caso Gómez Virula y otros Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C 
No. 393, párr.  56.  
195  Cfr.  Caso Ximenes  Lopes  Vs.  Brasil.  Sentencia  de 4 de julio  de 2006.  Serie  C No.  149,  párrs.  99  y 125,  y 
Caso Gonzales  Lluy  y otros  Vs.  Ecuador.  Excepciones  Preliminares,  Fondo,  Reparaciones  y Costas.  Sentencia  de 1 de 
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118.  En este caso, la Corte encuentra que los Estados tienen el deber de regular, supervisar 

y fiscalizar la práctica de actividades peligrosas, que implican riesgos significativos para la 

vida e integridad de las personas sometidas a su jurisdicción, como medida para proteger y 

preservar estos  derechos.  

 

119.  La Corte se ha pronunciado en diferentes oportunidades sobre la obligación de 

regulación, en particular, en relación con la prestación de servicios públicos de salud 196 . Al 

respecto, ha señalado que el Estado tiene el deber de regular de manera específica las 

actividades que implican riesgos significativos para la salud de las personas, como el 

funcionamiento de bancos de sangre 197 . En relación con el deber  de regular también se ha 

pronunciado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en un caso referido a una explosión 

de metano en un vertedero de desechos. En esa decisión, el Tribunal Europeo encontró que 

la obligación  de adoptar  todas  las  medidas  necesaria s para  salvaguardar  el  derecho  a la vida, 

implica el deber del Estado de establecer un marco legislativo y administrativo que disuada 

las amenazas al derecho, y que esa obligación se aplica indiscutiblemente en el contexto de 

actividades peligrosas 198 .  

 

120.  Respecto  a la supervisión  y fiscalización,  la Corte  ha  sostenido  que  se trata  de un  deber 

del Estado, incluso cuando la actividad la presta una entidad privada. En ese sentido, este 

Tribunal  ha  establecido  la responsabilidad  estatal  por  las  afectaciones  producidas  por  terceros 

que  prestaban  un  servicio  de salud,  cuando  esta  se debe  a la falta  de fiscalización  del  Estado 199
 

y ha  señalado  que  la obligación  de fiscalización  estatal  comprende  tanto  a servicios  prestados 

por el Estado, directa o indirectamente, como a los ofrecidos por particulares 200 . La Corte ha 

precisado el alcance de la responsabilidad del Estado cuando incumple  estas obligaciones 

frente a entidades privadas, en los siguientes  términos:  

 
Cuando se trata de competencias esenciales relacionadas con la supervisión y fiscalización de la 
prestación de servicios de interés público, como la salud, sea por entidades públ icas o privadas 
(como es el caso de un hospital privado), la responsabilidad resulta por la omisión en el 
cumplimiento del deber de supervisar la prestación del servicio para proteger el bien 
respectivo 201 . 

 

121.  Ahora bien, el presente caso no involucra la prestación de servicios de salud, sino la 

realización de una actividad especialmente peligrosa bajo la supervisión y fiscalización del 

Estado 202 . Respecto de esta actividad, por los riesgos espe cíficos que implicaba para la vida 

e integridad  de las  personas,  el  Estado  tenía  la obligación  de regular,  supervisar  y fiscalizar  
 

septiembre de 2015. Serie C No. 298, párr. 170.  
196  Cfr. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil, supra, párr. 99 ; Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de mayo de 2013. Serie C No. 261, párr. 134, y Caso 
Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador, supra , párr.  177.  
197  Cfr. Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuado r, supra, párr.  178.  
198  Cfr. TEDH, Caso Öneryildiz Vs. Turquía , No. 48939/99, Sentencia de 30 de noviembre de 2004, párrs 89 y 
90.  
199  Cfr.  Caso Ximenes  Lopes  Vs.  Brasil,  supra,  párr.  95 ;  Caso Suárez  Peralta  Vs.  Ecuador,  supra,  párr.  144,  y 
Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador, supra, párr. 191.  
200  Cfr. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil, supra, párr. 141, Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador, supra, párr. 149,  y 
Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador , supra , párr. 184.  
201  Caso Albán Cornejo y otros. Vs. Ecuador . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 

2007. Serie C No. 171, párr.  119.  
202  De acuerdo con la Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre Responsabilidad del 
Estado por hechos internacionalment e ilícitos, es posible atribuir responsabilidad al Estado cuando se trata de un 
comportamiento bajo su direcci·n o control. En ese sentido, el art²culo 8Ü de la Resoluci·n se¶ala: ñSe considerar§ 
hecho del Estado según el derecho internacional el comportam iento de una persona o de un grupo de personas si 
esa persona  o ese grupo  de personas  actúa  de hecho  por  instrucciones  o bajo  la dirección  o el control  de ese Estado 
al observar  ese comportamientoò. Asamblea  General  de las  Naciones  Unidas,  Responsabilidad  del  Estado  por  hechos 
internacionalmente ilícitos , 28 de enero de 2002, UN Doc. AG/56/83, artículo  8.  
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su ejercicio, para prevenir la violación de los derechos de los individuos que allí trabajaban.  

 

122.  Conforme a lo anterior, la Corte pasa a establecer si es posible atribuir responsabilidad 

internacional al Estado por la violación de los derechos a la vida y la integridad personal de 

las presuntas v²ctimas fallecidas y sobrevivientes de la explosi·n de la f§brica de ñVardo de 

los  fuegosò. Para  ello,  a continuación,  (1)  se hará  referencia  a la regulación  que,  para  la época 

de los hechos, imponía al Estado el deber de fiscalizar el ejercicio de actividades peligrosas. 

Posteriormente,  (2)  se hará  el  análisis  de la atribución  de responsabilidad  en  el  caso  concreto. 

En ese apartado, el Tribunal procederá a establecer si Brasil omitió sus obligaciones en 

materia  de regulación,  supervisión  y fiscalización  del  ejercicio  de una  actividad  peligrosa,  y si 

esa conducta omisiva tuvo un impacto en la violación de los derechos a la vida e integridad 

personal en el caso  concreto.  

 

123.  Finalmente, es necesario señalar que Brasil reconoció la competencia contenciosa de la 

Corte Interamericana el 10 de diciembre de 1998 ( supra párr. 15), es decir un día antes de 

la explosión de la fábrica de fuegos a la que se refiere este caso. No obstante, Brasil había 

adherido  a la Convención  Americana  el  25  de septiembre  de 1992,  fecha  a partir  de la  cual  la 

Convención comenzó a tener efectos respecto del Estado brasileño y a partir de la cual son 

exigibles las obligaciones del  Estado.  

 

B.1  Regulación de la fabricación de fuegos artificiales en  Brasil  

 

124.  Brasil, para la fecha de la explosión de la fábrica de fuegos, contaba con regulaci ón 

federal y estatal que catalogaba la fabricación de fuegos artificiales como una actividad 

peligrosa y que imponía el deber de fiscalizar dicha actividad. Así, el Decreto número 55.649 

de 28 de enero de 1965 disponía, en su artículo 11 203 , que era responsabilidad del Ministerio 

de la Guerra autorizar la producción y fiscalizar el comercio de productos controlados, 

incluidos los fuegos artificiales, y que esta tarea, conforme al artículo 4 de la misma 

legislación, podría ser  delegada a otros órganos del Gobierno Federal, los estados o los 

municipios mediante  convenio.  

 

125.  El mencionado Decreto establecía, además, que el registro era una medida obligatoria 

y general  para  las  empresas  que  producían,  entre  otros,  fuegos  artificiales  y que  el  documento 

que  las  habilita  para  su funcionamiento  es el  llamado  ñT²tulo de Registroò, cuya  validez  es de 

tres  años 204 .  

 

126.  Además, la legislación en comento imponía al Ministerio de la Guerra las siguientes 

competencias:  

 
a) decidir sobre los productos que han de considerarse como controlados; b) decidir sobre las 
empresas de registro civil que tienen por finalidad la fabricación, la recuperación, mantenimiento, 
utilización industrial, manipulación , exportación, importación, almacenamiento y comercio de 
productos  controlados,  incluyendo  talleres  de pirotecnia;  c)  decidir  sobre  la cancelación  de registros 
otorgados cuando no cumplen con los requisitos legales y reglamentarios, o aplicar las sanciones 
establecidas [é]; g) inspeccionar la fabricaci·n, recuperaci·n, utilizaci·n industrial, manipulaci·n, 
exportación, importación, despacho de aduanas, almacenamiento, comercio y tráfico de productos 
controlados 205 . 

 

127.  En cuanto  a la  obligatoriedad  del  registro  y fiscalización  por  parte  del  Estado,  el  Decreto 

55.649  señalaba  que  a cada  región  militar  le correspondía,  entre  otras,  registrar  y realizar  

 
 

203  Cfr. Decreto No. 55.649 de 28 de enero de 1965, supra, artículo  11.  
204  Cfr. Decreto No. 55.649 de 28 de enero de 1965, supra, artículos 32 y  33.  
205  Cfr. Decreto No. 55.649 de 28 de enero de 1965, supra, artículo  21.  
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inspecciones a las empresas 206 .  

 

128.  Particularmente  respecto  a fiscalización,  el  citado  Decreto  determinaba  que  la  inspección 

de los depósitos de las fábricas sería llevada a cabo por los departamentos de inspección del 

Ministerio de la Guerra, en colaboración con la policía civil y los gobiernos municipales. La 

disposición también atribuía a las policías locales la verificación constante de los inventarios 

mantenidos en los depósitos, así como la implementación de las determinaciones técnicas y 

con diciones de seguridad, de modo que cualquier irregularidad se debía comunicar al órgano 

de fiscalización del Ministerio de la  Guerra 207 .  

 

129.  Asimismo, el Decreto 55.649 establecía que, tras la verificación personal, o en vista de 

denuncias o información sobre la existencia de violaciones a la normativa, delitos u ofensas 

criminales, la autoridad militar encargada de inspeccionar los productos controlados por el 

Ministerio de la Guerra debía proceder a los actos preparatorios par a la investigación regular 

de una eventual  infracción 208 .  

 

130.  La legislación del Estado de Bahia también contenía disposiciones en el mismo sentido. 

En efecto,  el  Decreto  Estatal  6.465  de 1997  asignaba  a la Secretaría  de Seguridad  Pública  del 

estado la atribución de autorizar el funcionamiento de establecimientos que producían o 

comercializaban fuegos artificiales y de inspeccionar la producción, venta, quema y uso de 

fuegos  artificiales 209 .  

 

131.  Conforme a lo anterior, las actividades que implicaban contacto o manipulación de 

explosivos eran consideradas peligrosas; las empresas que las realizaban debían ser 

registradas, y las autoridades del orden nacional, estatal y municipal, en particular, e l 

entonces Ministerio del Ejército, las Secretarías de Seguridad Pública, la policía civil y los 

gobiernos  municipales,  en  el  ámbito  de sus  competencias,  debían  fiscalizar  las  actividades  allí 

desplegadas. Además, el nivel de supervisión y fiscalización sobre dicha actividad debía ser 

el más alto posible, teniendo en cuenta los riesgos que el ejercicio de una actividad de tal 

nivel de peligrosidad  implicaban.  

 

132.  Así, la Corte nota que, al momento de los hechos, Brasil contaba con una regulació n 

específica sobre la fabricación de fuegos artificiales y sobre el control y fiscalización de las 

actividades que involucraban explosivos. Es decir, había cumplido con su obligación de 

regulación y contaba con una normatividad que reconocía que la fabrica ción de fuegos 

artificiales era una actividad peligrosa. Esa normatividad tenía por objetivo evitar accidentes 

mediante la fiscalización de la producción de fuegos artificiales. Corresponde entonces 

establecer si las obligaciones que se desprenden de la re gulación de esta actividad peligrosa 

fueron cumplidas por el Estado de  Brasil.  

 

B.2  Análisis de la presunta atribución de responsabilidad al Estado en el 

presente  caso  

 

133.  En relación  con  la  responsabilidad  del  Estado  por  las  violaciones  a los  derechos  a la vida 

y a la integridad  personal  de los  individuos  fallecidos  y sobrevivientes  de la  explosión  ocurrida 

el  11  de diciembre  de 1998,  la Corte  encuentra  que  el  Estado  catalogó  la fabricación  de fuegos 

artificiales como una actividad peligrosa ( supra párr. 124) y reglamentó las condiciones en 

que  debía  ejercerse.  En ese sentido,  esta  actividad  solo  podía  desplegarse  posterior  a un  
 

206  Cfr. Decreto No. 55.649 de 28 de enero de 1965, supra, artículo  23.  
207  Cfr. Decreto No. 55.649 de 28 de enero de 1965, supra, artículo  256.  
208  Cfr. Decreto No. 55.649 de 28 de enero de 1965, supra, artículo  279.  
209  Cfr. Amicus Curiae presentado por la Clínica de Derechos Humanos y Derecho Ambiental de la Universidad 
del Estado d e Amazonas, supra , y Decreto del estado de Bahia No. 6.465 de 09 de junio de 1997 , supra.  
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registro y bajo estrictos permisos ( supra párr. 125). En este caso, esos permisos fueron 

otorgados  y el  funcionamiento  de la fábrica  en  cuestión,  aunque  irregular,  no  era  clandestino. 

Es decir, el Estado había otorgado permiso para el funcionamiento de la fábrica y, por ello, 

sabía el tipo de actividad que allí se desplegaba. En esa medida, tenía la obligación clara y 

exigible  de supervisa r y fiscalizar  su operación.  Ese deber  comprendía  la producción  de fuegos 

artificiales  y la manipulación  y almacenamiento  de los  inventarios  de pólvora,  e involucraba  a 

autoridades del orden nacional, estatal y  municipal.  

 

134.  Sin embargo, pese a que las autoridades habían otorgado el permiso para el 

funcionamiento de la fábrica y a que, como consecuencia de ese permiso, el Estado tenía la 

obligación de fiscalizar, este no indicó ni se desprende del expediente, que hubiera realizado 

ninguna  acción  de contr ol  o fiscalización  previa  a la explosión.  Antes  bien,  durante  la  audiencia 

realizada  el  19  de octubre  de 2006  ante  la Comisión  Interamericana,  el  Estado  reconoció  que 

ñfall· al fiscalizarò210 .  

 

135.  Incluso, una sentencia dictada en uno de los procesos internos en relación con estos 

hechos, al juzgar parcialmente procedente la demanda de las víctimas contra el Gobierno 

Federal y el estado de Bahia 211 , ratificó que el Estado había in currido en responsabilidad al 

incumplir  con  su deber  de fiscalización.  En el  mismo  sentido,  una  de las  sentencias  en  materia 

laboral afirmó que la producción de fuegos artificiales era una actividad común y peligrosa, 

de conocimiento ñp¼blico y notorioò y reconoci· la falta de fiscalización 212 .  

 

136.  La falta  de fiscalización por  parte  del  Estado  también  fue  objeto  de una  denuncia  hecha 

por  un  comandante  del  Ejército  brasileño,  el  26  de octubre  de 1999,  ante  el  Juzgado  Penal  de 

Santo Ant¹nio de Jesus, en la cual se¶al· que ñla fabricaci·n de bombetas es realizada 

libremente, con la anuencia del Gobierno Municipalò. En este sentido, durante la audiencia 

pública  celebrada  el  31  de enero  de 2020,  los  agentes  del  Estado  reconocieron  que,  teniendo 

en cuenta la extensi·n territorial del Estado, existen ñlimitaciones razonablesò para realizar 

actividades de auditoría y fiscalización de las diferentes actividades económicas y que el 

Estado no puede ñgarantizar que el 100% de los establecimientos y de las situaciones se 

supervisenò213 .  

 

137.  En suma, luego del análisis de las pruebas que obran en el expediente y de las 

obligaciones del Estado, la Corte encuentra que el Estado de Brasil falló en su deber de 

fiscalizar la f§brica de ñVardo de los fuegosò y permiti· que los procesos necesarios para la 

fabricación  de los  fuegos  artificiales  ocurrieran  al  margen  de los  estándares  mínimos  exigidos 

en la legislación interna para este tipo de actividad. Lo que a su vez fue la causa de la 

explosión de la fábrica de fuegos, según se desprende de las pericias elaboradas a nivel 

interno por las autoridades competentes ( supra párr. 80). Por lo tanto, la conducta omisiva 

del Estado contribuyó a que s e produjera la  explosión.  

 

138.  Esa conducta omisiva del Estado, en sus diferentes instancias, dio lugar a la violación 

de los  derechos  a la vida  de las  60  personas  que  perdieron  la vida  como  consecuencia  directa 

de la  explosión  de la fábrica  de fuegos  de Santo  Antônio  de Jesus,  y del  derecho  a la integridad 

personal de las seis personas que sobrevivieron. En particular, en relación con los 

sobrevivientes, para esta Corte es posible afirmar que sufrieron una afectación a su derecho 

a la integridad personal,  por cuenta de las secuelas físicas y psicológicas padecidas. Así, los  
 

210  Cfr . Manifestación del Estado en la audiencia pública de admisibilidad ante la Comisión Interamericana, el 
19 de octubre de 2006,  supra . 
211  Cfr. Sentencia de apelación del Tribunal Regional Federal de la Primera Región. Proceso 0005241 -  
13.2002.4.01.3300 (expediente de prueba, folio  2200).  
212  Cfr. Sentencia del Juzgado de Trabajo de Santo Antônio de Jesus,  supra . 
213  Cfr.  Manifestación  del  Estado  en la audiencia  pública  celebrada  en el presente  caso,  el 31  de enero  de 2020.  
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sobrevivientes se enfrentaron a la muerte de sus compañeros, dentro de los que se 

encontraban niños, niñas y mujeres, y, dentro de las niñas y mujeres, algunas de ellas 

embarazada s, y quienes eran en algunos casos sus familiares; padecieron un grave 

sufrimiento físico y psicológico por cuenta de la explosión, que se evidencia por ejemplo en 

las graves quemaduras y otras dolencias, y sufrieron por la falta de atención adecuada a sus  

afectaciones físicas y psicológicas. A juicio de la Corte, este sufrimiento constituye una 

violación al derecho a la integridad personal con impactos duraderos en sus vidas. 

Adicionalmente, debido a que dentro de las personas fallecidas y sobrevivientes h abía niñas 

y niños, la Corte encuentra que en este caso se violó el artículo 19 de la Convención 

Americana.  

 

B.3  Conclusión  

 

139.  En virtud  del  análisis  hecho  en  los  párrafos  precedentes  y las  determinaciones  realizadas 

en este capítulo, la Corte concluye que Brasil es responsable por la violación de los  artículos  

4.1  y 19  de la  Convención  Americana,  en  relación  con  el  artículo  1.1  de la misma,  en  perjuicio 

de las 60 personas fallecidas, entre las cuales se encontraban 20 niñas y niños 214 , y de los 

artículos 5.1 y 19 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, 

en  perjuicio  de las  seis  personas  sobrevivientes,  tres  de las  cuales  eran  niños 215 ,  tal  como  son 

identificados  en  el  Anexo  No.  1 de esta  sentencia,  lo anterior  como  resultado  de las  omisiones 

estatales que llevaron a la explosi·n de la f§brica de ñVardo de los fuegosò en Santo Ant¹nio 

de Jesus el 11 de diciembre de  1998.  

 

VIII - 2  

DERECHOS DE LA NIÑA Y DEL NIÑO, A LA IGUAL PROTECCIÓN DE LA LEY, A LA 

PROHIBICIÓN DE DISCRIMINACIÓN Y AL TRABAJO, EN RELACIÓN CON LAS 

OBLIGACIONES DE RESPETO Y GARANTÍA (ARTÍCULOS 19, 24 y 26 DE LA 

CONVENCIÓN AMERICANA EN RELACIÓN CON EL ARTICULO 1.1 DE LA  MISMA)  

 

A.  Alegatos de las partes y de la  Comisión  

 

140.  La Comisión señaló que la Carta de la OEA, en su artículo 45, establece que el trabajo 

es un derecho y deber social que otorga dignidad a quien lo realiza y debe prestarse en 

condiciones que, incluyendo un régimen de salarios justos, aseguren la vida, la salud y un 

nivel económico decoroso. Añadió que el artículo 34.g del mismo instrumento incluye, entre 

las metas para lograr un desarrollo integral, salarios justos, oportunidades de empleo y 

condiciones de trabajo aceptables para todos. Asimismo, la Declaración Americana establece 

en su art²culo XIV ñel derecho al trabajo en condiciones dignasò y, en el mismo sentido, el 

Protocolo de San Salvador dispone que ñtoda persona tiene derecho al trabajo, incluyendo la 

oportunidad  de obtener  los  medios  para  llevar  una  vida  dignaò. Teniendo  en  cuenta  lo anterior, 

concluyó que el derecho al trabajo constituye una de las normas económicas y sociales 

mencionadas  en  el  artículo  26  de la Convención,  razón  por  la cual  los  Estados  deben  velar  por  
 

214  El Estado  es responsable  por  la violación  a los  artículos  4.1  y 19  de la Convención  en relación  con  el artículo  
1.1 de la Convención en perjuicio de las niñas y niños Adriana dos Santos, Adriana Santos Rocha, Aldeci Silva dos 
Santos,  Aldeni  Silva  dos  Santos,  Alex  Santos  Costa,  Andreia  dos  Santos,  Aristela  Santos  de Jesus,  Arlete  Silva  Santos, 
Carla Alexandra Cerqueira Santos, Carla Reis dos Santos, Daiane dos Santos Conceição, Daniela Cerqueira Reis, 
Fabiana  Santos  Rocha,  Francisneide  Bispo  dos  Santos,  Girlene  dos  Santos  Souza,  Luciene  Oliveira  dos  Santos,  Luciene 
dos Santos Ribeiro, Mairla Santos Costa, Núbia Silva dos Santos y Rosângela de Jesus França, fallecidos en la 
explosión.  
215  El Estado  es responsable  por  la violación  a los  artículos  5.1  y 19  de la Convención  en relación  con  el artículo  

1.1 respecto de la niña Maria Joelma de Jesus Santos y respecto de los niños Bruno Silva dos Santos y Wellington 
Silva dos Santos, sobrevivientes d e la explosión.  
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su desarrollo progresivo e implementar las medidas necesarias para hacerlo efectivo.  

 

141.  Por otro lado, debido a que en el presente caso varias niñas y niños fueron víctimas de 

la explosión, la Comisión consideró necesario incorporar en el análisis los estándares 

internacionales específicos sobre trabajo infantil. Recordó que, conforme a lo establecido por 

la Corte, las niñas y niños son titulares de los derechos reconocidos en la Convención 

Americana, y que el Est ado debe, por ello, prestar especial atención a sus necesidades y 

derechos.  

 

142.  La Comisión  señaló  también  que  en  este  caso  hay  un  nexo  claro  entre  el  incumplimiento 

de las obligaciones del Estado, la situación de pobreza de las víctimas y la falta de opcione s 

de empleo. En ese sentido, afirm· que ñla fabricaci·n de fuegos artificiales era para el 

momento de los hechos la principal, por no decir, la única opción laboral para los habitantes 

de Santo Antônio de Jesus, quienes, dada su situación de pobreza, no te nían otra  alternativa 

que  aceptar  un  trabajo  de alto  riesgo,  con  baja  paga  y sin  medidas  de seguridad  adecuadasò. 

Destacó, además, el riesgo mayor de violaciones a los derechos humanos que se desprende 

de las condiciones de pobreza y que en el caso de niñas y niños esta situación los expone al 

trabajo informal y a las peores formas de trabajo  infantil.  

 

143.  Conforme a los anteriores argumentos, la Comisión concluyó que el Estado violó, en 

perjuicio  de las  víctimas,  el  derecho  al  trabajo,  establecido  en  el  artículo  26  de la  Convención 

Americana, en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo 

instrumento, así como el artículo 19 en el caso de las niñas y niños. Además, sostuvo que, 

por haber un nexo claro entre el incumplimie nto de dichas obligaciones y la situación de 

pobreza de las víctimas, el Estado también es responsable por la violación del principio de 

igualdad y no discriminación establecido en los artículos 24 y 1.1 de la  Convención.  

 

144.  Los representantes ,  además  de lo  dicho  por  la Comisión,  señalaron  que,  a la fecha  de 

la explosión, tanto la Constitución, como las leyes del trabajo y las regulaciones 

administrativas del Ministerio de Trabajo de Brasil, garantizaban una serie de derechos del 

trabajador.  Indicaron  también  que  el  Estado  contaba  y cuenta  con  normas  que  protegen  a los 

trabajadores de actividades peligrosas. Sin embargo, estas no fueron ni son debidamente 

implementadas.  De forma  adicional,  aportaron  e hicieron  mención  a tres  estudios  en  los  cuales 

se establece que la situación de desigualdad, precarización laboral, riesgo y ausencia de 

fiscalización, se mantiene en el municipio de Santo Antônio de  Jesus 216 .  

 

145.  Finalmente, respecto a la vulneración del artículo 19 de la Convención, señalaron que, 

como lo establece el preámbulo de la Convención sobre los Derechos del Niño, los Estados 

están obligados a proteger y cuidar a los niños tanto antes como después de su  nacimiento.  

 

146.  El Estado , sobre la vulneració n del artículo 24 de la Convención, indicó que dispone  de 

una  estructura  legal  efectiva  para  la  protección  de los  derechos  sociales  dirigida  a la  reducción 

de las desigualdades. De forma adicional, señaló que ha cumplido de forma fiel con el deber 

progresivo  de garantía  de dichos  derechos  pues,  durante  el  trámite  llevado  ante  la  Comisión, 

diversas  políticas  públicas  federales,  estatales  y municipales  fueron  llevadas  a cabo  con  dicho 

objetivo. En específico, hizo referencia al programa Bolsa Familia del cual se habrían 

beneficiado,  a diciembre  de 2018,  9.418  familias  del  Municipio  de Santo  Antônio  de Jesus,  por 

un  monto  total  de un  R$ 1.509.750.  Resaltó,  además,  la implementación  de los  programas  
 

216  Cfr.  BARBOSA JÚNIOR,  José Amândio.  ñLa Producción  de Fuegos  Artificiales  en el Municipio  de Santo  Antônio 
de Jesus/BA: un an§lisis de su contribuci·n para el desarrollo localò, supra ; SANTOS, Ana Maria. ñLa Clandestinidad 
como  Expresión  de la Precarización  del  Trabajo  en la Producción  del  Cohete  de Masa en el Municipio  de Santo  Antônio 
de Jesus ï Bahia:  un  estudio  de caso  en el barrio  Irmã  Dulceò, supra,  y TOMASONI,  Sônia  Marise  Rodrigues  Pereira. 
ñDinámica socioespacial de la producción de fuegos artificiales en Santo Antônio de Jesus -BAò, supra.  
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de erradicación del trabajo infantil (PETI) y erradicación del trabajo esclavo, producto de los 

cuales  habría  disminuido  la presencia  de niños,  niñas  y adultos  en  trabajos  precarios  y de alto 

peligro.  Finalmente,  señaló  que,  en  aplicación  de la temática  ñempresas y derechos  humanosò, 

el Ministerio de la Mujer, la Familia y los Derechos Humanos de Brasil ha ejecutado diversas 

acciones,  entre  ellas,  la implementación  de actividades  de fomento  y fortalecimiento  relativas 

al  Decreto  No.  9.571  de 22  de noviembre  de 2018,  el  cual  establece  las  directrices  nacionales 

sobre empresas y derechos humanos para medianas y grandes empresas, incluidas 

transnacionales con actividad en el  país.  

 

147.  Sobre la vulneración del derecho al trabajo, argumentó, en primer lugar, que este no 

es directamente  justiciable  en  el  sistema  interamericano.  Sin  perjuicio  de lo anterior,  expresó 

que Brasil contaba y cuenta con un amplio marco legal que protege los derechos de los 

trabajadores,  incluyendo  aquellos  que  desempeñen  actividades  peligrosas.  Asimismo,  precisó 

que ha cumplido con el deber de desarrollo progresivo del der echo al trabajo sin que se 

vislumbren retrocesos. Finalmente, señaló que no se ha demostrado de forma específica, el 

nexo causal o la previsibilidad del riesgo real e inmediato que supuestamente representaba 

la fábrica para, en aplicación de la jurispruden cia de la Corte, asignar responsabilidad al 

Estado por actos de  particulares.  

 

B.  Consideraciones de la  Corte  

 

148.  En primer lugar, la Corte recuerda que la explosión objeto del presente caso ocurrió en 

una fábrica de fuegos de propiedad privada y que, tal como s e estableció en el capítulo VIII -  

1, el Estado no puede ser considerado responsable por cualquier violación a los derechos 

humanos cometida por particulares dentro de su jurisdicción, de modo que, corresponde 

analizar  las  circunstancias  particulares  del  caso  y la concreción  de las  obligaciones  de garantía, 

para establecer si es atribuible responsabilidad internacional al Estado en el caso concreto 

(supra párr.  117).  

 

149.  Sobre este asunto, la Corte recuerda que el Estado tenía la obligación de garantizar los 

derechos reconocidos en la Convención Americana y que ello implicaba la adopción de las 

medidas necesarias para prevenir eventuales violaciones. Previamente, se determinó que la 

fabricación  de fuegos  artificiales  es una  actividad  peligrosa  (supra  párr.  121).  En esa medida, 

en  el  caso  concreto,  el  Estado  estaba  obligado  a regular,  supervisar  y fiscalizar  las  condiciones 

de seguridad en el trabajo, con el objeto de prevenir accidentes laborales ocasionados por la 

manipulación de sustancias  peligrosas.  

 

150.  La anterior  conclusión  es reforzada  por  los  Principios  Rectores  de Naciones  Unidas  sobre 

las empresas y los derechos humanos, que se¶alan que ñ[e]n cumplimiento de su obligaci·n 

de protección, los Estados deben: a) H acer cumplir las leyes que tengan por objeto o por 

efecto hacer respetar los derechos humanos a las empresas, evaluar periódicamente si tales 

leyes resultan adecuadas y remediar eventuales carencias  [é]ò217 .  

 

217  Consejo de Derechos Humanos. Principios Rectores de Naciones Unidas sobre las empresas y los derechos 
humanos, UN Doc. A/HRC/17/31, 16 de junio de 2011, principio No. 3. En relación con la fiscalización de las 
condiciones laborales, también resulta relevan te el contenido de la Guía de Principios sobre Responsabilidad Social 
de las Empresas en el campo de los Derechos Humanos y el Medio Ambiente en las Américas. Al respecto la guía 
señala:  ñj. Las empresas  y los Estados  donde  estas  operan,  deben  fortalecer  respectivamente,  los  sistemas  internos 
y externos de seguimiento, fiscalización y control del cumplimiento de los derechos laborales, de los derechos 
humanos  y de la protección  del  medio  ambiente.  Esto  implica,  necesariamente,  que  los  Estados  implementen  políticas 
eficientes de fiscalización y supervisión de las empresas en el desarrollo de sus actividades como también que las 
propias  empresas  establezcan  políticas  para  garantizar  el respeto  de los derechos  humanos  y del  medio  ambiente  en 
sus operaciones. Ambos mecanismos de fiscalización deben consultar fuentes externas, incluidas las partes 
afectadas.  k.  Los mecanismos  internos  y externos  de fiscalización  y control  deben  ser  transparentes  e independientes 
de las estructuras de control de las empresas y de cualquier tipo de influencia  pol²ticaò. 
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151.  En ese sentido, el artículo 193 de la CLT señala que son consideradas actividades u 

operaciones peligrosas, de acuerdo con la reglamentación aprobada por el Ministerio del 

Trabajo,  aquellas  que  implican  el  contacto  permanente  con  explosivos  en  condición  de riesgo 

acentuado 218  y el  artículo  195  dispone  que  la  caracterización  y clasificación  de la  insalubridad 

y peligrosidad, de acuerdo con las normas del Ministerio del Trabajo, se realizará a través  de 

una inspección bajo la responsabilidad de un médico o ingeniero registrado en el Ministerio, 

sin prejuicio de la acción fiscalizadora del Ministerio del Trabajo, ni de la inspección de oficio 

de dicho  órgano 219 .  

 
152.  Por otra parte, la Corte encuentra que la Constitución de Brasil y las leyes nacionales 

sobre derechos laborales y sobre derechos de la niña y del niño, establecían una prohibición 

absoluta  del  trabajo  de menores  de 18  años  en  actividades  peligrosas  (supra  párrs.  102,  105 

y 109) y que era un hecho notorio que en la fábrica de fuegos trabajaban niñas y niños, en 

algunos casos desde los 6 años ( supra párr. 72). En ese sentido, en virtud del deber de 

garantía, el Estado estaba en la obligación de tomar las medidas necesarias para prevenir 

eventuales  violaciones  a los  derechos  de la niña  y del  niño,  esas  medidas  implicaban,  en  este 

caso concreto, fiscalizar las condiciones de trabajo y verificar que en la fábrica de fuegos no 

se encontraran menores de edad  trabajando.  

 
153.  Ahora bien, el Tribunal advierte que el problema jurídico planteado por los 

representantes se relaciona con la alegada responsabilidad internacional del Estado por la 

falt a de fiscalización que ocasionó la violación del derecho a condiciones equitativas y 

satisfactorias  que  garanticen  la  seguridad,  la  salud  y la higiene  en  el  trabajo,  entendido  como 

un derecho protegido por el artículo 26 de la Convención Americana. Al resp ecto, la Corte 

recuerda que en el Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile ,  señaló:  

 
Así,  resulta  claro  interpretar  que  la Convención  Americana  incorporó  en su catálogo  de derechos 
protegidos los denominados derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA), 
a través de una derivación de las normas reconocidas en la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA), así como de las normas de interpretación dispuestas en el propio 
artículo  29  de la Convención;  particular mente,  que  impide  limitar  o excluir  el goce  de los derechos 
establecidos en la Declaración Americana e inclusive los reconocidos en materia interna. 
Asimismo, de conformidad con una interpretación sistemática, teleológica y evolutiva, la Corte 
ha recurrido al corpus iuris internacional y nacional en la materia para dar contenido específico 
al alcance de los derechos tutelados por la Convención, a fin de derivar el alcance de las 
obligaciones específicas de cada  derecho 220 . 

 

154.  En ese sentido,  en  este  apartado  la Corte  se pronunciará  sobre  el  derecho  a condiciones 

de trabajo equitativas y satisfactorias como componente del derecho al trabajo 221 , y a su 

alegada  violación  respecto  de las  trabajadoras  de la fábrica  de fuegos.  Para  tal  efecto  seguirá 

el siguiente orden: en primer lugar, se referirá (1) al derecho a condiciones equitativas y 

satisfactorias  que  garanticen  la  seguridad,  la  salud  y la higiene  en  el  trabajo.  Posteriormente, 

en atención a los alegatos de la Comisión y los representantes, en el sentido de que niños y 

niñas se encontraban expuestos a una forma de trabajo especialmente peligroso, la Corte se 

referirá (2) a la prohibición del trabajo infantil en co ndiciones peligrosas e insalubres y del 

trabajo de menores de 14 años. En tercer lugar, (3) hará referencia a la prohibición de 

discriminación  y su relación  con  el  caso  concreto  y,  por  último,  (4)  presentará  las  conclusiones  

 
218  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra , artículo  193.  
219  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra , artículo  195.  
220  Caso Poblete Vilches y Otros Vs. Chile, supra , párr.  103.  
221  Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 23: El derecho a 

condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias, UN Doc. E/C.12/GC/23, 27 de abril de 2016, y Caso Spoltore Vs. 
Argentina , supra , párr. 82 a  100.  
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de este apartado.  

 

B.1  El derecho a condiciones equitativas y satisfactorias que garanticen la 

seguridad, la salud y la higiene en el  trabajo  

 

155.  Para identificar aquellos derechos que pueden ser derivados interpretativamente del 

artículo 26 de la Convención Americana, se debe considerar que este realiza una remisión 

directa a las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura contenidas en 

la Carta de la OEA. De una lectura de este último instrumento, la Corte advierte que los 

artículos  45.b  y c222 ,  46 223  y 34.g 224  de la  Carta  establecen  una  serie  de normas  que  permiten 

identificar  el  derecho  al  trabajo 225 .  En particular,  la Corte  nota  que  el  artículo  45.b  de la Carta 

de la OEA establece que ñb) [e]l trabajo es un derecho y un deber social, otorga dignidad a 

quien lo realiza y debe prestarse en condiciones que, incluyendo un régimen de salarios 

justos, aseguren la vida, la salud y u n nivel económico decoroso para el trabajador y su 

familia, tanto en sus años de trabajo como en su vejez, o cuando cualquier circunstancia lo 

prive de la posibilidad de trabajarò. De esta forma, la Corte considera que existe una 

referencia con el suficien te grado de especificidad al derecho a condiciones de trabajo 

equitativas y satisfactorias para derivar su existencia y reconocimiento implícito en la Carta 

de la OEA. Conforme  a lo anterior,  la  Corte  considera  que  el  derecho  a condiciones  equitativas 

y sa tisfactorias que aseguren la seguridad, la salud y la higiene en el trabajo, es un derecho 

protegido por el artículo 26 de la Convención. En el presente caso, la Corte no considera 

necesario pronunciarse sobre otros posibles elementos del derecho a condici ones de trabajo 

equitativas y satisfactorias que se encuentran también protegidos por el artículo  26.  

 

156.  Corresponde a este Tribunal determinar los alcances del derecho a condiciones de 

trabajo que aseguren la seguridad, salud e higiene del trabajador en el marco de los hechos 

del  presente  caso,  a la luz  del  corpus  iuris  internacional  sobre  la  materia  y de la normatividad 

interna  del  Estado  de Brasil.  La Corte  recuerda  que  las  obligaciones  contenidas  en  los  artículos  

1.1 y 2 de la Convención Americana constituyen, en definitiva, la base para la  determinación 

de responsabilidad  internacional  a un  Estado  por  violaciones  a los  derechos  reconocidos  en  la 

Convención 226 ,  incluidos  aquellos  reconocidos  en  virtud  del  artículo  26.  Sin  embargo,  la  misma 

Convención  hace  expresa  referencia  a  las  normas  del  derecho  internacional  para  su  
 

222  Cfr. Artículo 45 de la Carta de la OEA. -  Los Estados miembros, convencidos de que el hombre sólo puede 
alcanzar la plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, acompañado de desarrollo 
económico  y verdadera  paz,  convienen  en dedicar  sus  máximos  esfuerzos  a la aplicación  de los  siguientes  principios 
y mecanismos:  [é] b)  El trabajo  es un  derecho  y un  deber  social,  otorga  dignidad  a quien  lo realiza  y debe  prestarse 
en condiciones que, incluyendo un régimen de salarios justos, aseguren la vida, la salud y un nivel económico 
decoroso para el trabajador y su familia, tanto en sus años de trabajo como en su vejez, o cuando cualquier 
circunstancia lo prive de la posibilidad de trabajar; c) Los empleadores y los trabajadores, tanto rurales como 
urbanos, tienen el derecho de asociarse libremente pa ra la defensa y promoción de sus intereses, incluyendo el 
derecho de negociación colectiva y el de huelga por parte de los trabajadores, el reconocimiento de la personería 
jurídica de las asociaciones y la protección de su libertad e independencia, todo de  conformidad con la legislación 
respectiva  [é]. 
223  Cfr. Artículo 46 de la Carta de la OEA. -  Los Estados miembros reconocen que, para facilitar el proceso de 
la integración regional latinoamericana, es necesario armonizar la legislación social de los país es en desarrollo, 
especialmente en el campo laboral y de la seguridad social, a fin de que los derechos de los trabajadores sean 
igualmente protegidos, y convienen en realizar los máximos esfuerzos para alcanzar esta  finalidad.  
224  Cfr. Artículo 34.g de la  Carta de la OEA. -  Los Estados miembros convienen en que la igualdad de 
oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, así como 
la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativa s a su propio desarrollo, son, entre otros, objetivos 
básicos  del  desarrollo  integral.  Para  lograrlos,  convienen  asimismo  en dedicar  sus  máximos  esfuerzos  a la consecución 
de las  siguientes  metas  básicas:  [é] g)  Salarios  justos,  oportunidades  de empleo  y condiciones  de trabajo  aceptables 
para  todos.  
225  Cfr . Caso Lagos  del  Campo  Vs.  Perú,  supra , párr.  143,  y Caso San  Miguel  Sosa y otras  Vs.  Venezuela,  supra , 
párr.  220.  
226  Cfr. Caso de la ñMasacre de Mapirip§nò Vs. Colombia, supra, párr. 107, y Caso Hernández Vs. Argentina, 
supra , párr.  65.  
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interpretación  y aplicación,  específicamente  a través  del  artículo  29,  el  cual  prevé  el  principio 

pro persona 227 . De esta manera, como ha sido la práctica constante de este Tribunal 228 , al 

determinar la compatibilidad de las acciones y omisiones del Estado o de sus normas con la 

propia Convención u otros tratados respecto de los cuales tiene competencia, la Corte pued e 

interpretar  las  obligaciones  y derechos  en  ellos  contenidos  a la luz  de otros  tratados  y normas 

pertinentes 229 .  

 

157.  De esta forma, la Corte utilizará las fuentes, principios y criterios del corpus iuris 

internacional  como  normativa  especial  aplicable  en  la determinación  del  contenido  del  derecho 

a condiciones  equitativas  y satisfactorias  de trabajo.  Este  Tribunal  señala  que  la utilización  de 

la normativa  antes  mencionada  para  la determinación  del  derecho  en  cuestión  se utilizará  en 

forma complementaria a la normativa convencional. Al respecto, la Corte afirma que no está 

asumiendo competencia sobre tratados en los que no la tiene, ni tampoco está otorgando 

jerarquía convencional a normas contenidas en otros instrumentos nacionales o 

internacionales relacionados con los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales 

(en adelante ñDESCAò)230 . Por el contrario, la Corte realizará una interpretación de 

conformidad con las pautas previstas por el artículo 29 y conforme a su práctica 

jurisprudencial, que permita actualizar el sentido de los derechos derivados de la C arta de la 

OEA, que se encuentran reconocidos por el artículo 26 de la Convención. Además, en la 

determinación del derecho a condiciones de trabajo que aseguren la seguridad, la salud y la 

higiene del trabajador dará un especial énfasis a la Declaración Am ericana, pues tal y como 

lo estableció este  Tribunal:  

 
[é] [L]os Estados Miembros han entendido que la Declaraci·n contiene y define aquellos 
derechos humanos esenciales a los que la Carta se refiere, de manera que no se puede 
interpretar y aplicar la Cart a de la Organización en materia de derechos humanos, sin integrar 
las normas pertinentes de ella con las correspondientes disposiciones de la Declaración, como 
resulta de la práctica seguida por los órganos de la OEA 231 . 

 

158.  En el mismo  sentido,  este  Tribunal  ha  señalado  en  otras  oportunidades  que  los  tratados 

de derechos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que acompañar la 

evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales. Tal interpretación ev olutiva es 

consecuente con las reglas generales de interpretación establecidas en el artículo 29 de la 

Convención Americana, así como con la Convención de Viena 232 . Además, el párrafo tercero 

del artículo 31 de la Convención  de Viena autoriza la utilización de medios interpretativos 

tales como los acuerdos o la práctica o reglas relevantes del derecho internacional que los 

Estados  hayan  manifestado  sobre  la materia  del  tratado,  los  cuales  son  algunos  de los  
 

227  Cfr. Caso familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2013. Serie C No. 272, párr. 143, y Caso Hernández Vs. Argentina, supra , párr. 
65.  
228  Cfr. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011. Serie C No. 
221, párr. 78 y 121; Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de febrero 
de 2012. Serie C No. 239, párr. 83; Caso familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, su pra , párr. 129; Caso I.V. Vs. Bolivia. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 329, 
párr. 168; Caso Lagos del Campo Vs. Perú, supra , párr. 145; Caso Poblete Vilches y Otros Vs. Chile, supra , párr. 
103;  Caso Cuscul  Pivaral  y otros  Vs.  Guatemala,  supra , párr.  100;  Caso Asociación  Nacional  de Cesantes  y Jubilados 
de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB -SUNAT) Vs. Perú, supra , párr. 158, y Caso 
Hernández Vs. Ar gentina, supra , párr.  65.  
229  Cfr. Caso Muelle Flores Vs. Perú, supra , párr. 176, y Caso Hernández Vs. Argentina, supra , párr.  65.  
230  Cfr. Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, supra , párr. 143, y Caso Comunidades Indígenas Miembros de 
la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina, supra , párr.  199.  
231  Interpretación  de la Declaración  Americana  de los  Derechos  y Deberes  del  Hombre,  en el marco  del  artículo 
64  de la Convención  Americana  sobre  Derechos  Humanos.  Opinión  Consultiva  OC-10/89  de 14  de julio  de 1989.  Serie 
A No. 10, párr.  43.  
232  Cfr . El Derecho  a la Información  sobre  la Asistencia  Consular  en el Marco  de las  Garantías  del  Debido  Proceso 
Legal. Opinión Consultiva OC -16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A No. 16, párr. 114, y Caso Hernández Vs. 
Argentina, supra , párr.  65.  
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métodos  que  se relacionan  con  una  visión  evolutiva  del  Tratado.  De esta  forma,  con  el  objetivo 

de determinar el alcance del derecho a condiciones de trabajo que aseguren la seguridad, 

salud e higiene del trabajador, tal y como se deriva de las normas económicas, sociales y 

sobre educación, ciencia y cultura de la Carta de la OEA, el Tribuna l hará referencia a los 

instrumentos relevantes del corpus iuris  internacional.  

 

159.  A continuación,  este  Tribunal  procede  a verificar  el  alcance  y contenido  de este  derecho 

para los efectos del presente  caso.  

 
B.1.1  El contenido del derecho a condiciones equitativas y satisfactorias que 

garanticen la seguridad, la salud y la higiene en el  trabajo  

 
160.  Como se indicó en el apartado anterior, el artículo 45.b de la Carta de la OEA señala 

expresamente que el trabajo deberá ser ejercido en condiciones que aseguren  la vida y la 

salud  del  trabajador  (supra  párr.  155).  Asimismo,  el  artículo  XIV  de la Declaración  Americana 

de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante ñDeclaraci·n Americanaò) permite 

identificar  el  derecho  a condiciones  de trabajo  equitativas  y satisfactorias  al  señalar  que  toda 

persona tiene derecho ñal trabajo en condiciones dignasò. 

 

161.  El derecho a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo ha sido reconocido en 

diferentes  instrumentos  internacionales  que  se suman  a la Carta  de la OEA y a la Declaración 

Americana. Así, en el Sistema Interamericano, el artículo 7 del Protocolo Adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales ñProtocolo de San Salvadorò (en adelante ñProtocolo de San 

Salvadorò)233  establece que ñ[l]os Estados partes en el presente Protocolo reconocen que el 

derecho al trabajo al que se refiere el artículo anterior supone que toda persona goce del 

mismo en condiciones justas, equitativas y satisfactorias, para lo cual dichos Estados 

garantizarán  en  sus  legislaciones  nacionales,  de manera  particular:  [é] la seguridad  e higiene 

en el  trabajoò. 

 

162.  En el ámbito universal, la Declaración Universal de Derechos Human os establece que 

ñ[t]oda persona tiene derecho a [é] condiciones equitativas y satisfactorias de trabajoò 234 . 

Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales  establece 

que ñ[l]os Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al  goce 

de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial: [é] b) La 

seguridad y la higiene en el  trabajoò235 .  

 

163.  En similar sentido, el artículo 11.1 de la Convención sobre la Eliminación de todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer establece que los Estados adoptarán las medidas 

apropiadas para eliminar la discriminación contra las mujeres en el trabajo, e incluye dentro 

de este tipo de medidas ñel derecho a la protecci·n de la salud y a la seguridad en las 

condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de  reproducci·nò236 .  

 

164.  En el §mbito de la Organizaci·n Internacional del Trabajo (en adelante ñOITò), su 

Constituci·n se¶ala que ñes urgente mejorar [las] condiciones [de trabajo], por ejemplo, en 

lo concerniente a [é] protecci·n del trabajador contra las enfermedades, sean o no 

profesionales,  y contra  los  accidentes  del  trabajo,  protección  de los  niños,  de los  adolescentes  
 

233  Brasil adhirió al Protocolo de San Salvador el 21 de agosto de  1996.  
234  Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo  23.  
235  Pacto  Internacional  de Derechos  Económicos,  Sociales  y Culturales  (PIDESC),  artículo  7.b).  Brasil  adhirió  al 
PIDESC el 24 de enero de  1992.  
236  Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), artículo 
11.1.f.  
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y de las mujeresò237 . Por su parte, el Convenio No. 81 de 1947 de la OIT sobre la inspección 

del trabajo 238, dispone que los Estados parte deben ñmantener un sistema de inspecci·n del 

trabajo en los establecimientos industrialesò239, que dicho sistema ñse aplicar§ a todos los 

establecimientos  a cuyo  respecto  los  inspectores  del  trabajo  estén  encargados  de velar  por  el 

cumplimiento de las disposiciones legales relativas a las condiciones de trabajo y a la 

protección  de los  trabajadores  en  el  ejercicio  de su profesi·nò240 ,  y estará  encargado  de ñvelar 

por el cumplimiento de las disposiciones legales relativas a las condiciones de trabajo y a la 

protección de los trabajadores en el ejercicio de su profesión, tales como las disposiciones 

sobre  horas  de trabajo,  salarios,  seguridad,  higiene  y bienestar,  empleo  de menores  y demás 

disposiciones afines, en la medida en que los inspectores del trabajo estén encargados de 

velar por el cumplimiento de dichas  disposicionesò241 .  

 

165.  Además, el Convenio No. 155 de 1981 de la OIT, sobre seguridad y salud de los 

trabajadores 242, establece que los Estados deben ñformular, poner en pr§ctica y reexaminar 

periódicamente una política nacional coherente en materia de seguridad y salud de los 

trabajadores y medio ambiente de trabajoò, cuyo objeto sea ñprevenir los accidentes y los 

daños para la salud que sean consecuencia del trabajo, guarden relación con la actividad 

laboral o sobrevengan durante el trabajoò243 . De acuerdo con los peritajes recibidos en esta 

Corte, esa po l²tica ñdebe identificar las actividades riesgosas para la salud y seguridad de los 

trabajadores, determinar aquellas operaciones, procesos, agentes o sustancias que, por su 

riesgo, deban estar prohibidas, limitadas, sujetas a autorización o control de la autoridad 

competente, y establecer procedimientos para la declaración de accidentes de trabajo por 

parte de los empleadores, y la elaboración de  estad²sticasò244 .  

 

166.  El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales tamb ién se ha referido al 

derecho a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo, tanto en relación con otros 

derechos, como de manera específica. Así, la Observación General No. 14, sobre el derecho 

al  disfrute  del  más  alto  nivel  posible  de salud,  se refiere  a ñla adopción  de medidas  preventivas 

en lo que respecta a los accidentes laborales y enfermedades profesionalesò245  y la 

Observaci·n General No. 18, sobre el derecho al trabajo, habla del ñderecho del trabajador  a 

condiciones justas y favorables de trabajo, en particular a condiciones laborales  segurasò246 .  

 

167.  De manera  específica,  la Observación  General  No.  23  sobre  el  derecho  a condiciones  de 

trabajo  equitativas  y satisfactorias,  señala  que  este  es un  derecho  reconocido  por  el  Pacto  de 

Derechos Econ·micos, Sociales y Culturales (en adelante ñPIDESCò), que es componente y 

resultado  de otros  derechos 247 .  Además,  hace  otras  consideraciones  relevantes  para  el  análisis 

de este caso. Primero, reitera que el derecho a condiciones equitativas y satisfactorias de 

trabajo se aplica a toda persona, sin diferencia de sexo, edad o s ector en el que se 

desempeñe,  incluso  si se trata  de trabajo  informal 248 .  Segundo,  se refiere  a los  elementos  
 

237  Organización Internacional del Trabajo. Constitución . Preámbulo.  
238  Ratificado por Brasil el 11 de octubre de 1989 y vigente para la fecha de los  hechos.  
239  Organización Internacional del Trabajo, Convenio No. 81 sobre la Inspección del Trabajo, 1947, artículo  1.  
240  Organización Internacional del Trabajo, Convenio No. 81, supra, artículo  2.1.  
241  Organización Internacional del Trabajo, Convenio No. 81, supra, artículo  3.1.a.  
242  Ratificado por Brasil el 18 de mayo de 1992 y vigente para la fecha de los  hechos.  
243  Organización  Internacional  del  Trabajo,  Convenio  No.  155  sobre  seguridad  y salud  de los trabajadores,  
1981, art. 4.  
244  Peritaje presentado ante la Corte Interamericana por Christian Courtis (expediente de fondo, folio  897).  
245  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 14: El derecho al disfrute 
del más alto nivel posible de salud, UN Doc. E/C.12/2000/4, 11 de agosto de 2000, párr.  15.  
246  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 18: El derecho a trabajo , 
UN Do c. E/C.12/GC/18, 24 de noviembre de 2005, párr.  12.c.  
247  Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 23, supra , párr.  1.  
248  Cfr.  Comité  de Derechos  Económicos,  Sociales  y Culturales,  Observación  General  No:  23,  supra , párr.  5.  En 
este  caso  es necesario  destacar  que  la fábrica  de fuegos  era  una  pequeña  empresa  privada,  que  operaba  en un  marco  
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básicos de este derecho, aunque señala que no son exhaustivos. Dentro de esos elementos, 

listados en el artículo 7 del PIDESC, se cuentan las condiciones de seguridad e higiene en el 

trabajo.  

 

168.  En particular, en relación con la seguridad e higiene en el trabajo, la Observación 

General No. 23 dispone que ñ[l]a prevenci·n de accidentes y enfermedades profesionales es 

un componente fundamental del derecho a unas condiciones de trabajo equitativas y 

satisfactorias, y guarda estrecha relación con otros derechos reconocidos en el Pacto, en 

particular  con  el  derecho  al  más  alto  nivel  posible  de salud  física  y mentalò249 .  En ese sentido, 

indica que los Estados ñdeber²an adoptar una pol²tica nacional para prevenir los accidentes y 

daños a la salud relacionados con el trabajo mediante la reducción al mínimo de los riesgos 

en el ento rno de  trabajoò250 .  

 

169.  Además  de estar  ampliamente  reconocido  en  el  corpus  iuris  internacional 251 ,  el  derecho 

a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo también ha sido reconocido en las 

Constituciones  y en  la  legislación  de los  países  que  han  reconocido  la  competencia  contenciosa 

de la Corte Interamericana 252  y, en particular, por el Estado brasileño. Este último, para la 

fecha de la explosión de la fábrica de fuegos, no solo reconocía el derecho a condiciones 

equitativas  y satisfactorias  de trabajo,  sino  que  además  contaba  con  una  normatividad  que  le 

imponía el deber de fiscalizar esas  condiciones.  

 
de economía informal. Al respecto, el principio No. 14 sobre las empresas y los derechos humanos de Naciones 
Unidas, se¶ala que: ñLa responsabilidad de las empresas de respetar los derechos humanos se aplica a todas las 
empresas independientemente de su tamaño, sector, contexto op eracional, propietario y estructura. Sin embargo, 
la magnitud y la complejidad de los medios dispuestos por las empresas para asumir esa responsabilidad puede 
variar  en función  de esos  factores  y de la gravedad  de las consecuencias  negativas  de las actividades  de la empresa 
sobre los derechos humanosò. Por su parte, el Grupo de Trabajo sobre la cuesti·n de los derechos humanos y las 
empresas transnacionales y otras empresas ha comprobado que ñ[l]os trabajadores del sector informal no tienen 
protecció n jurídica y social derivada de su trabajo, generalmente no están sindicados y sus condiciones de trabajo 
se sustraen m§s f§cilmente a la vigilancia de las inspecciones del trabajoò. Pese a ello, las obligaciones en materia 
de derechos  humanos  se mantienen . En esa medida,  ñtodas las  empresas,  desde  las pequeñas  y medianas  hasta  las 
grandes multinacionales, deben ejercer la debida diligencia en materia de derechos humanos (tal como se expone 
en los Principios Rectores 17 a 21), con vistas a evitar que sus pr opias actividades provoquen o contribuyan a 
provocar consecuencias negativas sobre los derechos humanos y a que tomen medidas para mitigar y hacer frente 
a cualquiera de esas consecuencias que esté directamente relacionada con sus operaciones, en particula r 
contribuyendo a su reparaci·nò. Cfr. Principios Rectores de Naciones Unidas sobre las empresas y los derechos 
humanos, supra, principio No. 14 e Informe del Grupo de Trabajo sobre la cuestión de los derechos humanos y las 
empresas transnacionales y otras  empresas , UN Doc. A/HRC/35/32, 24 de abril de 2017, párrs. 10 y  16.  
249  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 23, supra , párr.  25.  
250  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 23, supra, párr.  25.  
251  Ver, además: Carta Social Europea, artículo 2; Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, 
artículo  31,  y Carta  Africana  de Derechos  Humanos  y de los  Pueblos,  artículo  15  (Brasil  no  es parte  de estos  tratados).  
252  Cfr. Constitución Nacional de Argentina, artículo 14 bis y Ley de Contrato de Trabajo No. 20.744, artículo 
75; Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, artículo 46 y Ley General del Trabajo , artículo 67; 
Constitución  Política  de la República  de Chile,  artículo  5 y 19.16,  Código  del  Trabajo,  artículo  153  y Ley  16.744  sobre 
riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales; Constitución Política de Colombia, artículos 25 y 53 
y Decreto 1072 de 2015 o Decreto Único Reglamentario del Sector Trabajo, Libro 2, Parte 2, Título 4 (Riesgos 
Laborales),  Capítulo  6;  Constitución  Política  de la República  de Costa  Rica , artículo  56  y Código  del  Trabajo,  artículos 
283  y 284;  Constitución  de la República  de Ecuador,  artículo  33  y Código  del  Trabajo,  artículos  38  y 42;  Constitución 
Política  de El Salvador , artículo  2 y Código  de Trabajo  artículos  106  y 314;  Constitución  Política  de Guatemala , artículo 
101 y Código de Trabajo , artículos 61, 122, 148, 197 y 278; Constitución Política de la República de Haití, artículo 
35  y Código  de Trabajo  artículos  438 -441  y 451 -487;  Constitución  de la República  de Honduras , artículo  128  y Código 
de Trabajo,  artículos  391  y 395;  Constitución  Política  de México,  artículo  123  y Ley  Federal  del  Trabajo , artículos  23, 
166, 175, 541 y 542; Constitución Política de la República de Nicaragua , artículo 83 y Código del Trabajo, artículos 
100 a 105; Constitución Política de Panamá, artículo 64 y Código del Trabajo , artículos 282 y 284; Constitución de 
la República  del  Paraguay , artículos  86,  89,  90,  92  y 99  y Código  del  Trabajo , artículos  36,  49,  194,  273,  274  y 398; 
Constitución Política de Perú , artículos 22 y 24 y Ley General del Trabajo , artículo 322; Constitución Política de la 
República Dominicana, articulo 62 y Decreto 522 -06 de 2006 ( Reglamento de Seguridad y Salud en el Trabajo ); 
Constitución de la República de Surinam , artículo 28 ; Constitución de la República Oriental del Uruguay , artículos 7, 
53 y 54, y Ley 5.032 de 1914 y Ley 5.350 de 19 de noviembre de  1915.  
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170.  Así, la Constitución de Brasil consagra el derecho al trabajo y las garantías que de este 

se desprenden.  En ese sentido  señala,  en  su artículo  7,  que  son  derechos  de los  trabajadores 

urbanos  y rurales  la reducción  de riesgos  inherentes  al  trabajo  por  medio  de normas  de salud, 

higiene y seguridad; el seguro de accidentes, y la prohibición del trabajo nocturno, peligroso 

o insalubre  a los  menores  de dieciocho  años  y de cualquier  trabajo  a los  menores  de catorce, 

excepto en la condición de aprendiz, de los 14 a los 16 años,  entre varios  otros.  

 

171.  Por otra parte, la Consolidación de las Leyes del Trabajo cuenta con un capítulo 

específico sobre las normas de prevención de accidentes y enfermedades laborales. Por 

ejemplo, en su artículo 166, pone a cargo de la empresa la obligaci ón de proporcionar a los 

empleados, de forma gratuita, equipos de protección individual adecuados al riesgo, cuando 

las medidas generales no ofrezcan una protección completa contra los riesgos de accidentes 

y daños  a la salud 253 .  Por su parte,  el  artículo  195  dispone  que  la  caracterización  y clasificación 

de la insalubridad y peligrosidad, de acuerdo con las normas del Ministerio del Trabajo, se 

hará a través de una inspección bajo la responsabili dad de un médico o ingeniero registrado 

en el Ministerio, sin prejuicio de la acción fiscalizadora del Ministerio del Trabajo, ni de la 

inspección de oficio de dicho órgano 254 . La CLT es complementada por las normas 

administ rativas emitidas por el Ministerio de Trabajo y Empleo, que regulan las profesiones 

de manera más detallada y proporcionan, por ejemplo, los criterios que debe seguir el 

empleador  para  un  trabajo  saludable  y seguro.  Así,  la Norma  Regulatoria  No.  19  del  Ministerio 

del Trabajo, reglamenta las actividades con explosivos y contempla disposiciones relativas a 

la seguridad  laboral  y normas  relativas  al  local  de trabajo 255 .  Conforme  a lo anterior,  el  Estado 

tenía la obligación de  fiscalizar la existencia de condiciones de trabajo equitativas y 

satisfactorias que aseguraran la seguridad e higiene en el  trabajo.  

 

172.  La Corte considera que la naturaleza y alcance de las obligaciones que derivan de la 

protección de las condiciones de trabajo que aseguren la seguridad, salud e higiene del 

trabajador, incluyen aspectos que tienen una exigibilidad inmediata, así como aspectos que 

tienen un carácter progresivo 256 . Al respecto, la Corte recuerd a que, en relación con las 

primeras (obligaciones de exigibilidad inmediata), los Estados deben garantizar que este 

derecho se ejerza sin discriminación, así como adoptar medidas eficaces para su plena 

realización 257 . Respec to a las segundas (obligaciones de carácter progresivo), la realización 

progresiva significa que los Estados partes tienen la obligación concreta y constante de 

avanzar  lo  más  expedita  y eficazmente  posible  hacia  la  plena  efectividad  de dicho  derecho 258 , 

en la medida de sus recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados. 

Asimismo, se impone la obligación de no regresividad frente a la realización de los derechos 

alcanzados 259 .  En virtud  de lo  anterior,  las  obligaciones  convencionales  de respeto  y garantía, 

así como  de adopción  de medidas  de derecho  interno  (artículos  1.1  y 2),  resultan  

 
 

253  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra, artículo  166.  
254  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra , artículo  195.  
255  Cfr. Norma Regulatoria No. 19 (NR 19 ï Explosivos),  supra . 
256  Mutatis  mutandi,  Cfr.  Caso Poblete  Vilches  y otros  Vs.  Chile,  supra , párr.  104,  y Caso Cuscul  Pivaral  y otros 
Vs. Guatemala , supra , párr.  98.  
257  Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 3: La índole de las 
obligaciones  de los  Estados  Partes  (párrafo  1 del  artículo  2 del  Pacto),  UN Doc.  E/1991/23,  14  de diciembre  de 1990, 
párr. 3 y Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 19: El derecho a la 
seguridad social (artículo 9) , UN Doc. E/C.12/GC/19, 4 de febrero de 2008, párr.  40.  
258  Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 3, supra , párr. 9 y 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 19 , supra , párrs. 40 y  41.  
259  Cfr.  Caso Acevedo  Buendía  y ot ros  (ñCesantes y Jubilados  de la Contralor²aò) Vs.  Perú.  Excepción  Preliminar, 

Fondo,  Reparaciones  y Costas.  Sentencia  de 1 de julio  de 2009.  Serie  C No.  198,  párrs.  102  a 103,  y Caso Asociación 
Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB -SUNAT) 
Vs. Perú, supra , párr.  173.  
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fundamentales para alcanzar su efectividad 260 .  

 

173.  Sin perjuicio de lo anterior, la Corte nota que el presente caso no versa sobre las 

obligaciones de progresividad derivadas del artículo 26 de la Convención, sino que se refiere 

a la falta de garantía del derecho a condiciones equitativas y satisfactorias que aseguren la 

seguridad, la salud y la higiene en  el trabajo, debido a la falta de  fiscalización.  

 

174.  Tomando en cuenta los hechos y particularidades del presente caso, la Corte concluye 

que este derecho implica que el trabajador pueda realizar sus labores en condiciones 

adecuadas de seguridad, higiene y sa lud que prevengan accidentes de trabajo 261 , lo cual 

resulta especialmente relevante cuando se trata de actividades que implican riesgos 

significativos para la vida e integridad de las personas. Además, de forma particular, a  la luz 

de la legislación brasileña, este derecho implica la adopción de medidas para la prevención y 

reducción  de riesgos  inherentes  al  trabajo  y de accidentes  laborales;  la  obligación  de proveer 

equipos  de protección  adecuados  frente  a los  riesgos  derivados  del  trabajo;  la caracterización, 

a cargo de las autoridades de trabajo de la insalubridad e inseguridad en el trabajo; y la 

obligación de fiscalizar estas condiciones, también cargo de las autoridades  laborales.  

 

B.1.2  Afectación del derecho a condiciones de trabajo equitativas y 

satisfactorias en el caso  concreto  

 

175.  Según se ha expuesto, Brasil tenía la obligación de garantizar condiciones de trabajo 

equitativas y satisfactorias en los términos descritos en el párrafo anterior. Sin embargo, las 

empleadas de la f§brica de ñVardo de los fuegosò trabajaban en condiciones de precariedad, 

insalubridad e inseguridad, en carpas ubicadas en potreros que no reunían los más mínimos 

estándares de seguridad para la realización de una actividad peligrosa y que  no reunían 

condiciones que permitieran evitar o prevenir accidentes de trabajo. Nunca recibieron 

instrucción  alguna  sobre  medidas  de seguridad,  ni  elementos  de protección  para  la realización 

del trabajo. Todo lo anterior ocurrió sin que el Estado ejerciera ninguna labor de supervisión 

o fiscalización  orientada  a verificar  las  condiciones  laborales  de quienes  se desempeñaban  en 

la fábrica  de fuegos,  ni  emprendiera  alguna  acción  orientada  a prevenir  accidentes  pese  a que 

la actividad desplegada en la fábrica era caracterizada por la normatividad interna como 

especialmente  peligrosa.  

 

176.  Conforme a lo anterior, el Estado desconoció el derecho a condiciones equitativas y 

satisfactorias de trabajo, en la medida en que falló en su deber de pr evenir accidentes de 

trabajo. Dicho deber resulta aún más relevante debido a la magnitud de los hechos del 

presente  caso,  que  terminaron  por  afectar  gravemente  la vida  y la integridad  personal  de las 

trabajadoras  y trabajadores.  En este  caso,  si bien  Brasil  cumplió  con  su deber  de reglamentar 

la actividad  desarrollada  en  la  fábrica  de fuegos  (supra  párr.  171),  falló  al  ejercer  el  control  y 

fiscalización de las condiciones laborales, como medida necesaria para la prevención de 

accidentes. Ello, pese a que las relaciones laborales exigen supervisión por parte del Estado, 

más  aún  cuando  se trata  del  ejercicio  de actividades  peligrosas.  De modo  que,  el  Estado  violó 

el derecho contenido en el artículo 26 de la Convención  Americana.  

 

B.2  Prohibición del trabajo  infantil  

 

260  Cfr. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile, supra , párr. 104, y Caso Asociación Nacional de Cesantes y 
Jubilados  de la Superintendencia  Nacional  de Administración  Tributaria  (ANCEJUB-SUNAT)  Vs.  Perú,  supra , párr.  173.  
261  De acuerdo con la Organizaci·n Internacional del Trabajo (OIT): ñ(a) el t®rmino ñaccidente del trabajoò 
designa los accidentes ocurridos en el curso del trabajo o en relación con el trabajo que causen lesiones mortales o 
no  mortales;  (b)  el término  ñenfermedad profesional"  designa  toda  enfermedad  contraída  por  la exposición  a factores 
de riesgo que resulte de la actividad laboralò. Cfr. Organización Internacional del Trabajo. Protocolo 155 relativo al 
Convenio sobre seguridad y salud de los trabajado res , artículo 1. Brasil no ha ratificado este  protocolo.  
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177.  La Corte encuentra que varias niñas, niños y adolescentes trabajaban en la fábrica de 

fuegos.  Así,  de las  60  personas  fallecidas,  19  eran  niñas  y uno  era  un  niño,  con  edades  desde 

los 11 años. Por su parte, dentro de los sobrevivientes había una niña y dos niños de entre 

15 y 17  años.  

 

178.  Al respecto, la Convención Americana dispone, en su artículo 19, que las niñas y los 

niños tienen derecho a medidas de protección especiales. De acue rdo con la jurisprudencia 

de este Tribunal, este mandato impacta la interpretación de los demás derechos reconocidos 

en la Convención 262 , incluido el derecho al trabajo en los términos definidos en el apartado 

anterior. Adem ás, esta Corte ha entendido que el artículo 19 de la Convención establece  una 

obligación a cargo del Estado de respetar y asegurar los derechos reconocidos a los niños en 

otros instrumentos internacionales, de modo que, al momento de definir el contenido y  

alcance de las obligaciones del Estado en relación con los derechos de niñas y niños, es 

necesario acudir al corpus iuris internacional 263 , en particular a la Convención sobre los 

Derechos del Niño (en adelante  ñCDNò)264 .  

 

179.  La CDN establece, en su artículo 32, el derecho de niñas y niños a ser protegidos de la 

explotación  económica  y de trabajos  peligrosos  que  puedan  entorpecer  su educación  o afectar 

su salud o desarrollo 265 . Esta obligación coincide con lo establecido en el texto de la 

Constitución  de Brasil  que  prohíbe,  en  su artículo  7,  el  trabajo  nocturno,  peligroso  o insalubre 

de los  menores  de 18  años  y el  trabajo  de menores  de 16  años,  salvo  en  condición  de aprendiz 

(supra párr. 102). En el mismo sentido, la CLT prohíbe el trabajo nocturno, peligroso o 

insalubre  a los  menores  de 18  años  y cualquier  trabajo  a los  menores  de 16,  salvo  en  condición 

de aprendiz,  entre  14  y 16  años 266 .  Finalmente,  además  de las  disposiciones  mencionadas,  el 

Estatuto del Niño y del Adolescente prohíbe cualquier trabajo para niños menores de 14 

años 267  y veda el trabajo peligroso, insalubre  o penoso a  adolescentes 268
 

 

180.  En este sentido, con base en los criterios enunciados, la Corte encuentra que, a la luz 

de la Convención Americana, los niños tienen derecho a medidas de protección especiales. 

Estas medidas, con forme a la CDN, incluyen la protección frente a trabajos que puedan 

entorpecer su educación o afectar su salud y desarrollo, como es el caso de la fabricación de 

fuegos artificiales. Adicionalmente, la Corte encuentra, en aplicación del artículo 29.b de la  

Convención Americana y a la luz de la normatividad brasileña, que el trabajo nocturno, 

peligroso e insalubre de menores de 18 años estaba absolutamente prohibido en Brasil para 

la fecha de los hechos. De este modo, el Estado debía tomar todas las medidas a su alcance 

para  garantizar  que  ninguna  niña  o niño  trabajara  en  oficios  como  los  desempeñados  en  la  

 

 

262  Cfr. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9 de marzo 
de 2018. Serie C No. 351, párr. 150, y Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014. S erie C No. 285, párr.  106.  
263  Cfr. Caso de los ñNi¶os de la Calleò (Villagr§n Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77, párr. 194, y Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador , 
supra, párr.  106.  
264  Brasil ratificó la Convención sobre Derechos del Niño el 24 de septiembre de  1990.  
265  En relación con este asunto, el Comité de los Derechos del Niño ha reconocido que el trabajo de menores 
de edad  en sectores  informales  de la economía  es especialmente  peligroso  para  el disfrute  de sus  derechos  y que  los 
ni¶os y ni¶as que trabajan en esferas ocultas de trabajo informal se enfrentan a ñprecariedad laboral; una 
remuneración escasa, irregular o incluso nula; riesgos para la salud; falta de seguridad social; restricciones a la 
libertad de asociación; y una  protecci·n inadecuada contra la discriminaci·n y la violencia o la explotaci·nò. Comité 
de los Derechos del Niño, Observación General No. 16: Las obligaciones del Estado en relación con el impacto del 
sector empresarial en los derechos del niño, UN Doc. C RC/C/GC/16, 17 de abril de 2013, párr.  35.  
266  Cfr. Consolidación de las Leyes del Trabajo, supra, artículo 611 -B, XXIII.  
267  Cfr. Estatuto del Niño y del Adolescente, supra , artículo  60.  
268  Cfr. Estatuto del Niño y del Adolescente, supra , artículo 67,  II . 
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fábrica de fuegos 269 .  

 

181.  Por todo lo expuesto, la Corte encuentra que el Estado incumplió el mandato contenido 

en el artículo 19 de la Convención Americana, en relación con el artículo 26 del mismo 

instrumento respecto de las niñas y niños fallecidos y sobrevivientes a la explosión de la 

fábrica de fuegos, al no adoptar las medidas de protección que su condición de niñas y niños 

imponía  y permitir  que  niñas  y niños,  desde  los  once  años  de edad  se encontraran  trabajando 

al momento de la  explosión.  

 

B.3  Prohibición de  discriminación  

 

182.  Como ha señalado en oportunidades previas, la Corte recuerda que, en la actual etapa 

de evolución del derecho internacional, el principio fundamental de igualdad y no 

discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens y permea todo el ordenamiento 

ju rídico . Además, sobre este principio descansa el orden público nacional e internacional. En 

consecuencia, los Estados deben abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera 

vayan dirigidas, directa o indirectamente, a crear situaciones de discrimina ción de jure o de 

facto 270 .  En este  sentido,  la Convención  Americana,  en  la obligación  general  establecida  en  el 

art²culo 1.1, se refiere al deber del Estado de respetar y garantizar ñsin discriminaci·nò los 

derechos conteni dos en la Convención, mientras que en el artículo 24 protege el derecho a 

ñigual protecci·n de la leyò271 . Es decir, el artículo 1.1 garantiza que todos los derechos 

convencionales sean garantizados sin discriminación, mientras que el 24 ordena que no se 

otorguen tratos desiguales en las leyes internas de cada Estado o en su aplicación. De modo 

que,  si un  Estado  discrimina  en  el  respeto  o garantía  de un  derecho  convencional,  incumpliría 

la obligación esta blecida en el artículo 1.1 y el derecho sustantivo en cuestión. En cambio, si 

la discriminación se refiere a una protección desigual de la ley interna o de su aplicación, el 

hecho debe analizarse a la luz del artículo 24 de la Convención  Americana 272 .  

 

183.  A la luz de lo anterior, la Corte ha se¶alado que ñlos Estados tienen la obligaci·n de no 

introducir  en  su ordenamiento  jurídico  regulaciones  discriminatorias,  eliminar  las  regulaciones 

de carácter discriminatorio, combatir las prácticas de este carácter y establecer normas y 

otras medidas que reconozcan y aseguren la efectiva igualdad ante la ley de todas las 

personasò273 .  Conforme  a lo  anterior,  en  este  caso  la  Corte  analizará  las  violaciones  alegadas 

a la luz  de los  artículos  1.1  y 24  de la Convención,  toda  vez  que  los  argumentos  de la  Comisión  

 

269  Esta  conclusión  es reforzada  por  el contenido  de los  Convenios  de la OIT  sobre  trabajo  infantil  que,  aunque 
fueron  ratificados  por  Brasil  luego  de la fecha  de los hechos,  indican  que  menores  de 18  años  no deben  desempeñar 
trabajos  peligrosos.  En ese sentido,  el Convenio  138  de 1993  de la OIT  sobre  edad  mínima,  establece  que  ñ[l]a edad 
mínima  de admisión  a todo  tipo  de empleo  o trabajo  que  por  su naturaleza  o las condiciones  en que  se realice  pueda 
resultar peligroso para la salud, la seguridad o la moralidad de los menores no deber§ ser inferior a dieciocho a¶osò 
(Brasil  ratificó  el Convenio  138  de 1973  el 28  de junio  de 2001,  es decir,  luego  de ocurridos  los hechos  de este  caso). 
Por su parte, el Convenio 182 de 1999 de la OIT sobre las peores formas de trabajo infantil, señala que una de las 
peores formas de trabajo infantil es ñel trabajo que, por su naturaleza o por las condiciones en que se lleva a cabo, 
es probable que da¶e la salud, la seguridad o la moralidad de los ni¶osò, y que los Estados deben ñelaborar y poner 
en práctica  programas  de acción  para  eliminar,  como  medida  prioritaria,  las  peores  formas  de trabajo  infantilò (Brasil 
ratificó el Convenio 182 de 1999 de la OIT sobre las peores formas de trabajo infantil el 2 de febrero de 2000, es 
decir, luego de ocurridos los hechos de este caso) . Ver, además: Declaración de la OIT relativa a los principios y 
derechos fundament ales en el trabajo, adoptada en  1998.  
270  Cfr.  Condición  jurídica  y derechos  de los migrantes  indocumentados.  Opinión  Consultiva  OC-18/03  de 17  de 
septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 103, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra , párr.  125.  
271  Cfr.  Caso Apitz  Barbera  y otros  (ñCorte Primera  de lo  Contencioso  Administrativoò) Vs.  Venezuela.  Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 209, y Caso 
V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de 
marzo de 2018. Serie C No. 350, párr.  289.  
272  Cfr. Caso Apitz Barbera y ot ros , supra, párr. 209, y Caso San Miguel Sosa y otras Vs. Venezuela, supra , 
párr.  162.  
273  Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua, supra , párr.  289.  
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y los representantes se centran tanto en la alegada discriminación sufrida por las presunt as 

víctimas por su condición de mujeres, afrodescendientes y por su situación de pobreza; al 

igual  que  por  la  falta  de adopción  de medidas  de acción  positiva  para  garantizar  sus  derechos 

convencionales.  

 

184.  En particular, en relación con el artículo 1.1 de la Convención, la Corte ha establecido 

que se trata de una norma de carácter general cuyo contenido se extiende a todas las 

disposiciones  del  tratado  e implica  la obligación  de los  Estados  Parte  de respetar  y garantizar 

el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades all² reconocidas ñsin discriminaci·n 

algunaò. Es decir, cualquiera que sea el origen o la forma que asuma un tratamiento que 

pueda ser considerado discriminatorio respecto del ejercicio de los derechos garantizados en 

la Convención,  es per  se incompatible  con  esta 274 .  De modo  que  el  incumplimiento  del  Estado, 

mediante cualquier tratamiento discriminatorio, de la obligación general de respetar y 

garantizar los derechos humanos, le genera responsabilidad internacional 275 . Es por ello que 

existe  un  vínculo  indisoluble  entre  la  obligación  de respetar  y garantizar  los  derechos  humanos 

y el principio de igualdad y no  discriminación 276 .  

 

185.  En relación con la discriminación por razón de la pobreza en la que se encontraban las 

trabajadoras de la fábrica de fuegos, lo primero que se debe señalar es que esta no es 

considerada una categoría especial de protecci ón al tenor literal del artículo 1.1 de la 

Convención Americana. Sin embargo, ello no es un obstáculo para considerar que la 

discriminación  por  esta  razón  está  prohibida  por  las  normas  convencionales.  Primero,  porque 

el listado contenido en el artículo 1.1  de la Convención no es taxativo sino enunciativo y 

segundo, porque la pobreza bien puede entenderse dentro de la categor²a de ñposici·n 

econ·micaò a la que se refiere expresamente el referido art²culo, o en relaci·n con otras 

categorías de protección como  el ñorigen [é] socialò u ñotra condici·n socialò277 , en función 

de su carácter  multidimensional.  

 

186.  Al respecto, la Corte recuerda que los Estados est§n obligados ña adoptar medidas 

positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en sus sociedades, 

en perjuicio de determinado grupo de personas. Esto implica el deber especial de protección 

que el Estado debe ejercer respecto de actuaciones y prácticas de terceros que, bajo su 

tolerancia  o aqui escencia,  creen,  mantengan  o favorezcan  las  situaciones  discriminatoriasò278
 

y,  además,  que  los  Estados  están  obligados  a adoptar  medidas  positivas,  determinables  en  

 

274  Cfr. Propuesta de modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización. 
Opinión Consultiva OC -4/84 de 19 de enero de 1984. Serie A No. 4, párr. 53, y Caso Ramírez Escobar y otros Vs. 
Guatemala, supra , párr.  271.  
275  Cfr. Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados, supra , párr. 85, y Caso Ramírez 
Escobar y otros Vs. Guatemala, supra , párr.  271.  
276  Cfr. Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados, supra , párr. 85, y Caso Ramírez 
Escobar y otros Vs. Guatemala, supra , párr.  271.  
277  En relación con el PIDESC, el Comité del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su 
Observaci·n General No. 20, se¶al· que la inclusi·n de ñcualquier otra condici·n socialò indica que est a lista no es 
exhaustiva y que pueden incluirse otros motivos en esta categoría. Así, ha expresado que el carácter de la 
discriminaci·n var²a seg¼n el contexto y evoluciona con el tiempo. Por lo tanto, la discriminaci·n basada en ñotra 
condici·n socialò exige un planteamiento flexible que incluya otras formas de trato diferencial que: i) no puede 
justificarse de forma razonable y objetiva, y ii) que tenga un carácter comparable con los motivos expresamente 
reconocidos . Estos  motivos  adicionales  se reconocen  generalmente  cuando  reflejan  la experiencia  de grupos  sociales 
vulnerables que han sido marginados en el pasado o que lo siguen siendo. En ese sentido, el Comité del PIDESC ha 
expresado  que  otros  posibles  motivos  prohibidos  de discriminación  podrían  ser  producto  o una  intersección  de dos  o 

más causas prohibidas de discriminación, expresas o no expresas. Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, Observación General No. 20: La no discriminación y los derechos económicos, sociale s y culturales 
(artículo 2, párrafo 2 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales) , UN Doc. 
E/C.12/GC/20, 2 de julio de 2009, párrs. 15 y  27.  
278 Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra, párr.  104, y Caso Trabajadores de 
la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra , párr.  336.  
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función de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su 

condición personal o por la situación específica en que se encuentre 279 , como la extrema 

pobreza o marginación 280 .  

 

187.  La Corte Interamericana ya se ha pronunciado sobre la pobreza y la prohibición de 

discriminación por posición económica. En ese sentido , ha reconocido en varias de sus 

decisiones  que  las  violaciones  de derechos  humanos  han  estado  acompañadas  de situaciones 

de exclusión y marginación por la situación de pobreza de las víctimas y ha identificado a la 

pobreza como un factor de vulnerabilidad  que profundiza el impacto de la victimización 281 . 

Recientemente,  en  el  Caso Trabajadores  de la  Hacienda  Brasil  Verde  Vs.  Brasil ,  encontró  que 

ñel Estado  no  consideró  la vulnerabilidad  de los  85  trabajadores  rescatados  el  15  de marzo  de 

2000, en virtud de la discriminación con base en la posición económica a la que estaban 

sometidosò282  y encontró al Estado responsable de la situación de discriminación estructural 

histórica en r azón de la posición económica de las víctimas 283 . Además, en el Caso 

Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil , la Corte señaló que, en un evento de 

discriminación estructural, se debe considerar en qué medida la v ictimización del caso 

concreto evidencia la vulnerabilidad de las personas que pertenecen a un  grupo.  

 

188.  En el presente caso, la Comisión sostuvo que hay un nexo entre el incumplimiento de 

las obligaciones del Estado y la situación de pobreza que se vivía en  el municipio de Santo 

Antônio de Jesus, de modo que las condiciones de pobreza de las trabajadoras de la fábrica 

de fuegos artificiales habrían llevado a la violación de su derecho a condiciones equitativas y 

satisfactorias de trabajo sin discriminación. Lo anterior indica que este caso se trata de una 

alegada discriminación estructural en razón de la pobreza 284 . Sobre el particular, la Corte 

constata que las presuntas víctimas eran personas que, por cuenta de la discriminac ión 

estructural por su condición de pobreza, no podían acceder a otra de fuente de ingresos y 

debían exponerse al aceptar un trabajo en condiciones de vulnerabilidad, que desconocía los 

mandatos de la Convención Americana y que las expuso a los hechos  victimizantes.  

 

189.  Así,  el  hecho  de que  una  actividad  económica  especialmente  riesgosa  se haya  instalado 

en la zona está relacionado con la pobreza y marginación de la población que allí residía y 

reside.  Para  los  habitantes  de los  barrios  de origen  de las  trabajadoras  de la fábrica  de fuegos,  
 

279  Cfr. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia , supra , párrs. 111 y 113, y Caso Trabajadores de la 
Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra , párr.  337.  
280  Cfr. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paragua y, supra , párr. 154, y Caso Trabajadores de la 

Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra , párr.  337.  
281  Cfr. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas . Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 262; Caso de la Comunidad 
Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de junio de 2005. 

Serie C No. 124, párr. 186; Caso de la "Masacre de Mapir ipán" Vs. Colombia , supra , párr. 180; Caso Comunidad 
Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, supra , párr. 154; Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil, supra , párr. 104; Caso 
Servellón García y otros Vs. Honduras . Sentencia de 21 de septiembre de 2006. Serie C No. 152, p árr. 116; Caso 
Comunidad Indígena Xákmok Kásek Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 
2010.  Serie  C No.  214,  párr.  233;  Caso Rosendo  Cantú  y otra  Vs.  México.  Excepción  Preliminar,  Fondo,  Reparaciones 
y Costas . Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 201; C aso Furlan y familiares Vs. Argentina. 
Excepciones  Preliminares,  Fondo,  Reparaciones  y Costas.  Sentencia  de 31  de agosto  de 2012.  Serie  C No.  246,  párr. 
201; Caso Uzcátegui y otros Vs. Venezuela. Fondo y Reparaciones . Sentencia de 3 de septiembre de 2012. Serie C 
No.  249,  párr.  204;  Caso Masacre  de Santo  Domingo  Vs.  Colombia.  Excepciones  Preliminares,  Fondo  y Reparaciones. 
Sentencia  de 30  de noviembre  de 2012.  Serie  C No.  259,  párrs.  273  a 274,  y Caso Gonzales  Lluy  y otros  Vs.  Ecuador, 
supra , párr.  193.  
282  Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra, párr.  341.  
283  Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra, Punto Resolutivo No.  4.  
284  La discriminación estructural se refiere a comportamientos arraigados en la sociedad, que implican actos de 
discriminación indirecta contra grupos determinado s y que se manifiestan en prácticas que generan desventajas 
comparativas. Estas prácticas pueden presentarse como neutras, pero tienen efectos desproporcionados en los 
grupos discriminados. Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales , Observa ción General No. 20, 
supra , párr.  12.  
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el  trabajo  que  allí  les  ofrecían  era  la  principal,  sino  la única  opción  laboral,  pues  se trataba  de 

personas con muy bajo nivel de escolaridad y alfabetización, que además eran perfiladas 

como poco confiables y, por estas razones, no podían acceder a otro empleo 285 . Al respecto, 

los Principios Rectores sobre Extrema Pobreza y Derechos Humanos reconocen que ñlas 

personas  que  viven  en  la pobreza  se ven  enfrentadas  al  desempleo  o el  subempleo  y al  trabajo 

ocasional sin garantías, con bajos salarios y condiciones de trabajo inseguras y 

degradantesò286 .  

 

190.  Además de la discriminación estructural en función de la condición de pobreza de las 

pr esuntas víctimas, esta Corte considera que en ellas confluían distintas desventajas 

estructurales que impactaron su victimización. Estas desventajas eran tanto económicas y 

sociales, como referidas a grupos determinados de personas 287 . Es decir, se observa una 

confluencia de factores de discriminación. Este Tribunal se ha referido a dicho concepto de 

forma expresa o tácita en diferentes sentencias 288  y ha utilizado para ello diferentes 

categorí as.  

 

191.  Ahora bien, la intersección de factores de discriminación en este caso incrementó las 

desventajas comparativas de las presuntas víctimas. De modo que las presuntas víctimas 

comparten factores específicos de discriminación que sufren las personas en si tuación de 

pobreza, las mujeres y las y los afrodescendientes, pero, además, padecen una forma 

específica  de discriminación  por  cuenta  de la  confluencia  de todos  estos  factores  y,  en  algunos 

casos,  por  estar  embarazadas,  por  ser  niñas,  o por  ser  niñas  y estar  embarazadas.  Sobre  este 

asunto es importante destacar que esta Corte ha establecido que el estado de embarazo 

puede constituir una condición de particular vulnerabilidad 289  y que, en algunos casos de 

victimización, puede existir una afectación diferenciada por cuenta del  embarazo 290 .  

 

192.  En relación con la discriminación padecida por las mujeres 291 , el Comité para la 

Eliminación de la Discrim inación contra la Mujer de Naciones Unidas, en un informe de  2012,  
 

285  Al respecto, la se¶ora Leila Cerqueira dos Santos, afirm·: ñS·lo este trabajo era disponible, porque o 
trabajábamos en la fábrica o en casas de familias, pero muchas familias no nos e mpleaban porque pensaban que 
nosotros  éramos  de un  barrio  pobre  y que  podríamos  hurtar  o cometer  hurtos  y entonces  nos  discriminaban,  no  nos 
aceptabanò. Declaraci·n rendida por Leila Cerqueira dos Santos, supra . 
286  Consejo de Derechos Humanos, Principios Rectores de Naciones Unidas sobre la Extrema Pobreza y los 
Derechos Humanos , UN Doc. A/HRC/21/39, 27 de septiembre de 2012, principio  83.  
287  Cfr. Informe del Relator Especial sobre la extrema pobreza y los derechos humanos, Sr. Philip Alston, UN 
Doc. A/HRC/29/31, 27 de mayo de 2015, párr.  7.  
288  Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 160, párrs. 233 y 293; Caso Fernán dez Ortega y otros Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 185; Caso 
Rosendo Cantú y otra Vs. México, supra , párr. 169; Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador, supra , párr. 2 90; Caso 

V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua, supra , párr. 154; Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala, supra , párr. 
304, y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, supra, párrs. 128 y  138.  
289  Cfr. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones, sup ra, párr.  97.  
290  Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú, supra, párr. 292, y Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y 
Reparaciones , supra , párr.  97.  
291  Según la Encuesta Nacional de Muestra por Hogar realizada en Brasil por el IBGE (PNAD 2003), 
aproxi madamente  un  21%  de las  mujeres  afrodescendientes  son  empleadas  domésticas  y solo  el 23%  de ellas  tienen 
un  registro  formal  de trabajo,  frente  al 12.5%  de las mujeres  blancas  que  son  empleadas  domésticas  y de las  cuales 

el 30% están debidamente registradas. El ingreso mensual promedio de las mujeres afrodescendientes en Brasil en 
2003 era de casi la mitad del monto que recibían las mujeres blancas. Entre los hombres blancos y las mujeres 
afrodescendientes hay una diferencia de casi 9 puntos porce ntuales en sus tasas de desempleo. Mientras que para 
los hombres blancos esta cifra es del 8,3%, para las mujeres afrodescendientes se eleva al 16,6%. De las mujeres 
brasileñas empleadas de 16 años o más, el 17% son trabajadoras domésticas y, entre ellas, la gran mayoría son 
mujeres afrodescendientes que, en general, no disfrutan de ningún derecho laboral, ya que no trabajan con un 
contrato  formal.  Los datos  también  muestran  que  las  mujeres  afrodescendientes  ganan  un  65%  de lo que  ganan  los 
hombres del mism o grupo racial y solo un 30% del ingreso promedio de los hombres blancos. Cfr. Retrato de las 
Desigualdades: Género y Raza, UNIFEM e IPEA, Brasil, 2003. Disponible en: 
https ://w ww .ipea.gov.br/retrato/pdf/primeiraedicao.pdf.  

http://www.ipea.gov.br/retrato/pdf/primeiraedicao.pdf
http://www.ipea.gov.br/retrato/pdf/primeiraedicao.pdf
http://www.ipea.gov.br/retrato/pdf/primeiraedicao.pdf
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señaló que la igualdad entre hombres y mujeres en el mercado laboral es un problema en 

Brasil y que ñle preocupa[ba] que los estereotipos relacionados con el g®nero y la raza 

contribuyan a la segregación de mujeres afrodescendientes e indígenas en los empleos de 

menor calidadò292 .  

 

193.  Por su parte,  la discriminación  contra  la  población  negra  en  Brasil  ha  sido  una  constante 

hist·rica. De acuerdo con el Comit® de los Derechos del Ni¶o, seg¼n datos de 2006, ñ[e]n el 

Brasil entre el 10% más rico de la población, únicamente el 18% son personas de 

descendencia africana (mestizos o negros); entre el 10% más pobre, el 71% son negros o 

mestizosò293 . Por su parte, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial le ha 

reiterado al Estado, en diver sas oportunidades, su preocupación por desigualdad que afecta 

a las comunidades negras y mestizas y por su impacto en el ejercicio de otros  derechos 294 .  

 
194.  En relación con la situación de las niñas y niños, la Comisión Interamericana encontró 

que en Brasil, para 1997, un año antes de la explosión, el ausentismo escolar de los niños y 

niñas  afrodescendientes  se debía  a su necesidad  de contribuir  con  el  ingreso  familiar 295  y que 

era común que las niñas y los niños trabajaran en la industria, con productos tóxicos e 

insalubres y en condiciones peligrosas 296 , pese a que la Constitución de Brasil prohibía el 

trab ajo de menores de 16, salvo que se tratara de aprendices y el trabajo de menores de 18 

años en condiciones peligrosas e insalubres. Además, de acuerdo con uno de los peritajes 

presentados ante la Corte, el trabajo infantil es un fenómeno de alta incidencia  en Brasil. 

Según cifras oficiales, para 2015 había 2,7 millones de niños y adolescentes trabajando, la 

mayoría de ellos, niños afrodescendientes que viven en zonas urbanas y realizan un trabajo 

remunerado. Además, el trabajo infantil afecta a los grupos p articularmente  vulnerables 297 .  

 

195.  Ahora bien, las desventajas económicas y sociales, cuando se relacionan con las 

referidas  a grupos  poblacionales  pueden  imponer  mayores  desventajas.  Así,  por  ejemplo  ñ[e]n 

muchos  países,  el  sector  más  pobre  de la  población  coincide  con  los  grupos  sociales  y étnicos 

que son objeto de discriminaci·nò298 . En el mismo sentido, el Comité para la Eliminación de 

la Discriminación  contra  la Mujer,  en  su dictamen  sobre  la Comunicación  No.  17  de 2008  y en 

referencia a sus observaciones finales sobre Brasil del 15 de agosto de 2007, destacó que la 

discriminación  contra  las  mujeres  en  ese país  es ñexacerbada por  las  disparidades  regionales, 

econ·micas y socialesò y record· ñque la discriminaci·n contra la mujer basada en el sexo y 

el género está indisolublemente vinculada a otros factores que afectan a la mujer, como la 

raza, el origen étnico, la religión o las creencias, la salud, la condici ón jurídica y social, la 

edad, la clase, la casta y la orientación sexual y la identidad de  g®neroò299 .  

 
292  Comité  para  la Eliminación  de la Discriminación  contra  la Mujer,  Observaciones  Finales  sobre  Brasil,  UN Doc. 
CEDAW/C/BRA/CO/7, 23 de marzo de 2012, párr.  26.  
293  Comité de los Derechos del Niño, Examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud del 
artículo 44 de la Convención, Brasil, UN Doc. CRC/C/BRA/2 -4, 8 de diciembre de 2014, párr.  99.  
294  El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial le ha reiterado al Estado de Brasil, en diversas 
oportunidades, su preocupaci·n por ñla persistencia de desigualdades profundas y estructurales que afectan a las 
comunidades negra y mestiza y las p oblaciones ind²genasò. En un informe de 1996, dicho Comit® encontr· que las 
actitudes discriminatorias se manifiestan en distintos niveles de la vida política, económica y social del país y 
conciernen, entre otros, el derecho a la vida y seguridad de las p ersonas. Cfr . Comité para la Eliminación de la 
Discriminación Racial, UN Doc. CERD/C/64/CO/2, 28 de abril de 2004, párr. 12 y Comité para la Eliminación de la 
Discriminación Racial, UN Doc. CERD/C/304/Add.11, 27 de septiembre de 1996, párrs. 8 a  10.  
295  Cfr.  CIDH,  Informe  sobre  la situación  de los  Derechos  Humanos  en Brasil,  Discriminación  Racial.  Documento 
UN Doc. OEA/Ser.L/V/II.97, Doc. 29 rev.1, 29 septiembre 1997, Capítulo IX, párr.  3.  
296  Cfr. Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en Brasil, supra, Capítulo V, párr.  40.  
297  Cfr. Peritaje presentado ante la Corte IDH por Miguel Cillero Bruñol (expediente de fondo, folios 911 a 912 
y 943).  
298  Informe del Relator Especial sobre la extrema pobreza y los derechos humanos, supra , párr.  24.  
299  Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Alyne da Silva Pimentel Teixeira c. Brasil 
(comunicación No. 17 de 2008), UN Doc. CEDAW/C/49/D/17/2008, dictamen aprobado el 25 de julio de  2011.  
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196.  En el mismo sentido, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 

de Naciones Unidas ha manifestado su preocupaci·n ñpor los efectos de la pobreza sobre las 

mujeres brasile¶as de ascendencia africana [é] y otros grupos de mujeres socialmente 

excluidos o marginados y su posición desventajosa en relación con el acceso a la educación, 

la salud, el saneamiento b§sico, el empleo, la informaci·n y la justiciaò300  y porque ñlas 

deficientes condiciones de empleo de la mujer en general, incluida la segregación vertical y 

horizontal, se vean agravadas por la raza o el origen  ®tnicoò301 .  

 

197.  En este caso, la Corte pudo constatar que las presuntas víctimas estaban inmersas en 

patrones de discriminación estructural e interseccional. Las presuntas víctimas se 

encontraban en una situación de pobreza estructural y eran, en una amplísima mayoría, 

mujeres y niñas afr odescendientes 302 , cuatro de ellas estaban embarazadas y no contaban 

con  ninguna  otra  alternativa  económica  más  que  aceptar  un  trabajo  peligroso  en  condiciones 

de explotación. La confluencia de estos factores hizo posible qu e una fábrica como la que se 

describe  en  este  proceso  haya  podida  instalarse  y operar  en  la zona  y que  las  mujeres,  niñas 

y niños presuntas víctimas se hayan visto compelidos a trabajar  allí.  

 

198.  Sobre este asunto, es necesario destacar que el hecho de que las presuntas víctimas 

pertenecieran a un grupo en especial situación de vulnerabilidad acentuaba los deberes de 

respeto y garantía a cargo del Estado. Sin embargo, conforme se desprende del acervo 

probatorio del caso, el Estado no adoptó medidas orientada s a garantizar el ejercicio del 

derecho a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias sin discriminación, y la 

intersección de desventajas comparativas hizo que la experiencia de victimización en este 

caso fuese  agravada.  

 
199.  Por otra  parte,  la Corte  encuentra  que  del  artículo  24  de la Convención  se desprende  un 

mandato orientado a garantizar la igualdad material, lo que no sucedió en el presente caso. 

En ese sentido,  el  derecho  a la  igualdad  garantizado  por  el  artículo  24  convencional  tiene  dos 

dimensiones, la primera una dimensión formal, que establece la igualdad ante la ley. La 

segunda, una dimensión material o sustancial, que ordena la adopción de medidas positivas 

de promoción a favor de grupos históricamente discriminados o marginados en ra zón de los 

factores a los que hace referencia el artículo 1.1 de la Convención Americana. Lo anterior 

quiere decir que el derecho a la igualdad implica la obligación de adoptar medidas para 

garantizar  que  la igualdad  sea real  y efectiva 303 ,  esto  es,  corregir  las  desigualdades  existentes, 

promover la inclusión y la participación de los grupos históricamente marginados, garantizar 

a las personas o grupos en desventaja el goce efectivo de sus derechos, en suma,  brindar a 

las personas posibilidades concretas de ver realizada, en sus propios casos, la igualdad 

material 304 . Para ello, los Estados deben enfrentar activamente situaciones de exclusión  y 
 

300  Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Brasil, UN Doc. 
A/58/38, 18 de julio de 2003, párr.  110.  
301  Observaciones  finales  del  Comité  para  la Eliminación  de la Discriminación  contra  la Mujer,  supra,  párr.  124.  
302  Cfr. Declaración rendida por Leila Cerqueira dos Santos,  supra . 
303  En sentido, esta Corte ha establecido , mutatis mutandi , que ñ[l]a presencia de condiciones de desigualdad 
real obliga a adoptar medidas de compensación que contribuyan a reducir o eliminar  los obstáculos y deficiencias 
que impidan o reduzcan la defensa eficaz de los propios intereses. Si no existieran esos medios de compensación, 
ampliamente reconocidos en diversas vertientes del procedimiento, difícilmente se podría decir que quienes se 
encuentran  en condiciones  de desventaja  disfrutan  de un  verdadero  acceso  a la justicia  y se benefician  de un  debido 
proceso legal en condiciones de igualdad con quienes no afrontan esas desventajasò. El Derecho a la Información 
sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra, párr.  119.  
304  De acuerdo con el peritaje pres entado a esta Corte por Christian Courtis, ñel Estado ten²a la obligaci·n de 
adoptar medidas concretas y deliberadas destinadas a la plena realización del derecho al trabajo, particularmente 
respecto de las personas y grupos desfavorecidos y marginalizados . Cabe señalar que el Estado puede optar entre 
una gran variedad de medidas -entre ellas, promoción del empleo privado, creación de empleo público, medidas 
destinadas a la formalización de trabajadores que trabajan en el sector informal, medidas destinadas  a la 
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marginación.  

 

200.  En el caso concreto, este Tribunal ha determinado que las empleadas de la fábrica de 

fuegos hacían parte de un grupo discriminado o marginado porque se encontraban en una 

situación de pobreza estructural y eran, en una amp lísima mayoría, mujeres y niñas 

afrodescendientes.  Sin  embargo,  el  Estado  no  adoptó  ninguna  medida  que  pueda  ser  valorada 

por la Corte como una forma de enfrentar o de buscar revertir la situación de pobreza y 

marginación  estructural  de las  trabajadoras  de la  fábrica  de fuegos,  con  atención  a los  factores 

de discriminación que confluían en el caso  concreto.  

 

201.  Además, en este caso la Corte encuentra que el Estado tenía conocimiento de la 

situación de especial vulnerabilidad de las presuntas víctimas, pues según los datos 

divulgados  por  órganos  del  mismo  Estado,  una  cifra  significativa  de la población  del  municipio 

de Santo Antônio de Jesus, para la fecha de los hechos, vivía en situación de pobreza. 

También, de acuerdo con bases de datos estatales, era de conocimiento del Estado que las 

mujeres afrodescendientes se encontraban en particular situación de vulnerabilidad toda vez 

que, entre otros factores, tenían menor acceso a trabajos formales. En este sentido, al 

permitir la instalac ión y funcionamiento de la fábrica de fuegos en una zona en la que una 

parte sustancial de la población es vulnerable, el Estado tenía una obligación reforzada de 

fiscalizar las condiciones de funcionamiento de las instalaciones y de garantizar que 

efectiv amente se adoptaran medidas para la protección de la vida y la salud de las 

trabajadoras y para garantizar su derecho a la igualdad material. Por ello, al no haber 

fiscalizado las condiciones de higiene, salud y seguridad del trabajo en la fábrica, ni la 

actividad de fabricación de fuegos artificiales para, especialmente, evitar accidentes de 

trabajo, el Estado de Brasil no solo dejó de garantizar el derecho a condiciones equitativas y 

satisfactorias de trabajo de las presuntas víctimas, sino también contri buyó a agravar las 

condiciones de discriminación estructural en que se  encontraban.  

 

202.  El Estado, al referirse a las alegadas violaciones al artículo 24 de la Convención, indicó 

que  dispone  de una  estructura  legal  efectiva  para  la reducción  de las  desigualdades  y que  ha 

adelantado diversas políticas públicas con ese mismo objetivo en el municipio de Santo 

Antônio de Jesus. Sin embargo, la Corte encuentra que el Estado no probó que la situación 

de discriminación estructural padecida por las mujeres q ue se dedican a la fabricación de 

fuegos artificiales haya  cambiado.  

 

203.  En suma, la Corte encuentra que la situación de pobreza de las presuntas víctimas, 

aunada a los factores interseccionales de discriminación ya mencionados, que agravaban la 

condición  de vulnerabilidad,  (i)  facilitó  la instalación  y funcionamiento  de una  fábrica  dedicada 

a una  actividad  especialmente  peligrosa,  sin  fiscalización  ni  de la  actividad  peligrosa,  ni  de las 

condiciones de higiene y seguridad en el trabajo por parte del Estado; y (ii) llevó a las 

presuntas víctimas a aceptar un trabajo que ponía en riesgo su vida e integridad y la de sus 

hijas e hijos menores de edad. Además, (iii) el Estado no adoptó medidas dirigidas a 

garantizar la igualdad material en el derecho al tr abajo respecto de un grupo de mujeres en 

situación  de marginación  y discriminación.  Esta  situación  implica  que,  en  el  presente  caso,  no 

se garantizó  el  derecho  a condiciones  de trabajo  equitativas  y satisfactorias  sin  discriminación, 

así como  el derecho  a la igualdad  previstos  en  los  artículos  24  y 26,  en  relación  con  el  artículo  

1.1 de la Convención.  

 

B.4. Conclusión  

 

regularización de las fábricas y empresas que incumplen con la normativa laboral, promoviendo la conversión de 
trabajo en condiciones indignas a trabajo decente -  [é]ò Peritaje presentado ante la Corte Interamericana por 
Christian Courtis, supra (expediente  de fondo, folio 908).  
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204.  En virtud  del  análisis  hecho  en  los  párrafos  precedentes  y las  determinaciones  realizadas 

en este capítulo, la Corte concluye que Brasil es responsable por la violación de los artículos 

19 305 , 24 y 26 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 

instrumento,  en  perjuicio  de 60  personas  fallecidas  y seis  sobrevivientes  de la explosión  de la 

f§brica de ñVardo de los fuegosò de Santo Antônio de Jesus, ocurrida el 11 de diciembre de 

1998, tal como son identificadas en el Anexo No. 1 de esta  sentencia.  

 

VIII - 3  

DERECHOS A LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL, EN 

RELACIÓN CON LAS OBLIGACIONES DE RESPETO Y GARANTÍA (ARTÍCULOS  8.1 Y 

25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 DE LA 

MISMA)  

 

A.  Alegatos de las partes y de la  Comisión  

 

205.  La Comisión  encontró  que  el  Estado  incumplió  su deber  de investigar  los  hechos  con  la 

debida diligencia y en un plazo razonable. Así, recordó que el acceso a la justicia debe 

asegurar,  en  un  tiempo  razonable,  el  derecho  de las  presuntas  víctimas  o sus  familiares  a que 

se haga  todo  lo  necesario  para  conocer  la verdad  de lo  sucedido  y se sancione  a los  eventuales 

responsables. Señaló, además, que el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales 

(en adelante ñComit® DESCò) ha establecido el deber de los Estados de ofrecer medios 

adecuados de reparación a las personas o grupos perjudicados y garantizar la rendi ción de 

cuentas de las  empresas.  

 

206.  En este marco, sobre el proceso penal, indicó que: 1) el número de víctimas no puede 

ser considerado un motivo para la demora en su tramitación, pues los posibles responsables 

fueron  determinados  en  las  primeras  etapas  de la investigación  y las  víctimas  se encontraban 

probadas,  dado  que  el  hecho  generador  de las  muertes  y lesiones  fue  uno  solo:  la explosión;  

2) no se puede atribuir la demora a la conducta de los denunciantes porque, tratándose de 

un caso grave de violaciones de derechos humanos, era el Estado el que tenía el deber de 

impulsar la investigación de oficio; 3) no puede atribuirse la demora al proceso propio del 

Tribunal de Jurados, pues el retardo en este caso está vinculado no a las caracterí sticas de 

dicho procedimiento, sino al actuar de las autoridades durante el trámite judicial, y 4) se 

mantuvo la impunidad respecto de las autoridades estatales que incumplieron con su deber 

de fiscalización,  pues  no  se efectuó  ninguna  investigación  sobre  estas.  Además,  indicó  que  la 

impunidad  persiste.  Así,  transcurridos  más  de 20  años  de la  explosión,  las  condenas  no  están 

firmes y se decretó la prescripción de la acción en favor de Osvaldo  Prazeres.  

 

207.  Sobre  los  procesos  civiles  indicó  que,  respecto  del  seguido  contra  el  Estado  de Brasil,  el 

estado de Bahia, la Municipalidad de Santo Antônio de Jesus y la empresa Mário Fróes 

Prazeres Bastos, a pesar de haberse desglosado el proceso por el alto número de 

litisconsortes, después de 15 años, solo un proceso civil ha sido resuelto de forma definitiva. 

Además,  señaló  que  los  montos  derivados  del  pedido  de anticipación  de tutela  para  los  
 

305  El Estado  es responsable  por  la violación  a los  artículos  señalados  en este  párrafo,  en relación  con  el artículo 
19  de la Convención,  en perjuicio  de los niños  Adriana  dos  Santos,  Adriana  Santos  Rocha,  Aldeci  Silva  Santos,  Aldenir 
Silva Santos, Alex Santos Costa, Andreia dos Santos, Aristela Santos de Jesus, Arlete Silva Santos, Carla Alexandra 
Cerqueira dos Santos, Daiane Santos da Conceicao , Daniela Cerqierira Reis, Fabiana Santos Rocha, Francisneide 
Bispo dos Santos, Girlene dos Santos Souza, Karla Reis dos Santos, Luciene Oliveira Santos, Luciene Ribeiro dos 
Santos,  Mairla  de Jesus Santos  Costa,  Núbia  Silva  dos  Santos  y Rosângela  de Jesus França,  fallecidos  en la explosión 
y respecto  de la niña  Maria  Joelma  de Jesus Santos  y los niños  Bruno  Silva  dos  Santos  y Wellington  Silva  dos  Santos 
sobrevivientes de la explosión, en la medida que no se implementaron las medidas especiales de protección que su 
condición de niños  requería.  
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menores de 18 años, cuyas madres habían fallecido, sólo empezó a pagarse en septiembre 

de 2006 y se pagó únicamente a cinco de los 39 bene ficiarios debido a que, en aquel 

momento, la mayoría tenía ya más de 18 años. En relación con el proceso seguido contra 

Osvaldo Prazeres Bastos, Maria Julieta Fróes Bastos y Mário Fróes Prazeres Bastos, enfatizó 

que el acuerdo indemnizatorio firmado el 8 d e octubre de 2013 entre los familiares de las 

víctimas y los demandados, no se refiere a la responsabilidad del Estado, sino al daño 

ocasionado por particulares. Asimismo, citó las declaraciones en la audiencia ante la Corte 

IDH de las señoras María Balbin a dos Santos y Leila Cerqueira dos Santos, subrayando que 

las presuntas víctimas mencionaron que no estaban representadas por abogados en el 

momento de la firma y se sintieron compelidas a firmar por el temor a no recibir nada, 

generado por la Fiscalía que  mediaba en el acuerdo. Por último, señaló que el Estado no ha 

proporcionado  información  en  cuanto  a la adecuación  de los  montos  o sobre  si estos  han  sido 

integralmente entregados a las  víctimas.  

 

208.  Finalmente, sobre los procesos laborales, indicó que del expediente no se desprende 

que se hubieran desplegado todas las medidas posibles para procurar la ejecución de las 

indemnizaciones y que han transcurrido más de 20 años sin que se logre su ejecución. Así,  a 

pesar de ser el único proceso que culminó con una  decisión definitiva, esta terminó siendo, 

en la práctica,  ilusoria.  

 

209.  Los representantes  coincidieron  con  el  planteamiento  de la Comisión  y agregaron  que, 

tanto  por  el  retardo  excesivo  en  el  procesamiento  y juzgamiento  de los  procesos  adelantados 

como  consecuencia  de la explosión,  como  por  la  interposición  sucesiva  de recursos  judiciales, 

el Estado violó el derecho a la verdad y a la reparación. En cuanto al proceso civil  promovido 

por la Fiscalía contra Osvaldo Prazeres Bastos, Maria J ulieta Fróes Bastos y Mário Fróes 

Bastos, indicó que, hasta hoy, las víctimas no han podido recibir integralmente lo que se les 

debe como fruto de la homologación del  acuerdo.  

 

210.  El Estado , en primer lugar, indicó que no puede ser condenado por la violación del 

artículo 8.1 de la Convención pues este artículo, en su consideración, protege a las personas 

que  están  siendo  procesadas  y no  a los  demandantes.  Así,  al  no  ser  los  peticionarios  acusados 

en ninguna de las acciones interpuestas no es aplicable el artículo 8.1. Por otro lado, señaló, 

tampoco  puede  ser  condenado  por  la violación de  los  artículos  8 y 25  de la  Convención,  pues 

los recursos adecuados y eficaces para la protección de los derechos fueron impulsados por 

el Estado, siguiendo el proceso regular en la jurisdicción  interna.  

 

211.  Sobre el procedimiento administrativo, destacó que este fue iniciado de oficio por el 

Estado, llevó a cabo un análisis minucioso de las actividades de los particulares y resolvió, 

menos de un año después de la e xplosión (6 de junio de 1999), aplicar las sanciones 

respectivas, incluida la cancelación del permiso de funcionamiento de la  empresa.  

 

212.  Sobre el juicio penal, indicó que luego de la compleja etapa de instrucción, en el año 

2004,  se dictaminó  el  llamado  a juicio  ante  el  Tribunal  de Jurados,  pero  el  traslado  del  proceso 

a la ciudad de Salvador para la garantía de la independencia del fallo retrasó el juzgamiento 

en esta instancia. Puntualizó que la interposición de recursos que siguió desde entonces no 

ha  presentado  ninguna  irregularidad  o demora  injustificada  atribuible  al  Estado,  sino  que  hace 

parte del  contradictorio.  

 

213.  Respecto a los recursos civiles, afirmó que siguieron su curso regular y consistieron en 

recursos internos adecuados y efectivos para la satisfacción de las pretensiones de las 

víctimas. Destacó que, en el caso de la acción civil ex delicto contra Osvaldo Prazeres  Bastos 

y Mário Fróes Prazeres Bastos, se obtuvo un acuerdo entre las partes en el año 2013, por el 

cual  se estableció  un  monto  de indemnización  de dos  millones  seiscientos  once  mil  trescientos  
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cincuenta y siete reales (R$ 2.611.357 306 ). El cumplimiento de dicho acuerdo y de un nuevo 

acuerdo  judicial  homologado  en  marzo  de 2019  se ha  venido  exigiendo  y garantizando  por  el 

Estado,  razón  por  la cual  se ha  logrado  ejecutar  en  su totalidad,  con  la expedición  de órdenes 

judiciales  de pago  a las  víctimas.  Por otro  lado,  sobre  la acción  civil  planteada  contra  la Unión 

Federal 307 ,  el  estado  de Bahia,  el  Municipio  de Santo  Antônio  de Jesus y la empresa,  el  Estado 

brasileño destacó la concesión de la tutela anticipada en favor de los hijos de las víctimas y 

el desglose del proceso para su ágil tratam iento y la efectividad de la ejecución de los fallos. 

Señaló que no existen irregularidades, acciones u omisiones que hayan causado 

injustificadamente demoras en los procesos, que el trámite de los recursos sigue sin 

irregularidades y de conformidad con la  normativa brasileña, y que los tribunales han 

reafirmado, hasta el momento, las decisiones que conceden  reparación.  

 

214.  En cuanto a los procesos laborales, estableció que no puede ser imputada 

responsabilidad  al  Estado  por  los  casos  en  los  que  no  se obtuvo  reparación  por  esta  vía,  pues 

aquello fue resultado de la conducta de los demandantes respecto de cuestiones procesales 

que afectaron el análisis de fondo, así como de la insuficiencia de la prueba presentada en 

juicio.  Por otro  lado,  en  aquellos  casos en  los  que  se logró  sentencia,  precisó  que,  contrario  a 

lo manifestado  por  los  representantes,  el  Estado  ha  actuado  de forma  diligente  en  la búsqueda 

de bienes  para  la  ejecución  de los  fallos.  De hecho,  manifestó  que,  producto  de esta  actividad, 

se logró  embargar  un  bien  de Osvaldo  Prazeres  Bastos  por  el  monto  de R$ 1.800.000,  el  cual 

sería suficiente para el pago de las indemnizaciones a las  víctimas.  

 

215.  Finalmente,  en  relación con  cada  uno  de los  procesos  judiciales,  el  Estado  alegó  que  no 

tiene conocimiento de que las víctimas hayan cuestionado su trámite ante el Poder Judicial 

interno o ante las instancias administrativas disciplinarias  existentes.  

 

B.  Consideraciones de la  Corte  

 

216.  Este Tribunal ha reiterado que las garantías judi ciales comprendidas en el artículo 8.1 

de la Convenci·n est§n ²ntimamente vinculadas al debido proceso legal, el cual ñabarca las 

condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquellos cuyos 

derechos  u obligaciones  están  bajo  consideración  judicialò308 .  El artículo  25  de la Convención, 

a su vez, se refiere a ñla obligaci·n de los Estados Partes de garantizar, a todas las personas 

bajo su jurisdicción, un recurso judicial sencillo, rápido y efecti vo ante juez o tribunal 

competenteò309 .  

 

217.  Los art²culos 8, 25 y 1.1 se encuentran interrelacionados en la medida que ñ[l]os [é] 

recursos judiciales efectivos [é] deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del 

debido  proceso legal, [é] dentro de la obligaci·n general a cargo de los [é] Estados, de 

garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda 

persona  que  se encuentre  bajo  su jurisdicción  (art.  1)ò310 .  La efectividad  de los  recursos  debe  

 
306  Este  monto  es resultado  de la corrección  monetaria  aplicada  al monto  original  (R$  1.280.000,00)  en octubre 
de 2017.  
307  La Unión Federal es el ente federativo dotado de personalidad jurídica correspondiente al Estado de  Brasil.  
308  Cfr.  Garantías  judiciales  en estados  de emergencia  (Arts.  27.2,  25  y 8 Convención  Americana  sobre  Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC -9/87 de 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 28; Caso del Tribunal 
Constitucional  Vs.  Perú.  Fondo,  Reparaciones  y Costas . Sentencia  de 31  de enero  de 2001,  Serie  C No.  71,  párrs.  69 
y 108, y Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina , 
supra , párr.  294.  
309  Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 
5 de julio de 2011, Serie C No. 228, párr. 95, y Caso Comu nidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka 
Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina, supra , párr.  294.  
310  Cfr . Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, supra , párr. 91, y Caso 
Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina, supra, párr.  294.  
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evaluarse  en  el  caso  particular  teniendo  en  cuenta  si ñexistieron vías  internas  que  garantizaran 

un verdadero acceso a la just icia para reclamar la reparaci·n de la violaci·nò311 . El acceso a 

la justicia  puede  ser  verificado  cuando  el  Estado  garantiza,  en  un  tiempo  razonable,  el  derecho 

de las  presuntas  víctimas  o sus  familiares  a que  se lleven  a cabo  todas  las  medidas  necesarias 

para conocer la verdad de lo sucedido y, en su caso, sancionar a los eventuales 

responsables 312 .  

 

218.  En este sentido, la Corte recuerda que los artículos 8 y 25 de la Convención también 

consagran el derecho de obtener respuesta a las demandas y solicitudes planteadas a las 

autoridades judiciales, ya que la eficacia del recurso implica una obligación positiva de 

proporcionar una respuesta en un plazo  razonable 313 .  

 

219.  Tomando en cuenta los alegatos de las partes y de la Comisión, así como las 

características específicas de cada procedimiento y sus tiempos distintos de tramitación, la 

Corte estima pertinente analizar las alegadas violaciones a los derechos a las garantías 

judiciales y a la protección judicial respecto a cada tipología de los procesos internos. Para 

ese efecto, el presente capítulo está dividido de la siguiente forma: 1) la debida diligencia y 

el plazo razonable; 1.1. el proceso penal; 1.2. las causas civiles; 1.3. los procesos  laborales;  

2) la protección judicial efectiva, y 3) conclusión.  

 

B.1  La debida diligencia y el plazo  razonable  
 

220.  La Corte ha indicado, haciendo referencia a la debida diligencia en procesos penales, 

que  la  investigación  debe  ser  realizada  por  todos  los  medios  legales  disponibles  y orientada  a 

la determinación  de la verdad  y la persecución,  captura,  enjuiciamiento  y eventual  castigo  de 

todos los responsables intelectuales y materiales de los hechos 314 . Igualmente, que la 

impunidad debe ser erradicada mediante la determinación de las responsabilidades tanto 

generales del Estado, como individuales -penales y de otra índole -  de sus agentes o de 

particulares, de modo que pa ra cumplir esta obligación, el Estado debe remover todos los 

obstáculos, de facto y de jure , que mantengan la  impunidad 315 .  

 

221.  Como resulta de los hechos probados en el presente caso, la explosión de la fábrica de 

fuegos  artif iciales  en  Santo  Antônio  de Jesus,  sucedida  el  11  de diciembre  de 1998,  generó  la 

apertura  de procesos  en  las  instancias  administrativa,  penal,  civil,  y  laboral.  La Corte  entiende 

que la debida diligencia estará demostrada en el proceso penal si el Estado logra demostrar 

que ha emprendido todos los esfuerzos 316 , en un tiempo razonable, para permitir la 

determinación  de la  verdad,  la identificación  y sanción  de todos  los  responsables,  sean  

 
311  Cfr . Caso Goiburú y otros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 
2006.  Serie  C No.  153,  párr.  120,  y Caso Comunidades  Indígenas  Miembros  de la Asociación  Lhaka  Honhat  (Nuestra 
Tierra) Vs. Argentina, supra, párr.  294.  
312  Cfr . Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. 
Serie C No. 100, párr. 114, y Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356, párr.  80.  
313  Cfr. Caso Cantos Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2002. 
Serie C No. 97, párr. 57, y Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) 
Vs. Argentina, supra, párr.  295.  
314  Cfr. Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C No. 
147, párr. 94, y Caso Terrones Silva y otros Vs. Perú. Excepcione s Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia 
de 26  de septiembre  de 2018.  Serie  C No.  360,  párr.  182.  
315  Cfr . Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 
2003.  Serie  C No.  101 , párr.  277,  y Caso Miembros  de la Aldea  Chichupac  y comunidades  vecinas  del  Municipio  de Rabinal 
Vs. Guatemala, supra , párr.  285.  
316  La Corte ha establecido reiteradamente que el deber de investigar es una obligación de medio y no de 
resultados. Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, supra , párr. 177, y Caso Terrones Silva y otros Vs. 
Perú, supra, párr.  182.  
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particulares o funcionarios del Estado. En cuanto a los procesos civiles por daños, la debida 

diligencia se verifica por medio del análisis de las actuaciones de las autoridades estatales 

(jueces y miembros de la Fiscalía) en el sentido de conducir los pro cedimientos de forma 

sencilla y célere con el fin de identificar los agentes que causaron los daños y, en su caso, 

reparar adecuadamente a las víctimas. El examen de la debida diligencia en los procesos 

laborales debe tomar en consideración las medidas ado ptadas por las autoridades judiciales 

para  establecer  el  vínculo  laboral  entre  los  trabajadores  y trabajadoras  de la fábrica  de fuegos 

con los dueños, identificar los montos debidos y determinar y ejecutar el pago de dichos 

valores.  

 

222.  En cuanto a la celeridad del proceso, este Tribunal ha señalado que el plazo razonable 

al  que  se refiere  el  artículo  8.1  de la Convención  se debe  apreciar  en  relación  con  la duración 

total  del  procedimiento  que  se desarrolla,  desde  el  primer  acto  procesal hasta  que  se dicte  la 

sentencia definitiva, incluyendo los recursos de instancia que pudieran eventualmente 

presentarse 317 .  El derecho  de acceso  a la  justicia  implica  que  la solución  de la controversia  se 

produzca en tiempo razonable 318 , ya que una demora prolongada puede llegar a constituir, 

por sí misma, una violación de las garantías  judiciales 319 .  

 

223.  Asimismo, el Tribunal ha establecido que la evaluación del plazo razonable se debe 

analizar en cada caso concreto, en relación con la duración total del proceso, lo cual podría 

también  incluir  la ejecución  de la  sentencia  definitiva.  De esta  manera,  ha  considerado  cuatro 

elementos para analizar si se cumplió con la gara ntía del plazo razonable, a saber: (i) la 

complejidad del asunto 320 , (ii) la actividad procesal del interesado 321 , (iii) la conducta de las 

autoridades judiciales 322 , y (iv) la afectación generada en la situación jurídica de la presunta 

víctima 323 .  

 

224.  En efecto, este Tribunal ha establecido que, si el paso del tiempo incide de manera 

relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento 

avance con mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve 324 . La  Corte 

recuerda que corresponde al Estado justificar, con fundamento en los criterios señalados, la 

razón  por  la  cual  ha  requerido  del  tiempo  transcurrido  para  tratar  el  caso  y,  de no  demostrarlo, 

la Corte tiene amplias atribuciones para hacer su propia estimación al  respecto 325 .  
 

317  Cfr.  Caso Suárez  Rosero  Vs.  Ecuador.  Fondo . Sentencia  de 12  de noviembre  de 1997.  Serie  C No.  35,  párr. 
71, y Caso Carranza Alarcón Vs. Ecuador, supra , párr.  92.  
318  Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo, supra, párr. 71, y Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308 , 
párr.  176.  
319  Cfr. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas . 
Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94 , párr. 145, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay, supra , párr.  83.  
320  Cfr. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares . Sentencia de 27 de enero de 1995. Serie 
C No. 21, párr. 78, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay, supra , párr. 83 y nota a pie  83.  
321  Cfr . Caso Cantos Vs. Argentina, supra , párr. 57, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay, supra, 401, párr. 83 
y nota a pie  84.  
322  La Corte ha entendido que, para lograr plenamente la efectividad de la sentencia, las autoridades judiciales 
deben actuar con celeridad y sin demora, debido a que el principio de tutela judicial efectiva requiere que los 
procedimientos  de ejecución  sean  llevados  a cabo  sin  obstáculos  o demoras  indebidas,  a fin  de que  alcancen  su objetivo 
de manera  rápida,  sencilla  e integral.  Cfr.  Caso Mejía  Idrovo  Vs.  Ecuador,  supra,  párr.  106,  y Caso Noguera  y otra  Vs. 
Paraguay, supra , párr. 83 y nota a pie  85.  
323  La Corte ha afirmado que para determinar la razonabilidad del plazo se debe tomar en cuenta la afectación 
generada  por  la duración  del  procedimiento  en la situación  jurídica  de la persona  involucrada,  considerando,  entre  otros 
elementos,  la materia  de la controversia.  Cfr.  Caso Asociación  Nacional  de Cesantes  y Jubilados  de la Superintendencia 
Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB -SUNAT) Vs. Perú , supra , párr. 148, y Caso Noguera y otra Vs. 
Paraguay, supra , párr. 83 y nota a pie  86.  
324  Cfr.  Caso Valle  Jaramillo  y otros  Vs.  Colombia.  Fondo,  Reparaciones  y Costas.  Sentencia  de 27  de noviembre 

de 2008. Serie C No. 192, párr. 155, y Caso Muelle Flores Vs. Perú, supra , párr.  162.  
325  Cfr. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 
de septiembre de 2009. Serie C No. 202, párr. 156, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay, supra , párr.  83.  
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225.  Para determinar la complejidad del  asunto la Corte ha valorado distintos elementos, 

entre los que se encuentran: i) la complejidad de la prueba 326 ; ii) la pluralidad de sujetos 

procesales 327  o la cantidad de víctimas 328 ; iii) el tiempo transcurrido desde que se ha tenido 

la noticia del presunto hecho delictivo 329 ; iv) las características del recurso contenido en la 

legislación interna 330 , o v) el contexto en el que ocurrieron los  hechos 331 .  

 

226.  Con el fin de analizar si el Estado de Brasil cumplió con sus obligaciones de actuar con 

la debida diligencia y en un plazo razonable, contenidas en el artículo 8.1  de la Convención, 

la Corte estima pertinente retomar brevemente las actuaciones en los procesos iniciados a 

partir de la explosión del 11 de diciembre de 1998 y proceder al análisis sobre cada uno de 

ellos.  

 

227.  En cuanto al proceso administrativo, llevado a cabo por el Ejército brasileño con el fin 

de evaluar las condiciones de funcionamiento de la fábrica de fuegos tras su explosión, fue 

iniciado el 13 de diciembre de 1998, y culminó con la cancelación definitiva del registro de  la 

empresa,  el  6 de junio  de 1999,  al  constatarse  una  serie  de irregularidades.  La Corte  considera 

que durante el trámite de ese proceso el Estado logró demostrar que actuó con la debida 

diligencia y en un plazo  razonable.  

 

B.1.1  El Proceso Penal  

 

228.  En el ámbito  penal,  la policía  civil  inició  una  investigación  de oficio  luego  de la  explosión, 

de modo que el 12 de abril de 1999, el Ministerio Público del Estado de Bahia presentó una 

acusación formal por los crímenes de homicidio doloso y tentativa de homicid io contra Mário 

Fróes Prazeres Bastos, Osvaldo Prazeres Bastos, Ana Cláudia Almeida Reis Bastos, Helenice 

Fróes Bastos Lírio, Adriana Fróes Bastos de Cerqueira, Berenice Prazeres Bastos da Silva, 

Elísio  de Santana  Brito  y Raimundo  da  Conceição  Alves.  El 9 de noviembre  de 2004,  se decidió 

en primera instancia que los acusados debían ser sometidos al Tribunal de Jurados. Contra 

esta decisión, los denunciados presentaron un recurso que fue rechazado por el Tribunal de 

Justicia del estado de Bahia el 27 de octu bre de 2005. El 18 de julio de 2007, el Ministerio 

Público solicitó que se trasladara el caso a la ciudad de Salvador debido al riesgo de que la 

influencia económica y política de los acusados obstaculizara la toma de decisión, lo que fue 

acogido por el Tr ibunal de Justicia el 7 de noviembre de 2007. Después de la denegación de 

distintos  recursos  interpuestos  por  los  acusados  y,  una  vez  resueltos  estos,  el  expediente  fue 

remitido al Tribunal de Justicia de Bahia, el 9 de noviembre de 2009. El Tribunal de Justicia 

de Bahia lo remitió, el 27 de abril de 2010, al condado de Santo Antônio de Jesus. Sin 

embargo, este no era competente debido al traslado ordenado. El 30 de junio de 2010, el 

proceso fue recibido nuevamente por el Tribunal de Justicia de Bahia que, a su vez, lo envió 

al Primer Circuito Judicial Criminal de Salvador. El 20 de octubre de 2010, se dictó sentencia 

por  el  Tribunal  de Jurados  en  la que  fueron  condenadas  cinco  personas  y absueltos  3 

 
326  Cfr. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 29 de enero de 1997. 
Serie C No. 30, párr. 78, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra , párr.  182 . 
327  Cfr. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de junio de 2005. 
Serie C No. 129, párr. 106, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra , párr.  182.  
328  Cfr. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina, supra , párr. 156, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra , 
párr.  182.  
329 Mutatis mutandis, Cfr. Caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá . Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas.  Sentencia  de 12  de agosto  de 2008.  Serie  C No.  186,  párr.  150,  y Caso Montesinos  Mejía  Vs.  Ecuador,  supra , 

párr.  182.  
330  Cfr. Caso Salvador Chiriboga Vs. Ecuador. Excepción Preliminar y Fondo . Sentencia de 6 de mayo de 2008. 
Serie C No. 179, párr. 83, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra , párr.  182.  
331  Cfr. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina , supra, párr. 156, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra , 
párr.  182.  
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acusados. El 26 de abril del 2012, dicha decisión fue confirmada en segunda instancia. Se 

interpusieron recursos especiales y extraordinarios y otros recursos interlocutorios dirigidos 

al  Superior  Tribunal  de Justicia  (STJ)  y al  Supremo  Tribunal  Federal  (STF).  Durante  el  año  de 

2019, tres habeas corpus fueron presentados ante el Tribunal de Justicia de Bahia en favor 

de los  acusados,  los  cuales  resultaron  en  el  reconocimiento  de la  prescripción  de la acción  en 

favor de Osvaldo Prazeres Bastos, con la consecuente extinción de su punibilidad, y la 

anulación de la decisión de segunda instancia por falta de citación de los abogados de los 

acusados.  
 

229.  En lo que  respecta  al  plazo  razonable,  mediante  el  análisis  del  proceso  penal  a la luz  de 

los cuatro elementos establecidos de manera constante por la Corte en su jurisprudencia y 

tomando en cuenta el acervo probatorio disponible, el Tribunal observa que: (i) en cuanto a 

la complejidad  del  asunto,  las  víctimas  y posibles  responsables,  así como  las  circunstancias  y 

causales de la explosión habían sido determinados en el proceso administrativo concluido en 

el año 1999; (ii) no consta del expedien te ninguna actividad procesal de los interesados que 

pueda haber contribuido al retraso del proceso, más aún cuando se trata de un proceso que 

dependía exclusivamente del impulso oficial (iii) la conducta de las autoridades judiciales fue 

el principal fact or que generó la excesiva demora en el desarrollo del proceso penal debido a 

la gran tardanza en el análisis de los distintos recursos interpuestos por los acusados, los 

equívocos ya mencionados en los traslados del expediente y la grave falla por la ausen cia de 

citación de los abogados de los acusados a la audiencia en la que se profirió la decisión de 

segunda  instancia,  lo cual  resultó  en  un  retroceso  de más  de seis  años  en  el  trámite  del  caso 

por la anulación de la decisión referida, y (iv) en cuanto a la afectación generada en la 

situación jurídica de las presuntas víctimas, la Corte considera que la demora excesiva y la 

impunidad agravaron su situación, especialmente en razón de la condición de extrema 

vulnerabilidad  por  la situación  de pobrez a y discriminación  estructural  en  que  se encontraban.  

 

230.  El Tribunal nota que, aunque se hayan identificado rápidamente los sospechosos, las 

víctimas y las circunstancias de la explosión, la falta de debida diligencia y equívocos de las 

autoridades judiciales resultaron en notorias dilaciones en el presente caso, así como en su 

total impunidad. En efecto, la falta de debida diligencia se identifica especialmente en los 

retrasos injustificados de las autoridades judiciales en procesar los distintos recursos 

interpuestos por los acusados, los problemas con los traslados equivocados del expediente y 

los  errores  en  cuanto  a la notificación  de la  decisión  de segunda  instancia  a los  defensores  de 

los acusados, lo cual llevó a la anulación de aqu ella  sentencia.  

 

231.  Este Tribunal considera que el Estado no ha demostrado que haya existido  una 

justificación aceptable para los largos períodos de tiempo sin que existieran actuaciones por 

parte  de las  autoridades  judiciales  y la demora  prolongada  del  proceso  penal.  Por tanto,  este 

Tribunal constata que, en el presente caso, la demora de casi 22 años sin una decisión 

definitiva configuró una falta de la razonabilidad en el plazo por parte del Estado para llevar 

a cabo  el  proceso  penal.  Además,  la  Corte  considera  que  las  autoridades  judiciales  no  actuaron 

con la debida diligencia para que se llegara a una resolución en el proceso  penal.  

 

B.1.2  Las causas  civiles  

 

232.  En la esfera  civil,  se iniciaron  dos  procesos  distintos:  la causa  civil  de indemnización  por 

daños morales y materiales contra el Estado de Brasil, el estado de Bahia, la municipalidad 

de Santo Antônio de Jesus y la empresa de Mário Fróes Prazeres Bastos, y la acción civil ex 

delicto contra Osvaldo Prazeres Bastos, Maria Julieta Fróes Bastos y Mário Fróes Prazeres 

Bastos.  

 

233.  La primera causa civil, iniciada el 4 de marzo de 2002 por las víctimas y sus  familiares,  
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contenía  una  solicitud  de anticipación  de tutela  en  favor  de las  personas  menores  de 18  años 

cuyas  madres  habían  fallecido  en  la explosión,  la  cual  fue  aceptada  el  día  siguiente  por  el  juez 

federal competente. De las 44 niñas y niños que perdieron a sus madres y demandaron al 

gobierno federal, 39 fueron beneficiadas por la decisión preliminar de tutela de una pensión 

mensual  de un  salario  mínimo  y,  de estas,  sólo  16  recibieron  efectivamente  dicho  pago,  pues, 

por el transcurso del tiempo, las demás ya tenían 18 años. Los demás familiares no habrían 

recibido  reparación  alguna  del  Estado.  Tras  las  decisiones  respecto  a los  recursos  interpuestos 

contra la decisión de la tutela anticipada se realizó, en 2004, un desglose del proceso debido 

al alto número de litisconsortes (84), producto del cual se entablaron 14 procesos distintos. 

Las sentencias  de primera  instancia  se dictaron  entre  julio  de 2010  y agosto  de 2011  y contra 

ellas  se interpusieron  recursos  de apelación  que  fueron  negados  entre  agosto  de 2013  y marzo 

de 2017.  Se presentaron  recursos  de aclaración  contra  las  sentencias  de apelación,  los  cuales 

fueron resueltos entre el 26 de octubre de 2015 y el 5 de mayo de 2018. Se interpusieron 

recursos  especiales  y extraordinarios  en  12  de los  14  procesos,  de modo  que  10  permanecen 

pendientes y dos tuvieron decisiones que quedaron firmes en septiembre de 2017 y abril de 

2018.  De la  prueba  disponible  se desprende  que  no  hubo  ningún  pago  a las  presuntas  víctimas 

a raíz de esos  procesos.  

 

234.  En lo que respecta la garantía de un plazo razonable, el Tribunal estima que: (i) la 

complejidad del asunto no puede ser invocada por las mismas razones dispuestas en el 

análisis del proceso penal; (ii) no hay elementos suficientes en el acervo probatorio que 

permitan a la Corte examinar la actividad procesal de los inte resados; (iii) en cuanto a la 

conducta de las autoridades judiciales, la Corte nota que hubo un retardo injustificado para 

que  se ordenara  el  desglose  de los  procesos  (2  años),  para  que  se dictaran  las  sentencias  en 

primera instancia (6 o 7 años después de l desglose del proceso) y para la apreciación de los 

distintos recursos interpuestos (aproximadamente 7 años), y (iv) en cuanto a la afectación 

generada  en  la situación  jurídica  de las  presuntas  víctimas,  la  Corte  encuentra  que  la ausencia 

de indemnización, objeto del proceso civil en cuestión, tuvo un impacto muy significativo, 

toda  vez  que,  como  fue  demostrado  a lo  largo  del  trámite  de este  caso,  las  presuntas  víctimas 

y sus familiares no contaban con los medios económicos suficientes para pa gar los costos de 

tratamientos médicos y psicológicos necesarios, incluso aquellos destinados a tratar de las 

distintas  secuelas  que  presentaron  las  personas  sobrevivientes  de la explosión.  Por lo anterior, 

este  Tribunal  constata  que  el  Estado  incumplió  con  la garantía  del  plazo  razonable  en  relación 

con los procesos en  cuestión.  

 

235.  En relación con la debida diligencia en la primera causa civil, la Corte observa que el 

desglose del proceso, determinado en 2004, solamente dos años después de presentada la 

acción civil, y que tenía el objeto de facilitar y hacer más rápida la prestación jurisdiccional, 

como adujó el Estado, no logró su fin, pues las primeras sentencias de primera instancia se 

dictaron en 2010, ocho años después del comienzo de la demanda principal y, hasta el 

momento, solamente hay dos decisiones firmes, las cuales todavía no fueron ejecutadas. La 

Corte estima que hubo una demora excesiva en la emisión de las resoluciones de las 

apelaciones de un promedio de 7 años, sin que el E stado haya presentado una justificación 

para ello. Por lo anterior, aunado a la ausencia de solución definitiva y ejecución de las 

decisiones judiciales después de más de 20 años del inicio de la causa civil principal, el 

Tribunal considera que el Estado n o actuó con la debida  diligencia 332 .  

 

236.  La segunda causa civil, es decir, la acción civil ex delicto , se presentó después del 

ingreso  de una  medida  cautelar,  el  mismo  año  de 1998,  mediante  la cual  se solicitó  el  bloqueo  

 
332  En cuanto al hecho de que solo 16 de las 39 personas recibieron el pago ordenado en la decisión de 
anticipación  de tutela,  la Corte  no  cuenta  con  elementos  probatorios  suficientes  para  determinar  si hubo  una  falta  de 
diligencia por parte del Estado en la determinación de los  beneficiarios.  
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de los bienes de los acusados Osvaldo Prazeres Bastos y Mário Fróes Prazeres Bastos con el 

fin  de garantizar  las  reparaciones  de daños  en  favor  de las  víctimas.  El proceso  principal  tuvo 

inicio  el  9 de enero  de 1999.  El Juez a cargo  del  proceso,  ejerciendo  una  facultad  prevista  por 

la legislación procesal penal brasileña 333 , suspendió el trámite de esta acción civil hasta la 

resolución de la acción penal, co n el objetivo de evitar posibles sentencias conflictivas, a 

ejemplo de la hipótesis de una absolución en el juicio penal con repercusiones en el juicio 

civil 334 . La acción civil culminó, el 8 de octubre de 2013, con un acuerdo entre las víctimas, 

familiares y demandados, mediado por el Ministerio Público y homologado por el Juzgado de 

primera instancia el 10 de diciembre de 2013, que estableció una indemnización de 

aproximadamente R$ 1.280.000,00 (un millón doscientos oc henta mil reales), los cuales 

serían repartidos entre las víctimas y familiares. Dado al incumplimiento del acuerdo por los 

demandados, el Ministerio Público tomó varias medidas para garantizar la ejecución. Sin 

embargo,  solo  hasta  finales  de marzo  de 2019  las  sumas  establecidas  por  el  acuerdo  de 2013, 

debidamente actualizadas, terminaron de ser entregadas a las víctimas, resultado de un 

nuevo acuerdo entre las partes, firmado en marzo de  2019.  

 

237.  La Corte no cuenta con elementos probatorios suficientes para determinar el 

cumplimiento o incumplimiento del deber de debida diligencia en la acción civil ex  delicto .  

 

238.  En cuanto al trámite del proceso dentro de un plazo razonable, la Corte nota que: (i)  la 

complejidad del asunto no puede ser invocada por las mismas razones dispuestas en el 

análisis del proceso penal; (ii) no hay elementos suficientes en el acervo probatorio que 

permita  a la Corte  examinar  la actividad  procesal  de los  interesados  y,  además,  la acción  civil 

ex delicto fue presentada por el Ministerio Público, de modo que de dicho órgano estatal 

dependía  el  impulso  del  proceso;  (iii)  en  relación  con  la  conducta  de las  autoridades  judiciales, 

la Corte verificó una demora excesiva y no justificada entre la decisión penal (2010) y el 

primer acuerdo firmado (2013), así como entre este acuerdo y los últimos pagos efectuados 

para reparar a las presuntas víctimas (2019), y (iv) en cuanto  a la afectación generada en la 

situación jurídica de la s presuntas víctimas, la Corte considera que el transcurso de más de 

20 años para que las presuntas víctimas pudieran acceder a un monto indemnizatorio, que 

era lo que se buscaba con el proceso civil bajo análisis, afectó a las presuntas víctimas y a 

sus f amiliares de forma muy relevante, pues vivían en un contexto de pobreza y 

discriminación,  lo que  resultó  en  que  no  disponían  de los  medios  económicos  suficientes  para 

cubrir los gastos que los tratamientos médicos y psicológicos implicaban, incluso los 

destinados a tratar las distintas secuelas de la explosión en los sobrevivientes. Ante el 

expuesto, el Tribunal estima que las autoridades judiciales no garantizaron los medios, ni 

tomaron las medidas conducentes para lograr la reparación adecuada en tiemp o razonable.  

 

B.1.3  Los procesos  laborales  

 

239.  En el ámbito  laboral,  durante  los  años  2000  y 2001,  se presentaron  76  procesos  ante  la 

Justicia de Trabajo de Santo Antônio de Jesus, de los cuales 30 fueron archivados 

definitivamente y otros 46 fueron declarados improcedentes en primera instancia. Frente a 

las  resoluciones  que  declararon  improcedentes  las  demandas,  se interpuso  recurso  ordinario, 

producto del cual el Tribunal Regional de Trabajo de la Quinta Región, dando la razón a las 

víctimas,  ordenó  un  nuevo  pronunciamiento.  Las nuevas  resoluciones  reconocieron  el  vínculo 

laboral de las víctimas con Mário Fróes Prazeres Bastos, de modo que 18 acciones fueron 

declaradas parcialmente procedentes y una totalmente procedente. De esas, seis siguen  con  

 

 
 

333  Cfr. Código de Proceso Penal brasileño, artículo 64, párrafo  único.  
334  Cfr.  Declaración  rendida  ante  fedatario  público  por  Aline  Cotrim  Chamadoira,  9 de enero  de 2020  (expediente 
de fondo, folios 873 a  875).  
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ejecución en curso, sin embargo, permanecieron en archivo provisorio por varios años 335 , 

pues no se habían encontrado bienes del condenado (Mario Fróes Prazeres Bastos) que 

permitieran su ejecución 336 . En agosto de 2018, en el marco del proceso laboral de Leila 

Cerqueira  dos  Santos,  se embargó  un  bien  de Osvaldo  Prazeres  Bastos,  padre  de Mario  Fróes 

Prazeres Bastos, por el monto de R$ 1.800,000, que según lo informado por una Jueza de la 

Justicia  de Trabajo  de Santo  Antônio  de Jesus 337 ,  sería  suficiente  para  indemnizar  las  víctimas 

de todas las acciones cuyas ejecuciones estaban  activas.  
 

240.  Al analizar los cuatro elementos necesarios para evaluar la razonabilidad del plaz o, el 

Tribunal  encuentra  que  (i)  el  asunto  no  era  de alta  complejidad,  pues  las  condiciones  laborales 

bajo  las  cuales  trabajaban  las  víctimas  directas  del  presente  caso  habían  sido  constatadas  por 

el peritaje del Ejército luego de la explosión y la identificación de las personas que tenían 

vínculo de empleo con los dueños de la fábrica se podría haber establecido, por ejemplo, 

mediante el análisis de las certificaciones de defunción adjuntados a la denuncia penal del 

Ministerio Público de Bahia; (ii)  no consta del expediente que la actividad procesal de los 

interesados haya perjudicado o facilitado el deslinde de la causa; (iii) la conducta de las 

autoridades judiciales fue insuficiente, en la medida que tenían los elementos para haber 

reconocido el r ol de Osvaldo Prazeres Bastos en la fábrica y, por lo tanto, haber ordenado  el 

embargo  de sus  bienes  años  antes.  Sin  embargo,  hubo  una  demora  excesiva  pues  solamente  

18 años después de iniciados los procesos, se logró embargar un bien que parece ser 

sufici ente para la ejecución de las sentencias; por último, (iv) en cuanto a la afectación 

generada en la situación jurídica de las presuntas víctimas, la Corte considera que el 

transcurso  de 18  años  sin  que  ninguna  de las  presuntas  víctimas  recibiera  los  montos  debidos 

en razón del accidente de trabajo (explosión) y de las infracciones a los derechos laborales, 

les afectó de forma muy relevante, pues vivían en un contexto de pobreza y discriminación, 

lo que resultaba en que no disponían de los medios econó micos suficientes para cubrir los 

gastos de los tratamientos médicos y psicológicos necesarios, incluso los destinados a tratar 

de las  distintas  secuelas  de la  explosión  en  los  sobrevivientes.  Por lo  tanto,  el  Tribunal  estima 

que existen suficientes elemen tos para concluir que el Estado no garantizó que los procesos 

laborales se tramitaran en un plazo razonable, particularmente en lo que respecta a la 

ejecución de las  sentencias.  

 

241.  Asimismo, los procesos laborales que tuvieron sentencias favorables a las trabajadoras 

de la fábrica fueron archivados provisoriamente por muchos años, debido a que la justicia 

laboral,  en  principio,  no  reconoció  el  vínculo  laboral  entre  las  trabajadoras  y Osvaldo  Prazeres 

Bastos, toda vez que era su hijo, Mario Fróes Prazeres B astos, quien constaba, formalmente 

como propietario de la empresa, y no se habían encontrado bienes para embargar. Sin 

embargo,  en  el  ámbito  de las  acciones  civiles  y penales,  la  relación  de Osvaldo  Prazeres  Bastos 

con  la  fábrica  de fuegos  ya  había  sido  constatada  y él  si tenía  bienes  que  podían  garantizar  el 

pago a las víctimas. La Corte encuentra que el Estado no demostró haber adelantado 

gestiones  efectivas  para  lograr  el  éxito  de la  ejecución  en  estos  casos,  de modo  que  solamente 

18  años  después  de presentadas  las  acciones  laborales,  en  agosto  de 2018,  se logró  confiscar 

un bien de Osvaldo Prazeres Bastos suficiente para solventar los montos de  las  
 

335  La Corte no cuenta con la información exacta sobre el trámite de cada proceso laboral. Sin embargo, se 
deprende  de la ficha  de trámite  del  caso  de Leila  Cerqueira  dos  Santos,  presentada  por  el Estado  en su contestación, 
que su proceso estuvo archivado provisoriamente entre el 8 de noviembre de 2002 y el 27 de octubre de 2009; en 
razón  de la frustración  de la ejecución,  fue  suspendido  del  6 de agosto  de 2010  al 24  de noviembre  de 2011  y del  18 

de diciembre de 2013 al 14 de mayo de 2014 (expediente de prueba, folios 2624 a  2638).  
336  El informe presentado por el Director Adjunto de la Secretaría del Trabajo de Santo Antônio de Jesus, de 5 
de octubre de 2005, señala que las acciones resueltas a favor de los demandantes se encontraban en archivo 
provisorio pues no se habían encontrado bi enes del condenado que permitieran la ejecución de las sentencias. Cfr. 
Informe del Director Adjunto de Secretaría del Trabajo en Santo Antônio de Jesus,  supra . 
337  Cfr. Comunicación de la Jueza Cássia Magali Moreira Daltro, de la Justicia del Trabajo de Santo Antônio de 
Jesus, a la Abogacía General de la Unión, 21 de febrero de 2019 (expediente de prueba, folio  4106).  
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indemnizaciones.  Por lo anterior,  el  Tribunal  concluye  que  el  Estado  también  incumplió  con  su 

deber de debida diligencia en los procesos  laborales.  

 

B.2  Ausencia de protección judicial  efectiva  

 

242.  La Corte ha reiterado que un proceso debe tender a la materialización de la protección 

del  derecho  reconocido  en  el  pronunciamiento  judicial,  mediante  la  aplicación  idónea  de dicho 

pronunciamiento 338 . Por tanto, la efectividad de las sentencias depende de su ejecución 339 . 

As², ñuna sentencia con car§cter de cosa juzgada otorga certeza sobre el derecho o 

controversia discutida en el caso concreto y, por ende, tiene como uno de sus efectos la 

obligatoriedad o necesidad de cumplimiento. Lo contrario  supone la negación misma del 

derecho involucradoò340 . Así, es imprescindible que el Estado garantice los medios para 

ejecutar las decisiones  definitivas 341 .  

 

243.  La Corte considera que la ejecución de las sentencias debe ser regida por aquellos 

estándares  específicos  que  permitan  hacer  efectivos  los  principios,  inter  alia,  de tutela  judicial, 

debido proceso, seguridad jurídica, independencia judicial y estado de derecho. La Corte 

concuerda con el Tribunal Europeo de Derechos Humanos al considerar que, para lograr 

plenamente la efectividad de la sentencia, la ejecución debe ser completa, perfecta, integral 

y sin  demora 342 .  

 

244.  En el presente caso, la Corte recuerda que el proceso penal fue iniciado de oficio luego 

de la explosión y se presentó acusación formal el 12 de abril de 1999. El 20 de octubre de 

2010, casi 12 años después de iniciadas las investigaciones, fueron condenadas cinco 

personas, incluidos M ario Fróes Prazeres Bastos y Osvaldo Prazeres Bastos, lo que fue 

confirmado en segunda instancia. Sin embargo, por motivo de la ausencia de citación de los 

defensores de los acusados a la sesión de deliberación de la apelación, las condenas no 

quedaron en firme. Además, prescribió la acción penal contra Osvaldo Prazeres Bastos. Los 

procesos civiles iniciados por las víctimas y los procesos laborales adelantados entre 1999 y 

2002, tampoco tienen solución definitiva, excepto en el caso de dos de los procesos  civiles.  

 

245.  Con base en lo anterior, a más de 21 años de ocurridos los hechos, la Corte encuentra 

que ninguna persona ha sido efectivamente sancionada ni tampoco se ha reparado 

adecuadamente a las víctimas de la explosión ni a sus  familiares.  

 

246.  Por lo anterio r, este Tribunal considera que no se garantizó una protección judicial 

efectiva a las trabajadoras de la fábrica de fuegos, toda vez que, aunque se les ha permitido 

hacer  uso  de recursos  judiciales  previstos  legalmente,  dichos  recursos  o bien  no  tuvieron  una 

solución definitiva después de más de 18 años desde el inicio de su trámite, o contaron con 

una  decisión  favorable  a las  víctimas,  que  no  pudo  ser  ejecutada  por  retrasos  injustificados  
 

338  Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Competencia. Sentencia de 28 de noviembre de 2003. Serie 
C No. 104 , párr. 73, y Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional de 
Administración Tributaria (ANCEJUB -SUNAT) Vs. Perú, supra , párr.  103.  
339  Cfr. Caso Baena Ri cardo y otros Vs. Panamá. Competencia, supra , párr. 73, y Caso Asociación Nacional de 
Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB -SUNAT) Vs. Perú, 
supra , párr.  103.  
340  Cfr. Caso Muelle Flores Vs. Perú, supra , párr.  123.  
341  Cfr.  Garantías  judiciales  en estados  de emergencia  (Arts.  27.2,  25  y 8 Convención  Americana  sobre  Derechos 
Humanos),  supra , párr.  24;  Caso Acevedo  Jaramillo  y otros  Vs.  Perú.  Excepciones  Preliminares,  Fondo,  Reparaciones 
y Costas . Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C No. 144, par. 220, y Caso Asociación Nacional de Cesantes y 
Jubilados  de la Superintendencia  Nacional  de Administración  Tributaria  (ANCEJUB-SUNAT)  Vs.  Perú,  supra , párr.  143.  
342  Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador, supra , párr. 105, y Caso Muelle Flores Vs. Perú, supra , párr. 126. Ver 
también: TEDH, Caso Matheus Vs. Francia, No. 62740/01, sentencia del 31 de marzo 03 de 2005, párr. 58; TEDH, 
Caso Cocchiarella Vs. Italia (GC), No. 64886/01, sentencia del 29 d e marzo de 2006, párr. 89, y Caso Gaglione and 
others Vs. Italia , No. 45867/07, sentencia del 21 de diciembre de 2010, párr.  34.  
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por parte del Estado.  

 

B.3. Conclusión  

 

247.  En virtud  del  análisis  y las  determinaciones  realizadas  en  este  capítulo,  la  Corte  concluye 

que el Estado es responsable por la violación del derecho a la protección judicial, previsto en 

el  artículo  25  de la Convención  Americana,  así como  del  deber  dedebida  diligencia  y la garantía 

judicial de plazo razonable, previst as en el artículo 8.1 de la Convención, ambos en relación 

con  el  artículo  1.1  del  mismo  instrumento,  en  perjuicio  de:  a)  seis  víctimas  sobrevivientes  de 

la explosi·n de la f§brica de ñVardo de los fuegosò de Santo Ant¹nio de Jesus el 11 de 

diciembre de 1998, tal como son identificados en el Anexo No. 1 de esta sentencia, y b) 100 

familiares de las víctimas fallecidas, tal como son identificados en el Anexo No. 2 de esta 

sentencia.  

 

VIII - 4  

DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL DE LOS FAMILIARES DE  LAS PRESUNTAS 

VÍCTIMAS (ARTÍCULO 5 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA)  

 

A.  Alegatos de las partes y de la  Comisión  
 

248.  La Comisión argumentó que los familiares de las víctimas de ciertas violaciones a los 

derechos  humanos  pueden  ser  considerados  víctimas,  como  consecuencia  de las  afectaciones 

a su integridad física y moral producto de las situaciones padecidas por las víctimas directas 

y las posteriores acciones u omisiones estatales. En ese sentido, señaló que las muertes 

ocurridas en la fábrica de fuegos fuero n una fuente de sufrimiento para las familias de las 

víctimas directas, que se vio incrementada por la falta de  justicia.  

 

249.  Los representantes coincidieron con lo planteado por la  Comisión.  

 

250.  El Estado se refirió a este asunto en sus excepciones preliminares. Al respecto, objetó 

la inclusión de algunos familiares presentados como presuntas víctimas, sin que se hubiera 

comprobado  o alegado  de forma  específica  en  qué  medida  fueron  afectados  sus  derechos.  En 

ese sentido,  presentó  una  relación  de 36  nombres.  Sin  embargo,  varios  de ellos  corresponden 

a la misma  persona.  Así,  luego  de una  revisión  de los  nombres  aportados,  la Corte  encuentra 

que  esta  objeción  se refiere  a 26  personas 343 .  Sobre  este  asunto,  el  Estado  citó  lo establecido 

por la Corte en el Caso Gomes Lund y otros Vs. Brasil , sobre la presunción del daño a la 

integridad psíquica y moral de los familiares directos de las víctimas (madres, padres, hijos, 

hijas, esposos y esposas) y la necesidad de probar l as afectaciones a la integridad de los 

familiares  indirectos.  

 

B. Consideraciones de la Corte  

 

251.  Esta Corte ha reconocido que los miembros de los núcleos familiares pueden, por 

derecho  propio,  ser  víctimas  de violaciones  del  artículo  5 de la Convención,  por  cuenta  de los  

 
 

343  1. Adriana Santos Rocha; 2. Antônio José dos Santos Ribeiro; 3. Antônio Rodrigues dos Santos; 4. Claudia 
Reis dos Santos; 5. Claudimeire de Jesus Bittencourt Santos ; 6. Cleide Reis dos Santos; 7. Cristiane Ferreira de 
Jesus Oliveira ; 8. Dailane dos Santos Souza; 9. Fabiana Santos Rocha; 10. Geneis dos Santos Souza; 11. 
Guilhermino Cerqueira dos Santos; 12. Lourival Ferreira de Jesus; 13. Lucinete dos Santos Ribeiro; 14. Luís 
Fernando Santos Costa; 15. Maria Antônia  dos  Santos;  16.  Maria  Joelma  de Jesus Santos;  17.  Maria  Vera  dos  
Santos;  18.  Marimar  dos  Santos  Ribeiro;  
19.  Marinalva  Santos;  20.  Marlene  dos  Santos  Ribeiro;  21.  Marlene  Ferreira  de Jesus;  22.  Neuza  Maria  Machado;  23. 
Roque Ribeiro da Conceição; 24. Samuel dos Santos Souza; 25. Wellington Silva dos Santos; 26. Zuleide de Jesus 
Souza.  



71   

padecimientos  sufridos  por  sus  seres  queridos 344 .  Para  ello,  corresponde  a la Comisión  y a los 

representantes aportar prueba  de las afectaciones padecidas por los familiares, para que 

puedan  considerarse  presuntas  víctimas  de una  violación  al  derecho  a la integridad  personal.  

 

252.  En este caso, la Corte encuentra que, de la relación de familiares presentada por la 

Comisión  y los  representantes,  el  Estado  objetó  la inclusión  de 26  personas  por  falta  de prueba 

sobre  la afectación  de sus  derechos.  Por esa razón,  la Corte  entiende  que,  a juicio  del  Estado, 

la afectación del derecho a la integridad personal de los familiares restantes se encuentra 

acreditada, en la medida en que lo ocurrido les generó sufrimientos directos por las 

condiciones  en  que  sucedieron  las  muertes,  que  incluyeron  cuerpos  quemados  y mutilados  de 

mujeres adultas, niñas, niños y mujeres y niñas embarazadas; y por la impotencia ante la 

actuación de las autoridades estatales que han tardado más de 20 años en hacer  justicia.  

 

253.  Conforme a lo anterior, le corresponde a la Corte establecer si, en relación con las 26 

personas respecto de las cuales el Estado no encuentra acreditada la afectación, es posible 

concluir  que  se violó  su derecho  a la integridad  personal.  En ese sentido,  esta  Corte  concluye 

que:  

 
i.  Adriana Santos Rocha, Fabiana Santos Rocha y Claudia Reis dos Santos fueron objetadas 

por el Estado por haber sido presentadas como hermanas de algunas de las presuntas 
víctimas  fallecidas.  Sin  embargo,  Adriana  Santos  Rocha  y Fabiana  Santos  Rocha  fallecieron 
en  la explosión  de la fábrica  de fuegos,  de modo  que  está  probada  su afectación  al  derecho 
a la vida  como  consecuencia  directa  de la explosión,  según  quedó  demostrado  en el  capítulo 
VIII -1 de esta sentencia y, por esa razón, no serán declaradas víctimas de la violación al 
artículo 5.1 por cuenta del sufrimiento padecido por sus familiare s. Por su parte, Claudia 

Reis dos Santos es una de las trabajadoras de la fábrica de fuegos que sobrevivió a la 
explosión, de modo que está probada la afectación a su derecho a la integridad personal 
como  consecuencia  directa  de la  explosión,  según  se demostró  en  el  capítulo  VIII -1 de esta 
sentencia. Además, en relación con Claudia Reis dos Santos, la Corte encuentra que 
también está probada la afectación a su derecho a la integridad personal por cuenta del 

sufrimiento padecido por sus familiares, según  consta en las pruebas aportadas a esta 
Corte 345 . 

 
ii.  Wellington Silva dos Santos fue identificado como presunta víctima por la Comisión, por 

ser hermano de Aldeci Silva dos Santos, Aldeni Silva dos Santos y Bruno Silva dos San tos 
(sobreviviente).  El Estado  alegó  que  no  se acreditó  en concreto  la afectación  a sus  derechos 
por esa razón, y la Corte no encontró documento alguno que pruebe dicha afectación. En 
todo caso, Wellington Silva dos Santos es uno de los trabajadores de la fábrica de fuegos 
que sobrevivió a la explosión, de modo que está probada la afectación a su derecho a la 
integridad personal como consecuencia directa de la explosión, según se demostró en el 
capítulo VIII -1 de esta sentencia. Conforme a lo anterior, no será declarado víctima de la 

violación al artículo 5.1 por cuenta del sufrimiento padecido por sus  familiares.  

 
iii.  Antônio José dos Santos Ribeiro fue identificado como presunta víctima por la Comisión, 

por ser hermano de Luciene dos Santos Ribeiro. Sin embargo, la Corte encuentra que la 

Comisión también presentó a Antônio José dos Santos Ribeiro como presunta víctima en 
su calidad de hijo Luzia dos Santos Ribeiro y que el Estado no objetó la existencia de una 
afectación a sus derechos por es ta razón. En esa medida, será entendido como víctima. 
Además, la Corte encuentra que está probada la afectación a su derecho a la integridad 
personal, según consta en el archivo de video remitido por los  representantes 346 . 

 

344  Cfr.  Caso de los ñNi¶os de la Calleò (Villagrán  Morales  y otros)  Vs.  Guatemala,  supra,  párr.  174 -177,  y Caso 
Roche Azaña y otros Vs. Nicaragua. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 3 de junio de 2020. Serie C No. 403, párr. 
100.  
345  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por Claudia Reis dos Santos,  supra . 
346  Cfr. Documental "Salve, Santo Antônio", presentado por los representantes (anexo 8 al Informe  de 



72   

 
 

iv.  Antônio Rodrigues dos Santos, Maria Antônia dos Santos, Maria Vera dos Santos y 
Marinalva  Santos,  fueron  identificados  como  presuntas  víctimas  por  los  representantes,  por 
tratarse de los tíos y tías de Andreia dos Santos. Al respecto, los representantes, en sus 
alegatos finales, señalaron que, en efecto , se trata de los tíos de una de las personas 
fallecidas  en  la explosión  y que  la madre  de la presunta  víctima,  Maria  Expedita  dos  Santos, 
falleció, siendo ellos los únicos familiares vivos de la persona fallecida en la explosión. Por 

esa razón, solicitaron que se les considerara víctimas en este caso. A juicio de la Corte, el 
alegato de los representantes no se refiere a la afectación de los derechos de Antônio 
Rodrigues dos Santos, Maria Antônia dos Santos, Maria Vera dos Santos y Marinalva 
Sant os, por esa razón, no serán considerados víctimas de la vulneración del derecho a la 
integridad personal. Sin embargo, esto no obsta para que, en las instancias internas y 
conforme  a la legislación  brasilera,  de determinarse  que  hubo  una  violación  a los  derechos 
de las señoras Andreia dos Santos y Maria Expedita dos Santos, accedan a lo que 

corresponda  en  su calidad  de derechohabientes,  en  los  términos  de los  párrafos  297  y 304 

de esta  sentencia.  

 
v.  Claudimeire de Jesus Bittencourt Santos  fue identificada como presunta víctima por la 

Comisión y los representantes por ser hermana de Vanessa de Jesus Bittencourt y de 
Vânia de Jesus Bittencourt. El Estado alegó que no se acreditó en concreto la afectación a 
sus derechos por esa razón. Sin emb argo, la Corte encuentra que la Comisión también 
presentó a Claudimeire de Jesus Bittencourt Santos  como presunta víctima en su calidad 
de hija de Maria lsabel de Jesus Bittencourt y el Estado no objetó la existencia de una 
afectación a sus derechos por es ta razón. En esa medida, será considerada víctima de la 

vulneración del derecho a la integridad  personal.  

 
vi.  Cleide Reis dos Santos fue identificada como presunta víctima por los representantes por 

ser hermana de Carla Reis dos Santos. El Estado alegó que no  se acreditó en concreto la 
afectación  a sus  derechos.  Por su  parte,  los  representantes  alegaron  que  no  había  reseñas 
de familiares en la lista original, por ello la especial importancia de considerar la 

rectificación de la lista e incluir a las hermanas de Carla Reis dos Santos. Sin embargo, la 
Corte no encontró en el expediente prueba alguna que evidencie la afectación de sus 
derechos, por esa razón, no se considerarán afectados sus derechos a la integridad 

personal.  

 
vii.  Cristiane Ferreira de Jesus  Oliveira , Dailane dos Santos Souza, Geneis dos Santos Souza, 

Marlene Ferreira de Jesus, Zuleide de Jesus Souza, Lourival Ferreira de Jesus y Samuel 
dos  Santos Souza fueron identificados como presuntas víctimas por la Comisión y por los 
representantes, por  ser hermanas y hermanos de Girlene dos Santos Souza. El Estado 
alegó que no se acreditó en concreto la afectación a sus derechos por esa razón. Sin 
embargo, la Corte encuentra que la Comisión también presentó a Cristiane Ferreira de 
Jesus Oliveira , Dailan e dos Santos Souza, Geneis dos Santos Souza, Marlene Ferreira de 

Jesus, Zuleide de Jesus Souza, Lourival Ferreira de Jesus y Samuel dos Santos Souza 
como presuntas  víctimas  en  su calidad  de hijas  e hijos  de Maria Antonia dos Santos Souza  
y que  el  Estado no objetó la existencia de una afectación a sus derechos por esta razón. 

En esa medida, serán consideradas víctimas de la vulneración del derecho a la integridad  
personal.  

 
viii.  Guilhermino Cerqueira dos Santos fue identificado como presunta víctima por los 

representantes, por ser familiar de Carla Alexandra Cerqueira Santos, Daniela Cerqueira 
Reis y Matilde Cerqueira Santos. El Estado alegó que no se acreditó en concreto la 
afectación a sus derechos. La Corte no encontró en el expediente prueba alguna qu e 
evidencie  la afectación  de sus  derechos,  por  esa razón,  no  se considerarán  vulnerados.  Por 
otra  parte,  los  representantes,  en  sus  alegatos  finales,  indicaron  que,  si bien  se trata  del  

 

Admisibilidad y Fondo de la Comisión; expediente de prueba, folio 45).  
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hermano de Carla Alexandra Cerqueira Santos, el listado original de presuntas víctimas 

incluía los nombres de los padres de la presunta víctima: Bernardo Bispo dos Santos y 
Maria  Nascimento  Cerqueira  Santos,  quienes  fallecieron  durante  el  trámite  ante  el  Sistema 
Interamericano, por lo que la inclusión del hermano sería en la condición de sucesor de 
aquellos. A juicio de la Corte, el alegato de los representantes no se refiere a la  afectación 
a sus derechos. Sin embarg o, lo anterior no obsta para que, en las instancias internas y 
conforme  a la legislación  brasilera,  en  el  caso  de que  se determine  que  hubo  una  violación 

a los derechos de Carla Alexandra Cerqueira Santos, Bernardo Bispo dos Santos y Maria 
Nascimento Cerqueira Santos, Guilhermino Cerqueira dos Santos pueda acceder a lo que 
corresponda, en su calidad de derechohabiente, en los términos de los párrafos 297 y  304 
de esta  sentencia.  

 
ix.  Lucinete dos Santos Ribeiro, Marimar dos Santos Ribeiro y Marl ene dos Santos Ribeiro 

fueron  identificadas  como  presuntas  víctimas  por  la Comisión,  por  ser  hermanas  de Luciene 
dos Santos Ribeiro. El Estado alegó que no se acreditó en concreto la afectación a sus 
derechos. Sin embargo, la Corte encuentra que la Comisió n también presentó a Lucinete 
dos Santos Ribeiro Marimar dos Santos Ribeiro y Marlene dos Santos Ribeiro como 

presuntas víctimas en su calidad de hijas de Luzia dos Santos Ribeiro, y que el Estado no 
objetó  la existencia  de una  afectación  a sus  derechos  por  esta  razón.  En esa medida,  serán 

consideradas víctimas de la vulneración del derecho a la integridad  personal.  

 
x.  Luís Fernando  Santos  Costa  fue  identificado  como  presunta  víctima  por  los  representantes, 

por ser hermano de Alex Santos Costa y Ma irla Santos Costa. El Estado alegó que no se 
acreditó  en  concreto  la afectación  a sus  derechos.  Sin  embargo,  la Corte  encuentra  que  los 
representantes también presentaron a Luís Fernando Santos Costa como presunta  víctima 
en su calidad de hijo de Maria Aparecida de Jesus Santos y que el Estado no objetó la 
existencia de una afectación a sus derechos por esta razón. En esa medida, será 
considerado víctima de la vulneración del derecho a la integridad  personal.  

 
xi.  Maria Joelma de Jesus Santos fue ident ificada como presunta víctima por la Comisión, por 

ser hermana de Maria Joelia de Jesus Santos. El Estado alegó que no se acreditó en 

concreto la afectación a sus derechos por esa razón. Al respecto, la Corte encuentra que 
Maria Joelma de Jesus Santos es u na de las trabajadoras de la fábrica de fuegos que 
sobrevivió a la explosión, de modo que está probada la afectación a su derecho a la 
integridad personal como consecuencia directa de la explosión, según se demostró en el 
capítulo VIII -1 de esta sentencia.  Además, la Comisión presentó a la señora Maria Joelma 
de Jesus Santos  como  presunta  víctima  en  su calidad  de hermana  de Carla  Reis dos  Santos 
y el Estado no objetó la existencia de una afectación a sus derechos por esta razón. Por  lo 

anterior, también será considerada víctima de la vulneración del derecho a la integridad 
personal por cuenta del sufrimiento padecido por su  familiar.  

 
xii.  Neuza Maria Machado fue identificada como presunta víctima por la Comisión, por ser 

hermana de Maria Creuza Machad o dos Santos. El Estado alegó que no se acreditó en 
concreto  la afectación  a sus  derechos  por  esa razón.  La Corte  encuentra  que  no  hay  prueba 
en el expediente de su afectación, por esa razón, no será considerada víctima de una 
violación al derecho a la int egridad personal en este  caso.  

 
xiii.  Roque  Ribeiro  da Conceição  fue  identificado  como  presunta  víctima  por  los  representantes, 

por  ser  hermano  de Daiane  dos  Santos  Conceição.  Al respecto,  la Corte  encuentra  que  hay 
un  error,  pues  el  señor  Roque  Ribeiro  da Conceição  era  el  padre  y no  el  hermano  de Daiane 
dos  Santos  Conceição.  Por otra  parte,  la Corte  encuentra  que  la Comisión  también  presentó 
a Roque Ribeiro da Conceição como presunta víctima en su calidad de esposo de Antônia 
Cerqueira dos Santos, y que el Estado no objetó la existencia de una afectación a sus 
derechos por esta razón. En esa medida, será considerado víctima de la vulneración del 

derecho a la integridad personal. Además, la Corte encuentra que su afectación se 
encuentra probada, en la medi da en que declaró y consta en el expediente prueba  el 
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sufrimiento padecido 347 . 

 

254.  Conforme a lo anterior, la Corte encuentra que, de acuerdo con el Estado, no se habría 

acreditado la afectación del derecho a la integridad personal de algunos de los familiares de 

las presuntas víctimas, en particular, en lo referido a las relaciones entre hermanos y entre 

tíos/as y sobrinos/as. En los demás casos, el Estado no cuestionó a la eventual violación del 

derecho a la int egridad personal de los familiares. En ese sentido, luego del análisis de la 

prueba que obra en el expediente, la Corte concluye que no es posible acreditar la violación 

del derecho a la integridad personal de Antônio Rodrigues dos Santos, Maria Antônia do s 

Santos, Maria Vera dos Santos, Marinalva Santos, Guilhermino Cerqueira dos Santos, Neuza 

Maria  Machado  y Cleide  Reis dos  Santos.  Por esa razón,  estas  personas  no  serán  consideradas 

víctimas  de la violación  al  derecho  a la integridad  personal.  Los demás  familiares  identificados 

como presuntas víctimas por la Comisión y los representantes serán considerados víctimas 

de la  violación  al  derecho  a la integridad  personal,  debido  a que  el  Estado  no  presentó  objeción 

alguna al alegato de la Comisión y los representantes en ese  sentido.  

 

255.  Por otra  parte,  Adriana  Santos  Rocha  y Fabiana  Santos  Rocha  fallecieron  en  la explosión 

de la fábrica de fuegos, de modo que está probada la afectación a su derecho a la vida  como 

consecuencia directa de la explosión, según se demostró en el capítulo VIII -1 de esta 

sentencia y, por esa razón, no pueden ser consideradas víctimas de la violación del derecho 

a la integridad por cuenta de las afectaciones padecidas por sus familiares. En el caso de 

Claudia  Reis dos Santos  y Wellington  Silva  dos  Santos,  se trata  de dos  de los  trabajadores  de 

la fábrica  de fuegos  que  sobrevivieron  a la explosión,  de modo  que  está  probada  la afectación 

a su derecho a la integridad personal como consecuencia directa de la explosión, según se 

demostró en el capítulo VIII -1 de esta sentencia. En el caso de Claudia Reis dos Santos 

también está probada la afectación a su derecho a la integridad personal como consecuencia 

de las violaciones a los derechos de sus  familiares.  

 

256.  En virtud de lo expuesto, este Tribunal concluye que el Estado es responsable por la 

violación  del  derecho  a la integridad  personal,  reconocido  en  el  artículo  5.1  de la Convención, 

en relación con el artículo 1.1, en perjuicio de 100 familiares de las personas fallecidas y 

sobrevivientes de la explosión, los cuales son identificados en el Anexo 2 de esta  sentencia.  

 

IX        

REPARACIONES  

(Aplicación del artículo 63.1 de la Convención Americana)  

 
257.  Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la C onvención Americana, la Corte 

ha indicado que toda violación de una obligación internacional que haya producido daño 

comporta el deber de repararlo adecuadamente 348  y que esa disposición recoge una norma 

consuetudinaria  que  constituye  uno  de los  principios  fundamentales  del  Derecho  Internacional 

contemporáneo sobre responsabilidad de un  Estado 349 .  

 

258.  La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación interna cional 

requiere, siempre que sea posible, la plena restitución ( restitutio in integrum ), que consiste 

en  el  restablecimiento  de la situación  anterior.  De no  ser  esto  factible,  como  ocurre  en  la  

 
347  Cfr. Declaración de Roque Ribeiro da Conceição rendida a los representantes de las presuntas víctimas 
(expediente de prueba, folios 451 y  564).  
348  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de julio de 1989. 
Serie C No. 7, párr. 25, y Caso Roche Azaña y otros Vs . Nicaragua, supra , párr.  103.  
349  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Reparaciones y Costas , supra, párr. 25, y Caso Roche Azaña 
y otros Vs. Nicaragua, supra, párr.  103.  
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mayoría de los casos de violaciones a derechos humanos, el Tribunal determinará medidas 

para garantizar los derechos conculcados y reparar las consecuencias que las infracciones 

produjeron 350 .  

 

259.  Este Tribunal ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con los 

hech os del caso, las violaciones declaradas, los daños acreditados, así como las medidas 

solicitadas para reparar los daños respectivos. Por lo tanto, la Corte deberá observar dicha 

concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a  derecho 351 .  

 

260.  En consideración de las violaciones declaradas en el capítulo anterior, el Tribunal 

procederá  a analizar  las  pretensiones  presentadas  por  la Comisión  y los  representantes  de las 

víctimas, así como los argumentos del Estado, a la luz de los criterios fijados en la 

jurisprudencia de la Corte en relación con la naturaleza y alcance de la obligación de 

reparar 352 , con el objeto de disponer las medidas dirigidas a reparar los daños ocasionados a 

las  víct imas.  

 

A.  Parte  lesionada  

 

261.  Este  Tribunal  reitera  que  se consideran  partes  lesionadas,  en  los  términos  del  artículo  

63.1  de la Convención,  quienes  han  sido  declaradas  víctimas  de la  violación  de algún  derecho 

reconocido en ese tratado 353 . Por lo tanto, esta Corte considera como partes lesionadas a las 

60 víctimas fatales y a las seis sobrevivientes de la explosión identificadas en el Anexo 1 de 

esta  sentencia,  así como  a los  100  familiares  de las  personas  fallecidas  y sobrevivientes  de la 

explosión,  identificados  en  el  Anexo  2 de esta  decisión,  quienes  en  su carácter  de víctimas  de 

las violaciones declaradas en el capítulo VIII de esta sentencia serán consideradas 

beneficiarias de las reparaciones que la Corte ordenará a  continuación.  

 

262.  En lo que respecta a las víctimas identificadas en el Anexo 2, y declaradas como tales 

por  tratarse  de familiares  de las  personas  fallecidas  y sobrevivientes  de la explosión,  el  Estado 

deberá establecer un sistema que le permita identificarlas adecuadamente y que tenga en 

cuenta que pueden existir errores y diferencias tipográficas en la escritura de sus nombres y 

apellidos.  

 

B.  Obligación de investigar  

 

263.  La Comisión solicitó que en este caso se ll eve a cabo una investigación de manera 

diligente, efectiva y dentro de un plazo razonable con el objeto de esclarecer los hechos en 

forma completa, identificar todas las posibles responsabilidades e imponer las sanciones que 

correspondan respecto de las vi olaciones de derechos humanos ocurridas. Estas 

investigaciones, de acuerdo con la Comisión, deberían ser tanto penales como 

administrativas,  respecto  de personas  vinculadas  con  la  fábrica  de fuegos  y de las  autoridades 

estatales que incumplieron sus deberes de inspección y fiscalización. Además, solicitó que  se 

adopten las medidas necesarias para que las responsabilidades y reparaciones establecidas 

en los procesos laborales y civiles respectivos, sean implementadas de manera  efectiva . 

 
350  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Reparaciones y Costas, supra, párr. 26, y Caso Roche Azaña 
y otros Vs. Nicaragua, supra, párr.  104.  
351  Cfr. Caso Ticona Estrada y otros Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de novie mbre 
de 2008. Serie C No. 191, párr. 110, y Caso Roche Azaña y otros Vs. Nicaragua, supra, párr.  105.  
352  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Reparaciones y Costas, supra, párrs. 25 a 27, y Caso Roche 
Azaña y otros Vs. Nicaragua, supra, párr.  106.  
353  Cfr. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de 
mayo de 2007. Serie C No. 163. párr. 233, y Caso Roche Azaña y otros Vs. Nicaragua, supra, párr.  107.  
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264.  Los representantes solicitaron  que el Estado garantice la pronta resolución de las 

causas aún pendientes, así como la ejecución efectiva de las sentencias ya obtenidas. 

Además, solicitaron la creación de una comisión de investigación para el esclarecimiento de 

los hechos, debido a que el Estado aún no ha logrado investigar, procesar y juzgar a los 

responsables de las violaciones denunciadas en este caso, así como por la posibilidad de que 

esta obligación no se pueda garantizar debido a la  prescripción.  

 

265.  El Estado afirmó que los procesos internos se encuentran en trámite regular y que no 

hay  omisiones  de su parte.  Indicó,  además,  que  teniendo  en  cuenta  que  los  recursos  internos 

adecuados para promover las reparaciones a las víctimas de los hechos del presente caso 

existen y están siguiendo su curso, el reclamo de los representantes debería considerarse 

ilegítimo, inadecuado, así como  imposible.  

 

266.  La Corte recuerda que en el capítulo VIII -3 declaró que las investigaciones llevadas a 

cabo  y los  diversos  procesos  -en  ámbito  penal , civil  y laboral ï iniciados  a partir  de la explosión 

de la fábrica  de ñVardo de los  fuegosò fueron  inadecuados,  por  el  incumplimiento  de un  plazo 

razonable, la falta de debida diligencia y la inefectividad de la tutela judicial y, en 

consecuencia,  que  se violaron  los  derechos  a las  garantías  judiciales  y a la protección  judicial 

de las  víctimas.  Además,  la Corte  recuerda  que  las  víctimas  o sus  familiares  tienen  derecho  a 

que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido y a que se investigue, 

juzgue y, en su caso, sancione a los eventuales  responsables 354 .  
 

267.  En virtud  de lo  anterior,  la Corte  dispone  que  el  Estado  debe,  considerando  lo  dispuesto 

en esta Sentencia ( supra párrs. 228 a 231), continuar con la debida diligencia, conforme al 

derecho  interno,  el  proceso  penal  para,  en  un  plazo  razonable,  juzgar  y,  en  su caso,  sancionar, 

a los responsables de la explosión de la fábrica de fuegos de Santo Antônio de Jesus. La 

debida dili gencia implica, especialmente, que todas las autoridades estatales 

correspondientes están obligadas a abstenerse de actos que resulten en la obstrucción o 

retrasos para la marcha del proceso penal 355 , tomando en cuenta que h an transcurrido casi 

22 años desde que sucedieron los hechos del presente caso. Lo anterior, con el propósito de 

garantizar el derecho a la verdad de las  víctimas.  

 

268.  En lo que  respecta  a las  causas  civiles  de indemnización  por  daños  morales  y materiales 

contra el Estado Federal, el Estado de Bahia, la Municipalidad de Santo Antônio de Jesus y la 

empresa Mário Fróes Prazeres Bastos, y respecto a los procesos laborales, el Estado debe, 

tomando en cuenta lo dispuesto en esta Sentencia ( supra párrs . 232 a 238), continuar, con 

la debida diligencia, los procesos aún en trámite, para, en un plazo razonable, concluirlos y, 

en su caso, promover la completa ejecución, además de ejecutar las sentencias definitivas 

con la entrega efectiva de las sumas debid as a las  víctimas.  

 

C. Medidas de  rehabilitación  

 

269.  La Comisión  solicitó  que  se dispongan  las  medidas  de atención  en  salud  física  y mental 

necesarias a las víctimas sobrevivientes de la explosión. Asimismo, que se dispongan las 

medidas de salud mental necesarias a los familiares directos de las víctimas de la explosión. 

También solicitó que estas medidas se implementen en caso de ser voluntad de las víctimas 

y de manera concertada con ellas y sus  representantes.  

 
354  Cfr. Caso Bulacio Vs. Argentina, su pra , párr. 114, y Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú, supra , párr. 
173.  
355  Cfr. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala, supra , párr. 194, y Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. 
México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370, párr.  301.  
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270.  Los representantes se refirieron a la importancia de que el Estado proporcione 

atención mediante un equ ipo profesional en psicología o psiquiatría y de forma gratuita en 

favor de los sobrevivientes y los familiares de las víctimas mortales, así como el pago de 

cualquier medicamento y tratamiento que pueda ser necesario. Señalaron que esta atención 

puede  ser  proporcionada  por  instituciones  públicas  calificadas,  pero  que,  en  ausencia  de éstas, 

el Estado debería pagar por la asistencia en la red de salud privada. En ambos casos, 

solicitaron que se brinde un tratamiento individualizado, teniendo en cuenta las 

particularidades de cada situación. Además, solicitaron efectiva e inmediata atención a la 

salud física y mental de los sobrevivientes y de los familiares de las víctimas fallecidas y 

sobrevivientes,  así como  la realización  de las  cirugías  de reconstrucción  necesarias  en  relación 

con las quemaduras  sufridas.  

 

271.  El Estado  consideró  que  las  medidas  de rehabilitación  solicitadas  por  los  representantes 

son  inadecuadas,  pues  el  Estado  ha  cumplido  con  la promoción  de un  Sistema  Único  de Salud 

(SUS)  que  garantiza  el  acceso  integral,  universal  y gratuito  para  toda  la población  del  país  sin 

discriminación alguna, incluida la salud  mental.  

 

272.  Este Tribunal encuentra que en el presente caso no hay evidencia que demuestre que 

las  víctimas  y sus  familiares  hayan  tenido  efectivamente  acceso  a atención  médica,  psicológica 

o psiquiátrica, a pesar de los sufrimientos que experimentaron como consecuencia de los 

hechos y que les generaron secuelas hasta la fecha. En consecuencia, la Corte estima que el 

Estado debe brindar gratuitamente a través de instituciones de salud especializadas y de 

forma inmediata, adecuada y efectiva, el tratamiento médico, psicológico y psiquiátrico que 

requieran las víctimas, previo consentimiento informado y por el tiempo que sea necesario, 

incluida la provisión gratuita de medicamentos. Asimismo, los tratamientos deberán 

prestarse, en la medida de lo posible, en los centros elegidos por los beneficiarios. De no 

contar  con  centros  de atención  cercanos  se deberán  sufragar  los gastos  relativos  al  transporte 

y alimentación. Para tal efecto, las víctimas disponen de un plazo de 18 meses, contado a 

partir  de la notificación  de la presente  Sentencia,  para  requerir  al  Estado  dicho  tratamiento 356 .  

 

D.  Medidas de  satisfacción  

 

273.  El Tribunal determinará las medidas que buscan reparar el daño inmaterial y que no 

tienen naturaleza pecuniaria, así como medidas de alcance o repercusión pública 357 . La 

jurisprudencia  internacional,  y en  particular  de esta  Corte,  ha  establecido  reiteradamente  que 

la sentencia constituye per se una forma de  reparación 358 .  

 

D.1.  Publicación de la  sentencia  

 

274.  Los representantes solicitaron la publicación de la decisión sobre el fondo de este 

asunto. En particular destacaron que la jurisprudencia de esta Corte ha dispuesto que la 

publicación  de sus  sentencias  debe  incluir:  un  resumen  oficial  en  el  Diario  Oficial;  un  resumen 

oficial en un periódico de amplia circulación nacional; y que la sentencia permanezca 

disponible durante un período de un año en un portal web  oficial.  

 

 

356  Cfr.  Caso Rosendo  Cantú  y otra  Vs.  México,  supra , párr.  253,  y Caso Azul  Rojas  Marín  y otra  Vs.  Perú,  supra , 
párr.  237.  
357  Cfr.  Caso de los  ñNi¶os de la Calleò (Villagrán  Morales  y otros)  Vs.  Guatemala.  Reparaciones  y Costas,  supra,  
párr. 84, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra , párr. 238.  
358  Cfr. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 1996. 
Serie C No. 29, párr. 56, y Caso Gorigoitía Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Ser ie C No. 382, párr.  63.  
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275.  Adicionalmente, teniendo en cuenta el alcance de la televisión pública en Brasil, 

solicitaron la creación de un programa sobre la historia de este caso y una explicación de la 

sentencia en uno de los noticieros de la televisión pública con alcance regional y nacional. 

También  solicitaron  que  esté  disponible  en  las  plataformas  del  Estado  de Bahia,  y del  Gobierno 

Federal, preferiblemente en la página principal y por un período no menor de un  mes.  

 

276.  El Est ado consideró excesivas las medidas de reparación simbólica solicitadas por los 

representantes.  En ese sentido  afirmó  que,  de existir  una  eventual  condena  por  parte  de este 

Tribunal, la publicación del resumen oficial de la sentencia y de su texto completo en el sitio 

web oficial, en la forma tradicionalmente adoptada por el Tribunal en sus sentencias, 

alcanzaría la finalidad perseguida por los representantes. Consideró que cualquier condena 

adicional  sería  irrazonable  y tendría  una  excesiva  e innec esaria  carga  sobre  el  tesoro  público.  

 

277.  La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos 359 , que el Estado debe publicar, 

en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación de la presente Sentencia: a) el 

resumen  oficial  de la presente  Sentencia  elaborado  por  la  Corte,  por  una  sola  vez,  en  el  Diario 

Oficial, en un tamaño de letra legible y adecuado; b) el resumen oficial de la presente 

Sentencia  elaborado  por  la Corte,  por  una  sola  vez,  en  un  diario  de amplia  circulación  nacional, 

en un tamaño de letra legible y adecuado, y c) la presente Sentencia en su integridad, 

disponible  por  un  período  de un  año,  en  un  sitio  web  oficial  del  Estado  de Bahia  y del  Gobierno 

Federal. El Estado deberá informar de forma inmediata a esta Corte una vez que proceda a 

realizar cada una de las publicaciones dispuestas, independiente del plazo de un año para 

presentar su primer informe dispuesto en el punto resolutivo 21 de la  Sentencia.  

 
278.  El Estado también deberá producir  un material para radio y televisión de no menos  de 

5 minutos, en el que presente el resumen de la sentencia. El contenido de este material 

deberá  ser  concertado  con  los  representantes  de las  víctimas.  Este  material  deberá  difundirse, 

a cargo del Estado, en el horario de mayor audiencia, por las cadenas públicas de radio y 

televisión  del  estado  de Bahia,  si las  hubiere  o,  en  su defecto,  por  al  menos  una  de las  cadenas 

públicas de radio y televisión del Estado Federal. Además, este material deberá t ransmitirse 

al menos una vez por las redes sociales oficiales del Estado Federal y estar disponible en las 

plataformas web del Estado de Bahia y del Gobierno Federal por un periodo de un año. Para 

la realización  de este  material  y  su  difusión,  el  Estado  cuenta  con  el  plazo  de dos  años,  contado 

a partir de la notificación de la presente  Sentencia.  

 

D.2.  Acto público de reconocimiento de  responsabilidad  
 

279.  Los representantes solicitaron la realización de un evento público de reconocimiento 

de responsabilida d internacional del Estado, con la presencia de autoridades del estado de 

Bahia, del Gobierno Federal y de los familiares de las víctimas, que sea difundido por radio y 

televisión.  

 

280.  El Estado no se pronunció de manera específica sobre este  asunto.  

 

281.  El Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto de reconocimiento de 

responsabilidad internacional, en relación con los hechos del presente caso y su posterior 

investigación. En dicho acto el Estado deberá hacer referencia a los hechos y violaciones de  

derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo 

mediante una ceremonia pública y deberá ser divulgado. El Estado deberá asegurar la 

participación  de las  víctimas  declaradas  en  la  presente  Sentencia,  si así lo desean,  e invitar  

 

359  Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de diciembre de 2001.  Serie 
C No. 88, párr. 79, y Caso Roche Azaña y otros Vs. Nicaragua, supra , párr.  118.  
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al evento a las organizaciones que los representaron en las instancias nacionales e 

internacionales. La realización y demás particularidades de dicha ceremonia pública deben 

consultarse previa y debidamente con las víctimas y sus representantes. Las autoridades 

estatales que deberán estar presentes o participar en dicho acto deberán ser altos 

funcionarios del estado de Bahia, así como del Gobierno Federal. Este evento deberá ser 

difundido por los canales públicos de radio y televisión. Corresponderá al Gobierno local y 

Federal definir a quiénes se encomienda tal tarea. Para cumplir con esta obligación el Estado 

cuenta con un plazo de dos años a partir de la notificación de la presente Sentencia.  

 

E.  Garantías de no repetición  

 

282.  La Comisión  solicitó  que  se adopten  las  medidas  legislativas,  administrativas  y de otra 

índole para evitar que en el futuro se produzcan hechos similares. En particular, las medidas 

necesarias y sostenibles para ofrecer posibilidades laborales en la zona, distintas a las 

analizadas en este caso.  También solicitó que se adopten todas las medidas necesarias para 

prevenir, erradicar y sancionar el trabajo infantil y que se fortalezcan las instituciones para 

asegurar que cumplan debidamente con su obligación de fiscalización e inspección de 

empresas  que  realizan  actividades  peligrosas.  Esto  implica  contar  con  mecanismos  adecuados 

de rendición de cuentas frente a autoridades que omitan el cumplimiento de dichas 

obligaciones.  

 
283.  Los representantes  solicitaron  que  el  Estado  promueva,  en  conjunto  con  el  Movimento  

11 de Dezembro, la elaboración de un proyecto socioeconómico para la inserción de 

trabajadores  dedicados  a la fabricación  de fuegos  artificiales  en  otros  mercados  laborales  y la 

formación profesional de jóvenes que están iniciando su ingreso en el mercado de trabajo. 

Requirieron  también  el  fortalecimiento  de las  medidas  de fiscalización  y combate  a las  fábricas 

clandestinas  de fuegos  artificiales  en  el  país.  Además,  solicitaron  que  se ordene  al  Estado  que 

promueva  la regulación  de la fabricación,  el  comercio  y el  uso  de fuegos  artificiales,  para  que 

se definan las normas, los organismos encargados de controlar su cumplimiento y las 

sanciones que se aplicarán en caso de incumplimiento. Para ello, hicieron referencia a u n 

proyecto de ley 360 , aprobado por el Senado en 2017, que se propone a establecer una nueva 

regulación para la fabricación, el comercio y el uso de fuegos artificiales, revocando la 

normativa existente. Señalaron que, aunque contenga disposiciones muy genéricas en 

algunas temáticas relevantes, como la definición de los organismos de inspección, aporta 

avances como la prohibición de la exhibición y la venta de fuegos artificiales no certificados 

fuera  de un  establecimien to  acreditado  y de la instalación  de una  fábrica  de fuegos  artificiales 

en zonas urbanas.  

 

284.  El Estado  consideró  que  no  puede  ser  condenado  a la adopción  de reformas  legislativas, 

pues  el  control  sobre  la fabricación  de fuegos  artificiales  no  sólo  existe,  sino  que  es robusto  y 

estructurado. Así, la inspección está bien regulada tanto por la ley como por las normas 

reguladoras, contando con una estructura clara respecto de las atribuciones de cada órgano 

del Estado y previendo sanciones aplicables en  caso de incumplimiento de sus disposiciones. 

Además, la determinación de esta medida por parte de la Corte implicaría el control de 

convencionalidad abstracto de la legislación  brasileña.  

 

285.  La Corte recuerda que el Estado debe prevenir la ocurrencia de violaciones a los 

derechos humanos como las descritas en este caso y, por ello, adoptar todas las medidas 

legales, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para tal  efecto 361 .  

 
360  Cfr.  Proyecto  de Ley  del  Senado  Federal  de Brasil  PL 7433/2017.  Disponible  en: 
https://www.camara.leg.br/proposicoesWeb/fichadetramitacao?idProposicao=2129817 . 
36 1 Cfr.  Caso Suárez  Rosero  Vs.  Ecuador.  Fondo , supra , párr.  106,  y Caso Quispialaya  Vilcapoma  Vs.  Perú.  

https://www.camara.leg.br/proposicoesWeb/fichadetramitacao?idProposicao=2129817
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286.  Este Tribunal valora los avances alcanzados por el Estado en la reglamentación de la 

fabricación de fuegos artificiales 362 y en la protección normativa de los derechos laborales 363 . 

Sin embargo, la Corte hace notar que no consta en los escritos y pruebas presentados, ni en 

las declaraciones o los alegatos orales  hechos en la Audiencia Pública, que el Estado haya 

logrado  implementar  medidas  para  asegurar  que,  en  la  práctica,  se fiscalicen  de forma  regular 

los locales en que se fabrican fuegos artificiales en  Brasil.  

 

287.  La Corte  recuerda  que  la falta  de fiscalización  de la fábrica  de ñVardo de los  fuegosò por 

parte de las autoridades estatales fue el elemento principal que generó la responsabilidad 

internacional  del  Estado.  En ese sentido,  con  el  fin  de frenar  el  funcionamiento  de las  fábricas 

clandestinas y/o que operan en desacuerdo con las normas sobre el control de actividades 

peligrosas, y de garantizar condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias en esos 

ambientes, el Estado debe adoptar medidas para implementar una política sistemá tica de 

inspecciones periódicas en los locales de producción de fuegos artificiales, tanto para que se 

verifiquen las condiciones de seguridad y salubridad del trabajo, como para que se fiscalice 

el cumplimiento de las normas relativas al almacenamiento de  los insumos. El Estado debe 

asegurar que las inspecciones periódicas sean llevadas a cabo por inspectores que tengan el 

debido  conocimiento  en  materia  de salud  y seguridad  en  el  ámbito  específico  de la  fabricación 

de fuegos artificiales. Para cumplir con esta medida, el Estado podrá acudir a organizaciones 

como la OIT y UNICEF, a fin de que brinden asesoramiento o asistencia que pudiere resultar 

de utilidad en el cumplimiento de la medida ordenada. El Estado cuenta con un plazo de dos 

años  desd e la notificación  de la presente  Sentencia  para  presentar  un  informe  a este  Tribunal 

sobre el avance de la implementación de dicha  política.  

 

288.  En lo que  atañe  el  proyecto  de ley  mencionado  por  los  representantes  (Proyecto  de Ley 

del  Senado  Federal  de Brasil  PL 7433/2017),  se estima  pertinente  ordenar  al  Estado  brasileño 

que rinda un informe sobre el avance del trámite legislativo de dicho proyecto. Este informe 

deberá contener precisiones respecto a los principales cambios propuestos a la regulación 

vigente,  su posible  impacto  práctico  y los  plazos  propuestos  para  su aprobación  definitiva.  Lo 

anterior deberá ser cumplido en el plazo de un año desde la notificación de la presente 

Sentencia.  

 

289.  La Corte recuerda que se estableció en la presente Sentencia ( supra párr. 188) la 

condición  de extrema  vulnerabilidad  de las  trabajadoras  de la fábrica  de ñVardo de los  fuegosò, 

debido a su situación de pobreza y discriminación interseccional. Asimismo, está probado en 

este caso que dichas trabajadoras no tenían otra alternativa de trabajo diferente a la 

fabricación de fuegos artificiales. La Corte valora positivamente los esfuerzos realizados  por  

 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 23 de noviembre de 2015.  Serie C No. 308, 
párr. 274.  
362  Cfr. Decreto No. 3.665, promulgado el 20 de noviembre de 2000, disponible en: 
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto/d3665.htm  (expediente de prueba, folios 3197 a 3236); Decreto No. 
9.493, promulgado el 5 de septiembre de 2018, disponible en: http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2015 - 
2018/2018/Decreto/D9493.htm  (expediente de prueba, folios 3238 a 3262), que reglamenta el registro y 
funcio namiento de las fábricas; Decreto No. 10.030, promulgado el 30 de septiembre de 2019, disponible en: 
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2019 -2022/ 2019/Decreto/D10030.htm#art6 ; Ordenanza No. 56 -  
COLOG, de 5 de junio de 2017 (expediente de prueba, folios 3264 a 3317); y Ordenanza No. 42 -  COLOG, de 28 de 
marzo de 2018 (expediente de prueba, folios 3319 a  3365).  
363  La actualización de la Norma Reglam entaria No. 19, con la aprobación del Anexo 1, del 30 de marzo de 
2007, incluye varias nuevas medidas que deben tomar los patronos en el lugar de trabajo para evitar accidentes en 
la fabricación específicamente de fuegos artificiales. Además, después del a ccidente, en el año 2000, Brasil ratificó 
el Convenio 182 de la OIT sobre las peores formas de trabajo infantil y en el 2008 reglamentó esta Convención 
mediante un Decreto que enumeraba varias actividades económicas donde se prohibía el trabajo a menores d e 18 
años, incluida la de fuegos artificiales. Ver también Decreto No. 4.085 de 15 de enero de 2002 que promulga el 

Convenio 174 de la OIT y la Recomendación 181 (expediente de prueba, folios 3367 a  3374).  

http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto/d3665.htm
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2015-2018/2018/Decreto/D9493.htm
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2015-2018/2018/Decreto/D9493.htm
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2019-2022/2019/Decreto/D10030.htm#art6
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el Estado para que hechos como los d el presente caso no ocurran nuevamente ( supra párr. 

146). Sin embargo, de las pruebas aportadas por el Estado no se desprende el impacto 

específico que pueden haber tenido las políticas públicas de los últimos 20 años en el 

municipio  en  que  sucedieron  los  hechos  en  favor  de las  personas  que  trabajan  en  la  fabricación 

de fuegos artificiales. Aunado a lo anterior, las declaraciones recibidas en audiencia y otros 

elementos del acervo probatorio de este caso 364  indican que la sit uación de esta población 

vulnerable de Santo Antônio de Jesus no ha sufrido cambios significativos. Por lo tanto, la 

Corte ordena al Estado que, en el plazo máximo de dos años a partir de la notificación de 

esta Sentencia, diseñe y ejecute un programa de d esarrollo socioeconómico especialmente 

destinado  para  la población  de Santo  Antônio  de Jesus,  en  coordinación  con  las  víctimas  y sus 

representantes. El Estado deberá informar cada año a esta Corte los avances en la 

implementación.  Dicho  programa  debe  hacer  frente,  necesariamente,  a la falta  de alternativas 

de trabajo, especialmente para las y los jóvenes mayores de 16 años y mujeres 

afrodescendientes que viven en condición de pobreza. El programa debe incluir, entre otros: 

la creación de cursos de capa citación profesional y/o técnicos que permitan la inserción     

de trabajadoras y trabajadores en otros mercados laborales, como el comercio, el 

agropecuario, la informática, entre otras actividades económicas relevantes en la región; 

medidas orientadas a enfrentar la deserción escolar causada por el ingreso de menores de 

edad al mercado laboral, y campañas de sensibilización en materia de derechos laborales y 

riesgos inherentes a la fabricación de fuegos  artificiales.  

 

290.  A efectos del cumplimiento de esta me dida, deben tenerse en cuenta las principales 

actividades económicas de la región, la eventual necesidad de incentivar otras actividades 

económicas, la necesidad de garantizar una adecuada formación de los trabajadores para el 

desempeño  de ciertas  actividades  profesionales  y la obligación  de erradicar  el  trabajo  infantil 

de acuerdo los estándares del derecho  internacional 365 .  

 

291.  Teniendo en consideración que el presente caso se refiere también a la temática de 

empresas y derechos humanos, la Corte estima pertinente ordenar al Estado que en el plazo 

de un  año  rinda  un  informe  sobre  la  implementación  y aplicación  de las  Directrices  Nacionales 

sobre Empresas y Derechos Humanos 366 , especialmente en lo respecta a la promoción y el 

apoyo a medidas de inclusión y no discriminación mediante la creación de programas de 

incentivos para la contratación de grupos vulnerables 367 ; la implementación por parte de las 

empresas de actividades educativas en derechos humanos, con la difusión de la legislación 

nacional y los parámetros internacionales y un enfoque en las normas relevantes para la 

práctica de las personas y los riesgos para los derechos  humanos 368 .  

 

F.  Indemnizaciones  compensatorias  

 

F.1.  Daños  materiales  
 

364  Cfr. Declaraciones rendidas por de Maria Balbina dos Santos y Leila Cerqueira dos Santos en Audiencia 
Pública,  supra ;  Peritaje  rendido  por  Sônia  Marise  Rodrigues  Pereira  Tomasoni,  supra ;  Documento  Síntesis  del  Grupo 
de Trabajo, supra ; BARBOSA JÚNIOR, José Amândio. ñLa Producci·n de Fuegos Artificiales en el Municipio de Santo 
Antônio de Jesus/BA: un análisis de su contribución par a el desarrollo localò, supra y SANTOS, Ana Maria. ñLa 
Clandestinidad como Expresión de la Precarización del Trabajo en la Producción del Cohete de Masa en el Municipio 
de Santo Antônio de Jesus ï Bahia: un estudio de caso en el barrio Irm« Dulceò, supra . 
365  Cfr. Organización Internacional del Trabajo. Convenio 138: Convenio sobre la edad mínima , 1973; 
Organización  Internacional  del  Trabajo,  Convenio  182:  Convenio  sobre  la prohibición  de las  peores  formas  de trabajo 
infantil y la acción inmediata para su eliminación, 1999 y Organización Internacional del Trabajo. Declaración de la 
OIT relativa a los Principios y derechos fundamentales en el trabajo, 1998. Disponible en: 
https ://w ww .i lo.org/wcmsp5/groups/public/ --- ed_norm/ --- declaration/documents/publication/wcms_467655.pdf.  
366  Cfr. Decreto No. 9.571 de 21 de noviembre de 2018. Disponible en: 

http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2015 -2018/2018/Decreto/D9571.htm . 
367  Cfr. Decreto No. 9.571 de 21 de noviembre de 2018, supra , artículo 3,  XIII.  
368  Cfr. Decret o No. 9.571 de 21 de noviembre de 2018, supra , artículo 5,  III.  

http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---declaration/documents/publication/wcms_467655.pdf
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---declaration/documents/publication/wcms_467655.pdf
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---declaration/documents/publication/wcms_467655.pdf
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2015-2018/2018/Decreto/D9571.htm
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292.  La Comisión solicitó que las víctimas de este caso sean adecuadamente reparadas, 

tanto respecto a los daños materiales como  inmateriales.  

 

293.  Los representantes destacaron que el resarcimiento de los daños materiales incluye 

la indemnización del daño emergente, así como el lucro cesante y se refirieron a los montos 

otorgados por la Corte en los casos Gomes Lund y otros Vs. Brasil e ñInstituto para la 

Reeducación d el Menorò Vs. Paraguay. También solicitaron la compensación por los valores 

gastados por las víctimas sobrevivientes y los familiares en psicólogos, psiquiatras, 

medicamentos y todas las demás formas terapéuticas utilizadas en la búsqueda de 

rehabilitación  médica y/o  psicológica.  

 

294.  El Estado señaló que esta solicitud debe ser examinada a la luz de las pruebas 

aportadas,  de conformidad  con  las  reglas  del  debido  proceso  y no  solo  según  lo  afirmado  por 

los representantes. Además, destacó la importancia de que no se atribuya una doble 

responsabilidad  por  los  hechos  del  presente  caso,  ni  se permita  el  enriquecimiento  injusto  de 

las víctimas mediante el doble pago de indemnización por daños materiales, inmateriales y 

de pensión, razón por la cua l el Tribunal debe tener en cuenta los límites de lo que se 

determinó  internamente  y respetar  el  desempeño  primario  del  Juez brasileño.  Advirtió  que  lo 

anterior  también  debería  servir  de parámetro  para  un  análisis  justo  del  reclamo  de corrección 

monetaria presentado por los representantes, evitando posibles  distorsiones.  

 

295.  Sobre este asunto, la Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño 

material y ha establecido que este supone ñla p®rdida o detrimento de los ingresos de las 

víctimas, los gastos efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter 

pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos del  casoò369 .  

 

296.  En atención a los criterios establecidos en la jurisprudencia constante  de este Tribunal 

y a las circunstancias del presente caso, la Corte estima pertinente fijar en equidad, por 

concepto de daño material el pago de USD$ 50.000 (cincuenta mil dólares de los Estados 

Unidos de América) a favor de cada una de las víctimas falle cidas y sobrevivientes a la 

explosión de la fábrica de  fuegos.  

 
297.  Los montos dispuestos a favor de personas fallecidas en la explosión (Anexo 1) deben 

ser liquidados de acuerdo con los siguientes  criterios:  

 

a.  el cincuenta por ciento (50%) de la indemnización se repartirá, por partes iguales, 

entre los hijos de la víctima. Si uno o varios de los hijos de la víctima hubieren 

fallecido  ya,  la parte  que  le o les  corresponda  será  entregada  a sus  hijos  o cónyuges 

si existieren, o si no existieren, la p arte que le o les corresponda acrecerá a las de 

los demás hijos de la misma  víctima;  

 

b.  el cincuenta por ciento (50%) de la indemnización deberá ser entregada a quien 

fuera cónyuge, compañero o compañera permanente de la víctima, al momento  de 

los  hechos;  

 

c.  en el evento que no existieren familiares en alguna de las categorías definidas en 

los literales anteriores, lo que hubiere correspondido a los familiares ubicados en 

esa categoría, acrecerá la parte que le corresponda a la otra  categoría;  

 
 

369  Cfr. Caso  Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. 
Serie C No. 91, párr. 43, y Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú, supra, párr.  256.  
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d.  en el caso  de que  la víctima  no  tuviere  hijos  ni  cónyuge  ni  compañera  o compañero 

permanente, la indemnización del daño material será entregado a sus padres,  y 

 

e.  en el evento que no existiere ninguna de las personas anteriormente señaladas, la 

indemnización deberá ser pagada a los herederos de acuerdo con el derecho  

sucesorio  interno.  

 

298.  Las anteriores  indemnizaciones  se pagarán  con  independencia  de las  sumas  reconocidas 

o que se lleguen a reconocer en los procesos internos en favor de las víctimas del presente 

caso.  

 

F.2.  Daños  inmateriales  

 

299.  La Comisión solicitó que se adopten las medidas de compensación económica y 

satisfacción del daño moral que permitan reparar integralmente las violaciones probadas en 

este  caso.  

 

300.  Los representantes se refirieron a los montos que han sido fijados por la Corte en 

otros casos y señalaron la relevancia de los criterios que se han utilizado para establecer el 

monto. Entre ellos, el tiempo transcurrido entre el evento dañino y la reparación adecuada; 

la destrucción  del  proyecto  de vida;  la disminución  de la  capacidad  de trabajo;  la forma  de la 

muerte y la aparición de lesiones; la falta de cuidados posteriores, y las condiciones de 

detención  como  una  forma  de maltrato  que,  en  este  caso,  de acuerdo  con  los  representantes, 

puede  ser  considerada  de manera  análoga  a las  condiciones  de trabajo  degradantes  a las  que 

las víctimas fueron  expuestas.  

 

301.  El Estado  se refirió  a este  asunto  al  tratar  lo relacionado  con  los  daños  materiales  (supra 

párr. 294).  

 

302.  La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño inmaterial y ha 

establecido  que  este  ñpuede comprender  tanto  los  sufrimientos  y las  aflicciones  causados  por 

la violación como el menoscabo de valores muy significativos para las personas y cualquier 

alteración, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de las v²ctimasò370 . 

Dado que no es posible asignar al daño inmaterial un equivalente monetario preciso, solo 

puede ser objeto de compensación. En esa medida, para los fines de la reparación integra l a 

la víctima,  esto  se hará  mediante  el  pago  de una  cantidad  de dinero  que  el  Tribunal  determine 

en aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de  equidad 371 .  

 

303.  En el capítulo VIII se declaró la responsabilidad internacional del Estado por las 

violaciones a los derechos establecidos en los artículos 4.1, 5.1, 8.1, 19, 24, 25 y 26 de la 

Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. En 

consideración a lo expuesto, este  Tribunal fija en equidad las siguientes sumas a título de 

indemnización por daños  inmateriales:  

 

a. USD$ 60.000 (sesenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de 

cada  una  de las  víctimas  fallecidas  y sobrevivientes  de la explosión.  En los  casos  de 

Luciene Ribeiro dos Santos, Girlene dos Santos Souza, Aldeci Silva Santos, Aldenir 

Silva  Santos,  Aristela  Santos  de Jesus,  Karla  Reis dos  Santos,  Francisneide  Bispo  

 
370  Cfr.  Caso de los ñNi¶os de la Calleò (Villagrán  Morales  y otros)  Vs.  Guatemala.  Reparaciones  y Costas,  supra,  
párr. 84, y Caso Roche Azaña y otros Vs. Nicaragua, supra, párr. 133.  
371  Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú , supra , párr. 53, y Caso Roche Azaña y otros Vs. Nicaragua, supra,  
párr. 133.  
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dos Santos, Rosângela de Jesus França, Luciene Oliveira Santos, Arlete Silva 

Santos, Núbia Silva dos Santos, Alex Santos Costa, Maria Joelma de Jesus Santos, 

Wellington  Silva  dos  Santos,  Bruno  Silva  dos  Santos,  Adriana dos Santos, Adriana 

Santos Rocha, Andreia dos Santos, Carla Alexandra Cerqueira dos Santos, Daiane 

Santos da Conceição, Daniela Cerqueira Reis, Fabian a Santos Rocha y  Mairla de 

Jesus Santos Costa , menores  de edad  al  momento de la explosión, se deberán 

pagar USD$ 15.000 (quince mil dólares de los Estados Unidos  de América)  

adicionales.  En el  caso  de Vitória  França  se deberán  pagar  USD$  20.000 (veinte mil 

dólares de los Estados Unidos de América) adicionales.  
 

b. USD$ 10.000 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada 

uno de los familiares acreditados como víctimas de la violación del artículo 5 de la 

Convención.  

 

304.  Los montos dispuestos a favor de personas fallecidas en la explosión (Anexo 1) deben 

ser liquidados de acuerdo con los siguientes  criterios:  
 

a.  el cincuent a por ciento (50%) de la indemnización se repartirá, por partes iguales, 

entre los hijos de la víctima. Si uno o varios de los hijos de la víctima hubieren 

fallecido  ya,  la parte  que  le o les  corresponda  será  entregada  a sus  hijos  o cónyuges 

si existieren,  o si  no  existieren,  la parte  que  le o les corresponda  acrecerá  las  de los 

demás hijos de la misma  víctima;  

 

b.  el cincuenta por ciento (50%) de la indemnización deberá ser entregada a quien 

fuera cónyuge, compañero o compañera permanente de la víctima, al momento  de 

los  hechos;  

 

c.  en el evento que no existieren familiares en alguna de las categorías definidas en 

los literales anteriores, lo que hubiere correspondido a los familiares ubicados en 

esa categoría, acrecerá a la parte que le corresponda  a la otra  categoría;  

 

d.  en el caso  de que  la víctima  no  tuviere  hijos  ni  cónyuge  ni  compañera  o compañero 

permanente, la indemnización del daño material será entregado a sus padres,  y 

 

e.  en el evento que no existiere ninguna de las personas anteriormente señaladas, la 

indemnización deberá ser pagada a los herederos de acuerdo con el derecho 

sucesorio  interno.  

 
305.  Las anteriores  indemnizaciones  se pagarán  con  independencia  de las  sumas  reconocidas 

o que se lleguen a reconocer en los procesos internos en favor de las víctimas del presente 

caso.  

 

306.  La Corte  considera  que  los  montos  determinados  en  equidad  compensan  y forman  parte 

de la reparación integral a las víctimas, tomando en consideración los sufrimientos y 

aflicciones que  padecieron.  

 

G.  Costas y  gastos  

 

307.  Los representantes solicitaron el pago por los gastos incurridos en la tramitación del 

presente proceso, desde la presentación de la petición ante la Comisión hasta las diligencias 

llevadas a cabo ante la Corte. Para llegar a esta cifra, los representantes consideraron los 

costos relacionados con el transporte aéreo a Salvador, el transporte en automóvil o en 

autobús  a Santo  Antônio  de Jesus,  el  alojamiento  y las  comidas  durante  los  18  años  de litigio 
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ante  la Comisión  y la Corte  Interamericana.  Además,  indicaron  que  incurrieron  en  gastos  para 

la audiencia en la Comisión Interamericana en Washington, D.C., incluyendo pasajes  aéreos,  

alojamiento y viáticos para cinco representantes de las víctimas. En total las costas y gastos 

ascenderían a USD$ 20.000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América).  

 

308.  El Estado solicitó que la Corte tenga en cuenta los parámetros generalmente  aplicados 

en su jurisprudencia, considerando como costos solo los montos razonables y debidamente 

probados y necesarios para el desempeño de los representantes ante el Sistema 

Interamericano, considerando el monto demandado, la documentación de respaldo, la 

relación directa entre lo requerido y el caso concreto, así como las ci rcunstancias del caso. 

Además, señaló que espera que este Tribunal tenga en cuenta que la solicitud de reembolso 

de costas del escrito de solicitudes, argumentos y pruebas se basa en porcentajes que son 

meras  estimaciones.  Por último,  solicitó  que  la Corte  no  le condene  al  pago  de costas  y gastos, 

en caso de que encuentre que el Estado brasileño no ha incurrido en responsabilidad 

internacional.  

 

309.  La Corte reitera que, conforme a su jurisprudencia, las costas y gastos son parte del 

concepto de reparación , toda vez que las actividades desplegadas por las víctimas con el fin 

de obtener  justicia,  tanto  a nivel  nacional  como  internacional,  implican  erogaciones  que  deben 

ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del Estado es declarada mediante 

una sentencia condenatoria. En cuanto al reembolso de gastos, corresponde a la Corte 

apreciar prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos generados ante las 

autoridades  de la  jurisdicción  interna,  así como  los  generados  en  el curso  del  proceso  ante  el 

sistema interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto y la 

naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos humanos. Esta 

apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad  y tomando en cuenta los 

gastos señalados por las partes, siempre que su quantum sea  razonable 372 .  

 

310.  Como ha se¶alado en otras ocasiones, la Corte recuerda que ñlas pretensiones de las 

víctimas  o sus  representantes  en  materia  de costas  y gastos,  y las  pruebas  que  las  sustentan, 

deben presentarse a la Corte en el primer momento procesal que se les concede, esto es,  en 

el escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales pretensiones se actualicen 

en un mome nto posterior, conforme a las nuevas costas y gastos en que se haya incurrido 

con ocasi·n del procedimiento ante esta Corteò373 . Asimismo, la Corte reitera que no es 

suficiente la remisión de documentos probatorios, sino que  se requiere que las partes hagan 

una argumentación que relacione la prueba con el hecho que se considera representado, y 

que,  al  tratarse  de alegados  desembolsos  económicos,  se establezcan  con  claridad  los  rubros 

y la justificación de los  mismos 374 .  

 

311.  Del análisis de los antecedentes aportados, la Corte encuentra que, aunque los 

representantes  alegaron  en  su Escrito  de Solicitudes,  Argumentos  y Pruebas  que  las  costas  y 

gastos en que incurrieron ascendieron a la suma d e USD$ 20.000 (veinte mil dólares de 

Estados Unidos de América), no aportaron prueba alguna que justificara ese valor. 

Posteriormente, en sus alegatos finales, de forma extemporánea, presentaron soportes que 

evidencian  que  las  costas  y gastos  equivalen  a USD$  42.526,52  (cuarenta  y dos  mil  quinientos 

veintiséis  dólares  de Estados  Unidos  de América  con  cincuenta  y dos  centavos).  El Estado,  en 

sus  observaciones  a los  anexos  aportados  por  los  representantes,  solicitó,  entre  otros,  que  se 

 
372  Cfr. Caso Garrido y Baigorria Vs. Argentina . Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 1998. 
Serie C No. 39, párr. 82, y Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú , supra , párr.  274.  
373  Cfr . Caso Garrido  y Baigorria  Vs.  Argentina . Reparaciones  y Costas,  supra,  párr.  79,  y Caso Azul  Rojas  Marín 
y otra Vs. Perú , supra , párr.  275.  
374  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 275; y Caso Mujeres Víctimas de Tortura 
Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de  noviembre 
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de 2018. Serie C No. 371. párr.  379.  
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aclare y demuestre la asignación de los gastos mensuales de personal hecha por los 

representantes.  

 

312.  La Corte  encuentra  que  los  soportes  de las  costas  y gastos  no  fueron  presentados  en  el 

momento  procesal  oportuno.  Por esa razón  calculará  el  pago  de gastos  y costas  en  equidad  y 

teniendo en cuenta que el litigio internacional duró más de 15 años. Así, esta Corte estima 

procedente  conceder  una  suma  total  razonable  de USD$  35.000,00  (treinta  y cinco  mil  dólares 

de los Estados Unidos de América) a los representantes en el presente caso por concepto de 

costas y  gastos.  

 

H.  Modalidad de cumplimiento de los pagos  ordenados  

 

313.  El Estado  deberá  efectuar  el  pago  de las  indemnizaciones  por  concepto  de daño  material 

e inmaterial,  así como  el  reintegro  de las  costas  y gastos  establecidos  en  la presente  Sentencia 

directamente a las personas y organizaciones indicadas en la misma, dentro del plazo de un 

año contado a partir de la notificación del presente Fallo, en los términos de los siguientes 

párrafos.  

 

314.  El Estado debe cumplir sus obligaciones monetarias mediante el pago en dólares de  los 

Estados Unidos de América, o su equivalente en moneda brasileña, utilizando par a el cálculo 

respectivo el tipo de cambio que se encuentre vigente en la bolsa de Nueva York, Estados 

Unidos de América, el día anterior al  pago.  

 

315.  Si por causas atribuibles a alguno de los beneficiarios de las indemnizaciones o a sus 

derechohabientes no fu ese posible el pago de todo o parte de las cantidades determinadas 

dentro del plazo indicado, el Estado consignará dichos montos a su favor en una cuenta o 

certificado de depósito en una institución financiera brasileña solvente, en dólares de los 

Estados Unidos de América, y en las condiciones financieras más favorables que permitan la 

legislación y la práctica bancaria del Estado. Si no se reclama la indemnización 

correspondiente luego de transcurridos diez años, las cantidades serán devueltas al Estado 

con los intereses  devengados.  

 

316.  Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización por daño 

inmaterial y como reintegro de costas y gastos deberán ser entregadas a las personas y 

organizaciones indicadas en forma íntegra, conforme a lo establecido en este Fallo, sin 

reducciones derivadas de eventuales cargas  fiscales.  

 

317.  En caso  de que  el  Estado  incurriera  en  mora,  deberá  pagar  un  interés  sobre  la  cantidad 

adeudada,  correspondiente  al  interés  bancario  moratorio  en  la República  Federativa  de Brasil.  

 

X 

PUNTOS RESOLUTIVOS  

 
318.  Por tanto, 

LA CORTE 

DECIDE,  

Por unanimidad:  

 

1.  Desestimar la excepción preliminar relativa a la alegada inadmisibilidad del 

sometimiento  del  caso  en  virtud  de la publicación  del  Informe  de Admisibilidad  y Fondo  por
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parte de la Comisión, de conformidad con el párrafo 20 de esta  Sentencia. 

Por cinco votos a favor y dos en  contra:  

2.  Desestimar  la excepción  preliminar  relativa  a la alegada  incompetencia  ratione  materiae 

respecto  de las  supuestas  violaciones  al  derecho  al  trabajo,  de conformidad  con  el  párrafo  23 

de esta  Sentencia.  

 

Disienten los jueces Eduardo Vio Grossi y Humberto Antonio Sierra Porto. 

Por unanimidad:  

3.  Desestimar la excepción preliminar relativa a la alegada falta de agotamiento de 

recursos internos, de conformidad con los párrafos 29 a 33 de esta  Sentencia.  

 

DECLARA,  

 

Por unanimidad, que:  

 

4.  El Estado  es responsable  por  la violación  de los  derechos  a la vida  y del  niño  y de la niña 

contenidos  en  los  artículos  4.1  y 19,  en  relación  con  el  artículo  1.1  de la  Convención  Americana 

sobre Derechos Humanos, en perjuicio de las sesenta personas fallecidas en la explosión de 

la fábrica de fuegos de Santo Antônio de Jesus, ocurrida el 11 de diciembre de 1998, a las 

que se refiere el párrafo 139 de esta Sentencia, entre los que se encuentran veinte niños y 

niñas, en los términos de los párrafos 115 a 139 de la presente  Sentencia.  

 

Por unanimidad, que:  

 

5.  El Estado es responsable por la violación de los derechos a la integridad  personal y del 

niño y de la niña, contenidos en los artículos 5.1 y 19 en relación con el artículo 1.1 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de los seis sobrevivientes de 

la explosión de la fábrica de fuegos de Santo Antônio de J esus, ocurrida el 11 de diciembre 

de 1998, a los que se refiere el párrafo 139 de esta Sentencia, entre los que se encuentran 

tres niños, en los términos de los párrafos 115 a 139 de la presente  Sentecia.  

 
Por seis votos a favor y uno en contra, que:  

 
6.  El Estado  es responsable  por  la violación  de los  derechos  de la niña  y del  niño,  a la igual 

protección  de la ley,  a la  prohibición  de discriminación  y al  trabajo,  contenidos  en  los  artículos 

19, 24 y 26, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, en perjuicio de las sesenta personas fallecidas y los seis sobrevivientes de la 

explosión de la fábrica de fuegos de Santo Antônio de Jesus, ocurrida el 11 de diciembre de 

1998, a las que se refiere el párrafo 2 04 de esta Sentencia, entre los que se encuentran 23 

niñas y niños, en los términos de los párrafos 148 a 204 de la presente  Sentencia.  

 

Disiente el juez Eduardo Vio Grossi. 

Por unanimidad, que:  

7.  El Estado es responsable por la violación de los derechos a las garantías judiciales y 

protección judicial, contenidos en los artículos 8 y 25, en relación con el artículo 1.1 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de los seis sobrevivientes de 

la explosión  de la fábrica  de fuego s de Santo  Antônio  de Jesus y los  familiares  de las  víctimas  
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de la explosión de la fábrica de fuegos ocurrida el 11 de diciembre de 1998, a los que se 

refiere el párrafo 247 de esta Sentencia, en los términos de los párrafos 216 a 247 de la 

presente Sentencia.  

 

Por unanimidad, que:  

 

8.  El Estado  es responsable  por  la violación  del  derecho  a la  integridad  personal,  contenido 

en el artículo 5.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el 

artículo  1.1  del  mismo  instrumento,  en  perjuicio  de los  familiares  de las  personas  fallecidas  y 

sobrevivientes de la explosión de la fábrica de fuegos de Santo Antônio de Jesus, ocurrida el 

11  de diciembre  de 1998,  a los  que  se refiere  el  párrafo  256  de esta  Sentencia,  en  los  términos 

de los párrafos 251 a 256 de la presente Sentencia  .  

 

Y DISPONE,  

 

Por unanimidad, que:  

 

9.  Esta Sentencia constituye, por sí misma, una forma de  reparación.  

 

10.  El Estado continuará el proceso penal en trámite para, en un plazo razonable, juzgar  y, 

en su caso, sancionar a los responsables de la explosión de la fábrica de fuegos, en los 

términos del párrafo 267 de la presente  Sentencia.  

 
11.  El Estado  continuará  las  causas  civiles  de indemnización  de daños  morales  y materiales 

y los procesos laborales aún en trámite, para en un plazo razonable concluirlos y en su  caso, 

promover la completa ejecución de las sentencias, en los términos del párrafo 268 de la 

presente  Sentencia.  

 
12.  El Estado brindará de forma gratuita e inmediata, el tratamiento médico, psicológico o 

psiquiátrico, según corresponda, a las víctimas del pr esente caso que así lo soliciten, de 

conformidad con lo establecido en el párrafo 272 de la presente  Sentencia.  

 

13.  El Estado realizará, en un plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente 

Sentencia, las publicaciones indicadas en el párrafo 277 de la Sentencia, en los términos allí 

dispuestos.  

 

14.  El Estado  producirá  y difundirá  material  para  radio  y televisión  en  relación  con  los  hechos 

del presente caso, en los términos del párrafo 278 de la presente  Sentencia.  

 

15.  El Estado realizará un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional 

en relación con los hechos del presente caso, en los términos del párrafo 281 de la presente 

Sentencia.  

 
16.  El Estado inspeccionará sistemática y periódicamente los locales de producción de 

fuegos artificiales, en los términos del párrafo 287 de la presente  Sentencia.  

 

17.  El Estado  rendirá  un  informe  sobre  el  avance  del  trámite  legislativo  del  Proyecto  de Ley 

del Senado Federal de Brasil PLS 7433/2017, en los términos del párrafo 288 de la presente 

Sentencia.  

 

18.  El Estado diseñará y ejecutará un programa de desarrollo socioeconómico, en consulta 

con  las  víctimas  y sus  familiares,  con  el  objeto  de promover  la inserción  de trabajadoras  y 
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trabajadores dedicados a la fabricación de fuegos artificiales en otros mercados laborales y 

posibilitar  la  creación  de otras  alternativas  económicas,  en  los  términos  de los  párrafos  289  a 

290 de la presente  Sentencia.  

 

19.  El Estado rendirá un informe sobre la aplicación de las Directrices Nacionales sobre 

Empresas y Derechos Humanos, en los términos del párrafo 291 de la presente  Sentencia.  

 

20.  El Estado pagará las cantidades fijadas en los párrafos 296, 303 y 312 de la presente 

Sentencia, por concepto de indemniz aciones por daño material, daño inmaterial y costas y 

gastos, en los términos de los párrafos 296, 297, 303, 304, 312 y 313 a 317 de la presente 

Sentencia.  

 
21.  El Estado, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de esta 

Sentencia, rendirá al Tribunal un informe sobre las medidas adoptadas para cumplir con la 

misma, sin perjuicio de lo establecido en el párrafo 277 de la presente  Sentencia.  

 

22.  La Corte supervisará el cumplimiento íntegro de esta Sentencia, en ejercicio de su s 

atribuciones y en cumplimiento de sus deberes conforme a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, y dará por concluido el presente caso una vez que el Estado haya dado 

cabal cumplimiento a lo  dispuesto.  

 
Los jueces L. Patricio Pazmiño Freire, Edua rdo Ferrer Mac -Gregor Poisot y Ricardo Pérez 

Manrique  dieron  a conocer  a la  Corte  sus  votos  individuales  concurrentes.  Los Jueces  Eduardo 

Vio  Grossi  y Humberto  Antonio  Sierra  Porto  dieron  a conocer  a la Corte  sus  votos  individuales 

parcialmente  disidentes.  

 

Redactada en español en San José, Costa Rica, el 15 de julio de 2020.  
 

Corte  IDH.  Caso Empleados  de la Fábrica  de Fuegos  en  Santo  Antônio  de Jesus y sus  familiares 

Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia d e 15 de julio 

de 2020.  

 

 

Elizabeth Odio Benito 

Presidenta  

 

 
 

 
L. Patricio  Pazmiño  Freire  Eduardo Vio  Grossi  

 

 

 
Humberto Antonio  Sierra  Porto  Eduardo Ferrer Mac -Gregor  Poisot  

 

 

 
Eugenio  Raúl  Zaffaroni  Ricardo C. Pérez  Manrique  
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Pablo Saavedra Alessandri 

Secretario  

 

 

Comuníquese y ejecútese,  

 

 

 

Elizabeth Odio Benito 

Presidenta  

 

 

 

Pablo Saavedra Alessandri 

Secretario  
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ANEXO 1.  

PERSONAS FALLECIDAS Y SOBREVIVIENTES A LA EXPLOSIÓN  

 

Víctimas fallecidas  

1 Adriana dos Santos 375
 

2 Adriana Santos Rocha 376
 

3 Aldeci Silva dos Santos 377
 

4 Aldeni Silva dos Santos 378
 

5 Alex Santos Costa 379
 

6 Alexandra Gonçalves da Silva 380
 

7 Ana Claudia Silva da Hora 381
 

8 Ana Lúcia de Jesus 382
 

9 Andreia dos Santos 383
 

10  Ângela Maria Conceição de Jesus 384
 

 
 

375  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñAdriana dos Santosò. Asimismo, esta Corte encuentra 
que  el nombre  de esta  persona  corresponde  al indicado  en las  pruebas  aportadas  por  los  representantes  (expediente  
de prueba, folio 1586) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1977, 2050 y  2104).  
376  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñAdriana Santos  Rochaò. Asimismo,  esta  Corte  encuentra 
que  el nombre  de esta  persona  corresponde  al indicado  en las  pruebas  aportadas  por  los  representantes  (expediente  
de prueba, folio 1586) y por el Estado (expediente de prueba, folios 2098 y  2145).  
377  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñAldeci Silva  Santosò. Sin  embargo,  esta  Corte  encuentra 
que el nombre de esta persona corresponde a ñAldeci Silva dos Santosò, seg¼n consta en las pruebas aportadas por 
el Estado (expediente de prueba, folios 1979, 2039 y  2163).  
378  Esta  per sona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñAldenir Silva  Santosò. Sin  embargo,  esta  Corte  encuentra 
que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñAldeni Silva  dos  Santosò, según  consta  en las pruebas  aportadas  por 
el Estado (expediente de prueba, folios 1979, 2038 y  2163).  
379  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñAlex Santos  Costaò. Asimismo,  esta  Corte  encuentra  que 
el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes (expediente de 
prueba, folio 1593) y por el Estado (expediente de prueba, folios 2063, 2091 y  2140).  
380  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 

25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñAlexandra Gon­alves da Silvaò. Asimismo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes 
(expediente de prueba, folio 1113) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1986, 2018 y  2119).  
381  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñAna Claudia S²lvia da Horaò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra que el nombre de es ta persona corresponde a ñAna Claudia Silva da Horaò, seg¼n consta en las pruebas 
aportadas por el Estado (expediente de prueba, folios 1998, 2019 y  2118).  
382  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñAna Lucia de Jesus Santosò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra  que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñAna Lúcia  de Jesusò, según  consta  en las  pruebas  aportadas 
por los representantes (expediente de prueba, folio 1112) y por el Estado (expediente de prueba, folios 2048, 2178 
y 2189).  
383  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñAndreia dos Santosò. Asimismo, esta Corte encuentra 
que  el nombre  de esta  persona  corresponde  al indicado  en las  pruebas  aportadas  por  los representantes  (expediente 
de prueba, folio 1110) y por el Estado (expedien te de prueba, folios 1972, 2043 y  2165).  
384  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñĄngela Maria  da Conceição  de Jesusò. Sin  embargo,  esta 
Corte encuentra que el nombre de esta persona corresponde a ñĄngela Maria Concei­«o de Jesusò, seg¼n consta en 
las pruebas aportadas por el Estado (expediente de prueba, folios 1965, 2047 y  2103).  
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11  Antônia Cerqueir a dos Santos 385
 

12  Aristela Santos de Jesus 386
 

13  Arlete Silva Santos 387
 

14  Carla Alexandra Cerqueira Santos 388
 

15  Carla Mércia Borges 389
 

16  Carla Reis dos Santos 390
 

17  Claudiane Maria Nascimento dos Santos 391
 

18  Cristiane Lima Bittencourt 392
 

19  Daiane dos Santos Conceição 393
 

20  Daniela Cerqueira Reis 394
 

21  Edilene Silva dos Santos 395
 

 

385  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñAnt¹nia Cerqueira dos Santosò. Asimismo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes 
(expediente de prueba, folio 1586) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1994, 2025 y  2176).  
386  Esta  persona  apare ce relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñAristela Santos  de Jesusò. Asimismo,  esta  Corte  encuentra 
que  el nombre  de esta  persona  corresponde  al indicado  en las  pruebas  aportadas  por  los  representantes  (expediente 
de prueba, folio 1586) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1980, 2038 y  2100).  
387  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñAlrlete Silva Santosò y como ñArlete Silva Santosò. Sin 
embargo,  esta  Corte  encuentra  que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñArlete Silva  Santosò, según  consta  en 
las pruebas aportadas por los representantes (expediente de prueba, folio 1587) y por el Estado (expediente de 
prueba, folios 1968, 2030 y  2092).  
388  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñCarla Alexandra Cerqueira dos Santosò. Sin embargo, 
esta  Corte  encuentra  que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñCarla Alexandra  Cerqueira  Santosò, según  consta 
en las pruebas aportadas por el Estado (expediente de prueba, folio  2000).  
389  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñCarla Mercês  Borgesò. Sin  embargo,  esta  Corte  encuentra 
que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñCarla Mércia  Borgesò, según  consta  en las pruebas  aportadas  por  los 
representantes  (expediente  de prueba,  folio  1112)  y por  el Estado  (expediente  de prueba,  folios  1973,  2041  y 2101).  
390  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñCarla Reis dos Santosò y ñKarla Reis dos Santosò. Sin 
embargo,  esta  Corte  encuentra  que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñCarla Reis dos  Santosò, según  consta 
en las pruebas aportadas por los representantes (expediente de prueba, folio 1587) y por el Estado (expediente de 
prueba, folios 1958, 2046 y  2113).  
391  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñClaudiane Maria  Nascimento  dos  Santosò. Asimismo,  esta 
Corte encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los 
representantes  (expediente  de prueba,  folio  1587)  y por  el Estado  (expediente  de prueba,  folios  1987,  2020  y 2109).  
392  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 

25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñCristiane Lima Bittencourtò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde a ñCristiane Lima Bitencourtò, seg¼n consta en las pruebas 
aportadas por los representantes (expediente de prueba, folio 1586) y por el Estado (expediente de prueba, folio 
2324).  
393  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñDaiane Santos da Concei­«oò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra  que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñDaiane dos  Santos  Concei­«oò, según  consta  en las  pruebas 
aportadas por el Estado (expediente de prueba, folios 1995, 2088 y  2177).  
394  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñDaniela Cerqueira  Reisò. En otros  documentos  aportados 
como prueba (expediente de prueba, folios 41 y 1586) es presentada como ñDaniela C. Reisò. 
395  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñEdilene Silva  Santosò. Sin  embargo,  esta  Corte  encuentra 
que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñEdilene Silva  dos  Santosò, según  consta  en las  pruebas  aportadas  por 
los representantes (expediente de prueba, folio 1110) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1992, 2040 y 
2148).  
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22  Edna Silva dos Santos 396
 

23  Edneuza Carvalho  Santos 397
 

24  Eunice dos Anjos da Conceição 398
 

25  Fabiana Santos Rocha 399
 

26  Francisneide Bispo dos Santos 400
 

27  Girlene dos Santos Souza 401
 

28  Izabel Alexandrina da Silva 402
 

29  Joseane Cunha Reis 403
 

30  Kátia Silene Lima Bittencourt 404
 

31  Luciene Oliveira dos Santos 405
 

32  Luciene dos Santos Ribeiro 406
 

 

396  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñEdna Silva Santosò. Sin embargo, esta Corte encuentra 
que el nombre de esta persona corresponde a ñEdna Silva dos Santosò, seg¼n consta en las pruebas aportadas por 
los representantes (expediente de prueba, folio 1110) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1992, 2040 y 
2148).  
397  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñEdneuza Carvalho Santosò. Asimismo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes 
(expediente de prueba, folio 1593) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1883, 2026 y  2122).  
398  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñEunice dos Anjos da Concei­«oò. Asimismo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes 
(expediente de prueba, folio 1113) y por el Estado (expediente de prueba, folios 2009, 2071 y  2137).  
399  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñFabiana Santos  Rochaò. Asimismo,  esta  Corte  encuentra 
que  el nombre  de esta  persona  corresponde  al indicado  en las  pruebas  aportadas  por  los  representantes  (expediente 
de prueba, folio 1586) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1974, 2098 y  2145).  
400  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñFrancineide Jose Bispo  Santosò. Sin  embargo,  esta  Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde a ñFrancisneide Bispo dos Santosò, según consta en las 
pruebas aportadas por el Estado (expediente de prueba, folios 1989, 2022 y  2121).  
401  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñGirlene dos Santos Souzaò. Asimismo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes 
(expediente de prueba, folio 1111) y por el Estado (expediente de prueba,  folios 1957, 2174 y  2302).  
402 Esta persona aparece relacionada en el listado de víctimas aportado por en el Escrito de Solicitudes, Argumentos 

y Pruebas. En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñIzabel Alexandrina da Silvaò. Asimismo, esta Corte 
encuentra  que  el nombre  de esta  persona  corresponde  al indicado  en las pruebas  aportadas  por  el Estado  (expediente 
de prueba, folios 2012, 2110 y  2134).  
403  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñJoseane Cunha Reisò. Asimismo, esta Corte encuentra 
que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas aportadas por los representantes 
(exped iente de prueba, folio 1587) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1999, 2032 y  2155).  
404  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñKatia Silene Lima Bittencourtò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra  que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñK§tia Silene  Lima  Bitttencourtò, según  consta  en las  pruebas 
aportadas por los representantes (expediente de prueba, folio 1586) y por el Estado (expediente de prueba, folio 
2324).  
405  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece reseñado como ñLuciene Oliveira Santosò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra  que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñLuciene Oliveira  dos  Santosò, según  consta  en las pruebas 
aportadas por los representantes (expediente de prueba, folio 1113) y por el Estado (expedie nte de prueba, folios 
2052, 2117 y  2342).  
406  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñLuciene Ribeiro dos Santosò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde a ñLuciene dos Santos Ribeiroò, seg¼n consta en las pruebas 
aportadas  por  los representantes  (expediente  de prueba,  folio  1111)  y por  el Estado  (expediente  de prueba,  folios  
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33  Luzia dos Santos Ribeiro 407
 

34  Mairla Santos Costa 408
 

35  Maria Antonia dos Santos Souza  

36  Maria Aparecida de Jesus Santos 410
 

37  Maria Creuza Machado dos Santos 411
 

38  Maria das Graças Santos de Jesus 412
 

39  Maria de Lourdes Jesus Santos 413
 

40  Mari a Dionice Santana da Cruz 414
 

41  Maria Joelia de Jesus Santos 415
 

42  Maria José Bispo dos Santos 416
 

43  Maria José Nascimento Almeida 417
 

 

2015, 2126 y 2213).  
407  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñLuzia dos Santos Ribeiroò. Asimismo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes 
(expediente de prueba, folio 1111) y por el Estado (expediente de prueba, folios 2008, 2136 y  2239).  
408  Esta  per sona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñMairla de Jesus Santos Costaò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde a ñMairla Santos Costaò, seg¼n consta en las pruebas 
aportadas por los representantes (expediente de prueba, folio 1114) y por el Estado (expediente de prueba, folios 
1993, 2063 y  2140).  
410  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listad o de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñMaria Aparecida  de Jesus Santosò. Asimismo,  esta  Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes 
(expediente de prueba, folio 1114) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1967, 2044 y  2139).  
411  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñMaria Creuza  Machado  Santosò. Sin  embargo,  esta  Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde a ñMaria Creuza Machado dos Santosò, seg¼n consta en las 
pruebas aportadas por el  Estado (expediente de prueba, folios 1976, 2029 y  2124).  
412  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñMaria das  Graças  Santos  de Jesusò. Asimismo,  esta  Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes 
(expediente de prueba, folio 1586) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1980, 2039 y  2161).  
413  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 

25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñMaria de Lourdes de Jesus Santosò. Sin embargo, esta 
Corte  encuentra  que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñMaria de Lourdes  Jesus Santosò, según  consta  en las 
pruebas aportadas por el Estado (expediente de prueba, folios 1966, 2051 y  2105).  
414  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñMaria Dionice Santos Cruzò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde a ñMaria Dionice Santana da Cruzò, seg¼n consta en las 
pr uebas aportadas por el Estado (expediente de prueba, folios 2005, 2160 y  2342).  
415  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece reseñado como ñMaria Jo®lia de Jesus Santosò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra  que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñMaria Joelia  de Jesus Santosò, según  consta  en las  pruebas 
aportadas por el Estado (expediente de prueba, folios 1964, 2065 y  2187).  
416  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñMaria Jose Bispo dos Santosò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra  que  el nombre  de esta  persona  corresponde  a ñMaria José Bispo  dos  Santosò, según  consta  en las pruebas 
aportadas por los representantes (expediente de prueba, folio 1111) y por el Estado (expediente de prueba, folios 
2003, 2111 y  2432).  
417  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñMaria Jos® Nascimento Almeidaò. Asimismo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes 
(expediente de prueba, folio 1113) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1984, 2035 y  2123).  
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44  Maria Isabel de Jesus Bittencourt 418
 

45  Maria Ramos Borges 419
 

46  Maria São Pedro Conceição 420
 

47  Marinalva de Jesus 421
 

48  Marize da Conceição dos Santos 422
 

49  Marivanda de Souza Silva 423
 

50  Matilde Cerqueira Santos 424
 

51  Monica Rocha dos Santos 425
 

52  Núbia Silva dos Santos 426
 

53  Paulina Maria Silva Santos 427
 

54  Rita de Cassia Conceição Santos 428
 

55  Rosângela de Jesus França 429
 

 

418  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñMaria lzabel de Jesus Bittencourtò. Sin embargo, esta 
Corte encuentra que el nombre de esta persona corresponde a ñMaria Isabel de Jesus Bittencourtò, seg¼n consta en 
las pruebas aportadas por el Estado (expediente de prueba, folios 2028, 2129 y  2280).  
419  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñMaria Ramos Borgesò. Asimismo, esta Corte encuentra 
que  el nombre  de esta  persona  corresponde  al indicado  en las  pruebas  aportadas  por  los representantes  (expediente 
de prueba, folio 1587) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1973, 2041 y  2101).  
420  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñMaria S«o Pedro Concei­«oò as² como en otros 
documentos aportados como prueba (expediente de prueba, folios 42, 1113 y  1587).  
421  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 

25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñMarinalva de Jesusò. Asimismo, esta Corte encuentra 
que  el nombre  de esta  persona  corresponde  al indicado  en las  pruebas  apor tadas  por  los representantes  (expediente 
de prueba, folio 1113) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1971, 2064 y  2185).  
422  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñMarise Concei­«o Santosò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde a ñMarize da Concei­«o dos Santosò, seg¼n consta en las 
pruebas aportadas por el Estado (expedien te de prueba, folios 2049, 2114 y  2361).  
423  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18) . En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñMarivanda de Souza Silvaò. Asimismo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes 
(expediente de prueba, folio 1587) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1975, 2107 y  2143).  
424  Esta  persona  apare ce relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñMatildes de Cerqueira Santosò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde a ñMatilde Cerqueira Santosò, seg¼n consta en las pruebas 
aportadas por el Estado (expediente de prueba, folio  2000).  
425  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñMonica Santos  Rochaò. Sin  embargo,  esta  Corte  encuentra 
que el nombre de esta persona corresponde a ñM¹nica Rocha dos Santosò, seg¼n consta en las pruebas aportadas 
por el Estado (expediente de prueb a, folios 2010, 2016 y  2125).  
426  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñN¼bia Silva  dos  Santosò. Asimismo,  esta  Corte  encuentra 
que  el nombre  de esta  persona  corresponde  al indicado  en las  pruebas  aportadas  por  los  representantes  (expediente 
de prueba, folio 1587) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1983, 2106 y  2154).  
427  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñPaulina Maria Silva Santosò. Asimismo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al in dicado en las pruebas aportadas por los representantes 

(expediente de prueba, folio 1586) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1958, 2072 y  2171).  
428  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñRita de Cassia C. Santosò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde a ñRita de Cassia Concei­«o Santosò, seg¼n consta en las 
pruebas aportadas  por el Estado (expediente de prueba, folios 1996, 2075 y  2084).  
429  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece reseñado como ñRos©ngela de Jesus Fran­aò. Asimismo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los  representantes  
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56  Silvana Santos de Jesus 430
 

57  Sueli da Silva Andrade 431
 

58  Vanessa de Jesus Bittencourt 432
 

59  Vânia de Jesus Bittencourt 433
 

60  Verbena Silva Pires 434
 

Sobrevivientes a la explosión  

61  Bruno Silva dos Santos  

62  Claudia Reis dos Santos  

63  Leila Cerqueira dos Santos  

64  Maria Joelma de Jesus Santos  

65  Vitória França da Silva  

66  Wellington Silva dos Santos  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

(expediente de prueba, folio 1113) y por el Estado (expediente de prueba, folios 2001, 2090 y 2150).  
430  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñSilvana Santos  de Jesusò. Asimismo,  esta  Corte  encuentra 
que  el nombre  de esta  persona  corresponde  al indicado  en las  pruebas  aportadas  por  los  representantes  (expediente 
de prueba, folio 1112) y por el Estado (expediente de prueba, folios 1990, 2059 y  2149).  
431  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñSuely da Silva Andradeò. Sin embargo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde a ñSueli da Silva Andradeò, seg¼n consta en las pruebas 
aportadas por el Estado (expediente de prueba, folios 1991, 2023 y  2162).  
432  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñVanessa de Jesus Bittencourtò. Asimismo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes 
(expediente de prueba, folio 1586) y por el Estado (expediente de prueba, folios 2129 y  2141).  
433  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18). En ese listado, su nombre aparece rese¶ado como ñV©nia de Jesus Bittencourtò. Asimismo, esta Corte 
encuentra que el nombre de esta persona corresponde al indicado en las pruebas aportadas por los representantes 
(expediente de prueba, folio 1112) y por el Estado (expediente de prueba, folios 2129 y  2141).  
434  Esta  persona  aparece  relacionada  en el listado  de víctimas  aportado  por  la Comisión  (Anexo  único  del  Informe  No. 
25/18).  En ese listado,  su nombre  aparece  reseñado  como  ñVerb°nia Silva  Piresò. Sin  embargo,  esta  Corte  encuentra 
que el nombre de esta persona corresponde a ñVerbena Silva Piresò, seg¼n consta en las pruebas aportadas por el 
Estado (expediente de prueba, folios 1978, 2068 y  2169).  
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ANEXO 2.  

FAMILIARES DE LAS VÍCTIMAS FALLECIDAS Y SOBREVIVIENTES A LA EXPLOSIÓN  

 
1 Adriana Machado dos Santos  

2 Aguinaldo Silva Costa  

3 Alex da Conceição dos Santos  

4 Alexandra Pires de Jesus  

5 Ana Lúcia dos Santos Ribeiro Cardoso  

6 Anderson da Conceição dos Santos  

7 Anderson Santos dos Santos  

8 Antonia Santos de Jesus  

9 Antonio Claudio Nascimento dos Santos  

10  Antônio de Souza Bittencourt  

11  Antônio José dos Santos  

12  Antônio José dos Santos Ribeiro  

13  Antonio Manoel Ferreira Filho  

14  Arlan Santos Nascimento  

15  Aurelino Gonçalves de Jesus  

16  Balbino Rocha dos Santos  

17  Bárbara Laís da Cruz Santos  

18  Bárbara Laís Rocha dos Santos  

19  Bernardo Bispo dos Santos  

20  Berneval Ferreira de Jesus  

21  Claudia Reis dos Santos  

22  Claudimeire de Jesus Bittencourt Santos  

23  Clóvis de Jesus Santos  

24  Cosme Santos da Conceição  

25  Crispiniana Santos da Conceição  

26  Cristiane Ferreira de Jesus Oliveira  

27  Daiane Machado dos Santos  

28  Dailane dos Santos Souza  

29  Dalva da Silva Santos  

30  Daniel dos Santos de Jesus  

31  Deivesson Conceição de Jesus  

32  Derivan Santos Nascimento  

33  Edvaldo de Souza Bittencourt  

34  Elaine dos Santos Pires  

35  Elizangela Silva Costa  

36  Elton Barreiro dos Santos  

37  Ericles Silva Gonçalves  

38  Esdra Santos Gomes  

39  Francisco Miguel dos Santos  
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40  Geneis dos Santos Souza  

41  Hebert Barreiro dos Santos  

42  Helena de Souza Silva  

43  Jaiane de Jesus Silva  

44  Jamille de Jesus Santos  

45  Janderson de Jesus Santos  

46  Jenildo de Jesus Santos  

47  Jéssica da Hora Andrade  

48  Joandson de Jesus Santos  

49  Jocilene de Jesus Santos  

50  Jonas de Jesus Silva  

51  José Ramone Santos Nascimento  

52  José Ribeiro dos Santos  

53  Josete Silva dos Santos  

54  Josué de Jesus Santos  

55  Karilane de Jesus Santos  

56  Keliane Santos Pires  

57  Leandro Rocha dos Santo  

58  Lourival Ferreira de Jesus  

59  lracy da Silva da Hora  

60  lsvanda Maria dos Santos  

61  Lucinete dos Santos Ribeiro  

62  Luís Fernando Santos Costa  

63  Luiz Lourenço Costa  

64  Luzia de Jesus Silva  

65  Marcelino Miguel dos Santos  

66   

67  Maria Antonia de Jesus Santos  

68  Maria Balbina dos Santos  

69  Maria da Conceição Lima Bittencourt  

70  Maria de Lourdes Borges  

71  Maria do Carmo de Jesus Santos  

72  Maria Expedita dos Santos  

73  Maria Joelma de Jesus Santos  

74  Maria Lúcia Oliveira dos Santos  

75  Maria Lucia Rodrigues da Silva  

76  Maria Madalena Santos Rocha  

77  Maria Nascimento Cerqueira Santos  

78  Maria Odete Carvalho Santo  

79  Maria Santos de Souza  

80  Mariene Gonsalves da Silva  
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81  Marimar dos Santos Ribeiro  

82  Marlene dos Santos Ribeiro  

83  Marlene Ferreira de Jesus  

84  Michele Santos de Jesus  

85  Paulo Cesar Barreiro dos Santos  

86  Pedro Barreira dos Santos  

87  Rebeca Nascimento Almeida  

88  Reijan dos Santos Almeida  

89  Roberto Carlos de Jesus  

90  Rodrigo Conceição Silva  

91  Roque Ribeiro da Conceição  

92  Rozangelo Silva da Silva  

93  Samuel dos Santos Souza  

94  Silvano Passos dos Santos  

95  Sueli Andrade da Hora  

96  Therezinha do Nascimento Almeida  

97  Valdelice Cunha Reis  

98  Vitória França da Silva  

99  Zorilda Bispo dos Santos  

100  Zuleide de Jesus Souza  



 

VOTO CONCURRENTE  
JUEZ L. PATRICIO PAZMIÑO FREIRE  

CASO EMPLEADOS DE LA FÁBRICA DE FUEGOS EN SANTO ANTÔNIO DE 

JESUS Y SUS FAMILIARES VS. BRASIL  

SENTENCIA DE 15 DE JULIO DE 2020  

 

I.  Introducción  

 

1.  La sentencia  del  caso  Empleados  de la Fábrica  de Fuegos  en  Santo  Antônio  de 

Jesus y sus Familiares Vs. Brasil (en adelante, ñla Sentenciaò) reconoci· la pobreza 

estructural en que vivían las 60 víctimas fallecidas y las 6 sobrevivientes de la 

explosión de la fábrica de fuegos artificiales, ocurrida el 11 de diciembre de 1998 1, 

lo que, agregado a otros factores interseccionales de di scriminación, permitió que 

esas personas estuvieran bajo una condición de extrema vulnerabilidad. La Corte 

concluyó que dicha condición se configura y facilita debido a que el funcionamiento 

de la  fábrica  de fuegos,  que  se dedicaba  a una  actividad  especial mente  peligrosa,  sin 

ninguna  fiscalización  por  parte  del  Estado,  llevó  a las  trabajadoras,  víctimas  del  caso, 

a aceptar un trabajo en condiciones que ponían en riesgo su vida e integridad, así 

como la de sus hijas e hijos menores de  edad 2.  

 

2.  La sentencia,  asimismo,  consideró  que  las  trabajadoras  de la fábrica  no  tenían 

otra  alternativa  de trabajo  diferente  a la  fabricación  de fuegos  artificiales 3,  y  concluyó 

que, al no haber fiscalizado la actividad peligrosa llevada a cabo en la fábrica, así 

como sus condiciones de trabajo ï ñtrabajaban en condiciones de precariedad, 

insalubridad e inseguridad, en carpas ubicadas en potreros [é]; [n]unca recibieron 

instrucción alguna so bre medidas de seguridad, ni elementos de protección para la 

realizaci·n del trabajoò4 ï el Estado de Brasil violó el derecho a condiciones 

equitativas y satisfactorias que garanticen la seguridad, la salud y la higiene en e l 

trabajo, contenido en el artículo 26 de la Convención  Americana.  

 

3.  En virtud de los elementos señalados, que hacen parte del acervo probatorio 

del caso, respecto de la permanencia de la condición de vulnerabilidad de las 

personas que se dedican a la fabricación de fuegos artificiales en Santo Antônio de 

Jesus, en la sentencia se ordenó al Estado diseñar y ejecutar un programa de 

desarrollo socioeconómico especialmente destinado para la población de aquella 

ciudad. La Corte determinó que ese programa, considerando las principales 

actividades económicas de la región y la eventual necesidad de incentivar otras 

actividades, debe traer soluciones a la falta de alternativas de trabajo, 

ñespecialmente para las y los j·venes mayores de 16 a¶os y mujeres 

afrode scendientes que viven en condici·n de pobrezaò. Adem§s, estableci· que el 

programa debe incluir ñcursos de capacitaci·n profesional y/o t®cnicos que permitan 

la inserción  de trabajadoras  y trabajadores  en  otros  mercados  laborales  [é]; medidas 

orientadas a enfrentar la deserción escolar causada por el ingreso de menores de 

edad al mercado laboral, y campañas de sensibilización en materia de derechos 

laborales y riesgos inherentes a la fabricación de fuegos  artificialesò5.  

 

4.  Ten iendo  en  cuenta  lo  anterior,  así como  la medida  de reparación  dictada  para 

que el Estado de Brasil pueda emprender con medidas eficaces tendientes a 

solucionar y superar, en el mediano y largo plazo, las condiciones y el contexto en 

que estaban insertas las trabajadoras y trabajadores de la fábrica de fuegos; 

situación  y condiciones,  que  por  otro  lado,  persisten  en  la zona  de los  hechos,  y,  con  
 

1 Párrafos 70, 91, 183, 185 -191, 197, 200, 201 y  203.  
2 Párrafo  203.  
3 Párrafo  188.  
4 Párrafo  175.  
5 Párrafos 289 y  290.  



 

el propósito de evitar que violaciones como las cometidas en el caso vuelvan a 

repetirse, emito el presente voto concurrente con el objetivo de reforzar la 

responsabilidad que tiene el Estado del Brasil y sus servidores públicos, 

particularmente en los respectivos niveles gubernamentales concernidos en la 

implementación  y ejecución  de la  sentencia  y las  medidas  de reparación,  respecto  de 

la obligación  convencional  de observar  e implementar  el  principio  de progresividad  y 

no regresividad en materia de derechos económicos, sociales, culturales y 

ambientales.  Con este  propósito,  revisare  la  Enmienda  a la Constitución  de Brasil  No. 

95 6, y, en las conclusiones, argumentaré porque la misma, desde un enfoque de 

convencionalidad,  debe  ser  interpretada  conforme  a los  precedentes  y jurisprudencia 

interamericana y, por lo tanto, no debe ser un obstáculo para el cumplimiento de la 

medida de reparación ordenada.  

 

II.  La Enmi enda Constitucional N o .  95  

 

5.  El 16 de diciembre de 2016, la propuesta del Gobierno Federal de Brasil para 

implementar el techo para el gasto público federal, objeto de la Propuesta de 

Enmienda a la Constitución de Brasil 241/55 7, fue aprobada como la Enmienda 

Constitucional  No.  95  (en  adelante,  ñEC/95ò o ñla Enmiendaò). La EC/95,  instituyó  un 

nuevo régimen fiscal para el Estado de Brasil, entró en vigencia en 2017 y con un 

tiempo de duración que lle ga al año  2036 8.  

 

6.  La Propuesta de Enmienda vino acompañada de una justificación 9 basada en 

la alegada necesidad de impedir el crecimiento del gasto público en el futuro, para 

restaurar la confianza en la sostenibilidad del gasto y la deuda pública. En ese 

sentido, el fundamento alegado al proponer la EC/95 se basa en la necesidad de 

estabilizar el crecimiento del gasto primario, como instrumento para contener la 

expansión de la  deuda pública. Cabe citar que la justificación indica como beneficios 

de la implementación del ajuste fiscal: el aumento de la previsibilidad de la política 

macroeconómica y el fortalecimiento de la confianza de los agentes; la eliminación 

de la tendencia  de crecimiento real del gasto público; y la reducción del riesgo país 

y consecuente apertura de espacios para la reducción estructural de las tasas de 

interés.  Además,  argumenta  que  ñ[d]esde una  perspectiva  social,  la implementación 

de esta medida apalanc ará la capacidad de la economía para generar empleos e 

ingresos, además de estimular la aplicación más eficiente de los recursos públicos. 

Por tanto, contribuir§ a mejorar la calidad de vida de los ciudadanos brasile¶osò 10 .  

 

7.  La Enmienda establece límites individualizados, independientemente del 

aumento del PIB (Producto Interno Bruto), para el gasto primario del Estado. Para 

2017 se fijó un límite equivalente al gasto realizado en 2016, fijado por la inflación 

observada en 2016. A partir del segundo año, es decir 2018, para el límite de gasto 

primario se incorporaron lineamientos presupuestarios y de la ley de presupuesto 

anual, que consistió en el valor del límite del año anterior, ajustado por la inflación 

del  año  anterior 11 .  

 

 
6 Cfr. Enmienda Constitucional N o. 95, de 15 de diciembre de 2016 (expediente de prueba 4356 a 
4360), disponible en:  http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/emendas/emc/emc95.htm . 
7 Propuesta de Enmienda a la Constitución de Brasil 55 y 241 de 2016, disponible en: 
https://www25.senado.leg.br/web/atividade/materias/ - /materia/127337 . y 
https:// www.camara.leg.br/proposicoesWeb/fichadetramitacao?idProposicao=2088351 . 
8 Cfr. Enmienda Constitucional N o. 95, supra , Artículo 1º, Art. 106 del Acto de las Disposiciones 
Constitucionales Transitorias (en adelante,  ñADCTò). 
9 Cfr. EMI nº 00083/2016 MF MPDG , de 15 de junio de 2016, disponible en: 
https ://w ww .camara.leg.br/proposicoesWeb/prop_mostrarintegra?codteor=1468431&filename=PEC+24  
1/2016 . 
10  Cfr. EMI nº 00083/2016 MF MPDG, supra , párr.  8.  
11  Cfr. Enmienda Constitucional N o. 95, supra , Artículo 1º, Art. 107 del ADCT, párr. 1º, I y  II.  

http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/emendas/emc/emc95.htm
https://www25.senado.leg.br/web/atividade/materias/-/materia/127337
https://www.camara.leg.br/proposicoesWeb/fichadetramitacao?idProposicao=2088351
http://www.camara.leg.br/proposicoesWeb/prop_mostrarintegra?codteor=1468431&filename=PEC%2B24
http://www.camara.leg.br/proposicoesWeb/prop_mostrarintegra?codteor=1468431&filename=PEC%2B24
http://www.camara.leg.br/proposicoesWeb/prop_mostrarintegra?codteor=1468431&filename=PEC%2B24


 

8.  Las reglas establecidas por la EC/95 no permiten, por tanto, el crecimiento 

del gasto público to tal y real por encima de la inflación, incluso si hay un aumento 

en las tasas de crecimiento económico, lo que diferencia el caso brasileño de otras 

experiencias extranjeras que han adoptado el techo de gasto público. De esa forma, 

solamente es posible inc rementar las inversiones en un área siempre que se hagan 

recortes  en  otras.  De acuerdo  con  lo  dispuesto  en  la  normativa,  cualquier  cambio  en 

las reglas solo podrá realizarse después del décimo año de vigencia del nuevo 

régimen  fiscal  y se limitará  a cambios  en  el  índice  de corrección  inflacionaria  anual 12 .  

 

9.  La propia  EC/95  señala  algunos  gastos  que  estarán  excluidos  del  techo,  como 

gastos de realización de elecciones para la justicia electoral; transferencias 

constitucionales relacionadas con la participación de los estados y municipios en el 

producto de la exploración de petróleo y gas natural, y créditos extraordinarios 

abiertos para atender y hacer frente a gastos imprevisibles y urgentes, com o los 

resultantes de guerras, conmociones internas o calamidades públicas, entre  otros 13 .  

 

10.  Ahora bien, los porcentajes obligatorios de gasto en salud y educación no se 

excluyeron del techo. La Constitución brasileña exige qu e los gobiernos apliquen un 

porcentaje mínimo de sus ingresos a la educación 14  y la salud 15 . Antes de que la 

EC/95 entrara en vigor, el Gobierno Federal estaba obligado a aplicar a la salud al  

menos  la misma  cantidad  que  el  año  anterior,  más  el  porcentaje  de variación  del  PIB. 

Los estados  y municipios  deben  invertir  12%  y 15%,  respectivamente.  En educación, 

el  Gobierno  Federal  debe  gastar  el  18%  de lo recaudado,  y los  estados  y municipios, 

el  25%.  Desde  2017,  por  disposición  de la  EC/95,  las  inversiones  en  salud  y educación 

se deben limitar a los mínimos constitucionales más la corrección monetaria a raíz 

de la  inflación 16 .  

 

III.  La  interdependencia,  indivisibilidad,  progresividad  y  no 

regresividad de los derechos  humanos  

 

11.  La indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos ha sido 

reconocida y reafirmada en diversas oportunidades, por distintos organismos 

nacionales  e inter naciones.  En consecuencia,  es pacífica  y generalmente  aceptada  la 

comprensión de que los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, 

sociales, culturales y ambientales son indivisibles e interdependientes entre sí, es 

decir, tienen un vínculo que no solo hace que deban ser comprendidos en conjunto, 

sino que también implica que el goce y ejercicio de un derecho está vinculado a que 

se garantice los otros, así como que la violación de uno de esos derechos pone en 

riesgo el conjunto de los  demás  derechos.  

 

12.  En este sentido, el Preámbulo de la Convención Americana reconoce el 

principio de la indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos, cuando 

reitera que ñs·lo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y 

de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus 

derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y 

pol²ticosò 17 .  

 

 

 

 
12  Cfr. Enmienda Constitucional N o. 95, supra , Artículo 1º, Art. 108 del  ADCT.  
13  Cfr. Enmienda Constitucional N o. 95, supra , Artículo 1º, Art. 107 del ADCT, párr. 6º, I, II y  III.  
14  Cfr. Constitución de la República Federativa de Brasil, promulgada el 5 de octubre de 1988, 
Artículo 212, disponible en:  http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/constituicao.htm . 
15  Cfr. Constitución de Brasil, supra , Artículo 198, párr.  2º.  
16  Cfr. Enmienda Constitucional N o. 95, supra , Artículo 1º, Art. 110 del  ADCT.  
17  Cfr. Convención Americana sobre Derechos Humanos, Preámbulo, párr.  4.  

http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/constituicao.htm


 

13.  De igual forma, la Corte Interamericana, desde el caso Acevedo Buendía y 

otros 18 , se ha manifestado en reiteradas ocasiones sobre el principio en cuestión y 

sobre  sus  implicaciones.  Por ejemplo,  en  la  sentencia  del  caso  Cuscul  Pivaral  y otros , 

el Tribunal señaló lo  siguiente:  

 
El Tribunal advierte que el hecho de que los derechos derivados del artículo 26 estén 
sujetos a las obligaciones generales de la Convención Americana no sólo es resultado 
de cuestiones formales, sino que resulta de la interdependencia e indivisibilidad 
recíproca existente entre los derechos civiles y políticos y los económicos, sociales, 

culturales  y ambientales.  Al respecto,  la Corte  ha  reconocido  que  ambas  categorías  de 
derechos deben ser entendidas integralmente y de forma conglobada como derechos 
humanos,  sin  jerarquía  entre  sí y exigibles  en  todos  los  casos  ante  aquellas  autoridades 
que resulten competentes para ello. De igual forma, el Tribunal advierte que el 
Preámbulo  de la Convención,  así como  diversas  cláusulas  de la Declaración  Americana, 
muestran que tanto los derechos civiles y políticos, como los DESCA, fueron 
reconocidos por los Estados de la región como derechos esenciales de la persona 

humana. 19
 

 

14.  Por otra parte, la Resolución 32/130 de la Asamblea General de Naciones 

Unidas de 16 de diciembre de 1977, afirma que: ña) Todos los derechos humanos y 

libertades fundamentales son indivisibles e interdependientes; deberá prestarse la 

misma  atención  y urgente  consideración  a la  aplicación,  la promoción  y la protección 

tanto de los derechos civiles y políticos, como de los derechos económicos, sociales 

y culturales; b) La plena realización de los derechos civiles y políticos sin el goce de 

los derechos económicos, sociales y culturales resulta imposible; la consecución de 

un progreso duradero en la aplicación de los derechos humanos depende de unas 

buenas y eficaces políticas nacionales e internacionales de desarrollo económico y 

social ( é)ò20 . Por lo tanto, siguiendo la perspectiva de sometimiento y respeto al 

orden jerárquico superior normativo, en el ámbito global 21 , estas afirmaciones 

alumbran y reafirman la importancia y vigencia de estos principios y  derechos.  

 

15.  El principio de progresividad y no regresividad de los derechos humanos, 

también conocido como prohibición de retroceso de irreversibilidad de los beneficios 

o protección alcanzada, está plasmado en distintos instr umentos internacionales de 

protección  de derechos  humanos  y ha  sido  objeto  de diversas  decisiones  de la Corte 22
 

 

18  Cfr.  Caso Acevedo  Buendía  y otros  (ñCesantes y Jubilados  de la Contralor²aò) Vs.  Perú.  Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2009 Serie C No. 198, párr.  101.  
19  Cfr. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359, párr.  85.  
20  Cfr. ONU, Resoluci·n de la Asamblea General ñDistintos criterios y medios posibles dentro del 
sistema de las Naciones Unidas para mejorar el goce efectivo de los derechos humanos y las libertades 
fundamentalesò, A/RES/32/130, aprobada el 16 de diciembre de 1977, 1.a) y  1.b).  
21  Es cierto que se ha ido conformando un orden jerárquico internacional superior de principios y 
valores  que  forman  parte  de un  fondo  ontológico.  Partiendo  de dicho  fondo  ontológico,  se deben  conducir 
los razonamientos de interpretación y aplicación de las normas de derecho internacional de los derechos 
humanos.  También  es cierto  que  el corpus  juris  internacional  se nutre  de principios  fundacionales,  valores 
ordenadores y, evidentemente, de reglas y normas escritas, las cuales se deben entender desde una 
perspectiva literal, siempre y cuando su sentido y entendimiento sea suficiente y claro. Sin embargo, 
cuando eso no es posible o es insuficiente, el intérprete del derecho debe hacer uso de una revisi ón 
teleológica, que busque apoyo en el origen, el espíritu de los textos, tratando de desentrañar lo que sus 
mentores  pretendieron  transmitir,  en el marco  de una  reflexión  sistémica  de la norma,  en su versión  viva, 
evolutiva pero siempre interconectada con  el orden jerárquico normativo al que se pertenece. En ese 
sentido, la labor hermenéutica del Tribunal hace conexión directa y tiene fundamentación sólida con los 
principios,  propósitos  y valores  que  conforman  el mencionado  orden  jerárquico  superior  global  y regional.  
22  Cfr. Caso Acevedo Buendía y otros ("Cesantes y Jubilados de la Contraloría") Vs. Perú, supra , 
párrs. 101 a 103; Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 
de marzo de 2018. Serie C No . 349, párr. 104; Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, supra , párr. 
98;  Caso Muelle  Flores  Vs.  Perú.  Excepciones  Preliminares,  Fondo,  Reparaciones  y Costas.  Sentencia  de 6 
de marzo de 2019. Serie C No. 375, párr. 190; Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la 
Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB -SUNAT) Vs. Perú. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 394, 
párr.  173;  Caso Hernández  Vs.  Argentina.  Excepción  Preliminar,  Fondo,  Reparaciones  y Costas.  Sentencia 
de 22  de noviembre  de 2019.  Serie  C No.  395,  párr.  81;  Caso Comunidades  Indígenas  Miembros  de la 



 

que configuran, por su reiteración, no solo en un precedente, sino que ya configura 

una jurisprudencia constante y consistente.  

 

16.  La Convención Americana, en su artículo 26, dispone que los Estados deben 

buscar,  progresivamente,  la  plena  realización  de los  ñderechos que  se derivan  de las 

normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la 

Carta de la Organización de los Estados  Americanosò23 .  

 

17.  En el mismo sentido, la obligación de progresividad está establecida en el 

Protocolo  de San  Salvador,  ratificado  por  Brasil  en  1996 24 ,  de modo  que  se desprende 

como consecuencia de esa normativa que le está vedado a cualquier Estado Parte 

adoptar políticas, medidas administrativas, y sancionar normas jurídicas que 

empeoren la situación de los derechos económicos, sociales y culturales de su 

población, sin una justificación específica y  adecuada.  

 

18.  El principio de progresividad también se enc uentra contemplado en Pacto 

Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante, 

ñPIDESCò), que establece que: ñ[é] cada uno de los Estados Partes en el presente 

Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como median te la 

asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, 

hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por 

todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas 

legislativ as, la plena efectividad de los derechos aqu² reconocidosò 25 .  
 

19.  Al interpretar el PIDESC, en diciembre de 1990, el Comité de Derechos 

Econ·micos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (en adelante, el ñComit® 

DESCò) hab²a se¶alado que ñtodas las medidas de car§cter deliberadamente 

retroactivo en este aspecto requerirán la consideración más cuidadosa y deberán 

justificarse plenamente por referencia a la totalidad de los derechos previstos en el 

Pacto  y en  el  contexto  del  aprovechamiento  pleno  del  máximo  de los  recursos  de que 

se dispongaò26 . Más recientemente, el Comité DESC reiteró dicha interpretación, al 

considerar que ñlos Estados partes deber²an evitar adoptar deliberadamente 

cualqu ier medida regresiva sin una cuidadosa consideraci·n y justificaci·nò 27 .  

 

20.  La jurisprudencia de la Corte Interamericana, desde el caso Poblete Vilches y 

otros Vs. Chile ha sido constante en el sentido de que se pueden despre nder dos 

tipos de obligaciones del artículo 26: una de exigibilidad inmediata, la cual implica 

que  cada  Estado  debe  asegurar  el  ejercicio  de los  DESCA sin  discriminación,  así como 

adoptar medidas eficaces para su plena realización 28 , y, la segunda, de carácter 

progresivo, en la medida en que los ñEstados partes tienen la obligaci·n concreta y  
 

Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 
de febre ro de 2020. Serie C No. 400, párrs. 229, 272 y 281, y Caso Spoltore Vs. Argentina. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9 de junio de 2020. Serie C No. 404, párrs. 97 y 
98.  
23  Cfr . Convención Americana sobre Derechos Humanos, Artículo  26.  
24  Cfr. ñProtocolo de San Salvadorò: Protocolo Adicional a la Convenci·n Americana en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Artículo  1.  
25  Cfr . Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, adoptado el 16 de 
diciembre de 1966, Artículo  2.1.  
26  Cfr . Naciones Unidas, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación 
General No. 3, párr.  9.  
27  Cfr . Comité DESC, Observación General No. 23 sobre el derecho a condiciones  de trabajo 
equitativas y satisfactorias (artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales ), E/C.12/GC/23, 26 de abril del 2016, párr.  52.  
28  Párrafo  172  de la Sentencia;  cfr.  Caso Poblete  Vilches  y otros  Vs.  Chile,  supra,  párr.  104;  Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 3: La índole de las obligaciones 
de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del Pacto), UN Doc. E/1991/23, 14 de diciembre de 1990, 
párr. 3, y Caso Spoltor e Vs. Argentina, supra , párr. 97. Ver también, Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación General No. 19: El derecho a la seguridad social (artículo 9) , UN Doc. 
E/C.12/GC/19, 4 de febrero de 2008, párr.  40.  



 

consta nte  de avanzar  lo  más  expedita  y eficazmente  posible  hacia  la plena  efectividad 

de dichos  derechosò29 .  Por otra  parte,  la  Corte  también  ha  reconocido  que  el  carácter 

progresivo de las obligaciones que se derivan del artículo 26 también impone a los 

Estados el deber de no regresividad frente a la realización de los derechos 

alcanzados 30 . De esa forma, las obligaciones de respeto y garantía, bien como de 

adoptar disposiciones de derecho interno (artículos 1.1 y 2), se muestran  esenciales 

para lograr su efectividad 31 .  

 

21.  Ahora bien, como se expuso, el principio de progresividad de los derechos 

humanos e stá relacionado con la dimensión de realización gradual de dichos 

derechos, con el fin de alcanzar su pleno cumplimiento. Si bien el principio de 

progresividad se ha relacionado particularmente con los derechos económicos, 

sociales, culturales y ambientale s, su aplicación, especialmente en razón de la 

indivisibilidad  e interdependencia  de los  derechos  humanos,  también  se verifica  para 

los  derechos  civiles  y políticos.  En efecto,  es evidente  que  la  garantía  y protección  de 

los derechos civiles y políticos también demandan prestaciones positivas del  Estado, 

además de los deberes de abstención, como, por ejemplo, sucede con el derecho  de 

defensa, por el cual el Estado tiene la obligación de brindar una defensa pública 

gratuita al acusado que carece de recursos económicos para cubrir los costos de un 

abogado  particular.  

 

22.  El ordenamiento jurídico brasileño, de forma similar, contempla  disposiciones 

relacionadas con la prohibición del retroceso social, e incluso trata de dicha 

prohibición en relación con todos los derechos fundamentales, sin distinguir entre 

civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales. En efecto, la 

Constitución de Brasil prevé lo  siguiente:  

 
ñArt. 3. Constituyen objetivos fundamentales de la República Federal de Brasil: 1. 
construir una sociedad libre, justa y solidaria; 2. garantizar el desarrollo nacional; 3. 
erradicar  la pobreza  y la marginación  y reducir  las  desigualdades  sociales  y regionales;  
4. promover el bien de todos, sin prejuicios de origen, raza, sexo, color edad o 

cualesquiera otras formas de discriminaci·n.ò 32
 

 
ñArt. 60  [é] §4º  No será  objeto  de deliberación  la propuesta  de enmienda  para  abolir: 
I -  la forma federativa de Estado; II -  votación directa, secreta, universal y periódica; 
III -  la separación de poderes; IV -  derechos y garantías  individuales.ò33

 

 

23.  Así, conforme a lo expuesto anteriormente, es imperioso notar que, en los 

términos de la normativa internacional y nacional, el Estado de Brasil debe orientar 

sus políticas y leyes en materia de derechos humanos por el principio de 

progresividad  y no  regresividad  de dichos  derechos.  Ello  implica,  incluso,  no  adoptar 

medidas  legislativas  que  resulten  en  retrocesos  sociales,  ni  implementarlas  de modo 

que generen dichos  retrocesos.  

 

 

 

 
29  Párrafo  172  de la Sentencia;  cfr.  Caso Poblete  Vilches  y otros  Vs.  Chile,  supra,  párr.  104;  Comité 
de Derechos  Económicos,  Sociales  y Culturales,  Observación  General  No.  3,  supra , párr.  9,  y Caso Spoltore 
Vs. Argentina, supra , párr. 97. Ver también, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
Observación General No. 19 , supra , párrs. 40 y  41.  
30  Párrafo 172 de la Sentencia; cfr. Caso Acevedo Buend²a y otros (ñCesantes y Jubilados de la 
Contralor²aò) Vs. Per¼, supra, párrs. 102 a 103; Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la 
Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCE JUB-SUNAT) Vs. Perú, supra , párr. 173, y 
Caso Spoltore Vs. Argentina, supra , párr.  97.  
31  Párrafo 172 de la Sentencia; cfr. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile, supra , párr. 104; Caso 
Asociación  Nacional  de Cesantes  y Jubilados  de la Superintendencia  Nacional  de Administración  Tributaria 
(ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú, supra , párr. 173, y Caso Spoltore Vs. Argentina, supra , párr.  97.  
32  Cfr. Constitución de Brasil, supra , Artículo  3º.  
33  Cfr. Constitución de Brasil, supra , Artículo 60, párrafo  4º.  



 

IV.  Conclusión  

 

24.  Brasil ratificó la Convención Americana el 25 de septiembre de 1992 y el 

Protocolo de San Salvador, el 21 de agosto de 1996, y reconoció la competencia 

contenciosa  de la Corte  el  10  de diciembre  de 1998.  De ahí  se deriva,  evidentemente, 

la obligación que tiene el Estado tanto de cumplir con las disposiciones de los 

instrumentos mencionados y respetar y garantizar los derechos en ellos previstos 34 , 

como de cumplir integralmente las sentencias del Tribunal  Interamericano 35 .  

 

25.  En virtud del análisis hecho en el acápite referido a la EC/95, se puede 

vislumbrar, a partir de una interpretación literal de la normativa, que su 

implementación podría generar un significativo impacto negativo en la garantía de 

los  derechos  económicos,  sociales,  culturales  y ambientales  de la población  brasileña 

a lo largo de los veinte años de vigencia de la Enmienda Constitucional, y, en 

particular, de los derechos a l a salud y la  educación.  

 

26.  Es cierto que el presupuesto público es un componente fundamental para la 

realización de los DESCA, pues el ejercicio de esos derechos necesita la 

implementación  de proyectos,  programas,  políticas  públicas  y normativa,  en  general, 

es decir, prestaciones positivas por parte del Estado. En ese sentido, si una 

determinada  norma  impone  un  límite  fijo  y tajante  a dicho  presupuesto,  la aplicación 

de esa norma  puede  resultar  en  graves  y eventuales  violaciones  y restricciones  a los 

derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, con lo que se vulneraría el 

principio de progresividad y no regresividad en materia de DESCA. Al respecto, y si 

se quiere evitar estas conductas inconvencionales, se deberá tener en  consideración 

que  una  de las  categorías  conceptuales  de los  indicadores  de progreso  usados  por  la 

Asamblea  General  de la  OEA para  medir  la  realización  de los  derechos  contemplados 

en el Protocolo de San Salvador justamente incluye el contexto financiero básico y 

los compromisos presupuestarios del Estado. Los indicadores contenidos en esta 

categoría permiten evaluar la disponibilidad efectiva de recursos del Estado para 

ejecutar  el  Gasto  Público  Social,  entre  otros 36 ;  instrumentos  que,  consecuentemente, 

deberán ser tomados en cuenta para evitar que los Estados Parte incurran en las 

violaciones antes  advertidas.  

 

27.  En atención a lo expuesto, urge manifestar mi preocupación respecto a la 

posible utilización de una lectura o interpretación literal de la EC/95, cuyas 

connotaciones puedan constituirse en un óbice o argumentación para evadir el 

cumplimiento de las medidas de reparación ordenadas en la Sentencia. Al respecto, 

quiero recalcar que, en virtud de las obligac iones internacionales adquiridas por el 

Estado, este no puede alegar la EC/95 como un obstáculo, especialmente para el 

cumplimiento de la medida de reparación referida a la creación y puesta en marcha 

del programa socioeconómico ordenado en la sentencia. M anifiesto y expongo esta 

preocupación, teniendo en cuenta que dicho programa necesitará la inversión 

considerable de recursos públicos, toda vez que se trata de una política estructural, 

cuyo principal objetivo es permitir que la población vulnerable de Sa nto Antônio de 

Jesus pueda acceder a otros mercados laborales. Ello, además, sin perjuicio de los 

eventuales impactos que, en materia de prohibición de regresividad, puede llegar a 

tener la implementación de las disposiciones contenidas en la  EC/95.  

 

28.  Tomando en cuenta las consideraciones previamente expuestas, es 

imprescindible que el Estado de Brasil, con el propósito de dar cumplimiento a  las  

 
34  Cfr. Convención Americana, Artículo 1, y Protocolo de San Salvador, Artículo  1.  
35  Cfr. Convención Ameri cana, Artículos 33.b), 62 y  63.  
36  Cfr.  OEA, ñAprobaci·n de indicadores  de progreso  para  medición  de derechos  contemplados  en el 
Protocolo  de San  Salvadorò, resolución  AG/RES.  2713  (XLII -O/12)  aprobada  en la segunda  sesión  plenaria 
de 4 de junio de 2012, Punto 1 de la resolución, disponible en: http://www.oas.org/es/sadye/inclusion - 
social/protocolo -ssv/docs/pssv - indicadores -es.pdf . 

http://www.oas.org/es/sadye/inclusion-social/protocolo-ssv/docs/pssv-indicadores-es.pdf
http://www.oas.org/es/sadye/inclusion-social/protocolo-ssv/docs/pssv-indicadores-es.pdf


 

medidas de reparación, deberá garantizar la aplicación de los principios de 

prog resividad y no regresividad, desde una interpretación conforme con la 

Convención Americana sobre los Derechos Humanos y con aplicación del Control de 

Convencionalidad, a la luz de la jurisprudencia de este Tribunal internacional, donde 

claramente  está  veda da  la alegación  de existencia  de normativa  interna  vigente,  para 

incumplir  o evadir  las  responsabilidades  internacionales  que  emanan  de la sentencia.  

 
 

 
 

 
L. Patricio Pazmiño Freire 

Juez 

 
 

 
 

 
Pablo Saavedra Alessandri 

Secretario  
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VOTO PARCIALMENTE DISIDENTE DEL JUEZ EDUARDO VIO GROSSI  

 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS  

CASO EMPLEADOS DE LA FÁBRICA DE FUEGOS EN SANTO ANTÔNIO DE JESUS 

Y SUS FAMILIARES VS. BRASIL  

 
SENTENCIA DE 15 DE JULIO DE 2020  

(Excepciones Preliminares, Fond o, Reparaciones y Costas).  

 

 
I.  INTRODUCCIÓN.  

 
1.  Se expide el presente voto parcialmente disidente 1 con relación a la Sentencia del 

rótulo 2,  a los  efectos  de dar  cuenta  de las  razones  por  las  que  se discrepa,  por  de pronto,  de 

lo dispuesto en los Resolutivos N° 2 3  y 6 4  de aquella, los que, sobre la base de lo prescrito 

en el artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 5, desestima, en el 

primero, la excepción, presentada por el Estado, de incompetencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos 6 para conocer violaciones a los derechos en  dicha 

disposición  aludidos  y declara,  en  el  segundo,  la  violación  de tales  derechos,  con  lo  cual  hace 

a ésta justiciable ante aquella. Pero, este texto también se emite porque se disiente de lo 

indicado en el citado Resolutivo N° 6 por la referencia que h ace al artículo 24 de la 

Convención, concerniente a la igualdad ante la  ley.  

 
2.  Ahora bien, a los efectos de exponer adecuadamente la posición que se sustenta 

en este escrito, resulta necesario primeramente reiterar algunas consideraciones generales 

previas en las que se inserta esta opinión, para luego aludir a los señalados artículos 26 y 

24, además de dejar constancia de una consideración atingente al Resolutivo N° 4 del fallo, 

relativo al derecho a la  vida 7.  
 

1 Art. 66.2 de la Convenci·n: ñSi el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los jueces, 
cualquiera de éstos tendrá derecho a que se agregue al fallo su opinión disidente o individual .ò 
Art. 24.3 del Estatuto de la Corte: ñLas decisiones, ju icios y opiniones de la Corte se comunicarán en sesiones 
públicas y se notificarán por escrito a las partes. Además, se publicarán conjuntamente con los votos y opiniones 
separados de los jueces y con cualesquiera otros datos o antecedentes que la Corte co nsidere conveniente.ò 
Art. 65.2 del Reglamento de la Corte: ñTodo Juez que haya participado en el examen de un caso tiene derecho a 
unir a la sentencia su voto concurrente o disidente que deberá ser razonado. Estos votos deberán ser presentados 
dentro  del  plazo  fijado  por  la Presidencia,  de modo  que  puedan  ser  conocidos  por  los  Jueces  antes  de la notificación 
de la sentencia. Dichos votos sólo podrán referirse a lo tratado en las  sentencias.ò 
En lo sucesivo, cada vez que se cite una disposición sin indicar el instrumento jurídico al que corresponde, se 
entenderá que es de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  
2 En adelante, la Sentencia.  
3 ñDesestimar  la excepción  preliminar  relativa  a la alegada  incompetencia  ratione  materiae  respecto  de las  supuestas 
violaciones al derecho al trabajo, de conformidad con el párrafo 23 de esta  Sentencia .ò 
4 ñEl Estado es responsable por la violaci·n de los derechos de la ni¶a y del ni¶o, a la igual protecci·n de la ley, a 
la prohibición de discriminación y al trabajo, contenidos en los artículos 19, 24 y 26, en relación con el artículo 1.1 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de las sesenta personas fallecidas y los seis 
sobrevivientes de la explosió n de la fábrica de fuegos de Santo Antônio de Jesus, ocurrida el 11 de diciembre de 
1998, a las que se refiere el párrafo 204 de esta Sentencia, entre los que se encuentran 23 niñas y niños, en los 
términos de los párrafos 148 a 204 de esta  sentencia ò. 
5 En adelante, la Convención.  
6 En adelante, la Corte.  
7 ñEl Estado es responsable por la violaci·n de los derechos a la vida y del ni¶o y de la ni¶a contenidos en los 

artículos  4.1  y 19,  en relación  con  el artículo  1.1  de la Convención  Americana  sobre  Der echos  Humanos,  en perjuicio 
de las  sesenta  personas  fallecidas  en la explosión  de la fábrica  de fuegos  de Santo  Antônio  de Jesus,  ocurrida  el 11  




